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I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allende Bussi, Isabel

--Alvear Valenzuela, Soledad

--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo

--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo

--García Ruminot, José

--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Larraín Peña, Carlos

--Letelier Morel, Juan Pablo

--Muñoz Aburto, Pedro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime

--Rincón González, Ximena

--Rossi Ciocca, Fulvio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Tuma Zedan, Eugenio

--Uriarte Herrera, Gonzalo

--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, los Ministros Secretario General de la Presidencia, señor Cristián Larroulet Vignau, y de Salud, señor Jaime Mañalich Muxi.
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:22, en presencia de 26 señores Senadores.

El señor ESCALONA (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Las actas de las sesiones 27ª, ordinaria, en 19 de junio; 28ª, especial, y 29ª, ordinaria, ambas en 20 de junio  del presente año, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación. 

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Antes de pasar a la Cuenta, hago presente que nos acompaña en las tribunas un grupo de estudiantes de las Universidades de Harvard y de Chicago, quienes se encuentran haciendo su práctica en nuestro país.



Los saludamos afectuosamente.

IV. CUENTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Prosecretario.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las comunicaciones que se han recibido son las siguientes:

Mensajes



Tres de Su Excelencia el Presidente de la República:



Con el primero hace presente la urgencia, en el carácter “de discusión inmediata”, al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, para los efectos a que se refiere el artículo 68 de la Constitución Política (boletín Nº 8.387-05).



Con el mismo documento, además, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, al despacho de la iniciativa, en tercer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca (boletín Nº 3.777-03).



Con el segundo retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, para la tramitación de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (boletín N° 7.484-01).



2.- Proyecto de ley que crea la Superintendencia de Educación Superior (boletín Nº 8.041-04).



Asimismo, hace presente la urgencia, también en el carácter de “suma”, para la tramitación de las siguientes materias:



1.- Proyecto de ley que autoriza la publicación en medios electrónicos de actos que deban ser publicados en periódicos de circulación nacional, regional o local (boletín Nº 8.314-07).



2.- Proyecto de ley sobre protección de ecosistemas marinos (boletín N° 6.485-03).



Con el último hace presente la urgencia, en el carácter de “simple”, para la tramitación de la iniciativa que modifica la ley N° 20.422, sobre igualdad de oportunidades e inclusión social de personas con discapacidad, en la forma que indica (boletín Nº 7.988-11).



--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia el Presidente de la República, con el que requiere el acuerdo del Senado para designar miembros del Consejo Consultivo Previsional, por el período que se indica, a los señores Andras Uthoff Botka y Ricardo Paredes Molina (boletín N° S 1.493-05) (con la urgencia del inciso segundo del número 5) del artículo 53 de la Constitución Política) (Véase en los Anexos, documento 1).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Siete de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero comunica que el Primer Mandatario ha tenido a bien remitir el oficio Nº 168-360, del 21 de junio de 2012, mediante el cual solicita el envío del proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual al Honorable Senado, para los efectos del artículo 68 de la Carta Fundamental, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín Nº 8.387-05) (Véase en los Anexos, documento 2). 



--Pasa a la Comisión de Hacienda.



Con los seis siguientes informa que ha prestado su aprobación, en el primer trámite constitucional, a los siguientes asuntos: 



1.- Proyecto de ley que regula las transacciones comerciales de productos agropecuarios (boletín N° 7.484-01) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 3).



--Pasa a la Comisión de Agricultura y a la de Hacienda, en su caso.



2.- Proyecto de ley que modifica normas sobre depósito legal de creaciones audiovisuales (boletín N° 6.274-19) (Véase en los Anexos, documento 4).



--Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



3.- Proyecto de acuerdo que aprueba las enmiendas a la Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM), adoptadas mediante Resolución Nº 997 (LXXVI) del Consejo de la Organización Internacional para las Migraciones el 24 de noviembre de 1998, en Ginebra, Suiza (boletín N° 8.237-10) (Véase en los Anexos, documento 5).



4.- Proyecto de acuerdo que aprueba el Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares, suscrito en Santiago de Chile el 15 de noviembre de 2011 (boletín N° 8.238-10) (Véase en los Anexos, documento 6).



--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



5.- Proyecto de ley que regula el trabajo de los conductores de taxis colectivos (boletín N° 7.934-13) (Véase en los Anexos, documento 7).



--Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



6.- Proyecto de ley que regula servicios públicos de telecomunicaciones de prepago en favor de consumidores (boletín N° 8.280-15) (Véase en los Anexos, documento 8). 



--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



De la Excelentísima Corte Suprema:



Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo (boletín N° 8.324-03).



--Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Envía copia autorizada de la resolución recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del inciso primero del artículo 111 del Código Procesal Penal.



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Remite copia autorizada de la sentencia definitiva dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 2.331 del Código Civil.



--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.



Del señor Contralor General de la República:



Envía copia de peticiones de informe dirigidas a los señores Ministro de Desarrollo Social y Director del Fondo de Solidaridad e Inversión Social, diligencias ordenadas en el procedimiento, solicitado en nombre de la Senadora señora Rincón, para investigar una presentación del señor Alcalde de Retiro que denuncia supuestos actos de proselitismo por parte de un funcionario.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo: 



Informa monto de los ingresos percibidos por el Fisco por concepto del royalty establecido en el contrato de explotación de litio suscrito con la empresa SOQUIMICH y el destino dado a esos recursos, materia consultada en nombre del Senador señor Gómez.



Comunica antecedentes, solicitados en nombre del Senador señor Sabag, sobre la cifra total de cooperativas existentes en el país, desglosadas según su área de actividad y su número de socios.



Del señor Ministro de Obras Públicas:



Atiende petición de información, cursada en nombre del Senador señor Bianchi, relativa a la ejecución por la empresa Aguas Magallanes de un plan de control y seguimiento del funcionamiento de la red pública de recolección de aguas servidas de la ciudad de Punta Arenas y de sus características de diseño y operación.



Contesta petición, remitida en nombre del Senador señor Frei, para incluir en el presupuesto 2012 de la Dirección Nacional de Vialidad recursos destinados a mantención de caminos vecinales y puentes de la comuna de Purranque.



Da respuesta a solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre del Senador señor Navarro, sobre las materias que se enuncian a continuación: 



1.- Situación hídrica de las Regiones de Tarapacá y de Antofagasta, en especial del río Loa, en lo referente a caudal, calidad de sus aguas y eventuales episodios de contaminación.



2.- Procesos de inversión de la Dirección de Obras Hidráulicas en la comuna de Talcahuano, en especial, montos contemplados para reparar el canal Ifarle y para proyectos sobre aguas lluvias, así como sus plazos de ejecución.



3.- Informe sobre incendio forestal ocurrido en la ruta del Itata el 1 de enero de 2012, que provocó un atochamiento de vehículos amenazados por la acción del fuego a lo largo de un kilómetro y medio en esa carretera.



Contesta solicitudes de información, efectuadas en nombre de la Senadora señora Rincón, relativas a la factibilidad de las siguientes obras:



1.- Construcción de un puente sobre el estero Los Hualles, sector La Tosca, Región del Maule.



2.- Pavimentación o reparación del camino al embalse Ancoa, comuna de Linares.



Del señor Ministro de Salud:



Responde solicitudes de antecedentes, enviadas en nombre de la Senadora señora Allende, relativas a los siguientes asuntos:



1.- Escasez crítica de médicos especialistas en el Servicio de Salud Atacama.



2.- Fiscalizaciones efectuadas a la planta de la empresa Agrosúper ubicada en Freirina, debido a la eventual expedición de malos olores.



3.- Cumplimiento por Agrosúper en Freirina del compromiso de sustituir las plantas de HDPE que cubren las piscinas receptoras de purines por coberturas de fibra de vidrio y razones por las que las mediciones practicadas por la autoridad sanitaria no consignan existencia de olores que ameriten instruir sumarios.



Contesta solicitud de información, formulada en nombre de la Senadora señora Alvear, sobre planes o programas públicos para terminar el microbasural y la plaga de roedores que han puesto en riesgo la salud de los vecinos de la población Santa Olga, comuna de Lo Espejo.



Da respuesta a una petición, remitida en nombre del Senador señor Bianchi, acerca del estado de avance del proyecto Centro de Salud Familiar Puerto Williams, en la isla Navarino.



Atiende solicitudes de información, cursadas en nombre del Senador señor Navarro, referentes a fiscalizaciones sanitarias de las siguientes situaciones:



1.- Episodio de malos olores en la comuna de Los Ángeles y sus alrededores ocurrido el pasado 7 de marzo y atribuido a emanaciones surgidas desde una planta de la empresa Celulosa Pacífico, ubicada en la provincia de Malleco.



2.- Denuncias de vecinos de los sectores Higueras y Población Gaete, comuna de Talcahuano, relativas a olores nauseabundos en el aire, en el agua potable y en el alcantarillado.



Da contestación a una solicitud, expedida en nombre del Senador señor Prokurica, para que se informen las medidas adoptadas con el objetivo de transformar al hospital de Diego de Almagro en un centro de mediana complejidad.



Da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Senadores señores Navarro, Gómez y Quintana, relativo a la promoción de acciones por los Ministerios sectoriales en el marco del “Día Mundial de la Concienciación sobre el Autismo”, establecido por Resolución N° 62/139 de la Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas (boletín N° S 1.452-12).



Del señor Ministro de Agricultura:



Informa, en respuesta a petición dirigida en nombre del Senador señor Navarro, sobre las acciones ejecutadas por el Servicio Agrícola y Ganadero ante la denuncia de trazas de contaminación transgénica que afectan, en países como Alemania e Italia, a los productores y exportadores de miel.



Da respuesta a una petición, remitida en nombre del Senador señor Quintana, relativa a que se apliquen todos los instrumentos a disposición de esa Secretaría de Estado para hacer frente al déficit hídrico que afecta al territorio nacional y, en particular, a la pequeña agricultura campesina de la Región de La Araucanía.



Del señor Ministro de Vivienda y Urbanismo:



Considera antecedentes técnicos complementarios referentes a terrenos que se individualizan, enviados en nombre del Senador señor Horvath, en la perspectiva de ampliar los planes de urbanización de la comuna de Puerto Aysén, materia considerada en la mesa de trabajo formada entre el Movimiento Social por Aysén y el Gobierno.



Del señor Ministro del Medio Ambiente (s):



Remite copia de los informes de fiscalización realizados en la planta de tratamiento de aguas servidas de ESSBÍO ubicada en Hualpén, frente a los sectores poblacionales Floresta 2, Peñuelas 2 y Peñuelas 3, en respuesta a consulta enviada en nombre del Senador señor Navarro.



Del señor Subsecretario para las Fuerzas Armadas:



Atiende petición, remitida en nombre de la Senadora señora Allende, tendiente a que se informe la modalidad de provisión de petróleo y otros hidrocarburos a la Armada de Chile; proveedores de esos elementos; montos involucrados en los contratos de adquisición, así como copia de estos y de las órdenes de compra correspondientes a los años 2010, 2011 y 2012.



Del señor Subsecretario General de la Presidencia:



Informa el curso dado a peticiones de envío a tramitación legislativa de iniciativas sobre las materias que se indican a continuación:



1.- Al señor Ministro de Agricultura, la remitida en nombre de los Senadores señor Navarro, señoras Allende y Rincón y señores Gómez y Quintana, que da continuidad al aporte del Estado en materia de fomento e incentivo al establecimiento de plantaciones forestales, especialmente a las de pequeños y medianos propietarios forestales.



2.- Al señor Ministro Secretario General de Gobierno, la cursada en nombre de los Senadores señores Bianchi, Cantero, Chahuán, Horvath y Muñoz Aburto, que modifica la ley N° 20.500, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, de manera de ampliar los fines del Fondo de Fortalecimiento de las Organizaciones de Interés Público.



De la señora Subsecretaria de Turismo:



Atiende petición, formulada en nombre del Senador señor Navarro, para remitirle copia del reglamento que fija el procedimiento para otorgar concesiones turísticas en áreas silvestres protegidas del Estado.



De la señora Subsecretaria de Minería (s):



Informa haber enviado al Ministerio del Medio Ambiente las denuncias que se consignan en un informe elaborado por los regantes de la localidad de San Félix, comuna de Alto del Carmen, sobre los glaciares ubicados en las cercanías del proyecto minero Pascua Lama, materia cuya efectividad fue consultada en nombre del Senador señor Prokurica.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos:



Contesta petición, cursada en nombre del Senador señor Horvath, tendiente a que ese servicio hacendario contemple facilidades de pago, renegociaciones o condonación de intereses que permitan el cumplimento de los compromisos tributarios a la población de la Región de Aysén.



De la señora Superintendenta de Pensiones:



Atiende consulta, cursada en nombre del Senador señor Muñoz Aburto, relativa a la factibilidad de remplazar las comisiones por depósito de cotizaciones que cobran las administradoras de fondos de pensiones por un esquema que ligue los cobros a la rentabilidad de esos fondos.



Del señor Director Nacional de Pesca:



Responde consulta, formulada en nombre del Senador señor Bianchi, referente a la aplicación de las normas del decreto supremo N° 123, de Economía, de 3 de mayo de 2004, a naves que han realizado pesca en el océano Atlántico y se les ha prohibido la recalada en los puertos de la Región de Magallanes y de la Antártica Chilena.



Del señor Director del Instituto de Previsión Social:



Remite información, cursada en nombre del Senador señor García-Huidobro, en materia de solicitudes de la prestación “bono por hijo”, desglosadas por Regiones y con especificación en la cantidad de casos en que aquella se ha concedido.



De la señora Secretaria Ministerial de Salud de Antofagasta:



Toma conocimiento de petición de antecedentes, enviada en nombre del Senador señor Cantero, sobre brotes de Clostridium difficile y Enterobacter cloacae ocurridos en el Hospital Regional de Antofagasta, y anuncia que la autoridad sanitaria regional elaborará respuesta sobre el particular en el más breve plazo. 



Del señor Jefe de Gabinete del Ministro del Interior y Seguridad Pública:



Informa curso dado a solicitudes de información, remitidas en nombre del Senador señor Navarro, referente a las materias siguientes:



1.- Al señor General Director de Carabineros, para que informe respecto de la situación derivada de la ocupación permanente que personas en riesgo social o en estado de indigencia hacen del edificio Centro Mayor, comuna de Concepción.



2.- Al señor Subsecretario de Prevención del Delito, para que remita los antecedentes relativos a robos de dispensadores de dinero o cajeros automáticos que se señalan en la petición de Su señoría.



3.- A la autoridad precedentemente señalada, para que informe sobre las asesorías externas contratadas en los años 2011 y 2012, sea con personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras, mediante licitación o contratación directa, y adjunte copia de las respectivas bases.



Refiere haber transmitido a la señora Intendenta de Aysén la petición, formulada en nombre del Senador señor Horvath, de continuar la búsqueda de los funcionarios de la Dirección General de Aguas desaparecidos a raíz del volcamiento del bote zódiac en que viajaban por el río Huemules de esa Región.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes



De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (boletines números 5.917-18 y 7.007-18, refundidos) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 9).



De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que amplía el plazo del derecho a ausentarse del trabajo para la madre en caso de que la enfermedad sufrida por el hijo sea cáncer (boletín N° 5.857-13) (Véase en los Anexos, documento 10).



Dos de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, recaídos en las siguientes iniciativas, en primer trámite constitucional:



1.- Proyecto de ley sobre descuentos en la tarifa mensual en caso de interrupción de los servicios de telecomunicaciones (boletín N° 7.062-15) (Véase en los Anexos, documento 11).



2.- Proyecto de ley en materia de sanciones a vehículos impedidos de efectuar transporte público y de escolares (boletín N° 7.815-15) (Véase en los Anexos, documento 12).



--Quedan para tabla.

Moción



De los Senadores señor Gómez, señora Rincón y señor Rossi, con la que se da inicio a un proyecto de reforma constitucional que reduce, en el artículo 50 de la Constitución Política de la República, la edad requerida para ser elegido senador (boletín N° 8.390-07) (Véase en los Anexos, documento 13).



--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Permiso constitucional



Solicitudes de los Senadores señores Cantero y Navarro para ausentarse del país a contar del 28 de junio pasado y del 1º del mes en curso, respectivamente.



--Se autoriza.

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solicito fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones al proyecto que modifica la ley N° 19.327, que contiene normas para la prevención y sanción de hechos de violencia en recintos deportivos con ocasión de espectáculos de fútbol profesional.



La Comisión ha llegado a acuerdo sobre esta iniciativa, y hay una serie de indicaciones que el Ejecutivo debe formular para darle viabilidad.



En consecuencia, se requiere abrir un período breve -dos a tres horas- para presentar tales indicaciones, a efectos de cumplir con la formalidad de rigor.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se fijará nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto referido, hasta las 18 de hoy.



--Así se acuerda.

)----------( 

El señor LARRAÍN.- Adicionalmente, señor Presidente, en la Comisión de Gobierno hay una iniciativa cuyo análisis no ha avanzado. 



Se trata de un proyecto muy breve, el que modifica la ley N° 17.798, de control de armas, y el Código Procesal Penal.



He hablado con el Presidente del referido órgano técnico, quien no tiene inconveniente en que dicha materia se tramite en la Comisión de Constitución.



Eso es lo que solicito.

El señor GÓMEZ.- ¿Por qué no pasa a la de Defensa?

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala...

La señora ALLENDE.- ¡No, señor Presidente!



La Comisión de Constitución tiene mucho trabajo. 



¡Que vaya a la de Defensa!

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo.

El señor LARRAÍN.- Bueno, que pase a esa Comisión. Yo no tengo inconveniente. No es un problema personal.



El Ejecutivo me pidió plantear una forma de darle curso al trámite de este asunto, dado que el órgano técnico en que está radicado no lo ha visto.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para que el proyecto que señala el Senador señor Larraín pase a la Comisión de Defensa?

El señor GÓMEZ.- Sí.

La señora ALLENDE.- Sí.

El señor LARRAÍN.- No hay problema. 



--Así se acuerda.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, con relación al oficio enviado por el Presidente de la República para los efectos de la habilitación que establece el artículo 68 de la Constitución Política de la República, referida al proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual, usted ha dispuesto que pase a la Comisión de Hacienda.



Yo no voy a contradecir su decisión. 



Sin embargo, quiero que quede claro que el asunto a discutir no es la iniciativa de reajuste en sí, sino, conforme a la disposición constitucional aludida, si se habilita o no a la Cámara de Diputados para proceder a pronunciarse en el primer trámite.



En otras oportunidades, cuando una materia similar pasó a la Comisión de Hacienda por petición del propio Ejecutivo, ella no formuló informe al respecto, por entenderse que tal decisión corresponde a la Sala. La norma que regula este asunto es el artículo 68 de la Constitución.



Yo no objeto, señor Presidente, sus atribuciones para darle al proyecto el trámite que le parezca más adecuado; pero en ocasiones anteriores no hubo informe de Comisión. Sencillamente se votó en la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- Como se trata de una materia de tipo constitucional, la Mesa entiende que ello tiene un sentido político. Por lo tanto, hay que establecer un espacio que permita el diálogo sobre el particular.



Los Comités trataron este asunto, y así fue acordado.

)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

SOLICITUD PARA HABILITACIÓN DE PROYECTO SOBRE ESTABLECIMIENTO DE PROPORCIONALIDAD Y REPRESENTATIVIDAD EN SISTEMA ELECTORAL

El señor TUMA.- Señor Presidente, en sesión anterior y en nombre del Comité Partido Por la Democracia, le solicité que, en uso de sus facultades, colocara en tabla una iniciativa que fue debatida por esta Sala el viernes 6 de enero de 2006, en la sesión 57ª de la legislatura N° 353. Se trata de  un proyecto de reforma constitucional que propone establecer un principio proporcional y representativo en el sistema electoral, conocido como “reforma al sistema binominal” (boletín N° 4.061-07). 



La referida iniciativa llegó al Senado a través de un decreto de insistencia, formulado por el entonces Presidente Ricardo Lagos Escobar, luego de ser rechazada la idea de legislar en la Cámara de origen, al no alcanzarse el quórum de tres quintas partes de los Diputados en ejercicio.



La mayoría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento de la época sostuvo -y así lo declaró e informó a la Sala- que el decreto de insistencia no procedía tratándose de reformas constitucionales, lo que motivó un muy interesante debate tanto en la Comisión como en la Sala del Senado durante la ya referida sesión del 6 de enero de 2006.



Según consta en el respectivo Diario de Sesiones, al no haberse otorgado unanimidad para prorrogar la duración de la sesión, esta se levantó llegada la hora de término, sin que la Sala adoptara ninguna decisión sobre el informe y la declaración de inadmisibilidad.



En el intertanto, en dicha sesión algunos señores Senadores hicieron reserva de constitucionalidad sobre tal declaración. Recurrieron al Tribunal Constitucional y este se pronunció. Señaló que sí procede el decreto de insistencia tratándose de reformas constitucionales.



En consecuencia, señor Presidente, solicito que haga uso de sus facultades y ponga en tabla el referido asunto, que el Senado no resolvió en la sesión de 2006.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Sobre la materia en comento, como es de conocimiento de la Sala, se solicitó un informe al señor Secretario General, a quien le ofrezco la palabra para que lo dé a conocer a Sus Señorías.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Efectivamente, el proyecto de reforma constitucional que establece un principio proporcional y representativo en el sistema electoral (boletín Nº 4.061-07) fue rechazado en general en la Cámara de Diputados. Y el Ejecutivo, haciendo uso del mecanismo contemplado en el artículo 68 de la Constitución Política, solicitó que el mensaje pasara al Senado.



Con fecha 3 de enero de 2006, se dio cuenta en esta Corporación de la solicitud del Presidente de la República, y pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento. 



El 6 de enero de ese mismo año la Comisión de Constitución informó que el procedimiento del artículo 68 de la Carta Fundamental no era admisible en los proyectos de reforma constitucional. El Presidente del Senado de la época sostuvo que, en atención a dicho informe, no correspondía a la Sala pronunciarse sobre la materia. La sesión se levantó sin un pronunciamiento sobre el informe, y se despachó un oficio a la Cámara de Diputados en el que se señalaba que, por no corresponder a la Sala un pronunciamiento sobre el particular, la declaración de inadmisibilidad hecha en la Comisión se había mantenido en la sesión del 6 de enero.



Ahora bien, el 3 de marzo de 2006 se dio cuenta en la Sala del fallo del Tribunal Constitucional que declara que el mecanismo del artículo 68 de la Constitución Política de la República -vale decir, la insistencia- es aplicable a los proyectos de reforma constitucional. El asunto pasó a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, y se ofició, además, a la Cámara de Diputados para que remitiera los antecedentes respectivos; o sea, el proyecto como tal.



En opinión de la Secretaría General, atendido el estado de tramitación de este asunto, corresponde que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, visto el fallo del Tribunal Constitucional, se pronuncie derechamente sobre la insistencia del Ejecutivo o que, si la Sala del Senado así lo estimare, se ponga en tabla directamente la solicitud de insistencia para pronunciarse sobre ella sin informe de la Comisión.



Esas serían las dos posibles situaciones.



Es lo que la Secretaría General puede señalar sobre el particular. 



En este momento el proyecto se encuentra en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

El señor ESCALONA (Presidente).- La Mesa ha cumplido con el encargo. 



Esa es la información que estamos en condiciones de entregar.



Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, de acuerdo a lo informado por el Secretario, pido que usted, como Mesa, coloque esta materia en tabla directamente para que podamos decidir sobre ella.



Otra cosa es en qué lugar de la tabla se ubicará y en qué momento se discutirá el fondo del asunto.



Con todo, me parece que lo lógico es que el Senado proceda a debatir una cuestión que es de suma importancia para el fortalecimiento de nuestra democracia.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señor Presidente, quiero referirme a dos temas.



En primer lugar, me parece que, si un fallo del Tribunal Constitucional contradice lo que sostiene la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia -el asunto está radicado en ella-, lo razonable es que dicha instancia tome conocimiento de él. 



No creo que tales materias haya que eludirlas ni dilatarlas -cada cual deberá asumir sus responsabilidades en las votaciones que habrá que efectuar el Parlamento-, pero no considero correcto, tratándose de una cuestión que le fue enviada, que la Comisión no se pronuncie sobre el fallo. Y si este señala lo que se ha leído -no he tenido oportunidad de estudiarlo ni certificar lo que dice-, deberá resolver que corresponde aplicarlo. 



No tengo ánimo de retrasar la discusión (lo he conversado con el Senador señor Pizarro), sino que solo sostengo que la resolución de ese tribunal vaya a la Comisión de Constitución y que esta, en un plazo brevísimo, se pronuncie al respecto y que se resuelva sobre el particular; o por lo menos que se escuche la opinión de la  instancia que informó en sentido contrario. Posteriormente, la Sala votará como estime conveniente.



Por lo tanto, antes de tratarlo aquí, pienso que debe pedirse  un pronunciamiento a la Comisión de Constitución.



En segundo término, la Mesa ha resuelto que lo relacionado con el salario mínimo sea visto por la Comisión de Hacienda. Tuve oportunidad de hablar con el Ministro del ramo, quien solicitó que el órgano especializado pueda sesionar hoy en paralelo con la Sala. 



Porque el argumento de los parlamentarios de la Concertación es que no han tenido la oportunidad -el señor Presidente del Senado lo expresó en reunión de Comités- para que el Gobierno pueda exponer a los Senadores su posición sobre dicho proyecto. El Ejecutivo manifiesta que debe generarse una instancia institucional en la Comisión de Hacienda, y ha pedido que ella pueda funcionar en forma simultánea con la Sala.



Por lo tanto, solicito recabar la anuencia en tal sentido.

El señor ESCALONA (Presidente).- Sobre el último punto, señor Senador, le informo que la Comisión de Hacienda se halla citada para mañana, a las 11.

El señor ESPINA.- Solo transmitía lo señalado por el señor Ministro de Hacienda. 



Si quieren que se reúna mañana a las 11, no tengo objeción.

El señor ESCALONA (Presidente).- La convocatoria fue acordada con los Ministros respectivos.



En relación al otro punto, se abre debate.



Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, no estoy de acuerdo con la tesis planteada por el Honorable señor Espina en relación con la sentencia del Tribunal Constitucional. Se trata de un fallo que hay que cumplir. En él se manifiesta que en la cuestión que nos ocupa es aplicable el artículo 68 de la Carta. No veo qué otra cosa pueda hacer la Comisión. No va a emitir informe al respecto, y cada Senador posee la habilidad suficiente para estudiar y leer la sentencia. Además, la Secretaría ya tomó conocimiento de ella y ha informado oficialmente a la Sala.



Por ende, lo único que cabe es cumplir el fallo del Tribunal y darlo a conocer para que la Sala se pronuncie, de conformidad con el artículo 68 de la Constitución.



Por lo tanto, no procede que vaya a la Comisión.

El señor COLOMA.- Ya está allí.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, en la misma línea de lo dicho por el Honorable señor Zaldívar, estimo que se trata de una discusión sumamente larga. Estamos hablando de una sesión que simplemente terminó. 



Hoy no corresponde enviar el proyecto a la Comisión de Constitución, pues -es bueno decirlo- lleva más de seis años. Ya el Tribunal Constitucional se manifestó y ahora corresponde, de acuerdo incluso a nuestro propio Reglamento -hay un pronunciamiento de la Secretaría-, ponerlo en votación.



En mi opinión, sería una superbuena señal que votemos, especialmente considerando que hoy en la Cámara de Diputados se perdió el proyecto que pretendía iniciar un camino de reforma al sistema electoral.

El señor ESCALONA (Presidente).- Señores Senadores, voy a releer el párrafo final del relato que hizo la Secretaría:



“En opinión de la Secretaría General, atendido el estado de tramitación del asunto corresponde que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, visto el fallo del Tribunal Constitucional, se pronuncie derechamente sobre la insistencia o que, si la Sala del Senado así lo estimare, ponga en Tabla directamente la solicitud de insistencia, para pronunciarse sobre la misma sin informe de la Comisión”.



Es decir, lo solicitado por el Senador señor Pizarro se aviene con lo segundo, para lo cual se requiere votación de la Sala.

El señor COLOMA.- Si hubiera acuerdo unánime.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, por la misma información que se desprende de la Secretaría del Senado, el asunto que nos ocupa se encuentra radicado en la Comisión de Constitución. Por lo tanto, ella debe pronunciarse antes de que lo haga la Sala. De acuerdo al Reglamento, la Sala debe pronunciarse siempre con informe de la Comisión técnica competente. Ese es el trámite que falta. 



Además, no veo el problema en que así ocurra. Lo normal es que los asuntos sean informados. Y si se trata de un fallo del Tribunal Constitucional, con mayor razón.



Por lo tanto, sugiero que el proyecto se active en la Comisión de Constitución -es lo que podemos hacer; se hallan aquí todos sus miembros- y luego se someta a conocimiento de la Sala. Pero saltarse el pronunciamiento de dicha instancia -donde se encuentra radicado, y por acuerdo de la Sala-, lo veo inconducente, y no corresponde hacer una modificación de ese trámite.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ignacio Walker.

El señor WALKER (don Ignacio).- Señor Presidente, estimo que la situación está meridianamente clara. Ni siquiera se trata de un problema de voluntad política; es una cuestión reglamentaria.



Recordemos que el proyecto de reforma constitucional fue rechazado en su momento por la Cámara de Diputados el 2005, como ha dicho el Senador señor Tuma.



Entonces, al tenor del artículo 68 de la Carta hay dos posibilidades. Una, que no pueda renovarse sino hasta después de un año. Y la segunda, que establece: “Sin embargo, el Presidente de la República, en caso de un proyecto de su iniciativa,” -es la situación- “podrá solicitar que el mensaje pase a la otra Cámara y, si ésta lo aprueba en general por los dos tercios de sus miembros presentes, volverá a la de su origen...”; que es la Cámara de Diputados.



Por lo tanto, la cuestión se halla evidentemente esclarecida. La iniciativa lleva seis años, casi siete, en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. 



Señor Presidente, se han tramitado veinte proyectos sobre cambio del sistema binominal. Recientemente, el Diputado señor Burgos presentó el vigésimo. 



Como decía, el proyecto se votó en su momento en la Cámara de Diputados y se rechazó; viene al Senado solo para efectos de su admisibilidad, como producto de los dos tercios de los presentes -que esperamos que se alcance una vez que se ponga en tabla, después de una discusión- para volver a la Cámara de Diputados y reanudar la discusión sobre el fondo.



Ante el tenor clarísimo del fallo del Tribunal Constitucional, no procede que la iniciativa siga en la Comisión de Constitución, Legislación y Justicia. La Sala ha de pronunciarse para determinar si hay o no los dos tercios que permitan volverla a la Cámara de origen para continuar el debate sobre su mérito.



Señor Presidente, no podemos seguir dilatando eternamente el asunto, sin que esto implique prejuzgar sobre el comportamiento de cada cual. Hoy día sabemos que se rechazó un proyecto en la Cámara de Diputados, por haberse logrado solo 66 de los 71 votos requeridos. 



Lo único que decimos es que se cumpla con el artículo 68 del Texto Fundamental, máxime cuando hay un fallo claro, explícito, diáfano del Tribunal Constitucional, conforme al cual la norma se aplica también a los proyectos de reforma constitucional. Recordemos que en su momento, legítima pero, a mi juicio, equivocadamente (como lo demostró a la postre el mencionado Tribunal), el Presidente del Senado de ese entonces, Honorable señor Romero, estimó que no se aplicaba el precepto a tales proyectos. Sí se hacía y se hace, de acuerdo al fallo en cuestión.



Por lo tanto, a la luz del artículo 68 de la Carta y del fallo del Tribunal Constitucional, corresponde que la Sala del Senado se pronuncie para ver si se reúnen o no los dos tercios. Porque si se logran, vuelve la iniciativa a la Cámara de origen para iniciar la discusión.



En mi concepto, esto no se puede seguir dilatando y la Cámara Alta tendrá que pronunciarse sobre la materia. 

El señor COLOMA.- ¡Igual que en el caso del salario mínimo...!

El señor WALKER (don Ignacio).- Es todo lo que pide el Honorable señor Tuma, con lo cual la bancada de Senadores de la Democracia Cristiana está de acuerdo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hay un número importante de Senadores inscritos.



Tiene la palabra el Senador señor Novoa.

El señor NOVOA.- Señor Presidente, me sorprende la urgencia de este asunto después de seis años, lapso en que ha habido Presidentes y mayorías de todas las bancadas en la Comisión de Constitución.



Acá no estamos abocados a una cuestión de fondo, sino a una de procedimiento. Esta materia se encuentra radicada en la Comisión, y es factible pedir un cambio de trámite. Podríamos decidir acá exactamente lo contrario que se resolvió respecto del salario mínimo y decir que en este caso no queremos informe de la Comisión. Se cambia el trámite. Y el señor Presidente lo pondrá en tabla cuando lo resuelva.



Entonces, con todo respeto al señor Secretario, no hay dos opciones, sino una: o se cambia el trámite y se coloca en tabla cuando el Presidente lo disponga o se mantiene el trámite, caso en el cual hay que esperar el informe de la Comisión.



 No tengo problema en que la Sala resuelva la modificación del trámite. Pero para que el Presidente lo pueda poner en tabla, primero debe llevarse a cabo dicho cambio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario General.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Deseo hacer una aclaración.



Cuando, al informar, digo que hay dos opciones, la primera, naturalmente, consiste en que, estando en la Comisión de Constitución, se espera el informe de ella -la Sala es soberana; incluso puede fijar un plazo-; y la segunda, en que se cambie el trámite. Pero esto último requiere acuerdo de la Sala; no es facultad del señor Presidente del Senado.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor LAGOS.- ¿Y el acuerdo de la Sala sería por mayoría o por unanimidad?

El señor COLOMA.- Por unanimidad.

El señor TUMA.- Señor Presidente, me permito recordar a los colegas que este proyecto está todavía en la Sala. ¡Vino de la Comisión! Esta ya se pronunció, erróneamente, pero lo hizo. 



Por consiguiente, la iniciativa se encuentra en la Sala, y esta no ha resuelto. Y lo que estoy pidiendo es que el Senado se pronuncie sobre la forma y el fondo de la reforma constitucional. Ya se han cumplido seis años y medio desde su presentación. 



A veces, la gente se pregunta por qué el Congreso Nacional demora tanto la tramitación de los proyectos. Bueno, aquí tenemos uno que podría ser de fácil despacho, relativo a cómo resolver un tema tan importante.

El señor COLOMA.- ¡De fácil despacho, no...!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, en mi concepto, habría que patrocinar una moción destinada a no iniciar nuevos proyectos de ley hasta no analizar los pendientes.



La situación actual es, sinceramente, tragicómica.



Me alegra mucho que haya interés en ver, con alguna urgencia,  un cambio al sistema binominal. ¡Quién más que el que habla puede estar contento por ello! Pero el Senador Ignacio Walker manifestó algo no menor: hay veinte proyectos de ley -muchos de mi autoría- sobre la materia. 



Por lo tanto, lo que debiera hacerse es acelerar el proceso de trámite en la Comisión de Constitución y, de paso, abordar las demás iniciativas que van en la misma línea. O sea, avanzar en serio y de una buena vez en una verdadera reforma al sistema binominal.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene le palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, este debate debe de ser de los más surrealistas en la historia del Parlamento: de pronto un Senador pide -se encuentra en todo su derecho- votar algo en circunstancias de que han pasado quinientas sesiones entre la que se trató el asunto y esta. Desde ese  momento, el actual es el tercer Presidente de la República. Esto ni siquiera fue planteado durante el mandato de la Presidenta Bachelet. La insistencia se presentó durante el Gobierno del señor Lagos.



No me parece adecuado que, de pronto, saliendo de la nada, surja la necesidad de votar algo cuando cumplieron su gestión seis Presidentes del Senado y el mismo número de Presidentes de la Comisión. Obviamente, la materia tenía un trámite. Y hoy día, guste o no, el asunto está radicado en la Comisión de Constitución. Que se pretenda cambiar el trámite para tratar de resolver como si fuera de fácil despacho un tema ilegítimamente -tanto es así que hoy hubo una resolución distinta-, me parece del todo sorprendente y, desde mi perspectiva, fuera de lugar.

El señor PIZARRO.- Como dijo Pedro Navaja: “La vida te da sorpresas”.

El señor COLOMA.- Distinto es que alguien quiera que esto tenga una tramitación normal y que la Comisión de Constitución no sea extraída de su causa, sino que pueda resolver lo que en su momento se le encomendó. 



La situación es exactamente la misma que el señor Presidente acaba de decidir con relación al salario mínimo. Porque, en este último caso, se pudo plantear que bastaba el decreto de insistencia para que la Sala se pronunciara, pero el mismo Presidente del Senado lo tramitó a la Comisión de Hacienda. Supongo que lo hizo para que ella diga algo sobre el particular, conozca el proyecto y pueda rendir algún informe. De otra manera, no tendría sentido dicho trámite.



Entonces, desde mi perspectiva, esta discusión -insisto- es lo más raro que hay, pues de pronto sale un fogonazo y se dice: “Señores, hay que votar ahora lo que desde hace quinientas sesiones tenemos pendiente”. ¡Como si alguien hubiera tenido previsto un debate de esta naturaleza!



Entiendo que pueda haber disconformidad con la votación registrada en la Cámara de Diputados. Cada uno podrá haberse generado expectativas respecto de ella. Pero de ahí a tratar de alterar por completo el sano conocimiento de los procesos me parece un error manifiesto.



Por eso, en mi concepto, es bueno plantear que la Comisión de Constitución siga su tramitación, a la brevedad que le parezca -no hay inconveniente-, que emita un informe y, de esa manera, que se dirima la situación. Pero pretender votar ahora, porque entiendo que eso es lo que quiere el Senador Tuma...

El señor WALKER (don Ignacio).- ¡No!

El señor COLOMA.- Eso es lo que se planteó en su momento.

El señor WALKER (don Ignacio).- No, señor Senador.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, al parecer, el Senador señor Tuma me está insinuando que tengo razón cuando afirmo que lo que él espera es votar ahora. Está en su derecho. De verificarse eso, desde mi perspectiva, sería un error de procedimiento manifiesto. Y creo que lo sano, lo razonable, lo bueno para todos es que la Comisión de Constitución se aboque al informe y se pronuncie de manera adecuada respecto de lo que debe votarse o no.



También creo que sería bueno saber -eso ya es más político- si el Gobierno actual persiste en la insistencia. Porque estamos actuando con una insistencia asumida dos Gobiernos atrás. Y algo puede haber pasado durante dos Administraciones. La Presidenta Bachelet nunca lo planteó.

El señor GÓMEZ.- ¡Somos insistentes...!

El señor COLOMA.- ¡Insistentes o catetes, dicen algunos...! Pero la Presidenta Bachelet no lo hizo en su momento. No sé si el Excelentísimo señor Piñera piense igual que el ex Presidente Lagos. Tengo algún derecho a creer que, afortunadamente para ambos, piensan distinto.

El señor LAGOS.- Distinto, pero los dos bien.

El señor COLOMA.- Entonces, sería un error tratar de generar una resolución como la que se pretende, en orden a que de repente, de la nada, se efectúe una votación luego de transcurridas quinientas sesiones en que nunca, como expresa la poesía, “nadie dijo nada”.

El señor ESCALONA (Presidente).- La Mesa reitera que la votación se refiere al cambio de trámite, es decir, a ver la insistencia directamente en la Sala. No es que se vaya a incluir en la tabla la votación de la insistencia en el curso de las próximas horas.



La diferencia entre la decisión que yo tomé en relación con el salario mínimo es de un día a seis años y medio. Es una pequeña diferencia, Senador señor Coloma.



Como quedan cuatro inscritos, no se puede someter a votación el asunto.



Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, recordando la historia, hubo efectivamente un decreto de insistencia respecto de una reforma que se rechazó en la Cámara de Diputados. Y al ser enviado a la Comisión de Constitución del Senado, esta declaró que no procedía el decreto de insistencia en las reformas constitucionales. Sobre el punto se pronunció en sentido contrario el Tribunal Constitucional. Por lo tanto, si uno es riguroso, ese antecedente debería hacer que la Comisión se pronuncie ahora sobre el fondo del asunto, porque esta no lo discutió por una razón formal, equivocada a juzgar por el fallo del Tribunal. Y este último señala que es posible insistir en materia de reformas constitucionales.



En consecuencia, lo que deberíamos hacer es lo mismo que se ha previsto -aunque sea con años de diferencia- para lo relativo al salario mínimo; es decir, que la Comisión dirima la habilitación solicitada por el Ejecutivo, independiente de que resulta extraño que Gobiernos sucesivos no lo hayan hecho. Pero lo riguroso es eso.



Quiero insistir en ello, porque se trata de un asunto reglamentario. La Comisión de Constitución no se ha pronunciado acerca del trámite habilitante, debido a que consideró que no correspondía. Y conforme al Reglamento, la Sala, salvo que acuerde algo distinto, debe resolver sobre cualquier materia en que medie un informe de la Comisión correspondiente.



Por lo demás, incluso el fallo mencionado establece una modificación de la interpretación que nosotros hacemos respecto del artículo 68 de la Constitución. 



El proyecto sobre salario mínimo, de acogerse su trámite habilitante, se aprobará por los dos tercios de los miembros presentes. Pero el Tribunal Constitucional ha dicho que no se puede, por esa vía, saltarse el quórum pertinente, porque los dos tercios de los miembros presentes puede ser inferior a los tres quintos requeridos para aprobar la reforma constitucional del caso. En consecuencia, exige para este trámite un quórum distinto, de acuerdo a una interpretación de coherencia y concordancia constitucional, equivalente a los tres quintos de los miembros en ejercicio. 



Es decir, aquí tenemos una nueva realidad.



¿Por qué no se pronunció la Comisión al respecto? Lo desconozco. Pero no lo hizo. Y lo lógico es no enredar más la discusión: que ella emita su parecer, como corresponde, y que informe a la Sala a los efectos de que tome una decisión, si es lo que desea. Creo que siempre existirá el mejor ánimo en dicho órgano técnico para avanzar en estos temas.



Por lo tanto, sugiero seguir ese camino, porque, en rigor, no ha habido pronunciamiento de la Comisión; o sea, no cumplió con el objetivo encomendado por la Sala, y es lo que le corresponde realizar conforme a esa voluntad. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma. 

El señor TUMA.- Señor Presidente, con el objeto de cerrar un acuerdo en el Senado acerca de esta materia, solicito que el proyecto pase a la Comisión de Constitución -tengo la convicción de que ello todavía no ha ocurrido- y que, a fin de evitar que vuelva a repetirse la espera de seis años y medio más para verlo -algunos sostienen la teoría de que ya estuvo en dicho organismo-, se fije un plazo razonable de 30 días, y en la primera sesión de agosto nos pronunciemos sobre el particular. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, procederemos en la forma indicada.



--Así se acuerda.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario. 

El señor LABBÉ (Secretario).- En sesión de hoy los Comités adoptaron los siguientes acuerdos: 



1) Tratar en el tercer lugar del Orden del Día de hoy el proyecto de ley signado con el número 4 de la tabla, que amplía el plazo que se concedió a los sostenedores de establecimientos educacionales para ajustarse a las exigencias prescritas en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley Nº 2, de 2010, del Ministerio de Educación.



2) Poner en el segundo lugar del Tiempo de Votaciones de esta sesión el proyecto de acuerdo signado con el número 19, en el que se solicita a los Ministros de Hacienda y de Educación la remisión de un proyecto de ley de incentivo al retiro para los asistentes de la educación en términos iguales a los aprobados para el sector de la salud municipal.



3) Citar a sesión especial del Senado para abordar la situación de las corporaciones educacionales municipales, facultándose a la Mesa para fijar su fecha de realización.

V. ORDEN DEL DÍA

MODIFICACIÓN DE CÓDIGO SANITARIO EN MATERIA DE REGULACIÓN DE FARMACIAS Y MEDICAMENTOS

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde continuar la discusión particular del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Sanitario en lo referente a la regulación de las farmacias y los medicamentos, con segundo informe de la Comisión de Salud, informes de las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre los proyectos (6523-11, 6037-11 y 6331-11, 6858-11, refundidos) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyectos de ley (mociones de los Senadores señores Girardi y Ruiz-Esquide y del entonces Senador señor Ominami; de los Senadores señora Alvear y señor Ruiz-Esquide; del Senador señor Muñoz Aburto, y de la Senadora señora Alvear):


En primer trámite, se da cuenta de ellos en las siguientes sesiones:





1) Sesión 19ª, en 19 de mayo de 2009 (6523-11).





2) Sesión 45ª, en 19 de agosto de 2008 (6037-11).





3) Sesión 82ª, en 6 de enero de 2009 (6331-11).





4) Sesión 4ª, en 23 de marzo de 2010 (6858-11)


Informes de Comisión:


Salud: sesión 40ª, en 4 de agosto de 2010.


Salud (segundo): sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.


Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.


Hacienda: sesión 22ª, en 5 de junio de 2012.


Trabajo y Previsión Social (complementario): sesión 29ª, en 20 de junio de 2012.


Discusión:



Sesiones 41ª, en 10 de agosto de 2010 (se aprueba en general); 24ª, en 12 de junio de 2012 (queda pendiente su discusión particular); 26ª, en 13 de junio de 2012 (queda para segunda discusión); 27ª y 29ª, en 19 y 20 de junio de 2012, respectivamente (queda pendiente la discusión particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que está pendiente la votación separada de cada uno de los incisos del artículo 100, contenido en el numeral 1) del artículo 1º.



Por lo tanto, de conformidad a las peticiones efectuadas por diversos señores Senadores, corresponde votar en forma dividida los seis incisos de dicha norma.



Primero se pidió pronunciamiento separado de los incisos segundo al quinto -solicitud efectuada por dos señores Senadores- y, con posterioridad, de cada uno de ellos. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Continúa la discusión particular del proyecto.



Tiene la palabra el señor Ministro de Salud. 

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Buenas tardes, señor Presidente y señores Senadores.



Quiero, una vez más, destacar la importancia de esta tremenda iniciativa para regular un mercado que hoy día produce tantas desigualdades y tanto dolor, sobre todo a las familias de escasos recursos, que tienen que gastar bastante dinero de su bolsillo en medicamentos, y de manera especial a las personas de la tercera edad con enfermedades crónicas. 



A manera de ilustración, puedo señalar que ayer se dio a conocer la resolución del caso sobre el suplemento alimenticio ADN, materia en la cual existe un vacío legislativo, que este proyecto soluciona. Y, por otra parte, hoy apareció el informe del SERNAC que revela que hay farmacias que todavía no venden medicamentos genéricos, a lo que esta iniciativa obliga.



En cuanto al artículo 100, quiero formular algunos breves comentarios.



En primer lugar, sobre su inciso primero, probablemente no habrá ninguna dificultad.



Acerca de su inciso segundo, aparece un punto que, luego de reflexionar, resulta legítimo, porque cuando se señala que “en ningún caso respecto de productos que, teniendo tal condición, sean destinados al uso pediátrico” se genera efectivamente una confusión. 



Es factible que ello pueda resolverse si la Sala, unánimemente, elimina la frase referida a la difusión al mundo infantil, que no adquiere ese tipo de fármacos.



Sin embargo, dicho inciso es muy importante tratándose de la restricción de la propaganda. 



En el inciso tercero se señala algo que hoy día ya existe: la prohibición a la industria farmacéutica o a los laboratorios de hacer publicidad de productos que requieren receta médica. Ello es continuamente burlado o pasado a llevar por la industria -todos lo sabemos, por experiencia- cuando publica en un diario, por ejemplo, el domingo, un inserto dirigido: “Al honorable cuerpo médico”, donde se menciona algo que en realidad corresponde al marketing de un fármaco, disfrazado bajo una supuesta información. 



En tal sentido, dicho inciso enfatiza la idea de que no se puede emitir propaganda de remedios sujetos a receta médica en medios de comunicación masiva.



El inciso cuarto es bastante claro -creemos que se debe insistir en esto- en cuanto a la prohibición de efectuar donaciones de productos farmacéuticos y de entregar incentivos económicos para prescribirlos y dispensarlos, lo cual ya fue abordado a propósito de los trabajadores de las farmacias. Y el inciso quinto describe cuáles son los incentivos. 



Hay otro asunto que consideramos importante para efectos de la votación del inciso sexto: de permitirse la donación de medicamentos solo a establecimientos asistenciales, se dejaría fuera a una serie de instituciones, hogares de adultos mayores, fundaciones, que sería bueno que los recibieran a título gratuito. 



Por eso, nos parece adecuado -para lo cual también se requiere la unanimidad de los señores Senadores- cambiar la frase “establecimientos asistenciales” por el término “instituciones”, u otro que se estime pertinente.



Gracias. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Quiero consultar a los señores Senadores que pidieron votación separada si mantienen su solicitud, o si los inconvenientes se resolvieron con las recientes aclaraciones.



Tiene la palabra el Honorable señor Novoa. 

El señor NOVOA.- Señor Presidente, con las precisiones hechas por el señor Ministro, no tengo ningún problema.



Solamente quiero sugerir una enmienda al inciso segundo.



Ya que respecto a la publicidad y demás actividades destinadas a dar a conocer un producto farmacéutico se propone eliminar la mención a los medicamentos de uso pediátrico, pienso que la frase que viene a continuación: “Estos últimos deberán presentarse en envases que dificulten a los menores” tendría que comenzar por “Los medicamentos” -en general-  “deberán presentarse”. Porque, obviamente, es tan peligrosa la ingesta por un menor de un medicamento de uso pediátrico como la de cualquier otro.

El señor ROSSI.- ¡Es más grave!

El señor BIANCHI.- Tiene razón.

El señor NOVOA.- Y quizá es más grave todavía.



Me parece que con esa precisión, señor Presidente, podríamos aprobar el precepto.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Girardi.

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, al parecer, existe la voluntad de apoyar el artículo 100 con las modificaciones sugeridas por el Ministro, que yo también comparto. 



Con relación al inciso relativo a las donaciones de productos farmacéuticos, solo pido enfatizar que ellas se realicen a instituciones sin fines de lucro. Pero, evidentemente, todos estamos de acuerdo en eso.

El señor LETELIER.- ¡Debería explicitarse en el texto!

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, ojalá hubiera unanimidad acerca del último punto.



Como le planteé al señor Ministro, con la expresión “establecimientos asistenciales” se deja fuera de las donaciones de medicamentos a una serie de fundaciones, hogares de adultos mayores, etcétera, que no se hallan comprendidos bajo ese calificativo. Porque los establecimientos asistenciales son los de salud, fundamentalmente.



Por lo tanto -repito-, ojalá hubiera unanimidad en la Sala para cambiar dicho término y dejar la norma más abierta a la posibilidad de que otras entidades puedan recibir esas donaciones.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- El Senador señor Letelier también pidió votación separada.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en principio, yo no tengo dificultad con este precepto. Se acogió la principal preocupación, que era el tema de los trabajadores.



Deseo, sí, formular una consulta.



Para los efectos de la votación, necesitamos acordar unánimemente una indicación. Y pido que la presentemos en forma previa. Porque no es lo mismo explicitar en la disposición que se permitirá la donación de productos farmacéuticos a establecimientos asistenciales “sin fines de lucro”, que dejarla abierta.



Entonces, si hubiese acuerdo unánime para aprobarla en esa forma, no tendría objeción alguna, señor Presidente.

El señor BIANCHI.- Está bien.

El señor NOVOA.- Que la Secretaría la redacte.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Sí, encomendémosle esa tarea a la Secretaría.

El señor LETELIER.- Sin embargo, para adoptar tal procedimiento necesitamos la unanimidad de la Sala.

El señor ESCALONA (Presidente).- Entonces, la Secretaría quedaría facultada para efectuar esas dos modificaciones.



--Así se acuerda.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario, para hacer las clarificaciones pertinentes.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La situación es la siguiente.



Respecto al inciso segundo, se ha pedido la unanimidad de la Sala para reemplazar la primera parte de la segunda oración: “Estos últimos deberán presentarse”, por “Los medicamentos deberán presentarse”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Sobre esta primera enmienda, tiene la palabra el señor Ministro.

El señor MAÑALICH (Ministro de Salud).- Según lo discutido y para lo cual se ha solicitado -por su intermedio, señor Presidente-, la unanimidad del Senado, la modificación al inciso segundo sería la que señalo a continuación:



Suprimir el texto que sigue a “medicamentos de venta directa”. En consecuencia, desaparecería la frase: “y en ningún caso respecto de productos que, teniendo tal condición, sean destinados al uso pediátrico”. Después, colocar un punto seguido y agregar: “Los medicamentos deberán presentarse en un envase”..., etcétera. O sea, se cambiaría el sujeto “Estos últimos”, por el de “Los medicamentos”. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Así lo entiende la Mesa.



La primera enmienda ya está aclarada.



Tiene la palabra el Senador señor Ruiz-Esquide. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, solo quiero expresar que eso es correcto, así que no vale la pena someterlo a votación.

El señor ESCALONA (Presidente).- La primera parte está zanjada. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- Puedo leer cómo queda el inciso. 

El señor ESCALONA (Presidente).- No es necesario.



Pasemos a la segunda clarificación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Ante todo, debería entenderse desde ya que el inciso primero; el inciso segundo (con la unanimidad manifestada para las modificaciones señaladas), y los incisos tercero, cuarto y quinto del artículo 100 quedarían aprobados, toda vez que fueron objeto de enmiendas acogidas unánimemente en la Comisión de Salud.



--Quedan aprobadas, reglamentariamente, las disposiciones referidas, en la forma indicada.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Entonces, solo estaría pendiente la situación del inciso sexto, respecto del cual se ha sugerido no limitar la donación de productos farmacéuticos a establecimientos asistenciales, sino precisar la redacción de manera tal que aquella solo quede abierta a organizaciones sin fines de lucro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- A “instituciones sin fines de lucro”.

El señor NOVOA.- Así es.

El señor ESCALONA (Presidente).- Bien: “a instituciones sin fines de lucro”.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El inciso sexto quedaría así:



“Sin perjuicio de lo señalado en el inciso anterior, se permitirá la donación de productos farmacéuticos a instituciones sin fines de lucro, siempre que aquellos se encuentren comprendidos en el Formulario Nacional de Medicamentos”.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Se aprueba por unanimidad, y queda despachado el proyecto en este trámite.

INCORPORACIÓN DE PENSIONADOS DE DIPRECA Y CAPREDENA A CAJAS DE COMPENSACIÓN DE ASIGNACIÓN FAMILIAR

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.539 a fin de permitir a los pensionados de la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional incorporarse a cajas de compensación de asignación familiar, con segundo informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social y urgencia calificada de “suma”.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7441-13) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 8ª, en 13 de abril de 2012.


Informes de Comisión:


Trabajo y Previsión Social: sesión 11ª, en 17 de abril de 2012.


Trabajo y Previsión Social (segundo): sesión 26ª, en 13 de junio de 2012.


Discusión:



Sesión 15ª, en 8 de mayo de 2012 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general en sesión de 8 de mayo del año en curso.



La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el numeral 1) del artículo 1°, el artículo 2° y el artículo transitorio no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones, por lo que conservan el mismo texto aprobado en general. Estas disposiciones deben darse por aprobadas, salvo que algún señor Senador, contando con la unanimidad de los Senadores presentes, solicite su discusión y votación.



Cabe señalar que el número 1) del artículo 1° versa sobre normas de quórum calificado, por lo que para su aprobación se requieren 19 votos favorables. De consiguiente, debe dejarse constancia de que se reúne dicho quórum.



--Se aprueban reglamentariamente el artículo 2° y el artículo transitorio.

El señor ESCALONA (Presidente).- Habría que dejar establecido que la enmienda acogida unánimemente en la Comisión queda aprobada y poner en debate el número 1) del artículo 1°.



En discusión.



Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.



El señor LETELIER.- Señor Presidente, entiendo que este proyecto viene con un acuerdo unánime de la Comisión, pero la Sala tiene derecho a efectuar su discusión en particular. De lo contrario, antes de entrar a debatirlo uno debería pedir votación separada de cada precepto. 



Es medio absurdo el procedimiento. Y lo digo porque algunos Senadores queremos hacer ciertas consultas.



Varios personeros del Ejecutivo emitieron su opinión acerca de los beneficios que se pretende otorgar a los afiliados de CAPREDENA y DIPRECA.



Por nuestra parte, deseamos discutir un poco el texto, señor Presidente, y no sé cuál es el procedimiento que corresponde seguir.

El señor ESCALONA (Presidente).- Con relación a las normas aprobadas unánimemente en las Comisiones prevalece el Reglamento, salvo que algún señor Senador pida, de modo expreso, debatir alguna de ellas, para lo cual debe contar con la unanimidad de los Senadores presentes.

El señor LETELIER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, existe interés en que se nos informe sobre el alcance de la iniciativa. Entendemos que su finalidad es que los pensionados de DIPRECA y CAPREDENA puedan incorporarse a las cajas de compensación de asignación familiar. La pregunta es: ¿por qué se necesita una ley especial para este fin?



Esa es la primera gran interrogante.



Entonces, me gustaría que la Presidenta de la Comisión o alguno de los colegas que participaron en el debate precisaran por qué se necesita una legislación especial para que tales pensionados se incorporen a las cajas de compensación de asignación familiar. ¿Están excluidos por ley?

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Rincón.

La señora RINCÓN.- Señor Presidente, este proyecto viene a reparar una omisión expresa de la ley. Cuando en el pasado, bajo el Gobierno del Presidente Eduardo Frei Ruiz-Tagle, se permitió a los pensionados de nuestro país incorporarse como cotizantes de las cajas de compensación de asignación familiar, se dejó expresamente fuera a los provenientes de DIPRECA y CAPREDENA. Y la verdad es que durante mucho tiempo se discutió la posibilidad de incorporarlos. Es más, siendo yo Superintendenta de Seguridad Social, planteamos esa alternativa, pero no logramos obtener la venia del Ejecutivo.



Cuando se hace la discusión -la repone el Gobierno del Presidente Sebastián Piñera-, surge la duda de los montos y de por qué se debía incorporar o no incorporar a dichas personas. 



Esta es una vieja aspiración de los cotizantes de ambas cajas. 



Pues bien, el punto se debatió ampliamente en la Comisión, en la que participaron no solamente el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, sino también el de Defensa, la Caja de Previsión de la Defensa Nacional y la Dirección de Previsión de Carabineros de Chile. Y en esa discusión salió a la luz lo que ocurría con los distintos beneficios que estos pensionados perciben a través de ambas cajas y cómo ellos tienen una serie de instrumentos que les facilitan los préstamos y las atenciones de salud.



En virtud de aquello, y después de escuchar la aprensión del Ejército respecto a la normativa propuesta, la cual decía relación con el orden de prelación que iban a tener las instituciones de seguridad social para hacer efectivos los cobros de los respectivos créditos, se llegó a la fórmula que hoy día estamos sometiendo a consideración del Senado, previa indicación del Ejecutivo.



La indicación fue conversada y analizada por los miembros de la Comisión de Trabajo del Senado y todos coincidimos en considerarla un antecedente importante para la discusión en particular de esta iniciativa. Y creemos que la Sala debiera recogerla porque repara una discriminación que se hizo con estos pensionados en el pasado. Esto lo hemos repetido en otro tipo de normativas, pero, lamentablemente, hasta el día de hoy no hemos podido regularizar esta situación.



Creemos importante darles a esos pensionados la posibilidad de acceder a los beneficios en materia de recreación, préstamos, capacitación, turismo que aportan las cajas de compensación, ya que no hay ningún fundamento para que hoy día no estén considerados en la normativa general.



Por eso, señor Presidente, pido que la Sala apruebe este proyecto el día de hoy. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Quisiera recordar a la Sala que el 8 de mayo fue aprobada en general esta iniciativa. Así que estamos en la discusión particular.



Tiene la palabra el Senador señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, es un proyecto relativamente corto y creo que unas pocas intervenciones no van a atrasar en demasía su despacho. Naturalmente, es de iniciativa del Ejecutivo y fue aprobado en la Cámara de Diputados por 80 votos a favor y una abstención.



Como se ha señalado aquí, su propósito es acoger una antigua aspiración de los jubilados de Carabineros y de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional: poder incorporarse también a las cajas de compensación de asignación familiar, de manera de tener acceso a los regímenes de la ley N° 18.833 en materia de prestaciones de crédito social, esto es, créditos en dinero, prestaciones adicionales consistentes en dinero, especies, servicios, y prestaciones complementarias o beneficios de bienestar social.



Cabe señalar que las cajas de compensación desarrollan una actividad muy asidua con los jubilados: los sacan a pasear, los llevan a las termas, a centros de recreación. La gente está muy contenta con las iniciativas sociales que llevan a cabo esas instituciones.



Sin embargo, los jubilados de Carabineros y de la Defensa Nacional se hallaban al margen de esos beneficios.



Los cambios realizados por la Comisión, que fueron tres, se refieren exclusivamente a la disposición que se contenía originalmente en el proyecto, en cuanto a que las obligaciones de los pensionados con las cajas de compensación  se hallan supeditadas al pago de sus eventuales deudas con los organismos previsionales de las Fuerzas Armadas, por lo que no modifican el sentido de la iniciativa.



Como es lógico, ellos deben seguir cumpliendo los compromisos adquiridos con sus cajas de previsión, sin perjuicio de que esta nueva incorporación a las referidas instituciones les permitirá acceder a créditos y a un mayor bienestar.



Por lo tanto, espero que, tal como ocurrió en la Cámara de Diputados, la Sala apruebe el proyecto. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, la situación de los jubilados de DIPRECA y CAPREDENA, que no contaban con la posibilidad de incorporarse a las cajas de compensación de asignación familiar, no se justificaba desde ningún punto de vista. 



La verdad es que, como lo han planteado algunos señores Senadores que me antecedieron en el uso de la palabra, este tipo de instituciones entrega una serie de beneficios a sus afiliados.  Además, en el caso de CAPREDENA y de DIPRECA, que tienen problemas serios en materia de prestaciones, las han ido mejorando. De hecho, hemos citado en la Comisión de Defensa al Director Nacional de DIPRECA y estamos muy contentos con los pasos que se han dado en el sentido de mejorar los beneficios que dichas instituciones entregan especialmente en las Regiones, que estaban muy abandonadas. Y creo que esta es una buena noticia para ellos.



Por lo tanto, voy a apoyar este proyecto de ley. 



Sin embargo, quiero plantear ciertas dudas respecto al accionar de determinadas cajas. A mí me parece -y sé que es un tema que se ha discutido durante la tramitación de esta iniciativa- que el excesivo endeudamiento de algunas personas nos debe poner una luz roja, porque estas instituciones, si bien es cierto que otorgan una serie de beneficios, también están dedicadas a proporcionar créditos. Y, en mi caso por lo menos  -no puedo generalizar-, he recibido denuncias respecto a algunas de ellas en las cuales se cometen abusos con las personas y en donde se genera un endeudamiento que a veces se vuelve imposible de remontar.



En consecuencia, ojalá podamos tomar medidas con la finalidad de que tengamos más conocimiento. Yo creo que en Chile hay poca cultura en el tema crediticio. La gente muchas veces se endeuda a niveles que le hacen imposible la existencia. El crédito, en vez de mejorarles sus vidas, empieza a generarles un problema que se va arrastrando progresivamente. Y espero que no sea esta la forma de hacer una “bicicleta” para salir de una deuda y meterse en otra. Porque, las cajas de compensación, si bien es cierto que prestan muchos beneficios, que son, por supuesto, muy buenos de destacar, no lo es menos que el del crédito me parece que a veces choca contra algunos principios.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, vamos a concurrir con nuestro voto favorable, pero no sin antes formular al menos algunas consideraciones que, a mi juicio, son importantes de destacar, como lo han hecho los Senadores y Senadora que me han antecedido en el uso de la palabra.



Hay una preocupación. Si bien esta iniciativa nace a petición de las propias personas interesadas en tener acceso a estas cajas de compensación, aquí estamos tras una situación que no me parece conveniente verla solo como la ha planteado, por ejemplo, el Senador Sabag, quien ha dicho que las personas mayores son todas felices porque salen de paseo y se les hacen tours y recorridos. Esa es un parte. Y qué bueno que así sea, fundamentalmente para las personas de determinada edad.



Pero estos créditos sociales presentan un problema no menor, como ha señalado con mucha nitidez el Senador Prokurica. Tiene que haber por parte nuestra una preocupación por el sobreendeudamiento y porque hoy día existe una alternativa distinta, que no estaba. Y qué bueno que esté, qué bueno que exista, qué bueno que esta gente tenga, en definitiva, las mismas oportunidades que el resto de los ciudadanos. Pero no me parece bien que existan abusos de las cajas de compensación -y se han hecho públicos en los últimos meses-, mediante el cobro de intereses que terminan siendo excesivos. Por lo tanto, no podemos dejar de manifestar nuestra preocupación frente a esta situación. Cabe agregar que el pago de esos créditos está absolutamente asegurado, tal cual lo señaló el Senador Prokurica.



¡Qué más fácil y más seguro que descontar esos préstamos de la pensión líquida mensual, con cero riesgo para tales instituciones!



En esa línea, lo mínimo que podemos hacer hoy día es pedirles a estas entidades crediticias lo siguiente: “Miren, dado que han aumentado de manera considerable la cartera de personas que se suman a los importantes beneficios que otorgan, al menos tengan una verdadera mirada social -así lo esperamos- bajando aún más sus tasas de interés”.



Si hay más clientes y más créditos entregados con cero riesgo de cobranza, uno anhelaría que las cajas aplicaran tasas mucho más bajas que las actuales, máxime cuando estamos hablando de créditos sociales.



Sin duda, este proyecto hace justicia tanto con los pensionados de Carabineros como con los de las otras ramas de la Defensa Nacional. 



No obstante, señor Presidente, falta practicar justicia en otra arista importante.



Yo he visto -y uno puede compartir o no esta apreciación- a muchos carabineros y personal de las Fuerzas Armadas en general cuyos hijos estudian en institutos o universidades. ¡Olvídense de que esas familias puedan acceder a una ficha de protección social! ¡Es imposible! No tienen la posibilidad de contar con algún beneficio del Estado. Tampoco pueden optar a un crédito a través de los institutos o universidades que les permita a sus hijos proseguir sus estudios superiores. 



Por lo tanto, esa es una situación que debemos resolver y que ha sido planteada en ocasiones anteriores al Ministro de la Cartera que corresponde.



En consecuencia, vamos a asistir con nuestro voto favorable, pidiéndoles una vez más a las cajas de compensación, que entregan              -comillas- créditos sociales sin riesgo alguno de cobranza, que apliquen tasas mucho más bajas que las que cobran hoy.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, voy a votar a favor el proyecto en debate, porque se halla bien inspirado y hace justicia a un sector de trabajadores que carecían de esta facilidad crediticia.



Asimismo, deseo hacer notar que reiteradamente en el Senado se afirma que una eventual flexibilidad en esta materia producirá un sobrendeudamiento.



Ante todo, debo recordar que dichos trabajadores no están impedidos de endeudarse y pueden hacerlo con o sin el descuento por planilla, con las cajas de previsión u otras instituciones. De modo que el problema del sobrendeudamiento no se resuelve limitando o extendiendo un instrumento tan útil como el descuento por planilla. Y digo que es útil porque a los acreedores les resulta bastante más económico en lo que respecta a los gastos administrativos y, además, no corren riesgo alguno.  Por lo tanto, debemos buscar que este sector reciba tasas preferentes. 



Alguien podrá afirmar que en algunos casos estas son más bajas    -eso es efectivo-, pero no siempre es así, dado que en ocasiones llegan ser usurarias.



El sobrendeudamiento también tiene que ver con los porcentajes de descuento que se autorizan. Alguien puede decir: “Mire, al incorporarse a este beneficio los pensionados de Carabineros y las Fuerzas Armadas van a tener, al igual que el resto de los jubilados, un límite de hasta un 15 por ciento de su renta para endeudarse”. Pero resulta que con ello solo se les permite acceder a créditos muy bajos o, cuando pretenden uno mayor -que es bastante modesto; estoy hablando de préstamos de consumo de apenas 500 mil pesos-, las cajas de compensación los obligan a endeudarse por cinco o siete años.



¡Y no es admisible que un crédito de consumo se extienda a tan largo plazo porque obliga al deudor o trabajador a pagar cuatro o cinco veces el capital por concepto de intereses!



Entonces, lo que debemos hacer en las Comisiones unidas que están estudiando la materia -la de Economía, que presido, y la de Trabajo y Previsión Social, que encabeza la Senadora Rincón- es llegar a un acuerdo con el propósito de definir el mejor nivel de autorización para que a los trabajadores, sin la necesidad de extenderse a largos plazos, les sea posible acceder a un descuento por planilla razonable -que también puede ser utilizado por otros actores del mercado-, a fin de otorgarles mayores facilidades, menores costos, créditos justos, sin abusos. En el fondo, que ese complemento del salario -así se entiende el crédito hoy día- les sea un instrumento útil y no un salvavidas de plomo que, en buenas cuentas, no los deja sobrevivir ni cumplir con sus compromisos, pues, solo en intereses usurarios, se les va la mayor parte de su capital o su remuneración.



En consecuencia, señor Presidente, habiendo alertado acerca de que estos créditos deberían ser mucho más baratos -estamos trabajando con distintos Senadores para ver de qué modo a nuestra Corporación le es posible bajar las tasas de interés- y haciendo presente que el sobrendeudamiento no solo se puede producir por el hecho de subir el porcentaje de descuento por planilla de un 15 a un 20 o 25 por ciento, pues los trabajadores son independientes para contratar créditos por distintas vías, pienso que el Senado debe mirar con ponderación los proyectos de ley vinculados a esta materia que todavía no llegan al debate en la Sala, pues el que hoy nos ocupa únicamente tiene por objeto incorporar a un sector de pensionados -personal de Carabineros y de la Defensa Nacional- a un instrumento al que no tenían acceso.



Por eso, es de justicia permitirles a ellos también, al igual que al resto de los trabajadores, acceder a este tipo de servicios de crédito social que, a veces, de social no tiene mucho.



Votaré a favor, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, se procederá a tocar los timbres, porque el último inscrito es el Honorable señor Letelier y la Sala debe pronunciarse acerca de una norma de quórum especial que requiere 19 votos para su aprobación.



Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, agradezco mucho la explicación dada por la Senadora Rincón, quien dio a conocer el fundamento del proyecto.  En el fondo, un grupo de jubilados se hallaba impedido por ley de incorporarse a las cajas de compensación y, en ese sentido, manifiesto mi voto favorable.



Sin embargo, me parece necesario -y quizás este habría sido el momento adecuado para hacerlo- establecer un límite al nivel de endeudamiento de los pensionados.



Muchos agentes o empleados de estas cajas de compensación terminan incurriendo en prácticas absolutamente reñidas con las buenas costumbres y con los intereses de los jubilados. Algunas cajas están siendo investigadas por conductas fraudulentas que, a veces, tienen efectos dramáticos.



Lamento constatar que, en la Región de O´Higgins, un agente e incluso un miembro del cuerpo directivo de una caja de compensación eran corresponsables de autorizar créditos en forma irregular, sobrendeudando a los adultos mayores.



Es muy importante, por ende, que al abordar este proyecto  podamos -si no es esta la ocasión lo será en un futuro cercano- considerar una moción que se presentó con el objeto de limitar el grado de responsabilidad financiera de los pensionados cuando las instituciones crediticias los sobreendeudan. Porque es absurdo que si alguien percibe una pensión de 80 mil o 120 mil pesos mensuales, las cajas le presten 300 mil pesos, lo hagan pagar durante ocho años, le quiten 30 mil o 25 mil pesos de sus ingresos, cobrándole, a la larga, una brutalidad. Esto no solamente es un perjuicio para ellos, sino que también implica un abuso inaceptable por parte de instituciones que, se supone, son sin fines de lucro y que terminan aplicando procedimientos reñidos con su naturaleza.



Voy a votar a favor, señor Presidente. Creo que es importante terminar con una discriminación que persiste. Sin embargo, me quiero sumar a la necesidad de que abordemos una moción que se encuentra en el Parlamento cuyo objetivo es limitar el endeudamiento de los pensionados y los adultos mayores, de manera de no solo fijar tasas preferenciales -no sé si es lo que propone el Senador Tuma e ignoro si eso es suficiente-, sino también establecer la prohibición legal a las cajas y otras instituciones financieras para sobreendeudar a un pensionado, a una jubilada o a una montepiada, pues muchas veces, frente a un estado de necesidad, se abusa de ellos.



Voto a favor del proyecto, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Aclaro a la Sala que ya se aprobaron las normas resueltas unánimemente por la Comisión. Solo queda pronunciarse sobre una que es de quórum especial.



Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, ya están aprobadas las disposiciones que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones. La norma de quórum calificado sobre la cual hay que pronunciarse corresponde al número 1 del artículo 1°, que requiere para su aprobación 19 votos favorables. Asimismo, hay que emitir pronunciamiento acerca de la enmienda que la Comisión de Trabajo introdujo al proyecto -puede incluirse en la misma votación-, la que fue acogida unánimemente en dicha instancia.

El señor LETELIER.- Que se abra la votación.

El señor BIANCHI.- Sí, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se abrirá la votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor CHAHUÁN.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Señor Senador, ya emitió su voto.

El señor CHAHUÁN.- Pero necesito fundamentarlo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, tal como lo manifesté durante su debate en general, el proyecto de ley que nos ocupa constituye un ansiado anhelo de los pensionados de la Caja de Previsión de la Defensa Nacional (CAPREDENA) y de la Dirección de Previsión de Carabineros (DIPRECA), quienes desde hace mucho tiempo vienen abogando para que se les permita incorporarse y acceder a los beneficios de las cajas de compensación de asignación familiar que se hallan establecidas, mediante descuento directo de sus pensiones.



Nuestro Gobierno ha valorado en su justa dimensión esta legítima expectativa de los pensionados, por lo cual le ha aplicado “suma urgencia” al mensaje con que dio origen a esta iniciativa legal, que viene a solucionar dicha situación.



De más está decir que esto forma parte de los compromisos que el entonces candidato Sebastián Piñera, actual Presidente de la República, suscribió con los pensionados de CAPREDENA y DIPRECA.



Cabe señalar que se ha introducido al texto una norma muy adecuada, en mi opinión, que permitirá que los descuentos que pudieren generar los correspondientes créditos no afecten otros descuentos que se hacen, ya sea para los sistemas de salud de las propias cajas a que se hallan afiliados o para las instituciones a las que muchos de ellos se encuentran acogidos, ni tampoco que produzcan un sobreendeudamiento a los pensionados de estas entidades previsionales.



Con tal enmienda se logra un justo equilibrio en cuanto a ese importante aspecto, para que no se vean afectadas ni las cajas de compensación a las que se les permitirá afiliarse ni las entidades previsionales a las cuales actualmente pertenecen.



Por esta razón, doy mi voto favorable a este proyecto, con la modificación que se ha consensuado con el objeto de conciliar adecuadamente las preferencias entre las acreencias a que las entidades pertinentes tienen sobre sus afiliados, todo lo cual revertirá, en definitiva, la injusta marginación que existe. Y esperamos que también sea aprobado en la Cámara de Diputados, en su tercer trámite, para que se convierta cuanto antes en ley de la República.



He dicho.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueban los números 1 y 2 del artículo 1° propuesto por la Comisión de Trabajo y Previsión Social (29 votos favorables), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido, y el proyecto queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, Espina, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Letelier, Muñoz Aburto, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

MAYOR PLAZO A SOSTENEDORES DE ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES PARA CUMPLIMIENTO DE EXIGENCIAS DE LEY GENERAL DE EDUCACIÓN. INFORME 

DE COMISIÓN MIXTA

El señor ESCALONA (Presidente).- Corresponde ocuparse a continuación en el informe de Comisión Mixta recaído en el proyecto de ley que amplía el plazo que se concedió a los sostenedores de establecimientos educacionales para ajustarse a las exigencias prescritas en el literal a) del artículo 46 del decreto con fuerza de ley N° 2, del año 2010, del Ministerio de Educación.



--Los antecedentes sobre el proyecto (8191-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de Senadores señores Walker, don Patricio; Chahuán, García, Lagos y Tuma):



En primer trámite, sesión 95ª, en 7 de marzo de 2012.



En trámite de Comisión Mixta, sesión 19ª, en 22 de mayo de 2012.



Informes de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 5ª, en 21 de marzo de 2012.



Mixta: sesión 28ª, en 20 de junio de 2012.


Discusión:



Sesión 5ª, en 21 de marzo de 2012 (se aprueba en general y en particular).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La divergencia suscitada entre ambas ramas del Parlamento deriva del rechazo de la idea de legislar por parte de la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, por no haberse alcanzado el quórum requerido para aprobar la iniciativa.



El Senado, en el primer trámite constitucional, acogió un artículo único que amplía en 24 meses, contados desde la entrada en vigencia de la ley, el plazo que se concedió a los sostenedores de establecimientos educacionales para ajustarse a las exigencias señaladas, esto es, transformarse en personas jurídicas que tengan como objeto único la educación.



Como se indicó, en el segundo trámite constitucional el proyecto fue desechado por la Cámara de Diputados por no haberse alcanzado el quórum requerido.



Ahora bien, la Comisión Mixta, como forma de resolver la divergencia entre ambas ramas del Congreso, propone la aprobación de la iniciativa de ley despachada por el Senado, habida consideración de que permitirá solucionar el problema que enfrentan los cerca de mil establecimientos educacionales que aún no han logrado adecuarse a las señaladas exigencias, en especial la de que los sostenedores, en el caso de estar constituidos como personas jurídicas de derecho privado, posean como objeto social único la educación.



El órgano bicameral adoptó este acuerdo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Quintana e Ignacio Walker y Diputados señora Hoffmann y señores Becker, Rojas y Venegas.



El artículo único del proyecto que formula la Comisión Mixta debe ser aprobado por 21 votos favorables, por tratarse de una norma de rango orgánico constitucional.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios figura, en la tercera columna, la proposición de la referida Comisión.

El señor ESCALONA (Presidente).- En discusión el informe de la Comisión Mixta.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor NOVOA.- Se trata de un proyecto de quórum especial, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Efectivamente, señor Senador. Se necesitan 21 votos favorables.



Se procederá a tocar los timbres.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el informe de la Comisión Mixta (24 votos afirmativos), dejándose constancia de que se reúne el quórum constitucional exigido.



Votaron las señoras Allende, Alvear, Pérez (doña Lily), Rincón y Von Baer y los señores Bianchi, Chahuán, Coloma, Escalona, García-Huidobro, Girardi, Horvath, Larraín (don Hernán), Larraín (don Carlos), Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica, Rossi, Sabag, Tuma, Uriarte, Walker (don Patricio) y Zaldívar (don Andrés).

El señor PIZARRO.- Agregue mi voto, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muy bien.



Quedará constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Pizarro.

El señor COLOMA.- ¿Por qué, señor Presidente?

El señor ESCALONA (Presidente).- Porque otras veces así se ha hecho, señor Senador. Solo se deja constancia.

El señor COLOMA.- ¿Constancia?

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Constancia de que no estaba en la Sala y por eso hay que dejar constancia de que está de acuerdo...!

El señor NOVOA.- ¡Entendió bien, señor Presidente!

)--------------------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Horvath.

El señor HORVATH.- Señor Presidente, solo quiero señalar, tal como lo hice en la sesión pasada, que la Comisión de Pesca, Intereses Marítimos y Acuicultura ya despachó el proyecto, en tercer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y resuelve el tema de los observadores científicos a bordo de naves pesqueras de todo tipo.



Tenemos dos diferencias respecto del texto que envió la Cámara de Diputados y por eso nuestro órgano técnico solicita a la Sala que vea cuanto antes la iniciativa -cuyo informe ya está entregado y que se encuentra calificada con “discusión inmediata”- con el objeto de poder constituir la respectiva Comisión Mixta.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡El proyecto sobre descarte no ha sido descartado por la Mesa, señor Senador...!

El señor HORVATH.- Espero que no.

El señor ESCALONA (Presidente).- Estábamos esperando, primero, que llegara el informe, cosa que ha ocurrido hace pocos minutos, y segundo, los minutos necesarios para reproducir su texto con el objeto de cumplir con el Reglamento y las señoras Senadoras y señores Senadores cuenten con el documento pertinente al momento de tratar la iniciativa.



Ahora le voy a ofrecer la palabra al señor Secretario para que dicho informe quede incorporado en la Cuenta.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en este momento ha llegado a la Mesa el siguiente asunto:



Informe de la Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, recaído en el proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que define el descarte de especies hidrobiológicas y establece medidas de control y sanciones para quienes incurran en esta práctica en las faenas de pesca, con urgencia calificada de “discusión inmediata” (boletín N° 3.777-03) (Véase en los Anexos, documento 14) 



--Queda para tabla.

El señor ESCALONA (Presidente).- ¿Habría acuerdo para tratar el proyecto a partir de este momento?



No hay acuerdo.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿No?

El señor ESCALONA (Presidente).- Un señor Senador ha manifestado su discrepancia.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¿Quién se opone?

El señor ESCALONA (Presidente).- No hay acuerdo y, por lo tanto, no estamos en condiciones de tratar de inmediato el proyecto, el cual queda para ser tratado en el primer lugar de la tabla de la sesión ordinaria de mañana.

OBLIGACIÓN EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES DE CURSOS SOBRE PREVENCIÓN DE CONSUMO DE DROGAS

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señores Orpis y Bianchi, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.000, que sanciona el tráfico ilícito de estupefacientes y sustancias psicotrópicas, con el fin de imponer a los establecimientos educacionales el deber de impartir cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas, con segundo informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.



--Los antecedentes sobre el proyecto (5345-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Orpis y Bianchi):



En primer trámite, sesión 53ª, en 2 de octubre de 2007.



Informes de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 38ª, en 3 de agosto de 2010.



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología (segundo): sesión 2ª, en 14 de marzo de 2011.



Discusión:



Sesión 40ª, en 4 de agosto de 2010 (se aprueba en general).

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por la Sala en su sesión del día 4 de agosto de 2010.



La Comisión deja constancia, para los efectos reglamentarios, de que el artículo único del proyecto fue objeto de una indicación sustitutiva que fue aprobada por la unanimidad de sus miembros, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión. 



Por recaer en normas de rango orgánico constitucional, la referida enmienda requiere para su aprobación de 21 votos favorables.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado en cuya cuarta columna se transcribe el texto aprobado en particular por dicho órgano técnico.

El señor ESCALONA (Presidente).- En la discusión particular de la iniciativa, tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, no obstante hallarnos en el debate particularizado de las normas del proyecto, creo que este debe ser analizado en su contexto.



Hoy existe un gran debate en el país -y no solo en Chile; también en el mundo- respecto de las políticas para combatir el consumo de alcohol y de drogas. Se ha señalado de manera profusa el fracaso que estas han tenido, y ello ha sido así porque la lucha se ha concentrado contra el narcotráfico, contra la oferta de drogas. Y se ha demostrado que, por eficientes que sean las policías, nunca se llega a decomisar más allá del 20 por ciento. El 80 por ciento restante sigue llegando al consumidor final.



Por lo tanto, señor Presidente, hay que tener una política muy proactiva respecto a la demanda, la cual es sinónimo de prevención. A mi juicio, no se puede hablar de fracasos si no han existido políticas serias para reducir la demanda. 



En ese contexto, hoy, sin duda, se está viviendo una verdadera tragedia en los colegios: 25 por ciento de la deserción escolar se produce por el abuso de alcohol y el consumo de drogas. ¡25 por ciento!



A continuación, señor Presidente, se van a proyectar varias láminas que dan cuenta de cifras oficiales que muestran la evolución que ha experimentado este fenómeno a través del tiempo y que hace 12 años me llevó a presentar la primera iniciativa sobre la materia.



Me voy a concentrar en 5 o 6 láminas, con el fin de informar a la Sala la evolución que ha experimentado este problema.
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En este cuadro se advierte que hoy el 22,1 por ciento de los alumnos de cuarto medio reconoce consumir marihuana una o dos veces por semana, es decir, entre cuatro y cinco alumnos por curso. Y estas son cifras oficiales aportadas por CONACE.
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Por su parte, la tendencia en el consumo de cocaína indica que este ha aumentado sostenidamente en todos los niveles.
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Ahora bien, salvo en tercero y cuarto medio, con la pasta base ocurre exactamente lo mismo. Aquí estamos viendo secuencias que comienzan el año 1995.
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Sin embargo, señor Presidente, si se considera desde octavo básico a cuarto medio -es la medición que se hace a los escolares-, se advierte que el incremento en el consumo de marihuana es de 358 por ciento; el de cocaína, de 211 por ciento, y el de pasta base, de 85,4 por ciento.
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Lo más delicado se da en esta lámina. No es que los mayores aumentos se produzcan en los cursos superiores. ¡Los mayores aumentos se dan en los cursos inferiores: entre octavo básico y segundo medio! 



De hecho, señor Presidente, si se observa el gráfico, uno puede advertir que entre octavo básico y primero medio el consumo se duplica, y que después, entre primero y cuarto medio, se vuelve a duplicar. Y esta es la tónica general respecto de todas las drogas.
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Otra situación bastante seria se aprecia en esta diapositiva. La mejor medición es la percepción de riesgo, es decir, el grado de conciencia que tienen los alumnos en cuanto a la gravedad de los efectos que causa el consumo de drogas. En lo que dice relación al consumo de marihuana, la percepción de riesgo cae drásticamente entre los años 2001 y 2009. Hoy, el 62 por ciento de los alumnos entre octavo básico y cuarto medio considera que consumir marihuana una o dos veces por semana no causa daño.
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Lo anterior ha tenido un efecto dominó respecto de la cocaína, puesto que ya el 50 o 51 por ciento estima que consumirla de manera experimental tampoco provoca daño.
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Estos son, señor Presidente, los fundamentos que me llevaron a dar esta lucha durante 12 años. El 2007 presenté la iniciativa que ahora está siendo tratada por este Honorable Senado.



Sobre el particular, quiero agradecer el apoyo de los integrantes de la Comisión de Educación, porque allí estábamos plenamente conscientes de que el proyecto se hallaba al borde de la inconstitucionalidad, que usted, señor Presidente, tenía facultades para declarar. 



Por eso, insistentemente se pidió al Ejecutivo que patrocinara esta iniciativa.
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Para terminar, me gustaría mostrar dos imágenes finales.



El 12 de julio de 2010 sostuvimos una reunión con el Presidente de la República y, al salir de ella, durante la conferencia de prensa, el Primer Mandatario señaló textualmente: “Y por esa razón acogemos como Gobierno el planteamiento del senador Orpis, que a través de un proyecto de ley va a buscar establecer como obligatorio, en toda la educación de nuestro país y a muy temprana edad, los cursos de prevención que le muestren a nuestros niños los peligros, la destrucción y la muerte que significa el camino de la droga”.



La siguiente imagen da cuenta precisamente de la reunión celebrada el 12 de julio de 2010.
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Lamentablemente, señor Presidente, el Ejecutivo nunca le ha dado su patrocinio a esta iniciativa, que dispone que todos los establecimientos educacionales del país mantengan una política sobre el alcohol y la droga.



Ese es el punto esencial de la enmienda del artículo 4º de la Ley General de Educación, junto con la determinación de otros elementos adicionales, como la posibilidad de la rehabilitación. Porque no olvidemos que los adolescentes se hallan cubiertos por el AUGE, de tal manera que si se detecta un consumo problemático a nivel escolar, los directores pueden derivar perfectamente a un tratamiento de esa índole.



Lamentablemente, señor Presidente, la iniciativa no ha sido patrocinada.



Para el Senador que habla, la columna vertebral a fin de poder abordar el problema de la droga es la prevención a nivel escolar desde muy temprana edad. Es tal el nivel de consumo al que se ha llegado, tal como lo demuestran las imágenes exhibidas, que se requiere una política de choque. Y por eso se ha planteado el carácter obligatorio.



La frustración que experimento, al menos en lo personal, dice relación con que el punto no ha sido ajeno al Congreso, porque aprobamos un proyecto de ley que aborda precisamente la violencia escolar y obliga a los establecimientos educacionales -concretamente, en el artículo 46, letra f), de la Ley General de Educación- a contemplar políticas de prevención para los efectos de evitarla.



Sin embargo, en el instante de asumir como parlamentario juré respetar la Constitución y las leyes. La iniciativa en debate se encuentra en el límite. El Primer Mandatario se había comprometido a patrocinarla y no lo ha hecho. En consecuencia, usted está en todo su derecho, señor Presidente, si la declara inconstitucional.



Por mi parte, no voy a renunciar a seguir luchando por algo que considero por completo esencial en lo que es la política sobre el alcohol y la droga.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- En primer lugar, señor Presidente, solidarizo totalmente con mi Honorable colega Orpis, quien tuvo la gentileza, en su momento, de invitarme a participar en este proyecto de ley de su autoría y que ha dedicado la vida entera a la prevención, a la recuperación de jóvenes que han caído en la drogadicción o el alcoholismo. Lo menos que uno puede hacer es estar al lado de quien ha dado una lucha permanente al respecto en los últimos años, incluso junto con su señora esposa y su familia.



Resulta de no creer, cuando alguien ha avanzado en una iniciativa de ley en la que se pretende prevenir y no actuar una vez que la situación ha escapado de control, que el Presidente de la República, habiendo dado su apoyo, no haya podido otorgar su patrocinio hasta el día de hoy. Y máxime cuando existen declaraciones de su parte, que datan del 12 de julio de 2010, en el sentido de que, por razones ya esgrimidas, se acogía, como Gobierno, el planteamiento del señor Senador, quien ha apuntado a establecer la obligatoriedad, en toda la educación y desde muy temprana edad, de elementos preventivos que muestren los peligros, la destrucción, la muerte que implica el camino a la droga.



Mal podemos obligar a que la materia sea incluida, con una hora semanal, o dos, o tres, en la malla curricular, fundamentalmente en los colegios municipalizados, donde, por desgracia, se carece, muchas veces, de los recursos necesarios. Por lo tanto, se requiere el patrocinio del Ejecutivo.



Lo ha dicho mi Honorable colega: estamos en el límite de que la Mesa pueda o no declarar admisible el proyecto de ley. Confiamos en su juicio, señor Presidente. No obstante, es preciso reiterar que media un compromiso -y uno lo aprecia permanentemente en el Gobierno y en todos los que actuamos en la vida pública- en orden a prevenir, a alejar del flagelo tanto a nuestra juventud como a personas mayores. Y qué mejor que hacerlo -incluso resulta más barato- en las aulas, en los colegios.



Por eso cuesta tanto entender que hasta el momento no se haya materializado el anuncio formulado en el mes de julio de 2010 -reitero- por el propio Primer Mandatario.



Felicito a mi Honorable colega Orpis, quien me invitó a participar en la iniciativa que persigue el propósito ya expresado.



Dejamos el punto entregado a su criterio, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Le estoy muy agradecido por esa confianza, Su Señoría, pero le sugiero no correr tanto riesgo...

El señor COLOMA.- ¡Me parece bien su observación, señor Presidente...! A confesión de parte,...

El señor ESCALONA (Presidente).- Puede intervenir la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quisiera llamar la atención en cuanto a la preocupación que todos experimentamos frente a la delincuencia, a su incremento, a los índices de victimización, apareciendo la materia como prioritaria para todos los chilenos.



Normalmente, cuando se registran hechos delictivos, surgen iniciativas legales tendientes a aumentar las penas, a incrementar el número de los privados de libertad, con todas las secuelas que ello significa: gastos enormes del Estado, así como también dificultades en la rehabilitación y para qué decir en la reinserción de quienes han cumplido condena. Es así como más de 23 mil personas egresan anualmente de las cárceles y pueden seguir delinquiendo, lamentablemente, por no poder acceder a alguna forma de reinserción, con todo el costo que ello significa nuevamente para la ciudadanía y el país.



Pues bien, señor Presidente, cuando se trata el problema de la delincuencia, muy pocas veces -pero muy pocas- podemos hacer referencia a la prevención. ¿Qué es mejor para una sociedad y un país? ¿Destinar los recursos a prevenir la comisión de delitos o seguir acentuando mucho más la sanción? Por cierto, es importante la pena, pero creo que, como Estado, tenemos que buscar prioritariamente que se eviten los ilícitos, porque en esa forma creamos un país más sano, más seguro.



El 86 por ciento de los delitos que cometen los jóvenes es bajo la influencia del alcohol y de las drogas. Entonces, cuando nos encontramos frente a una iniciativa legal que busca prevenir el consumo, el cual sabemos que a poco andar, lamentablemente -y lo ha expuesto el Senador señor Orpis, autor del proyecto-, se traduce en una adicción, con todas las secuelas que ello significa, ¿cómo no va a ser importante destinar recursos para intentar sacar a los muchachos de la droga y del circuito de la delincuencia al cual pueden caer?



Todos sabemos que, aun cuando no se hayan incorporado a este último, las familias enfrentan costos enormes de años de rehabilitación. ¡Para qué hacer referencia a quienes han delinquido y carecen de medios para pagar el tratamiento!



En consecuencia, me resulta ¡incomprensible! -tengo que afirmarlo con fuerza- que, cuando se pretende combatir la delincuencia como un objetivo fundamental, según se ha hecho presente, no se le dé patrocinio a una iniciativa que busca nada más que prevenir el consumo de droga a nivel de la educación, desde la más temprana edad, para que no se caiga en el flagelo de esas sustancias y del narcotráfico que penetra en nuestro país. No lo entiendo, señor Presidente. Y, por eso, deseo alzar la voz para pedir coherencia en relación con la criminalidad. Si queremos que esta disminuya, invirtamos en prevenirla. Esa es la mejor destinación de recursos, por ser lo que permite, en definitiva, jóvenes y familias más sanos y una nación mejor.



En virtud de lo expuesto -y sin perjuicio, naturalmente, del pronunciamiento que la Mesa tendrá que emitir-, aprovecho la presencia del señor Ministro Secretario General de la Presidencia para pedir el patrocinio del Ejecutivo a la iniciativa legal del Senador señor Orpis, tendiente a prevenir el consumo de drogas y todas las secuelas que acarrea.



Estamos frente a un tema de país, frente a un asunto que nos interesa, frente a algo que constituye la preocupación primera de la ciudadanía, y el proyecto que nos ocupa resulta mucho más económico -pero muchísimo más- que el tratamiento para rehabilitar a quienes han caído en la droga. ¡Y para qué mencionar a los jóvenes que no solo se hallan en ese caso, sino que también cometen delitos bajo la influencia de tales sustancias!



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Espina.

El señor ESPINA.- En realidad, señor Presidente, este es un punto bien especial. Porque las Administraciones pasan -observo el énfasis y la fuerza con que la Senadora señora Alvear se refiere a la cuestión en examen, y le encuentro razón-, pero el fenómeno es curioso, porque el problema está presente desde los años noventa en Chile, y la realidad de las cosas es que si se analiza, con toda objetividad, la prevención durante los últimos 20 años, los avances han sido extraordinariamente escasos. Entonces, mucho más allá de quién está en el Gobierno, procede una reflexión en cuanto a fijar una política de Estado sobre la materia que permita abordarla con los mejores instrumentos.



Las cifras que se registran -cuando dirigí la entidad llamada “Oficina de Fiscalización”, no veíamos lo relativo a la rehabilitación, sino la prevención y la denuncia del tráfico de droga- son elocuentes. Hoy día, 359 mil 660 personas requieren tratamientos por adicción. El Gobierno comenzó su período cuando solo se cubría a 15 mil y va a terminar con 45 mil. Pero, en la práctica, ello significa que más de 300 mil van a dejarse igual sin atención.



Creo que los programas en aplicación son buenos. Lo que ocurre es que su cobertura es extraordinariamente baja. Y una ocasión de aumentarla se presentará, obviamente, en el debate sobre el proyecto de Ley de Presupuestos.



Por mi parte, pensé ocuparme en ello el año pasado. Preparé toda la documentación y los estudios necesarios, pero tuve que volcarme posteriormente al ámbito de la educación, y no hubo oportunidad de sacar adelante muchas de estas buenas iniciativas.



Enfrentamos un problema de fondo, señor Presidente, porque el proyecto da lugar, a mi juicio, a un grave riesgo de inconstitucionalidad. Ello, a pesar de que mi Honorable colega Orpis cambió el texto original, que disponía la obligación de contemplar al menos una hora de clase sobre “materias enfocadas a la prevención del consumo de drogas”, por otro que expresa que “Es deber del Estado procurar que cada establecimiento educacional cuente con una política de prevención de alcohol y droga”. Ello modifica el tenor de la norma inicial del número 1) del artículo único.



Nosotros estamos amarrados siempre aquí a una realidad, en el sentido de que ciertas materias, de acuerdo con nuestra Constitución, son de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Entre ellas se incluyen precisamente las que dicen relación con las atribuciones y obligaciones que el Ministerio puede determinar para los colegios. Entonces, no se trata de una cuestión de buena o de mala voluntad, sino de un impedimento legal que creo que la Senadora señora Alvear también expuso.



Pido, señor Presidente, que se suspenda la votación de la iniciativa y se cite a una sesión especial a la que asistan los señores Ministros del Interior y de Educación y la Directora del SENDA, señora Francisca Florenzano, y que sea posible blanquear de verdad lo de si el Gobierno está dispuesto a patrocinarla o no; pero sin transformar el debate -y recojo en gran medida lo manifestado por la señora Senadora- en una disputa política, porque me parece que ha corrido demasiada agua bajo el puente para entrar en ese terreno.



Estimo que lo razonable -y así entiendo el llamado de atención formulado, así como también, por supuesto, el del Honorable señor Orpis- es preguntarse cómo vamos a enfrentar el asunto. ¿Lo haremos como una política de Estado de verdad? ¿Vamos a preocuparnos de la prevención a fondo? ¿Vamos a gastar plata en ella?



Lo único que tengo claro es que si no hacemos esfuerzos serios en esa labor, podremos sacar 20 mil carabineros a la calle, contar con 500 tribunales, subir las penas a lo que se quiera, pero los ilícitos, de acuerdo con la experiencia de haber dedicado gran parte de mi vida parlamentaria al problema de la delincuencia, no van a disminuir. Y esta es la verdad, por las cifras que se registran hoy día de jóvenes involucrados en el consumo abusivo de drogas y que cometen delitos.



Concédame un minuto para terminar, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Lo tiene, Su Señoría.

El señor ESPINA.- Entonces, pienso que este es un tema de Estado. Y, por lo tanto, juzgo muy importante que el Ministro del Interior y las autoridades que se requiera vengan aquí -repito- para que podamos blanquear la situación. Se encuentra presente el Ministro señor Larroulet, pero no tenemos por qué transformarlo en un intermediario. Tenemos que asumir derechamente el aspecto que nos ocupa.



Deseo ser bien franco en señalar que el punto lo hemos discutido con distintos parlamentarios. Hay quienes piensan que no deben fijarse por ley horas de clases obligatorias para la prevención del consumo de drogas, porque sería preciso hacer otro tanto en cada ramo. Sería el caso de educación física, por ejemplo. Conforme. Pero ¿cuál es la solución?



Porque lo que no puede ser es que sigamos en la situación en que nos encontramos, en la que no se dictan las normas que tienen que contribuir supuestamente a la prevención y no se progresa, finalmente, en la materia. En efecto, esta es la verdad: no logramos adelantar a la velocidad que se debería. Y no estoy pidiendo que afirmemos que vamos a resolverlo todo. Estoy planteando que por lo menos avancemos con una política de Estado sostenida.



Por las razones consignadas, señor Presidente, mi solicitud formal es suspender la votación del proyecto, por un motivo lamentable de inconstitucionalidad: carece del patrocinio del Ejecutivo, y citar, por acuerdo de la Sala, a una sesión especial dentro de los próximos quince días, antes del siguiente período de trabajo regional, a la que podamos invitar a los Ministros que he mencionado. De ese modo será posible hacerles ver la realidad a que hemos hecho referencia y ellos nos expondrán qué procedimiento adoptarán. Terminado ese debate, la Sala tomará la decisión respecto de la iniciativa.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- La Mesa recuerda solo que el mecanismo, en el caso que nos ocupa, no es el de declarar a la Sala en asamblea permanente por la vía de sesiones especiales -una serie de ellas ya se encuentran debidamente aprobadas-, sino instalar nuevamente la iniciativa en la Comisión respectiva, que los señores Ministros concurran a esta y le otorguen el patrocinio necesario, y que de manera inmediata, lógicamente, regrese al Hemiciclo para su aprobación.

El señor ESPINA.- Voy a pedir individualmente una sesión especial.

El señor ESCALONA (Presidente).- Diez señores Senadores se han inscrito para hacer uso de la palabra, ante el interés suscitado por las intervenciones de los Honorables señor Orpis y señora Alvear; pero entiendo, por el gesto que me hace, no muy explícito, que el Ministro señor Larroulet desea intervenir.

El señor COLOMA.- ¡Su Señoría interpreta ahora gestos...!

El señor ESCALONA (Presidente).- ¡Estamos haciendo un esfuerzo para lograr el patrocinio...!



Tiene la palabra el señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Señor Presidente, la verdad es que la seña tuvo que hacerse con la mano un poquito más fuerte que en otras oportunidades, porque a veces es difícil que nos den la palabra.



Pero vamos al fondo del asunto. Lo que más nos interesa es, sin lugar a dudas, la cuestión que hoy día se debate en la Sala del Honorable Senado.



El Gobierno del Presidente Sebastián Piñera tiene clara conciencia del flagelo de la droga y muestra preocupación por ello. En distintas oportunidades, muchos de los Senadores aquí presentes han visto las políticas y las actuaciones que el Ejecutivo ha acometido para enfrentar este terrible problema.



De hecho, contamos hoy día con el Programa de Prevención del Consumo de Drogas, el cual se aborda a través no solo del perfeccionamiento de los textos y contenidos educacionales, sino también de instituciones como las que han sido mencionadas aquí (por ejemplo, SENDA).



Por otra parte, está pronto a ingresar al Congreso Nacional el proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Protección de la Infancia. Nosotros sabemos que necesitamos una institucionalidad permanente que cumpla el rol de precaver el riesgo que significa ese flagelo. En el último tiempo hemos trabajado intensamente -no ha sido fácil- para definir dicho organismo, el cual permitirá abordar en forma integral y coherente la labor de prevención, no como ocurre hoy día, donde se enfrenta el problema básicamente cuando ya se ha producido a través del SENAME, servicio dependiente del Ministerio de Justicia.



La nueva institucionalidad se hallará subordinada al Ministerio de Desarrollo Social, al que le cabe, fundamentalmente, la tarea de prevención.



A ello se suman las acciones de represión y de sanción que realizan el Ministerio del Interior y los órganos del Poder Judicial.



También estamos haciendo una inversión muy importante -se ha destinado una cantidad relevante de recursos- para controlar que no ingresen drogas, en especial, por la frontera norte del país.



En suma, nos hallamos comprometidos con esta causa y seguiremos adelante con ella.



Respecto al proyecto del Senador señor Orpis, obviamente cuenta con la simpatía del Gobierno. Sin embargo, presenta ciertas dificultades, que ya hemos analizado en esta Sala a propósito de otras materias.



Recuerdo cuando se debatió la necesidad de profundizar la educación cívica en los contenidos de la enseñanza básica y media. 



Recuerdo, asimismo, cuando discutimos respecto al mínimo de horas para impartir Educación Física, a raíz del proyecto sobre composición nutricional de los alimentos.



En ambas ocasiones, resolvimos el problema. ¿Cómo? Sin violar las normas de la Ley General de Educación, cuerpo legal que rige el establecimiento de los contenidos y de las horas de las asignaturas en el currículum escolar.



En el primer caso, se formó una comisión donde había representantes y expertos de todos los partidos políticos. Los resultados de ese trabajo fueron entregados al Ministerio de Educación, para que este incluyera en los programas escolares la adecuada formación cívica.

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Ministro.



Le daré un minuto adicional para que termine.



¡Y aún falta el patrocinio...!

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- Gracias, señor Presidente.



Y en el tema relativo a la asignatura de Educación Física, objetivamente aumentamos la cantidad de horas a impartir.



En consecuencia, el Ejecutivo aprueba la idea de que el proyecto vuelva a la Comisión para que allí se realice el trabajo correspondiente. Nosotros, en conjunto con los Senadores del órgano técnico, trataremos de resolver las dificultades, como lo hicimos en su momento con respecto a la formación cívica y a la educación física de los estudiantes.



Esa es nuestra actitud, señor Presidente, Honorables Senadores, con relación a la importante iniciativa que hoy se está debatiendo.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- A usted, señor Ministro.



Tiene la palabra el Senador señor Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Señor Presidente, en primer lugar, me sumo a las felicitaciones que se han entregado al Honorable señor Orpis por el presente proyecto. Creo que provoca un debate muy necesario, por cuanto estamos en deuda con el país en esta materia. 



Coincido plenamente con Su Señoría: el consumo de drogas se puede atacar no solo por la vía de penalizar la oferta, sino también por la de ver cómo se limita la demanda.



Ello constituye un hecho real, y no es un problema de uno u otro Gobierno. Debiéramos haber tomado esa idea mucho antes.



Ahora bien, se puede discutir la constitucionalidad de la iniciativa. 



En mi opinión, estaríamos faltando a las normas fundamentales si no contáramos con una normativa como la que se propone. Porque una de las garantías constitucionales es el derecho a la protección de la salud (número 9° del artículo 19). Y el asunto que nos ocupa es atingente con un problema de salud, esencialmente.



Por lo tanto, si quisiéramos debatir acerca de la constitucionalidad de un proyecto que busca establecer el deber del Estado en esta materia, creo que perfectamente podríamos hacerlo. 



Se trata de resolver si vamos a fijar o no 40 horas anuales -¡40 horas anuales!- en el currículum de las escuelas para enseñarles a los niños lo que significa el consumo de drogas, para hacer conciencia del problema en los estudiantes.



¿Cabe entender que el Gobierno esté limitando una cosa de tanta importancia -en todas las sociedades hoy día esta realidad se halla presente como algo que alarma- por no hacer 40 horas anuales? Es decir, 4 horas mensuales. ¡Se trata de 4 horas mensuales!



Podemos perfectamente legislar sobre el deber del Estado de establecer programas. Ello no representa ninguna inconstitucionalidad, porque está relacionado con las normas fundamentales.



La inconstitucionalidad se ha expresado solo por lo concerniente a introducir en la LGE la disposición que incluye 40 horas anuales en el currículum de las escuelas públicas y  particulares subvencionadas.



Yo creo, señor Ministro, que este asunto no necesita mucho debate ni mucha consulta, sino voluntad política. Y no busco reclamar contra las políticas -buenas o no- del actual Gobierno. Haría el mismo planteamiento a cualquier otro.



Este es un tema urgente, necesario. No es posible que lo limitemos por una tramitación larga. Démosle un plazo razonable.



Acepto la postura del Senador señor Espina. Pero no hay que mandar la iniciativa nuevamente a la Comisión. Sencillamente, suspendamos la vista del proyecto por siete días y pidamos al Gobierno en ese lapso que otorgue su patrocinio, si se tiene alguna duda sobre la constitucionalidad de sus disposiciones. 



Considero que estaríamos infringiendo las normas de la Carta Fundamental, si no cumpliéramos con lo preceptuado en el número 9° del artículo 19: legislar para resguardar la salud de la población.



Por tal razón, señor Presidente, sugiero que suspendamos por siete días la discusión del proyecto, a fin de esperar el patrocinio del Ejecutivo, y luego lo volvemos a la Comisión, abriendo un nuevo plazo para formular indicaciones.



¡Pero no podemos en esta materia quitarnos responsabilidad! ¡Es necesario legislar! Por lo menos, establezcamos cuatro horas al mes para enseñarles a los estudiantes que consumir drogas no es conveniente para su salud.



Esa es la razón por la cual tenemos que apoyar esta idea.



Y reitero mis felicitaciones al Senador Orpis. Ojalá que esta iniciativa sea ley de la república lo antes posible.



Muchas gracias.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, lo que ha planteado el Honorable señor Orpis es un tema que no viene de este año. El primer proyecto sobre la materia lo presentó en 1998. Y la iniciativa en análisis data de 2007.



El fracaso en la prevención a nivel escolar, considerando la percepción de riesgo que tienen los niños con relación al consumo de drogas, habla claramente de la falta de información y de los estímulos que los menores hoy están recibiendo en el mundo social en que viven. 



Las cifras que entregó el señor Senador son dramáticas. Respecto al uso de la marihuana, la percepción de riesgo cada día baja más. Y sucede lo mismo con la cocaína y las demás drogas. Ello significa el fracaso absoluto de las políticas de los últimos años, incluido el actual, para que los niños y jóvenes conozcan el daño que producen las sustancias ilícitas.



Todas las intervenciones escuchadas hoy van en el mismo camino: se requiere asumir una política de Estado ya.



¡Los compromisos presidenciales son para que se cumplan, independientemente del Gobierno que sea! En ello nos asiste una responsabilidad a todos.



Sin duda, ha habido un aumento de recursos para programas de rehabilitación. Es cierto. Pero actualmente se está abarcando un mundo bastante pequeño con relación a las necesidades. Si no nos preocupamos de la prevención, serán ilimitados los fondos que se precisarán para rehabilitación.



Y si hay alguien que posee experiencia en este país en esa materia es justamente el Senador Orpis: creó la corporación La Esperanza.



Hemos escuchado a varios que en la actualidad se encuentran en rehabilitación. Y nos cuentan de su vida y del drama que ha pasado por sus cabezas y que ha afectado a sus familias. Ante ello, si no asumimos una responsabilidad histórica hoy día, no sé cuándo será, señor Presidente.



Más allá de las dudas acerca de la constitucionalidad de la propuesta legislativa, el Gobierno perfectamente podría incluir la materia en el régimen curricular. ¡No necesita este proyecto para hacerlo! ¡Y veo poca voluntad política en tal sentido!



Por eso, valoro la propuesta del Senador Espina en orden a celebrar una sesión especial con el Ejecutivo, para debatir sobre esta iniciativa y las indicaciones que se puedan presentar.



Pero no queda más tiempo. A nuestros niños los están envenenando día a día. ¡Hoy les regalan la droga: es la manera de inducirlos a consumir y de hacerlos adictos!



No sacamos nada con decir que hemos reforzado nuestras fronteras, si el tema fundamental es de educación, si se trata de que nuestra sociedad sepa efectivamente qué ocurre con la droga. 



¡Hay que gastar recursos públicos para informar también a los padres! 



Todo lo que se ha hecho hasta el momento ha sido realmente limitado, y no apunta a una solución de fondo.



Nuestro país no tiene conciencia de lo que está ocurriendo en la sociedad. Bien lo decía la Senadora Alvear al referirse a la delincuencia. Más del 80 por ciento de quienes delinquen estaba bajo la influencia del alcohol o de la droga al momento de cometer el ilícito. Muchos de ellos son personas enfermas, y hay que rehabilitarlas.



Sin embargo, lo primero es trabajar con quienes constituyen el futuro de Chile. Si no lo hacemos hoy día en educación, todos seremos responsables de las consecuencias.



Hago un llamado al Ministro para que converse con el Presidente de la República. En esta materia había un compromiso. Y contará con el apoyo de todo el Senado, a fin de actuar definitivamente contra el mayor flagelo que aqueja hoy a nuestro país.



Necesitamos tomar decisiones. Si se adoptan más tarde, perderemos a muchos jóvenes, a muchos niños y a muchas familias.



Creo que no solo creando nuevas instituciones para cambiar el SENAME o haciéndole ajustes se solucionan los problemas. En el caso de dicho servicio, ¡hay que destinar más recursos! Muchos centros de este organismo hoy no se financian ni siquiera con el 45 o el 50 por ciento de los aportes de subvención. Se trata de un tema que debemos abordar todos, con el fin de dar una respuesta a lo que Chile está esperando.



Por consiguiente, señor Presidente, ojalá que de aquí a siete días tengamos esa respuesta. Nuestro país aguarda una señal muy fuerte y muy clara de nosotros en este ámbito.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, creo que este ha sido un debate importante.



Por cierto, felicito al Senador Orpis por su moción y al colega Bianchi por haberse sumado a una materia que evidentemente constituye un tema país.



Me parece que no tiene mucho sentido tratar de endosarnos lo que se hizo -mucho o poco- en veinte o diez años. Lo que corresponde, a partir de las cifras duras de hoy, es determinar cómo vamos a actuar.



Al respecto, no comparto la idea de celebrar una sesión especial, porque creo que nosotros estamos perfectamente en condiciones de efectuar la discusión en esta Sala. Si es preciso, la iniciativa volverá a la Comisión, a la cual los Ministros pueden asistir. Luego regresará a la Sala, y terminaremos de resolver lo que haga falta.



Espero que el Gobierno le entregue el patrocinio al proyecto.



Sin embargo, no lo requiere la norma que dice: “Es deber del Estado procurar que cada establecimiento educacional cuente con una política de prevención de alcohol y drogas, la cual será construida en función de los contenidos mínimos que el Ministerio de Educación establezca, considerando la vulnerabilidad social que éstos presenten”. Es posible considerar constitucional esa parte, porque no se está haciendo una exigencia directa, excepto cuando se incluye el guarismo de las 40 horas. 



En mi opinión, lo relativo al deber del Estado cabe perfectamente dentro de la constitucionalidad. En ese ámbito el proyecto podría seguir adelante en su tramitación. Yo me iría por esa línea, por cuanto es absolutamente posible no declarar esa parte inconstitucional.



Pero, por otro lado, el Ejecutivo, sin darse más vueltas, debería patrocinar la iniciativa y no dilatar más el asunto. Me cuesta comprender los argumentos por los cuales aún no lo ha hecho. En realidad, no los entendí. Siento que el Gobierno se ha tardado. Y cuando digo “el Gobierno”, me refiero a este, al anterior, a todos. Eso no me importa. Lo que me interesa es saber por qué no se ha dado el patrocinio. 



Lo único que estamos pidiendo es una política preventiva. Y todos sabemos que la medida propuesta es la única que puede tener una mayor efectividad si queremos controlar en serio un flagelo que está influyendo notoriamente en la delincuencia y que, sobre todo, está afectando gravemente a muchos de nuestros jóvenes.



Y, ¡ojo!, que nos referimos a un problema que llega a todos los niveles sociales. Distinto es que algunos cuenten con más recursos para llevar adelante la rehabilitación, o que en ciertos sectores se hable menos del asunto. Nos encontramos ante una situación bastante transversal: afecta a todos los estratos de la sociedad. 



Por lo tanto, es deber del Estado procurar enfrentar tal problema. En ese sentido, la iniciativa va en la línea adecuada.



Mi única prevención -estoy completamente de acuerdo con la idea del proyecto- es lograr que la educación que se imponga en los establecimientos escolares sea muy motivadora. Debe de haber experiencia al respecto. Confío en que se hagan estudios comparados y una buena capacitación. Muchas veces programas diseñados con buena intención, por no estar bien planteados y no ser muy motivadores, innovadores, atractivos para la juventud, no cumplen el resultado que se busca. Y, en este sentido, yo espero que haya bastante preocupación por lograr su implementación con las personas adecuadas, con mucha participación de la comunidad, de los padres y apoderados -es decir, algo más bien colectivo, de grupo-, y que no se vea como una imposición para cumplir determinadas horas en la malla curricular. Porque en eso hemos fallado. 



Se ha tratado de dar la libertad suficiente a los establecimientos educacionales para que armen sus mallas curriculares -dentro de ciertos márgenes, por supuesto- y establezcan formas de motivación, en educación física o en otro tipo de actividades. Algunos colegios lo hacen motu proprio e imparten efectivamente charlas o alguna suerte de motivación. 



Pero lo propuesto es importante de considerar, porque a la hora de los “quiubos”, creemos que con mucha participación de la comunidad y de los padres y apoderados, puede ser más efectivo. 



Por eso mi llamado de atención, para que, ojalá, así ocurra y logremos lo que estamos buscando, que es -como se ha señalado reiteradamente en la Sala- buscar la mejor forma de prevenir, la cual debe comenzar a muy temprana edad en los planteles educacionales. 



De esa forma, se podrá impulsar un estado de conciencia que nos permita avanzar en la solución del problema. Porque, como aquí bien se señaló, si casi el 90 por ciento de los delitos se cometen bajo la influencia del alcohol o la droga, resulta muy claro además el beneficio que tendremos para el conjunto de la sociedad.



En resumen, a mi juicio, se trata de una buena iniciativa, la cual ojalá pudiéramos votar cuanto antes. Solo pido al Gobierno no dilatar el otorgamiento de su patrocinio. Es más, no considero necesario realizar una sesión especial para analizar la materia, pues resulta obvia su pretensión, el bien que representará, la significación y proyección que va a tener, además del cumplimiento del mismo anhelo que todos deseamos. 



Por eso, lo que se propone debe ser considerado como una política de Estado, apoyada por todos nosotros. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela. 

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, no hay duda de que nos encontramos frente a un problema serio, relevante y sustantivo en nuestra sociedad. 



El consumo y tráfico de drogas, unidos a la delincuencia están golpeando a nuestra comunidad no solo en las grandes ciudades, sino también en las medianas, donde constantemente se ve que el tráfico y el consumo de estupefacientes toma cada día más injerencia, más cuerpo, más preeminencia en la vida de los jóvenes, de las comunas y del conjunto de la sociedad, pues la delincuencia generada a través del narcotráfico sacude duramente a todos los sectores, particularmente a los más modestos. 



Nadie discute tampoco la extraordinaria capacidad, preparación y trabajo realizado por el Senador señor Orpis sobre el particular. No existe, por lo menos a nivel político, social y general, alguien que haya dedicado más tiempo, no solo en términos teóricos, sino prácticos, a combatir el flagelo de la droga que el Honorable colega. 



Por lo tanto, cuando él nos entrega datos duros al respecto, resulta preocupante, porque están ahí, sobre la mesa. 



El crecimiento del consumo de pasta base en nuestros niños y  jóvenes, entre los años 1995 y 2009, es dramático y realmente asusta. 



El incremento del consumo de marihuana, de cocaína y de pasta base por curso, entre 1995 y 2009, es significativo. Yo lo calificaría de sideral. 



El hecho de que, además, en los cursos más bajos sea donde más fuerte está golpeando el narcotráfico y el consumo nos debe llevar, por ende, a tomar en el más breve plazo decisiones que pongan atajo a esta situación. 



Pero lo que es peor es que los jóvenes perciban cada vez menos el riesgo que ello conlleva, lo cual significa una luz roja, de alerta, respecto de un problema que necesariamente debemos enfrentar. 



El Senador señor Orpis nos pone un proyecto sobre la mesa; no obstante, él mismo reconoce que tiene problemas de constitucionalidad. Por lo tanto, junto con él debemos ver cómo enfrentar el asunto. Porque se trata de una materia que ha estado trabajando desde hace varios años. La primera iniciativa al respecto la presentó en 1998, y el proyecto que ahora nos ocupa, el 2007; pero nunca recibió respuesta alguna. 



Por eso, me parece acertada la propuesta del Senador señor Espina, la cual se puede complementar hoy -si se tiene a bien- con una solicitud unánime del Senado al Ejecutivo, al Presidente de la República, pidiéndole patrocinio para esta iniciativa o una similar, y con un plazo para su estudio, porque las cifras indican que estamos perdiendo no solo tiempo, sino posiciones en la guerra contra el consumo y el tráfico de drogas. Y cuando esto ocurre, no se gana la batalla contra la delincuencia. 



En mi opinión, nadie en esta Sala, en particular el Gobierno y en especial el Presidente de la República, desea estar en esa situación ni perder posiciones al respecto. 



En consecuencia, sea que se decida por la propuesta del Senador señor Espina o, con acuerdo unánime del Senado, por una solicitud al Presidente de la República para que patrocine la iniciativa, debemos resolver en cuanto a la fijación de un término respecto de una materia en la que los plazos ya se nos están venciendo. 

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Lagos. 

El señor LAGOS.- Señor Presidente, se está tomando un curso de acción que puede ser deseable, como la vuelta del proyecto a la Comisión con el objeto de buscar una solución al problema, como planteó el Ministro Larroulet, en el sentido de otorgarle patrocinio. 



Ahora, para que quede en la Versión Oficial, primero quiero felicitar al Senador señor Orpis. En mi concepto, su intervención fue bastante maciza, sobre todo al recordar su encuentro con el Presidente de la República y el compromiso del Gobierno de patrocinar la iniciativa. Pero de eso ya han pasado alrededor de dos años: de julio del 2010 a junio del 2012. Sin embargo, no pongo en duda la disposición del Ejecutivo de dar cumplimiento a lo que prometió. 



Pero quiero hacer una reflexión más general, sin ánimo de generar debate, aunque este tal vez sea inevitable.



Al escuchar las razones que han tratado de dar en su oportunidad el Ejecutivo y algunos colegas ahora, se desprende que hay un trasfondo. Porque uno se pregunta por qué motivo el Ejecutivo no querría patrocinar una iniciativa como esta, que busca la inclusión de un currículo obligatorio para prevenir el consumo de alcohol y drogas en los establecimientos educacionales en Chile, tanto particulares propiamente tales como subvencionados y públicos.



Entonces, uno tiene que escarbar para encontrar el razonamiento que está detrás. Y las explicaciones del Ministro Larroulet -hizo un esfuerzo, pero se dio varias vueltas, incluso poniendo ejemplos de otros proyectos de ley- no terminan de convencer respecto de la motivación más de fondo -aunque la insinuó-, que es la que nos separa y divide en cuanto a las distintas visiones que tenemos en la sociedad chilena. 



En lo esencial, lo que está detrás es que no se quiere imponer -entre comillas- a nadie la obligación de llevar adelante planes de estudio que aborden la prevención del consumo de drogas o alcohol. ¿Por qué? Porque ciertos chilenos estiman que hablar de ellos ya significa promocionarlos. 



El Senador señor Espina pone cara de interrogación. Lo estoy interpretando.

El señor PÉREZ VARELA.- ¿Nos está interpretando a todos?

El señor LAGOS.- No, señor Senador. Sólo a él. 



Lo que ocurre es que, si uno mira hacia atrás y analiza las distintas instancias en que hemos abordado materias de esta naturaleza, se da cuenta de eso. Es como si la prevención del consumo de drogas y alcohol fuera a imponerse  a un sector que no quiere hablar del tema o no desea enfrentarlo de determinada manera. 



Lo hemos conversado en tantas oportunidades, como cuando había que discutir sobre las adolescentes embarazadas en los establecimientos educacionales. Casi peleamos para que pudieran quedarse y no fueran expulsadas de los liceos, como si el embarazo adolescente fuera contagioso.



Lo abordamos también al hablar de prevenir enfermedades sexuales mediante el uso del condón o preservativo a fin de combatir el sida, por ejemplo. 



En fin, lo analizamos en distintas instancias. Y, tal vez, el trasfondo es esa preocupación de parte de algunos. No digo que sea de quienes me están escuchando acá y que pueden tener otra visión. 



No se trata, tampoco, de endilgar eso a cierto sector, porque la respuesta sería: “Bueno, pero en veinte años usted no lo hizo”. 



¡En cuatro lustros se hicieron muchas cosas! Pero, en verdad, si alguno de los Gobiernos de la Concertación hubiera decidido no patrocinar un proyecto de esta naturaleza, yo también lo habría criticado. Ignoro por completo si el Senador Orpis ha presentado alguna moción en Administraciones anteriores al 2010 y que no contaron con patrocinio.



Mi interpretación es que hay un sector de la sociedad chilena que, al final del día, quiere imponer cierta mirada bajo el criterio de la libertad de enseñanza. 



A mi juicio, junto con la libertad de enseñanza está la de no enfermarse, de no contaminarse, de no morir. Y, entonces, los currículos deben ser menos flexibles y más mandatorios en materias que son muy importantes para la sociedad chilena.



Quería compartir lo anterior, sin ánimo de polemizar. Pienso que hay un trasfondo en esta materia. 



Ojalá que el proyecto vuelva a la Comisión, que sus integrantes se pongan de acuerdo y que el Ejecutivo dé el patrocinio.



En todo caso, para eliminar alguna suspicacia que pudiera generar mi intervención, debo manifestar que, en otros asuntos, este mismo Gobierno, que es de Derecha, ha sustentado posiciones dignas de aplauso, como la referente al combate contra la discriminación y la intolerancia en Chile. Es menester reconocer eso. Sin embargo, en el país todavía hay sectores extremadamente conservadores que prefieren no tocar ciertos temas; que creen que por el hecho de no hablar de algunos problemas estos no existen, y que al hacerlo se contagian de lo que se expone.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, primero, agradezco al Senado el debate que se desarrolla esta tarde.



Desde el punto de vista social y, en particular, de la comunidad, el consumo de drogas es uno de los flagelos que más afectan hoy a la sociedad chilena. Y esta discusión nos acerca a la ciudadanía, porque se trata de un problema real. 
Por eso, me alegro de que aquí haya tanta unanimidad al respecto. 



En ningún caso, pretendo politizar el tema, sino explicar que las normas que se plantean a lo mejor no son lo ideal. Si no tuviésemos este problema, jamás habría presentado un proyecto de ley de estas características. Pero las cifras de la realidad imperante nos llevan a afirmar que debe aplicarse una política de shock. 



No basta con que el día de mañana terminemos con que el  articulado diga: “El Estado deberá procurar que cada colegio cuente con una política de prevención de alcohol y drogas”. En verdad este proyecto es bastante más preciso. Y lo digo en términos de que dispone qué debe contener el reglamento, no solo lo que este debe disponer, sino, además, la obligación de medir entre muchas de las cosas que faltan en el país. Por ello, establece un mecanismo para medir la percepción de riesgo del consumo de alcohol y de drogas en cada establecimiento educacional.



La idea es aumentar la percepción de riesgo. Es decir, que haya mayor conciencia respecto a la gravedad del problema, partiendo desde una edad muy temprana.



Y yo acá reclamo, simplemente, el cumplimiento de la palabra empeñada. 



¡Si nadie obligó al Presidente de la República a emitir la declaración que aparece en pantalla! 



¡Él estaba plenamente consciente de que lo que se planteaba era establecer, con carácter obligatorio, cursos de prevención de drogas en todos los colegios del país! 



¡Yo no obligué al Primer Mandatario a emitir esa declaración! ¡La hizo, voluntariamente, el 12 de julio de 2010! 



Reitero: lo que yo reclamo ahora es, simplemente, que haya coherencia entre lo que se dice y lo que se hace. Y este es un problema fundamental que nos afecta como comunidad. 



En esa perspectiva, reclamo también por la pasividad del Ministerio de Educación sobre la materia. Y lo digo con mucha fuerza, porque si verdaderamente hay diferencias respecto al articulado de la iniciativa, ¡que se plantee un texto distinto!; ¡que se propongan variantes!; ¡que se sugieran flexibilidades! Pero nada de eso ha ocurrido en la Comisión de Educación. ¡Absolutamente nada!



Como señaló el Senador señor Espina, yo modifiqué el texto original, después de innumerables conversaciones que sostuve en el Ministerio de Educación. Allí me dijeron, por otra línea: “Aquí está la indicación sustitutiva”. ¡Pero el proyecto nunca ha sido patrocinado!



Señor Presidente, quiero ser superfranco. Soy partidario de la libertad de enseñanza. No me gusta imponer -con esto respondo lo señalado en la intervención del Senador Lagos-; pero en la sociedad, respecto de algunos temas, llega un minuto en que no pueden quedar al arbitrio de lo que estime conveniente o no un determinado colegio, sino que corresponde que la comunidad los enfrente y, por lo tanto, debemos tener los grados de flexibilidad necesaria para abordarlos.



Por ejemplo, una variante de lo establecido en el proyecto sería consignar en una norma transitoria que los colegios que cumplan con cierto nivel de percepción de riesgo no tendrán la obligación de impartir cursos de prevención, pero siempre que lleguen a un umbral definitivo.



Entonces, solicito que no sigamos dilatando el asunto.



Comparto las propuestas de los Senadores señores Andrés Zaldívar y Espina. Ambas son complementarias. Y creo que el problema del alcohol y las drogas debemos analizarlo en una sesión especial. 



Paralelamente, sugiero solicitar por la unanimidad del Senado el patrocinio del Ejecutivo para la iniciativa, y dar un plazo de siete días para obtenerlo. Después de dicho lapso veremos si se cuenta o no con el patrocinio y cómo seguimos hacia delante. 



Señor Presidente, resulta fundamental lograr ese patrocinio. Ojalá el Senado llegue al siguiente acuerdo: pedir unánimemente el patrocinio del Ejecutivo para el proyecto, acerca de lo cual ya existe, por lo demás, un compromiso del Presidente de la República.

El señor ESCALONA (Presidente).- Ha solicitado nuevamente la palabra el señor Ministro, quien tiene preferencia para el uso de ella en esta oportunidad. No estamos en votación, que fue la situación producida en otras ocasiones.



Puede intervenir, señor Ministro.

El señor LARROULET (Ministro Secretario General de la Presidencia).- En la oportunidad anterior, me referí a las acciones que el Gobierno realiza en esta materia; a la total conciencia que él tiene sobre la urgencia que reviste el combate contra la droga, y al rol de prevención que compete al Estado. Y mencioné algunas de las iniciativas que se encuentran en marcha.



También señalé que nosotros  valoramos la iniciativa en debate y que el Presidente de la República, en su momento, decidió apoyarla.



Asimismo, me referí a los problemas que, en nuestra opinión, contiene este proyecto de ley. Sin embargo, el Ejecutivo está dispuesto a patrocinarlo. Para ello, es necesario que vuelva a la Comisión de Educación, donde podremos formular las indicaciones que permitan superar los problemas. 



Así lo hicimos durante el estudio de la ley sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad; así lo hicimos durante el estudio de la ley sobre inscripción automática y voto voluntario, y así queremos hacerlo, también, con esta importante iniciativa.

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Que el proyecto vuelva a Comisión!

El señor COLOMA.- ¡Démosle fluidez!

El señor ESCALONA (Presidente).- En todo caso, hay varios oradores inscritos.

¿Habría unanimidad para volver el proyecto a Comisión, de manera que el Ejecutivo ingrese allí su patrocinio? Lógicamente, cuando se trate de nuevo en la Sala, se invitará a los respectivos Ministros.

El señor ZALDÍVAR (don Andrés).- Sí, y que informe dentro de 15 días.

El señor BIANCHI.- Fijemos un plazo.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, ¡qué bueno que el Ministro Secretario General de la Presidencia reafirme lo dicho por el Presidente de la República tiempo atrás! Pero, francamente, creo que el Senador señor Orpis tiene razones fundadas para dudar y exigir que ese patrocinio finalmente se concrete.



En esta Sala, varios Ministros han ofrecido enviar proyectos de ley muy importantes, que todavía estamos esperando. Y el de Hacienda es especialista en esta materia, desde el relativo al SIPCO en adelante. 



Pero la esperanza es lo último que se pierde, señor Presidente. A mí, por lo menos, me parece razonable que esta iniciativa vuelva a la Comisión, más que para lo expresado por el señor Ministro en orden a conocer las políticas que lleva adelante el Ministerio del Interior, para radicar el énfasis en la educación.



La prevención es más educación, en este caso, que lo que pueda ser el trabajo desde el Ministerio del Interior, porque para que tenga efecto la idea planteada acá, de manera tan urgente y prioritaria, particularmente por el Senador Orpis, esta tiene que ser desarrollada en forma permanente, consistente, sistemática. Y eso requiere obligatoriedad, requiere un mandato, requiere un compromiso y requiere recursos tanto financieros como humanos, pues es una tarea titánica.



Yo solicité anteriormente la palabra, señor Presidente, para formular algunas inquietudes y saber si los autores o los miembros de la Comisión las evaluaron.



Cuando nosotros discutimos, años atrás, la Ley del Deporte y establecimos la obligatoriedad de que se impartiera determinada cantidad de horas de deporte en los colegios, el mayor problema lo tuvimos con los profesores en cuanto a la exigencia de que solo podían hacer clases aquellos que contaran con el título y el nivel pedagógico adecuado. Y resulta que para enseñar deporte no requeríamos profesores, porque los hay de educación física con su especialidad, sino gente que entendiera el deporte que se quería enseñar, y eso no se logra necesariamente con un título de profesor.



Y en una materia tan delicada como esta, a mí me da la impresión de que nos hallamos frente a la misma situación. Porque aquí ocurre algo que genera una desigualdad mucho mayor todavía entre la educación particular y la pública. Los colegios particulares incluyen dentro de sus ofertas el trabajar en prevención de consumo de drogas y alcohol con sus alumnos y con los apoderados. Eso forma parte de lo que ofrecen, y de hecho lo realizan y lo financian. Algunos lo harán mejor, otros peor. Pero lo terrible es que los que sí tienen plata lo pueden hacer y no los que más lo necesitan y que carecen de recursos.



Entonces, estamos cayendo en la peor de las contradicciones.



La única manera de corregir lo anterior es a través de la implementación de los programas que se proponen, establecidos claramente en la malla curricular, con la exigencia de la cantidad de horas que aquí se han planteado, las que seguramente tendrán que ser muchas más.



¿Quiénes deberán evaluar cómo se implementa ello? Indudablemente, el propio Ministerio y la gente a cargo de la formación.



Pero creo que en esta materia sería bueno tomar una decisión que fuera permanente en el tiempo, consistente, sistemática -como dije al principio- y que implicara a profesionales del más alto nivel.



Cualquier inversión que se realice en prevención nos va a significar ahorrar muchísimos problemas no solo desde el punto de vista de las personas, sino también en términos materiales o de costo. 



Por tanto, ojalá que el Ministro señor Larroulet consiga el patrocinio de este proyecto dentro de la próxima semana. No creo que necesite más, porque lo que estamos planteando en una primera fase es que el Gobierno le dé su patrocinio, para después perfeccionar el texto en la forma aquí planteada en la propia Comisión de Educación, con el Ministro del ramo, quien, desde el punto de vista técnico, puede aportar para implementar bien esta muy buena idea que se ha propuesto acá.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, desde luego, felicito al Senador Orpis por esta iniciativa, que cuenta también con la coautoría del colega Bianchi y, naturalmente, con la simpatía y el apoyo de todos los Senadores acá presentes.



Conocemos al Senador Orpis desde hace muchos años. Él ha venido predicando sobre esta materia durante todo ese tiempo, pero no tan solo predicando, sino también practicando, laborando realmente para ayudar a las personas que han caído en el círculo de la droga.



Por eso, muchos de los colegas han señalado aquí que esta es una manera muy eficaz de prevenir un flagelo que llega incluso a parte de los niños, y que se va acrecentando en la juventud y, por supuesto, en las personas mayores.



Porque cuando se desarrolla desde la base hasta arriba, nos encontramos con que ni el Estado es capaz de controlar las mafias que se forman detrás del tráfico de drogas. El ejemplo patente de ello es México.



Por lo tanto, partir educando a los niños desde chicos ¡por Dios que es importante! Porque ellos aprenden muchas normas que se les enseñan, aunque sea en prekínder y kínder, y luego levantan la voz para decir: “¡No hay que botar el papel en la calle!”, “No hay que hacer esto, ni esto otro”. Y ello se enseña en los colegios. Entonces, cuando los menores vean que esto es un veneno, que es malo, es evidente que van a hablar, y su voz sonará fuerte, sin duda alguna.



Pero a mí me extraña que estemos a 3 de julio del 2012, y la declaración del Primer Mandatario sea del 12 de julio del 2010. ¡Son dos años! Y nosotros vemos que en muchas partes se trata de aplicar el eslogan “El Presidente cumple” cada vez que se levanta un peaje o se inaugura una obra.  Por supuesto, ellos son el resultado de procesos que vienen de muchos años y a él le toca inaugurarlo o iniciarlo, porque una concesión demora diez años. Pero esta es una iniciativa importante. ¿Cuánto tiempo llevamos ya en ella?



Nosotros pensamos que el Presidente Piñera debe cumplir respecto de este proyecto, que no fue enviado por un representante de la Oposición, sino de la Alianza, partidario de este Gobierno. Y porque es una muy buena idea, todos estamos detrás de ella.



Evidentemente, tiene algunos visos de inconstitucionalidad. Se señala, por ejemplo, que los establecimientos educacionales “deberán incluir entre sus planes de estudio, materias enfocadas a la prevención del consumo de drogas y el buen uso del tiempo libre”. Un señor Senador decía “Bueno, si nosotros lo aprobamos”. ¡Está bien! Pero en cualquier instancia alguien podría alegar que presenta visos de inconstitucionalidad y recurrir al Tribunal Constitucional, que lo va a declarar, por supuesto, fuera de la Carta Fundamental.



Entonces, para evitar que ello ocurra se requiere el patrocinio del Ejecutivo. De ahí que me alegra mucho que el Ministro presente haya acogido tal idea y que eso se vaya a concretar en pocos días más.



Por tanto, quedamos muy contentos de que el proyecto vaya de vuelta a la Comisión, y esperamos que en un plazo razonable -los siete días de que se ha hablado- el Gobierno pueda enviar su patrocinio, su respaldo a esta muy buena idea de los Senadores Orpis y Bianchi, que, naturalmente, cuenta con el apoyo pleno del Senado.



Gracias, señor Presidente.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, estimados colegas, si bien es cierto el Senador Orpis ha predicado sobre este tema desde hace muchos años -y lo valoro en lo personal-, quiero decir que no hay consenso sobre la prédica, sobre cómo abordar los temas del consumo de drogas y alcohol, sobre cuáles son los mejores caminos.



Cabe recordar que quien habla y el Senador antes mencionado tuvimos un debate muy a fondo sobre esta materia, y hasta el día de hoy mantenemos una discrepancia sobre la calificación de las drogas que se consumen en nuestro país.



Él fue el gran promotor de que la marihuana se considerara una droga “dura”, o, más bien, de que se eliminara la clasificación entre drogas “duras” y “blandas”, que, en lo personal, creo que ha sido un error histórico para la prevención y el combate en esta área.



¿Qué es lo primero que quiero decir, señor Presidente? Que hay diferentes prédicas en torno a este tópico. 



Y respecto a “la guerra contra las drogas” de que se ha hablado acá, yo creo que la humanidad ya aprendió que esta se perdió, que el combate contra las drogas genéricamente es un problema más complejo. Vean lo que pasa en México. ¡Vean lo que significa esa lógica según la cual los grandes triunfadores son los traficantes, los vendedores de armas y el crimen organizado, no la población!



Señor Presidente, aquí hay a lo menos dos temas en discusión.



Uno, cuál es la mejor forma de abordar la cuestión del consumo de drogas y alcohol en nuestro país. No es casual que varios ex Jefes de Estado de América del Sur hayan enfrentado esta problemática y afirmado que la lógica seguida en el continente se encuentra -digamos- derrotada. Entre otros, lo expresó el ex Presidente de Colombia.



Sin duda, debemos abordar el debate en forma más genérica. Yo soy de aquellos que creen que constituye un error meter presas a personas que tienen una cantidad de marihuana mínima y que el Estado gaste en ellas, en circunstancias de que el crimen real se encuentra en otro lado.



Esa discusión quedará abierta, y entiendo que sobre el particular existen diferentes enfoques. Algunos creen que es necesario regular, de una vez por todas, el autocultivo, a fin de que no subsistan las ambigüedades que evidencia la legislación actual.



Sin embargo, sin perjuicio de ese debate y de cuál es la mejor estrategia, existe consenso -y este es el segundo punto que deseo destacar- en el sentido de que no es bueno el consumo de tabaco, alcohol y drogas en general y de que el Estado debe impulsar, por sobre todo, políticas de prevención -en esto sí tengo una gran coincidencia con el Senador Orpis y otros colegas-, y uno de los mejores instrumentos para hacerlo es la educación. 



Personalmente, siendo partidario de que las normas sobre el consumo de marihuana sean más claras y de que constituye un error encarcelar a la gente por esa causal, como se hace en Chile, estoy convencido de que el consumo de esa droga sí lleva al de otras, aun cuando hay quienes piensan que no.



Y por eso creo que es tan importante la educación y que el proyecto en debate es valioso, más allá de la forma, más allá de si fijamos cuarenta horas anuales o no, más allá de sumarme a las expresiones de la Senadora Allende sobre cómo impulsar la prevención y la educación acerca de los peligros que acarrea para la salud y la convivencia colectiva el consumo de drogas y psicotrópicos.



Me parece fundamental que el Ministerio de Educación se flexibilice para entender que ciertos contenidos educativos deben ser regulados por ley, con el objeto de no dejarlos al arbitrio del director de un establecimiento y de que, en el nombre de la libertad de enseñanza, el Estado carezca de la facultad de imponer ciertas normas básicas y mínimas.



El espíritu de la iniciativa, señor Presidente, apunta a que el Estado pueda regular y garantizar, dentro de los sistemas educativos, la existencia de una política de prevención y -yo diría- de orientación en el sentido de que el consumo de drogas no es bueno ni para la salud ni para la convivencia.



En cuanto al tema de la prevención, estimo que ha habido un retroceso durante el último tiempo. En el presupuesto destinado al efecto en los pasados dos años hemos retrocedido. Este debate lo tuvimos a raíz de la Ley de Presupuestos, en el cual coincidimos con el Senador Orpis.



Considero relevante que acá volvamos a generar un consenso sobre un asunto tan fundamental, y no porque desee polemizar acerca de si este Gobierno lo ha hecho mejor en prevención o no -ese no es el sentido de mi opinión-, sino porque, independiente de que tengamos...

El señor ESCALONA (Presidente).- Concluyó su tiempo, señor Senador.



Tiene un minuto más.

El señor LETELIER.- Gracias, señor Presidente.



Decía que, independiente de que tengamos visiones distintas acerca de cómo abordar el problema del consumo de drogas en nuestro país, todos somos contrarios a su tráfico. Creo que existe acuerdo al respecto -evidentemente, no en los adictos al tabaco-, y muchos tenemos la convicción de que, si bien el consumo de drogas es parte de la libertad individual de cada persona, como lo es también el del cigarro, del alcohol y de otras sustancias legales, debemos propender en el ámbito educacional a que esas prácticas no sean consideradas buenas o no nocivas.



Por las razones expuestas, no solamente me sumo a respaldar esta iniciativa, respecto a la cual hay un tremendo consenso, sino que también le pido al Ejecutivo que asuma la necesidad de regular ciertas materias en el ámbito de la educación, y este es uno de los temas en los cuales hay acuerdo para hacerlo.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Hago presente a la Sala que ha vuelto a crecer la lista de inscritos.



Le corresponde intervenir al Senador señor Prokurica. Pero, antes de ello, solicito el asentimiento de la Sala para que me reemplace en la testera el Honorable señor Andrés Zaldívar, por unos minutos, ya que no contamos con la asistencia del señor Vicepresidente en esta sesión.



Acordado.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.



--Pasa a dirigir la sesión, en calidad de Presidente accidental, el Honorable señor Andrés Zaldívar.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pienso que hemos sostenido un debate extraordinariamente importante esta tarde. Por supuesto, compartimos algunas intervenciones, y otras no. La última, quizás, es una de las pocas con las que no concuerdo, porque si hay alguien en esta Sala y en el país que puede hablar sobre el tema de las drogas y no solo comentarlo como un periodista deportivo, ya que ha participado personalmente con sus recursos y sus medios para ayudar en la lucha contra este verdadero cáncer de la sociedad y no únicamente en el ámbito del delito, es el Senador Orpis.



Yo creo en sus planteamientos y, por eso, le agradezco al Presidente de la República que se comprometiera con este proyecto y también, por supuesto, al Ministro Larroulet, quien hoy día nuevamente lo ha hecho con la finalidad de sacarlo adelante. 



En algunas intervenciones se ha mencionado que tenemos que respetar la Constitución. ¡Por supuesto que debemos hacerlo! Pero, ¿podemos hacer algo por el tema de la prevención de las drogas y, además, respetarla? Parece que sí, y es lo que pretende el Senador Orpis.



Pienso que la propuesta formulada aquí por el colega Espina para que el proyecto vuelva a la Comisión y así pueda ser patrocinado por el Ejecutivo es del todo conveniente, para ir adelante en un debate de fondo que dice relación no solo con el problema de la delincuencia, porque más del 70 por ciento de los delitos se cometen bajo la influencia del alcohol y las drogas.



Sé que este es el camino más difícil, pero es el único que existe para luchar en contra del consumo de drogas y el alcohol. ¡El único! El resto es pura música: mayores sanciones, diversas propuestas como las que se han formulado aquí en la Sala, algunas de las cuales me parecen contraproducentes, porque no resulta adecuado que la autoridad mantenga un discurso poco claro respecto de las drogas y empiece a decir que es discutible si la marihuana es mala o no, etcétera.



Yo, sinceramente, no he sabido de un solo experto que diga que la marihuana no constituye el primer paso para ingresar después al consumo de drogas más duras. Por eso, no comparto algunas declaraciones vertidas en el Hemiciclo.



El camino más complejo, pero el único productivo -como lo deja de manifiesto el Senador Orpis en la labor de su Fundación La Esperanza- es el de la educación. Pero, además, después de leer lo que ocurre en los países que sufren problemas mucho más serios que Chile en el tema de la droga, cabe concluir que la prevención y la rehabilitación son no solo necesarias, sino también indispensables. Y creo que nuestro país tiene una tremenda deuda en esta materia.



Lo peor que podríamos hacer hoy día es empezar a echarnos la culpa. Yo tengo un alto de culpas que podría atribuirles a los Gobiernos pasados o a los dos años de la actual Administración. ¡Sin duda! Pero uno no puede dejar de asombrarse cuando recorre los sectores poblacionales de sus respectivas Regiones o cuando observa lo que pasa en el norte del país con personas honestas que antes se dedicaban a trabajar en un negocio lícito y que, de repente, se encuentran embarcadas en el tráfico de drogas como si se tratara de una actividad común, perdiendo esa visión de antes que, de alguna manera, enseñaba que aquel camino representaba un mal para la sociedad no solo por ser un delito, sino porque destruye a la familia, porque destruye al ser humano, porque destruye el matrimonio, porque transforma al ser humano en un individuo sin voluntad.



Por lo tanto, me alegra lo que ha hecho el Gobierno hoy día aquí, a través del Ministro Larroulet, y felicito al Senador Orpis por continuar con esta cruzada -no le ha sido fácil en el tiempo convencer a la gente, a las autoridades- no solo predicando, sino también practicando.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Honorable señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, creo que hemos avanzado mucho con la declaración del Ministro Larroulet para los efectos de darle una solución al tema que nos ocupa. 



Quiero sumarme a las felicitaciones al Senador Orpis por esta campaña que data de mucho tiempo, de una vida, que es la expresión del compromiso de servicio que Su Señoría y otros miembros de su familia tienen con relación a esta materia.



Ahora, es cierto que la iniciativa entra en un área donde la atribución de conformar los currículos, los programas de estudio, es de naturaleza restringida. Ustedes comprenderán que si los parlamentarios tuviéramos iniciativa para promover leyes que cambiaran el currículo académico y los programas de estudios, podríamos terminar quizás con qué engendro y con cuántos años más para que los alumnos pudieran estudiar todo lo que a nuestra imaginación le fuera dable producir.



Por eso es razonable que ello esté ordenado y que existan cauces para ese efecto. En tal virtud, es bueno que el Ejecutivo tome la iniciativa, con el objeto de hacerse cargo del asunto, y se encauce dentro de aquellas normas. Me alegro, por tanto, de las propuestas que aquí han surgido. Y, sin ir más lejos, señor Presidente, voy a hacer una proposición más concreta aún que las que se han formulado en la Sala, teniendo a la vista el compromiso del Ejecutivo.



Yo quiero que se autorice a la Comisión de Educación para que vea en general y particular este proyecto y que se fije un plazo para presentar indicaciones. De manera que el hecho de que vuelva a dicho órgano técnico no signifique, simplemente, un deporte, sino la posibilidad de reabrir un proceso con el propósito de que el Ejecutivo pueda presentar en dicha instancia su indicación sustitutiva y así discutir la iniciativa tanto en general como en particular, aunque sea en ese contexto, para traer aquí un proyecto más acabado.

El señor ORPIS.- Ya se aprobó en general.

El señor LARRAÍN.-
Entonces, solo se requiere fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones...

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Qué sea corto!

El señor LARRAÍN.-... que sea corto: de aquí al lunes subsiguiente, por ejemplo.



De esa forma, podremos tener el proceso en marcha de nuevo y no generar una situación teórica, sino más bien práctica y concreta que, contando con el compromiso del Ejecutivo, nos permita cerrar el círculo.



No creo que vaya a ser necesaria una sesión de Sala, pues bastaría con aquello. En la discusión que hagamos en particular tendremos la oportunidad de llevar a cabo este debate una vez más.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente accidental).- Tiene la palabra el Senador señor Rossi.

El señor ROSSI.- Señor Presidente, ante todo, deseo valorar el esfuerzo realizado por el Senador Jaime Orpis, su esposa, su corporación, en orden a trabajar fuertemente el tema de la rehabilitación. Todos sabemos lo difícil que es rehabilitar a una persona. 



Yo apoyo la idea del proyecto, porque efectivamente es importante que en el ámbito de la educación, en las mallas curriculares, ojalá con una carga horaria medible, se puedan introducir ciertas materias que generen reflexión y debate entre los jóvenes. Eso me parece muy positivo. Así hemos tratado de hacerlo respecto de la relevancia que reviste la actividad física, la alimentación saludable. El tabaco, el alcohol y las drogas ilícitas provocan un daño bien significativo en los jóvenes.



Sin embargo, hay un punto que deseo compartir y que va en la línea de lo que señaló el Senador Letelier. 



Tengo una convicción distinta a la que se han formado otros colegas, de acuerdo a ciertas lecturas o investigaciones, con relación al alcance de la ley N° 20.000. En mi concepto, dicha normativa ha contribuido a criminalizar el consumo de drogas. Entonces, cuando uno quiere ver qué se le puede ofrecer a una persona -pongámonos en el peor de los casos: a quien ha perdido la autonomía, es dependiente, adicto, que tiene su vida destrozada- entiende que más que criminalizarla se trata de darle una oportunidad. De hecho, el Senador Orpis trabaja justamente en eso: en rehabilitar. 



Sin embargo, en numerosas ocasiones incluso se vulnera la ley, porque tenemos una legislación que presenta -hay que decirlo- ciertas ambigüedades. En efecto, si bien no se penaliza el consumo, en la práctica si alguien es sorprendido con dos papelillos, muchas veces se considera que es un traficante. Es más, teniendo claro que no lo es se le detiene por cinco, seis o siete horas, como parte de un procedimiento rutinario.



De ahí nace, obviamente, la ambigüedad: si no se penaliza el consumo, es dable pensar que el consumidor va a conseguir droga en el mercado negro, donde está el narcotráfico, que tanto daño provoca, que tantas muertes genera, que tantos esfuerzos y recursos le demanda al Estado, en una guerra que creo que perdimos. 



Por eso, muchos ex Presidentes de la República que han tenido que lidiar con este flagelo hoy día dicen: “A lo mejor nos equivocamos. Tenemos que transitar otro camino”. El caso uruguayo merece una mención aparte.



Yo tengo una convicción muy profunda en esta materia. Yo separo las drogas duras de la droga blanda. El Senador Prokurica sostuvo que no conoce ningún estudio que hable de que la marihuana no es la puerta de entrada al consumo de otra droga, o que la marihuana no produce dependencia física. Yo le quiero decir que he leído muchísimos estudios que indican que la marihuana es una droga distinta a otras. Eso de que es la puerta de entrada a otras drogas es bastante discutible. El perfil del consumidor de marihuana es totalmente distinto al de un cocainómano, o de un consumidor de pasta base. De hecho la literatura científica no da cuenta de muertes por consumo de marihuana y tampoco de la existencia de síndrome de abstinencia debido a ella, a lo más se manifiesta un síndrome de fatigabilidad, que se genera en consumidores crónicos.



Yo siento que es importante reflexionar sobre este tema, así como también lo es analizar los alcances de la ley N° 20.000, y que se discuta en las salas de clases. Por eso apoyo una iniciativa de esta naturaleza, aun cuando creo que el enfoque criminalizador que muchas veces se le da -eso lo comparto con el Senador Orpis-, de solo dedicarnos a combatir la oferta y no la demanda, me parece más bien un error, una guerra fracasada.



Soy partidario -deseo decirlo- de permitir el autocultivo de marihuana para consumo personal. Incluso, respecto del uso terapéutico podría relatar el caso particular que dice relación con un familiar muy cercano. O sea, indudablemente se utiliza para tales fines. Asimismo, genera analgesia, así como también un efecto orexígeno cuando el paciente presenta anorexia, lo cual ha sido ampliamente estudiado por distintos centros.



A mi juicio, es importante tener la capacidad de abrir una discusión con altura de miras, con respeto, sin prejuicios, acerca del tema que planteo.



Hay una diferencia muy grande, en mi opinión, entre la marihuana y las drogas duras.



Ese era el aporte que quería hacer a la discusión. 



Vuelvo a felicitar al Senador Orpis por su trabajo en el área de la rehabilitación. Hace mucha falta tener más oferta en dicho ámbito, especialmente en Regiones como la nuestra donde hay tanto consumo y adicción.

El señor ESCALONA (Presidente).- Muchas gracias, Senador Rossi, por su contribución.



Tiene la palabra la Senadora señora Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, quiero ser breve porque esta tarde se han dicho muchas cosas en el Senado.



Obviamente, respaldo en un cien por ciento el proyecto que ha presentado el Senador Orpis. No obstante, no quisiera volver a experimentar lo que le ha ocurrido a él con un protocolo -le pido al Ministro Larroulet, por su intermedio, señor Presidente, que me escuche atentamente-, porque es un asunto que me preocupa y así lo expresé hoy día en una reunión que sostuvimos los Senadores de la Coalición a la hora de almuerzo. 



Cuando discutimos el proyecto de Ley de Presupuestos el año pasado, quedó constancia de un protocolo que firmaron junto conmigo el Subsecretario de Educación y la Subsecretaria de Transportes (ambos siguen en sus cargos), con motivo de una indicación que formulé a dicha normativa para que se incluyera en el área educacional la enseñanza del no consumo de alcohol a los niños, desde muy pequeños. Sin embargo, se me dijo lo mismo que ahora le señalan al Senador Orpis: que tal inclusión no era constitucional y que, por ende, no se podía pretender modificar los textos escolares, porque ello, obviamente, no iba de la mano con nuestra Carta Fundamental.



Con el objeto de prevenir esa situación se firmó este protocolo en forma interna.



Yo no quiero vivir la frustración que ha debido enfrentar el Senador Orpis, en el sentido de constatar que un anuncio que se hace público, que se da a conocer a la opinión pública, finalmente termina, después de muchos meses, en lo que estamos hoy: discutiendo en el Senado sobre un compromiso del Gobierno, nuestro Gobierno, con un Senador de nuestra coalición.



Más allá de que se haya contraído con un parlamentario de nuestro sector, se trata de un compromiso con la educación pública. Y no solo con ella, sino también con la salud. Porque claramente el problema del consumo de drogas tiene que ver con decir no solo que se hará un gasto en salud, sino también que se realizará una inversión en ese ámbito para el futuro; tiene que ver con justicia, con familia, con educación, con el Servicio Nacional de la Mujer, y, en fin, con una serie de Ministerios, de áreas, de disciplinas, opinión que todos compartimos en el Senado, más allá de nuestras posiciones políticas.



Por esa razón, me parece tremendamente importante, y tiene un gran valor, que hayamos gastado el tiempo que ocupamos esta tarde en discutir este proyecto en particular. Porque, más allá de lo que diga la Constitución Política que nos rige, hay un rol que muchos pensamos que el Estado debe cumplir en materias prioritarias, por un tema conceptual que, a mi juicio, no atenta contra la libertad de enseñanza y no puede ser ni siquiera incoherente ni contradictorio con ella. Me refiero a la libertad del ser humano, que está asociada claramente a la educación. Para ser libre, una persona tiene que adquirir capacitación y educación. La única forma de que tome decisiones con libertad es que cuente con los conocimientos para hacerlo. Además, ese individuo tiene que estar fuera de la influencia de la droga y del alcohol. De lo contrario, tampoco será libre para decidir. 



Porque ya sabemos que al final la droga busca la debilidad de la gente. Y no por el hecho de que hoy en los medios de comunicación, por desgracia, haya algunas personas superqueridas a nivel público que reconocen que consumen droga, va a ir en la línea absolutamente contraria de aquello a lo que todos aspiramos.



Porque quisiéramos que la gente fuera libre de decir “no” al consumo de drogas. Pero eso se inculca desde niño, desde la educación preescolar.



Entonces, más allá de quién esté en el poder -nuestro Gobierno o el del futuro-, el Gobierno de turno debe entender que se trata de una inversión en personas, no un gasto.



Ese punto de vista me parece superimportante.



En consecuencia -por su intermedio, señor Presidente-, agradezco al Ministro Larroulet por haber tomado contacto hoy con quien corresponda en La Moneda para decidir darle tramitación a este proyecto y cumplir un compromiso, un anuncio presidencial. Pero, además, se trata de recoger una inquietud que aflige a toda la ciudadanía no solo en los barrios, en las poblaciones. 



¡Si esto está metido a todo nivel!



¡La droga se encuentra en todas partes, incluso en el sector ABC1, el de los más ricos! Lo que pasa es que el problema se sufre tal vez de distinta manera; existen diversas formas de enfrentarlo. Ciertamente hay gente que gana plata, que hace negocios con la droga.



¡Cuántas veces hemos observado que a los capos de la mafia de la droga les incautan flotillas de autos último modelo! Una se queda impresionada por las cosas que se dan a conocer en los medios de comunicación. Y eso tiene que ver con que se ha generado un ambiente no en uno, dos, diez, quince o veinte años. No se trata de algo político, sino de una situación a nivel global, mundial, planetario, aunque a nosotros nos interesa lo que pasa en Chile. 



Y si contamos con herramientas legales -a los Senadores nos eligieron para representar los intereses y las inquietudes de toda la gente- tenemos que usarlas, echar mano a ellas, para al menos hacer algo que esté a nuestro alcance: educar para esa libertad.



Por tal motivo, señor Presidente, respaldo cien por ciento este proyecto del Senador Orpis. 



Además, me gusta mucho -con esto termino- la propuesta del Honorable señor Espina, pues la considero absolutamente correcta. Pero no nos equivoquemos en el orden de prioridades: sinceramente, como mujer les digo que no es igual una clase sobre una materia en particular a otra en que enseñen a discernir y a tomar decisiones en libertad. 



Considero que en nuestra escala de valores y principios debe haber prioridades. No todo da lo mismo.



Me parece que de todo lo referente a la ingesta de alcohol, de drogas -incluso las legales-, de estupefacientes, debemos preocuparnos desde la cuna, desde la infancia, desde la etapa preescolar, sobre todo, por la cantidad de abuso de tipo sexual que se ocasionan a niños y niñas durante ese período.



Al respecto, hace poco con el Gobierno se sacó adelante el...

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminó su tiempo, señora Senadora.



Cuenta con un minuto para redondear la idea.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Agradezco mucho, señor Presidente, su deferencia.



Se sacó adelante el registro para condenados por delitos sexuales.



Ahí uno se da cuenta de la importancia que reviste también educar desde temprana edad, de educar con la libertad de que los niños puedan denunciar desde pequeños, de que sepan dónde está la línea entre si los tocan o no, entre si les ofrecen algo o no.



Considero que, respecto de esa labor, desde acá podemos hacer mucho.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, la moción del Honorable señor Orpis tiene, o ha tenido, tres grandes méritos.



El primero, revitalizar un debate que debe estar siempre presente en Chile: el del interés real y verdadero por enfrentar el problema de la droga y sus efectos.



Sé que algunos parlamentarios han matizado, con opciones que no siempre son las mismas, la relevancia de este tema en la agenda pública. Sin embargo, me parece que todos tienen el deseo común de enfatizar que los Gobiernos o los Estados no pueden ser indiferentes a lo que ocurra en materia de drogadicción, por los efectos sociales y públicos que esta provoca.



El segundo, fue bueno explicitar la voluntad presidencial, que fue puesta en duda. 



Me parece que en eso el Ministro Larroulet hace bien al dejar en claro el absoluto compromiso del Ejecutivo de avanzar en esta línea en los tiempos y en la forma adecuados y básicamente desperfilando cualquier intento de plantear cierta insensibilidad sobre un asunto que sí ha sido parte importante de su preocupación.



Ciertamente, uno podría discutir los resultados exactos de una política gubernativa.



El último se refiere a que también está muy bien poner énfasis -estimo además que los gráficos lo demuestran- en asumir que en el problema de la droga debemos preocuparnos -insisto: sin descuidarlo- no solo del tráfico, sino también de valorar el trabajo en materia de prevención y rehabilitación, que son los dos grandes temas que van quedando pendientes en este tipo de debates.



No obstante lo anterior, señor Presidente, siento que es un deber poner énfasis en dos puntos del proyecto -se lo planteé a mi amigo el Senador Orpis- en los que quiero al menos dejar constancia de una mirada divergente respecto de cómo se resuelve este asunto.



No basta con plantear un problema. Lo relevante es ver cómo solucionarlo, más allá de la fuerza anímica que siempre debe existir en esta materia.



El primero de ellos, quiero explicitarlo -además, el Senador Orpis lo expuso-, es que, desde mi perspectiva, este proyecto lamentablemente es inconstitucional.



Oí algunas opiniones relativas a que este aspecto no es tan trascendente. Para mí es muy importante. Porque el día en que uno deje pasar una inconstitucionalidad por conveniencia habrá un problema institucional en marcha. Y si en el futuro debemos hacer lo mismo para otro efecto, no vamos a poder quejarnos, porque en un momento dado tuvimos manga ancha.



Quiero valorar en tal sentido la honestidad intelectual del Honorable señor Orpis, quien, sin que nadie se lo preguntara, en su intervención señaló que esta normativa evidentemente podría tener un vicio de constitucionalidad. Me parece que, como parlamentarios -particularmente al momento de jurar-, es importante destacarlo de esa manera.



El segundo punto tiene que ver con el Parlamento, con que las instituciones funcionen.



No hace mucho tiempo aprobamos en el Congreso el proyecto que dio origen a la Ley General de Educación los mismos que estamos acá, no sobra ni falta nadie. En ese cuerpo normativo, entre otras cosas, se dio una misión especial al Consejo Nacional de Educación, cuyos miembros son ratificados por el Parlamento. Porque recordemos que posteriormente el Presidente sugirió para desempeñar ese rol a algunas personas que finalmente fueron nombradas. Y en el artículo 53, letra c), de dicha ley aparece, como una de las facultades que este Parlamento -los que estamos aquí- le dio a ese Consejo, la de aprobar los planes y programas para la educación básica y media.



Mi visión, entonces -compartiendo cien por ciento, como lo planteó el Senador Orpis, la preeminencia que este tema debe tener-, es que aquí ya creamos instrumentos para resolver el punto. De manera que si por ley imponemos a los establecimientos educacionales el deber de incluir, dentro de sus currículums o de sus planes y programas, cursos para prevenir el consumo de drogas prohibidas, me parece que no estaremos procediendo bien, porque con razón el día de mañana otros podrían plantear la incorporación de horas de educación cívica o de educación física, que son importantes, u horas de orientación, que también son relevantes, al igual que las de estudio científico o las de estudio humanístico.



Al final, el día que el Parlamento sienta que debe generar los currículums de la educación básica y media, nos encontraremos con un serio problema. No creo que esa sea la forma más adecuada de actuar en esta materia.



Valoro el planteamiento que se ha hecho, pues nos ha remecido -por algo estamos discutiendo ahora este asunto-, pero, con la misma convicción -porque a mi juicio es lo que corresponde-, pienso que el desarrollo de la solución tiene que ir por el lado de lo que también se insinuó: que el Gobierno pueda sugerir al Consejo Nacional de Educación la formulación de ciertos planes, con la urgencia que este Parlamento demanda. Y si el día de mañana el Consejo no lo hace, habrá espacio, en el nombramiento de sus futuros representantes, para operar en forma distinta.



Sin embargo, considero una buena noticia lo que el señor Ministro ha anunciado en el sentido de la valoración que el Presidente de la República le ha dado al tema y del compromiso de abocarse, a la brevedad y de manera amplia, a la realización de un estudio para ver el modo de incorporarlo. Pero eso no implica dejar de creer en las instituciones que nosotros mismos instauramos. No generemos una ley de educación si nosotros mismos no vamos a creer después en ella. O no le demos al Consejo Nacional de Educación facultades que luego nosotros mismos vamos a ir menoscabando.



Sé que no es grato lo que estoy diciendo. Probablemente, sería mucho más fácil no hacerse problemas y simplemente valorar y aprobar el proyecto, que presenta un trasfondo muy positivo. Pero siento que es mi deber velar por la constitucionalidad y la legalidad en las cuales deben estar enfocadas siempre las buenas ideas. No basta con tener una buena idea, por muy importante que sea; también hay que materializarla en una forma que no permita después que otras afloren de manera inadecuada.



Por eso, valorando mucho la proposición del Senador Orpis, espero que lleguemos a una Comisión u otra instancia donde, más allá de la aprobación de este proyecto, se establezcan los mecanismos necesarios para que su contenido se traduzca en realidades.



He dicho.

El señor ESCALONA (Presidente).- La Mesa desea someter a la consideración de la Sala, antes de que se retiren los señores Senadores y quedemos sin quórum, la propuesta de enviar el proyecto a la Comisión de Educación para un nuevo segundo informe, fijando plazo para presentar indicaciones, de acuerdo a lo señalado por el Senador señor Hernán Larraín, hasta el lunes 9 de julio, a las 12.



Si le parece a la Sala, así se acordará.



--Así se acuerda. 

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

INCENTIVO AL RETIRO PARA ASISTENTES DE LA EDUCACIÓN. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- A continuación, en atención a la presencia en las tribunas de nuestros amigos dirigentes asistentes de la educación, quienes nos han acompañado con mucha paciencia durante toda la tarde, pondré en discusión el proyecto de acuerdo, signado inicialmente con el número 19 del Tiempo de Votaciones, presentado por parlamentarios de todas las bancadas, tanto de Gobierno como de Oposición. 



--(Aplausos en tribunas).
El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Navarro, señoras Allende y Alvear y señores Chahuán, Girardi, Gómez, Ruiz-Esquide, Sabag, Tuma y Patricio Walker, con el que se solicita a los Ministros de Hacienda y de Educación la remisión de una iniciativa legal de incentivo al retiro para los asistentes de la educación.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1492-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 27ª, en 19 de junio de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es solicitar a Su Excelencia el Presidente de la República que se otorgue a los asistentes de la educación un incentivo al retiro en los mismos términos y montos que el que se ha concedido a otros sectores, como el de la salud y el municipal.

El señor ESCALONA (Presidente).- Si le parece a la Sala, se aprobará.



--Por unanimidad, se aprueba el proyecto de acuerdo.



--(Aplausos en tribunas).

CATEGORÍA DE JUZGADOS DE ASIENTO DE CORTE PARA TRIBUNALES DE CAPITAL PROVINCIAL. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señores Ruiz-Esquide, Pérez Varela, Pizarro y Uriarte, sobre envío de un proyecto de ley que otorgue a los tribunales de capital provincial la categoría de juzgados de asiento de Corte para todos los efectos legales.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1467-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:


Se da cuenta en sesión 14ª, en 2 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo del proyecto es solicitar al Presidente de la República que envíe a tramitación legislativa un proyecto en el sentido señalado, lo que permitiría a la comuna de Coquimbo superar la situación de desmedro en que se encuentran sus jueces respecto de los de La Serena, en circunstancias de que los requerimientos de la ciudadanía son similares.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (20 votos a favor).



Votaron la señora Pérez (doña Lily) y los señores Coloma, Escalona, Espina, García, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Letelier, Muñoz Aburto, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte, Walker (don Ignacio) y Zaldívar (don Andrés).

ADHESIÓN A CONVENCIÓN EUROPEA SOBRE VIOLENCIA Y DESÓRDENES CAUSADOS POR PERSONAS DURANTE ESPECTÁCULOS DEPORTIVOS. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por el Senador señor Chahuán, con el que solicita a Su Excelencia el Presidente de la República la adhesión de Chile a la Convención Europea sobre Violencia y Desórdenes causados por los Espectadores durante los Espectáculos Deportivos, especialmente en los partidos de fútbol.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1470-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 15ª, en 8 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito de la iniciativa es pedir al Presidente de la República que adopte las medidas pertinentes a fin de que Chile adhiera al referido Convenio, que contempla disposiciones que tienen por objetivo la adopción de resguardos para prevenir y controlar la violencia y los desórdenes por parte de los espectadores, así como el establecimiento de una cooperación internacional entre los países signatarios cuando se realizan torneos internacionales.

El señor ESCALONA (Presidente).- En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor y una abstención).



Votaron por la afirmativa la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Escalona, García-Huidobro, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Orpis, Prokurica, Quintana, Sabag, Uriarte y Walker (don Ignacio).



Se abstuvo el señor Pizarro.

APOYO A CREACIÓN DE TRATADO DE COMERCIO DE ARMAS EFICAZ. PROYECTO DE ACUERDO

El señor ESCALONA (Presidente).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Senadores señor Cantero, señoras Allende y Pérez San Martín y señores Bianchi, Escalona, García, García-Huidobro, Girardi, Letelier, Navarro, Orpis, Pizarro y Quintana, en apoyo a la creación de un Tratado de Comercio de Armas eficaz.



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1471-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 15ª, en 8 de mayo de 2012.

El señor ESCALONA (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El propósito del proyecto es respaldar la creación de un tratado que prevenga el comercio ilícito e irresponsable de armas entre países y solicitar al Ejecutivo el compromiso con esta materia para poder concretarla.

El señor ESCALONA (Presidente).-  En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ESCALONA (Presidente).-Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (15 votos a favor).



Votaron la señora Pérez (doña Lily) y los señores Chahuán, Coloma, Escalona, García-Huidobro, Horvath, Kuschel, Larraín (don Hernán), Letelier, Pizarro, Quintana, Sabag, Tuma, Uriarte y Walker (don Ignacio).

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ESCALONA (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



De la señora ALLENDE:



Al señor Ministro de Minería, solicitándole COPIA DE BASES DE LICITACIÓN PÚBLICA SOBRE CONTRATO ESPECIAL DE OPERACIÓN PARA EXPLORACIÓN, EXPLOTACIÓN Y BENEFICIO DE YACIMIENTO DE LITIO.


Del señor GARCÍA-HUIDOBRO:



Al señor Seremi de Obras Públicas de la Sexta Región, requiriéndole SOLUCIÓN VIAL EN CAMINO DE ISLA DEL GUINDO (RUTA I-760).


Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Defensa Nacional, a fin de que la Subsecretaría de las Fuerzas Armadas informe sobre CONCESIONES MARÍTIMAS ENTREGADAS O EN TRAMITACIÓN EN SECTOR DE LO ROJAS, COMUNA DE CORONEL. Al señor Ministro de Minería, para que remita antecedentes relativos a CONVENIOS ENTRE BIOSIGMA S.A. EN PROYECTOS DE DESARROLLO O INVESTIGACIÓN CIENTÍFICA EN ÁREA MINERA. A la señora Ministra del Medio Ambiente, solicitándole información sobre CUMPLIMIENTO DE EMPRESA BIOSIGMA S.A. DE REQUISITOS DE PRESENTACIÓN DE DIA O EIA PARA PROYECTOS MINEROS y envío de antecedentes acerca de RAZONES PARA QUE ESA EMPRESA APAREZCA COMO RESPONSABLE DE LA ADMINISTRACIÓN DE FONDO DE PROGRAMA GENOMA CHILE. Al señor Fiscal Nacional Económico, pidiéndole información relativa a RESULTADO DE PRESENTACIONES DE SUBTEL ANTE REQUERIMIENTO DE CLIENTES DE EMPRESA VTR. Y al señor Subsecretario de Telecomunicaciones, para que remita antecedentes acerca de EVENTUAL SITUACIÓN ABUSIVA DE EMPRESA VTR RESPECTO DE OTROS CABLEOPERADORES.


Del señor PROKURICA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, con el objeto de que informe sobre CAUSAS DE RETRASO DE ENTRADA EN FUNCIONAMIENTO DE SISTEMA DE AGUA POTABLE RURAL PARA SECTORES APARTADOS DE SAN PEDRO DE ATACAMA (Tercera Región).
 

De la señora RINCÓN:



Al señor General Director de Carabineros, solicitándole llevar a cabo INVESTIGACIÓN RESPECTO DE ACTUACIÓN DE POLICÍA UNIFORMADA EN MARCHA DE ALUMNOS DE LICEO FEDERICO HEISSE DE PARRAL (Región del Maule).


Del señor URIARTE:



Al señor Director de la Corporación Administrativa del Poder Judicial, para solicitar ESTUDIO DE SISTEMA REMUNERACIONAL Y DE CARRERA FUNCIONARIA AJENO A CONCEPTO DE “ASIENTO DE CORTE”.
)----------(

El señor ESCALONA (Presidente).- Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:50.









Manuel Ocaña Vergara,









Jefe de la Redacción
A N E X O S

DOCUMENTOS
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OFICIO DE S. E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA, CON EL QUE REQUIERE EL ACUERDO DEL SENADO, PARA DESIGNAR COMO MIEMBROS DEL CONSEJO CONSULTIVO PREVISIONAL, POR EL PERÍODO QUE SE INDICA, A LOS SEÑORES ANDRAS UTHOFF BOTKA Y RICARDO PAREDES MOLINA

(S 1.493-05).

GAB. PRES. N° 1137

ANT.: Artículo 66 al 73 de la Ley N°20.255, que establece reforma previsional.
MAT.: Propone Consejeros del Consejo Consultivo Previsional.

SANTIAGO, 03 JUL. 2012
DE
: SEBASTIÁN PIÑERA ECHENIQUE PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

A
: CAMILO ESCALONA MEDINA PRESIDENTE DEL H. SENADO
1.- La Ley N° 20.255 creó el Consejo Consultivo Previsional, el que está compuesto por cinco miembros. Al efecto, un Consejero, designado por el Presidente de la República, lo preside; mientras que los otros cuatro integrantes son designados por el Presidente de la República y ratificados por el H. Senado, corporación que debe pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad, por los cuatro séptimos de sus miembros en ejercicio.
2.- Los Consejeros designados para su ratificación por el H. Senado, se elegirán por pares alternadamente, cada tres años, durando en sus funciones por seis años. No obstante, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo vigésimo tercero de la Ley N° 20.255, para el primer nombramiento de los Consejeros, el que tuvo lugar el año 2009, se designaron dos candidatos por un período parcial de tres años.
3.- Los Consejeros, conforme a la ley antes citada, deben ser personas con reconocido prestigio por su experiencia y conocimientos en el campo de la economía, el Derecho y disciplinas relacionadas con la seguridad social y el mercado laboral.
4.- Sobre el particular, a través del D.S. N°21, de 30 de abril de 2009, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, fueron designados como Consejeros, por el periodo de seis años, don David Bravo Urrutia y doña Mónica Titze Menzel. A su vez, doña Alejandra Candia Díaz y don Andras Uthoff Botka fueron nombrados por tres años, esto es, hasta el año 2012.
5.- En mérito de lo anterior, vengo en proponer a las siguientes personas para ocupar los cargos de Consejeros del Consejo Consultivo Previsional, por el período de seis años:
- ANDRAS UTHOFF BOTKA,
R.U.N. 4.943.378-6

- RICARDO PAREDES MOLINA,
R.U.N. 7.180.544-1
6.- Atendida la conveniencia de contar a la brevedad posible con el acuerdo de esa H. Corporación para proceder a los nombramientos antes referidos, hago presente la urgencia en el despacho de esta materia, en los términos a que alude el inciso segundo del N° 5 del artículo 53 de la Carta Fundamental.
2

OFICIO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, CON EL QUE COMUNICA QUE S.E. EL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA HA TENIDO A BIEN REMITIR EL OFICIO N° 168-360, DE 21 DE JUNIO DE 2012, MEDIANTE EL CUAL SOLICITA EL ENVÍO DEL PROYECTO DE LEY QUE REAJUSTA EL MONTO DEL INGRESO MÍNIMO MENSUAL AL HONORABLE SENADO, PARA LOS EFECTOS DEL ARTÍCULO 68 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA

(8387-05)


La Cámara de Diputados, en sesión 46ª, de 20 de junio, desechó en general el proyecto de ley que reajusta el monto del ingreso mínimo mensual  (boletín N° 8387-05), originado en Mensaje  N° 126-360.

En uso del derecho que le confiere el artículo 68 de la Constitución Política de la República, S.E. el Presidente de la República ha solicitado, mediante oficio N° 168-360, de esta fecha, la remisión al H. Senado del referido Mensaje,  para los efectos contemplados en dicha norma constitucional.


Remito, por consiguiente, a V.E. el Mensaje N° 126-360 y la totalidad de los antecedentes.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULA LAS TRANSACCIONES COMERCIALES DE PRODUCTOS AGROPECUARIOS

(7484-01)


Con motivo del Mensaje, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7484-01.

PROYECTO DE LEY:

“TITULO I

DISPOSICIONES GENERALES


Artículo 1°.- Esta ley tiene por objeto establecer mecanismos e instrumentos que asistan a la libre determinación de precios en las transacciones de productos agropecuarios.


Artículo 2°.- Esta ley regula con carácter obligatorio el  procedimiento de análisis de muestras y contramuestras, y medición, según corresponda, de los productos agropecuarios que se transan en el mercado nacional y que no se encuentren regulados por una ley especial.


Tratándose de productos importados, el referido procedimiento permitirá obtener información que facilite la comparación de tales productos a los productos nacionales, según criterios y parámetros definidos en los reglamentos que se dicten en conformidad a esta ley, para los efectos de su transacción comercial en Chile.


Artículo 3°.- Para los efectos de la presente ley se entenderá por:


a) Intermediario: persona natural o jurídica que intermedia en las transacciones comerciales de productos agropecuarios.

b) Productor agrícola o productor: persona natural o jurídica que produce materias primas agropecuarias.

c) Agroindustrial: persona natural o jurídica que procesa o utiliza la materia prima proveniente de la producción primaria agropecuaria. 


d) Guía de recepción: documento autocopiativo que da cuenta de la cantidad, masa o volumen del producto recibido y del listado de precios de referencia, emitido por el agroindustrial o el intermediario, suscrita por éste y el productor o sus representantes.

e) Laboratorio de ensayo: aquel que, siendo un organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, realiza los ensayos para determinar las características de la muestra de los productos agropecuarios transados comercialmente, según los parámetros establecidos en los reglamentos que se establezcan a partir de la presente ley.

f) Laboratorio de ensayo arbitrador: aquel que, siendo un organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, realiza los ensayos para determinar las características de las muestras o contramuestras de los productos transados comercialmente. Este laboratorio deberá ser independiente de ambas partes y estar certificado en un sistema de gestión de laboratorios reconocido internacionalmente y participar en rondas internacionales de laboratorios.

g) Laboratorio de calibración: aquel que, siendo un organismo registrado de conformidad con la presente ley y su reglamento, realiza las calibraciones a los equipos e instrumentos que son utilizados por los laboratorios de ensayo, laboratorios de ensayo arbitrador, por los productores, intermediarios y por los agroindustriales para medir la cantidad, masa o volumen de los productos, o sus características, según corresponda. 


h) Producto agropecuario o producto: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria.

i) Producto importado: el que provenga directa o indirectamente de la agricultura, ganadería y apicultura, o de cualquier otra actividad que pueda ser entendida como agropecuaria y que sea producido o elaborado fuera del territorio nacional.

j) Toma de muestras: acto de separar de una partida determinada de producto, una muestra representativa, a efectos de analizar sus características. 


k) Muestra: cantidad igual de producto tomada de cada punto de muestreo específico del lote, en todo su volumen o tomada del flujo del producto durante un período determinado, según lo establezca cada reglamento por producto o tipo de productos. 


l) Contramuestra: cantidad de producto equivalente a la muestra y que sea igualmente representativa de las características del producto.

m) Primera transacción: aquella transacción de un producto cuyo destino es la agroindustria y que se efectúa directamente entre el productor y el agroindustrial o un intermediario. 


n) Precios de referencia: listado de precios de los productos agropecuarios en relación con la cantidad, masa o volumen, o sus características.

ñ) Inspector delegado: persona natural designada por los productores, por sí o a través de sus asociaciones gremiales, cooperativas, sociedades comerciales u otras organizaciones con personalidad jurídica representativas del sector agropecuario del ámbito productivo específico, para supervigilar o inspeccionar el cumplimiento de los procedimientos regulados en los reglamentos específicos por producto o tipo de productos en materia de toma, obtención, manipulación, conservación, transporte, custodia y análisis de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos.


Artículo 4°.- Las metodologías para la medición de la cantidad, masa o volumen de los productos, la toma, obtención, manipulación, conservación, transporte y custodia de muestras y contramuestras, y análisis de sus características, así como las metodologías a utilizar por los laboratorios de calibración en el desarrollo de su función se establecerán mediante reglamentos por productos o tipo de productos aprobados por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, el que además, deberá llevar la firma del Ministro de Economía.


Artículo 5°.- Los agroindustriales o intermediarios deberán mantener en su establecimiento, a la vista del público, un listado de precios de referencia, cuya vigencia o permanencia mínima se establecerá en el reglamento específico por productos o tipo de productos.


Le corresponderá a los reglamentos de esta ley, conforme a lo que se establezca para cada producto o tipo de productos, establecer los diferentes parámetros que componen el listado de precios de referencia, con el objeto que los interesados cuenten con la debida información de las condiciones comerciales ofrecidas por los agroindustriales o intermediarios. En particular, los reglamentos establecerán el modo en que se informarán los costos por concepto de obtención, conservación, envío al laboratorio y análisis de las muestras y contramuestras.  


Artículo 6°.- Al momento de la entrega del producto transado el agroindustrial o intermediario, o quien lo represente, deberá emitir la guía de recepción, quedando el original en poder del productor o sus respectivos representantes.


Para los efectos del presente artículo, la representación del productor, agroindustrial o intermediario se acreditará conforme a lo que determine el reglamento de esta ley.

TITULO II

DEL REGISTRO DE LOS LABORATORIOS


Artículo 7°.- Créanse en el Servicio Agrícola y Ganadero, en adelante el Servicio, los registros de laboratorios de ensayo, de laboratorios de ensayo arbitrador y de laboratorios de calibración. Dichos registros serán administrados por el Servicio.


Le corresponderá al reglamento de esta ley establecer los requisitos para obtener la inscripción de los laboratorios en alguno de los registros señalados en el inciso precedente y las exigencias para mantener la vigencia de la inscripción.

TITULO III

DEL PROCEDIMIENTO DE ANALISIS DE MUESTRAS Y CONTRAMUESTRAS, Y DE MEDICIÓN


Artículo 8°.- En la primera transacción comercial de un producto agropecuario y de conformidad a lo establecido en los reglamentos señalados en el artículo 4°, será obligatorio para el agroindustrial o intermediario la obtención, custodia y conservación de una muestra y una contramuestra del producto, así como el envío de la muestra al laboratorio de ensayo y de la contramuestra a un laboratorio de ensayo arbitrador. 


Artículo 9°.- Si alguna parte de la transacción no estuviere conforme con el resultado obtenido del análisis de la muestra, podrá solicitar el análisis de la contramuestra enviada al laboratorio de ensayo arbitrador. El resultado de éste análisis será el definitivo. 


Los resultados de los análisis deberán notificarse a los interesados, de la manera que se indique en el reglamento de esta ley.


Artículo 10.- Los productores, por sí, o a través de las asociaciones gremiales, cooperativas o sociedades comerciales, representativas del sector agropecuario del ámbito productivo, podrán designar a través de un poder simple, a una persona para que, en calidad de inspector delegado, supervigile o inspeccione el cumplimiento de los procedimientos de obtención, custodia, conservación y envío de muestras y contramuestras, como también en los procedimientos de medición de la cantidad, masa o volumen de los productos agropecuarios nacionales, no pudiendo impedírsele el cumplimiento de su función.


En la guía de recepción se deberá dejar constancia de la presencia del inspector delegado en cualquiera de los procedimientos señalados en el inciso anterior. En el mismo documento, el inspector delegado podrá dejar constancia de todas las observaciones respecto de actuaciones u omisiones que vulneren las metodologías establecidas en los reglamentos a que hace referencia el artículo 4°. 


Los requisitos de idoneidad profesional que se deberán cumplir para ser designado inspector delegado se determinarán en el reglamento de esta ley.  


Artículo 11.- Tratándose de las primeras transacciones, el resultado definitivo de los análisis de calidad y la información consignada en la guía de recepción tendrán el carácter de plena prueba, para aquellos casos en que sea necesario recurrir a la justicia.

TITULO IV

DE LA INFORMACIÓN SOBRE LOS PRODUCTOS IMPORTADOS


Artículo 12.- Con el objeto de mantener informado al público acerca de las características de los productos agropecuarios que se importen, antes de que sean internados en el país, será obligatorio obtener, conservar y enviar una muestra de dichos productos para su análisis a un laboratorio de ensayo o de ensayo arbitrador. La obtención, conservación y envío de la muestra será responsabilidad del importador, bajo supervisión del Servicio.


Existirá un reglamento aprobado por decreto supremo expedido por el Ministerio de Agricultura, para cada producto o tipo de producto importado objeto de análisis de acuerdo a la presente ley. Este reglamento establecerá los procedimientos y parámetros que se utilizan en los análisis de las características de los productos importados y la forma en que el servicio supervisará la obtención, conservación y envío de la muestra al laboratorio, estableciendo un adecuado mecanismo de cadena de custodia.


La información resultante de dichos análisis será puesta en conocimiento público a través de la Oficina de Estudios y Políticas Agrarias.


Artículo 13.- Sin perjuicio de lo señalado en el artículo anterior, los análisis de inocuidad y de carácter sanitario que corresponda realizar a los productos importados, serán regulados de conformidad a la ley N° 18.164.

TITULO V

DE LAS INFRACCIONES, SANCIONES Y FISCALIZACIÓN


Artículo 14.- Le corresponderá al Servicio la fiscalización del cumplimiento de las normas de la presente ley y su reglamento.


Artículo 15.- Las denuncias por infracciones a la presente ley serán realizadas por cualquier interesado o por los funcionarios del Servicio cuando las hayan conocido en el ejercicio de sus facultades fiscalizadoras.


Artículo 16.- Constituirán infracciones a la presente ley, las siguientes: 


a) Emitir informes o certificados sin haber practicado el procedimiento correspondiente.

b) Consignar en los informes o certificados datos distintos a los resultados obtenidos en el análisis o medición practicado.

c) Dejar de cumplir, deliberadamente o por negligencia inexcusable, los procedimientos de obtención, análisis, manipulación y transporte de muestras y contramuestras, como la conservación y custodia de ésta última.


d) Impedir u obstaculizar la actividad de inspector delegado.


Artículo 17.- Sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera corresponderles a quienes cometan las infracciones a que refiere el artículo anterior, el agroindustrial y los laboratorios registrados en los que se desempeñen los infractores, podrán ser sancionados con la suspensión de hasta 120 días para el ejercicio de las funciones reguladas en la presente ley y su reglamento y con multa de hasta 500 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal. En caso de reincidencia, la multa será de hasta 1000 unidades tributarias mensuales.


Artículo 18.-  Conocerá de las infracciones señaladas en el artículo 16, el Juez de Policía Local con competencia en la comuna en que se haya cometido la infracción y las sancionará de conformidad con el procedimiento establecido en el Título I de la ley N° 18.287 o aquella que la reemplace.  


Artículo 19.- El incumplimiento de las obligaciones o prohibiciones establecidas en los artículos 5°, 6°, 8°, 10 y 11 se sancionarán, por el Servicio, de acuerdo con el procedimiento establecido en el Párrafo IV, del Título I, de la ley N° 18.755, con multa de hasta 100 unidades tributarias mensuales. 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo 1°.- Desde la entrada en vigencia de esta ley y hasta por dos años, los procedimientos de muestra y contramuestra o medición, según correspondiere, podrán ser llevados a cabo por laboratorios de ensayo, laboratorios de ensayo arbitrador o laboratorios de calibración que se encuentren en proceso de obtener su registro, pero con la debida autorización del Servicio Agrícola y Ganadero, de lo que se dejará constancia por escrito en la guía de recepción establecida en el artículo 6° de la presente ley.


Artículo 2°.- El reglamento de esta ley deberá dictarse dentro del plazo de 120 días contado desde la fecha de publicación de este cuerpo legal en el Diario Oficial.”.


    *********

  Hago presente a V.E. que el artículo 18 del proyecto fue aprobado, en general,  por 92 Diputados y, en particular, por 90 Diputados, en ambos casos de un total de 120 en ejercicio, dándose cumplimiento así a lo preceptuado por el artículo 66 inciso segundo de la Constitución Política de la República.  
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA NORMAS SOBRE DEPÓSITO LEGAL DE CREACIONES AUDIOVISUALES

(6274-19)


Con motivo de la Moción, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°6274-19.

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.-  Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.733, sobre las Libertades de Opinión e Información y Ejercicio del Periodismo:
1)  En el artículo 14:

i) Reemplázase en el inciso primero el vocablo “quince” por “cinco”.

ii) Reemplázanse en el inciso tercero los vocablos “quince” y “cuatro” por “cinco” y “dos”, respectivamente.
iii) En el inciso quinto:

a) Agréganse después de la frase “producciones audiovisuales” los vocablos “fílmicas o cinematográficas”; 

b) Sustitúyese el vocablo “dos” por tres”, y 

c) Agrégase antes del punto aparte (.), después de la frase “dos ejemplares de cada una”, la siguiente: “, uno en su formato original y dos en digital”. 
iv) Reemplázase el inciso sexto por el siguiente:

“La obligación que establece este artículo deberá cumplirse dentro del plazo máximo de noventa días. En caso de incumplimiento, junto con la denuncia correspondiente, podrá exigirse la entrega de los ejemplares a la persona natural o jurídica responsable de la producción editorial de los mismos, dentro de los 60 días siguientes al vencimiento del plazo señalado precedentemente.”.

v) Incorpóranse los siguientes incisos finales:

“Tratándose de creaciones cinematográficas, la obligación se entenderá cumplida, al depositarse las copias en formato original, una en formato digital en la Cineteca Nacional y otra también en formato digital en  la Biblioteca Nacional.
Sin perjuicio de lo anterior, la Dirección de Bibliotecas, Archivos y Museos podrá suscribir convenios para la custodia del material depositado, con organismos públicos especializados, la cual deberá extender un certificado de recepción que será válido para todos los efectos legales.
La obligación que establece este artículo deberá cumplirse dentro del plazo máximo de noventa días. En caso de incumplimiento, junto con la denuncia correspondiente, podrá exigirse la entrega de los ejemplares a la persona natural o jurídica responsable de la producción editorial de los mismos, dentro de sesenta días contados desde el vencimiento del plazo anterior.
Los organismos del Estado no podrán adquirir obras impresas, grabaciones sonoras o producciones audiovisuales, fílmicas o cinematográficas, de los editores, productores o realizadores que no den cumplimiento a la obligación establecida en este artículo, ni otorgar financiamiento a éstos a través de fondos o subvenciones. Para estos efectos, la Biblioteca Nacional deberá certificar que no ha efectuado denuncias relativas a esta infracción.”.

2) En el artículo 25:

Sustitúyese la expresión “seis meses contados” por “un año contado”.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA LAS ENMIENDAS A LA CONSTITUCIÓN DE LA ORGANIZACIÓN INTERNACIONAL PARA LAS MIGRACIONES (OIM), ADOPTADAS MEDIANTE RESOLUCIÓN NÚM. 997 (LXXVI) , EL 24 DE NOVIEMBRE DE 1998, EN GINEBRA, SUIZA

(8237-10)


Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°8237-10.            

  PROYECTO DE ACUERDO: 

“Artículo único.- Apruébanse las “Enmiendas a la Constitución de la Organización Internacional para las Migraciones (OIM)”, adoptadas mediante la resolución Núm. 997 (LXXVI) del Consejo de la Organización Internacional para las Migraciones, el 24 de noviembre de 1998, en Ginebra, Suiza.”.
    

 Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.
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PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL ACUERDO ENTRE LA REPÚBLICA DE CHILE Y LA REPÚBLICA DE HONDURAS SOBRE RECIPROCIDAD EN EL LIBRE EJERCICIO DE ACTIVIDADES REMUNERADAS PARA FAMILIARES DEPENDIENTES DEL PERSONAL DIPLOMÁTICO, CONSULAR, ADMINISTRATIVO Y TÉCNICO DE MISIONES DIPLOMÁTICAS Y OFICINAS CONSULARES, SUSCRITO EN SANTIAGO DE CHILE EL 15 DE NOVIEMBRE DE 2011

(8238-10)

Con motivo del Mensaje, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente Proyecto de Acuerdo, correspondiente al boletín N°8238-10.            

  PROYECTO DE ACUERDO: 

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre la República de Chile y la República de Honduras sobre Reciprocidad en el Libre Ejercicio de Actividades Remuneradas para Familiares Dependientes del Personal Diplomático, Consular, Administrativo y Técnico de Misiones Diplomáticas y Oficinas Consulares”, suscrito en Santiago, Chile, el 15 de noviembre de 2011.”. 

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

7

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULA EL TRABAJO DE LOS CONDUCTORES DE TAXIS COLECTIVOS

(7934-13)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°7934-13. 

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, al artículo 8° del Código del Trabajo, pasando sus actuales incisos tercero y cuarto,  a ser incisos cuarto y quinto:

“Asimismo, no dará origen a un contrato de trabajo la relación entre un conductor de transporte menor de pasajeros de taxis colectivos y las entidades concesionarias o autorizadas para realizar dicho transporte, cuando éstas últimas no sean propietarias de los vehículos, y actúen únicamente como coordinadoras y representantes de estos vehículos en atención a las exigencias del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.  En caso de faltar alguno de los requisitos contemplados en este inciso, o bien tratándose de los propietarios de los citados vehículos, la existencia de un contrato de trabajo se determinará conforme a  las reglas generales.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

8

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE REGULA SERVICIOS PÚBLICOS DE TELECOMUNICACIONES DE PREPAGO A FAVOR DE CONSUMIDORES

(8280-15)


Con motivo de la Moción, Informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de ley, correspondiente al boletín N°8280-15. 

                  PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Agrégase el siguiente artículo 27 bis, en la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones:

"Artículo 27 bis.- Las concesionarias de servicio público telefónico, del mismo tipo, los permisionarios de servicios limitados de televisión y los proveedores de acceso a Internet, que provean servicios en modalidad de prepago, deberán informar a sus usuarios de los plazos dispuestos para la utilización de la carga inicial y posteriores recargas.

El suscriptor de prepago que no hubiese utilizado la totalidad del monto abonado dentro del plazo de vigencia de estos servicios, recuperará el saldo no utilizado por el sólo hecho de efectuar una nueva recarga dentro del plazo que cada concesionaria, permisionario y/o proveedor de acceso a Internet determine, el que no podrá ser inferior a 180 días corridos posteriores a la fecha de la última recarga, de manera que el nuevo saldo quedará conformado por el monto primitivo no utilizado más el monto abonado por la nueva recarga. Con cada recarga, el suscriptor deberá recibir automáticamente información de su nuevo saldo y su vigencia de uso, actualizado conforme a lo establecido en este inciso.”.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Nicolás Monckeberg Díaz, Presidente de la Cámara de Diputados.- Adrián Álvarez Álvarez, Secretario General de la Cámara de Diputados.

9

INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN JUSTICIA Y REGLAMENTO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE INTRODUCE MODIFICACIONES AL CÓDIGO CIVIL Y A OTROS CUERPOS LEGALES, CON EL OBJETO DE PROTEGER LA INTEGRIDAD DEL MENOR EN CASO DE QUE SUS PADRES VIVAN SEPARADOS
(5917-18 Y 7007-18, REFUNDIDOS)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de informaros respecto del proyecto de ley indicado en la suma, iniciado en dos Mociones presentadas ante la Cámara de Diputados, la primera, contenida en el Boletín N° 5.917-18, de los ex Diputados señores Álvaro Escobar Rufatt y Esteban Valenzuela Van Treek, con la adhesión de los Honorables Diputados señora Alejandra Sepúlveda Órbenes y señores Ramón Barros Montero, Sergio Bobadilla Muñoz y Jorge Sabag Villalobos y de los ex Diputados señora Ximena Valcarce Becerra y señores Juan Bustos Ramírez, Francisco Chahuán Chahuán y Eduardo Díaz del Río, y la segunda, contenida en el Boletín N° 7.007-18, del Honorable Diputado señor Gabriel Ascencio Mansilla, con la adhesión de los Honorables Diputados señoras Carolina Goic Boroevic, Adriana Muñoz D’Albora y María Antonieta Saa Díaz y señores Sergio Ojeda Uribe, Marcelo Schilling Rodríguez y Mario Venegas Cárdenas. Dichas Mociones fueron refundidas durante el primer trámite constitucional.


La iniciativa en estudio tiene urgencia calificada de “suma”.





Asistió, especialmente invitada, la señora Carolina Schmidt, Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, acompañada por la Jefa del Departamento de Reformas Legales de dicha Secretaría de Estado, señora Andrea Barros, y las asesoras legislativas, señoras Susan Ortega y Daniela Sarrás.





Concurrieron la señora Inés María Letelier, Ministra de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, y la señora Gloria Negroni, Jueza del Tercer Juzgado de Familia de Santiago.





Participaron los profesores señoras Carmen Domínguez, Fabiola Lathrop, Andrea Muñoz y María Sara Rodríguez y señor Mauricio Tapia.





Intervinieron las abogadas mediadoras señoras Alejandra Montenegro, Ximena Osorio y Ana María Valenzuela. Igualmente, lo hizo la psicóloga y perito judicial, señora Verónica Gómez.





Asistió el señor Nicolás Espejo, Consultor del Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF).





Por la Agrupación Amor de Papá, concurrieron el Presidente Internacional, señor David Abuhadba; el Presidente Nacional N° 1, señor Patricio Retamales; el abogado señor Rodrigo Medina; el psicólogo, señor Miguel González, y los representantes, señora Carolina Cornejo y señor Juan Quezada. En representación de la Corporación Papás por Siempre, asistió su Presidente, señor Carlos Michea. Por la Fundación Filius Pater, lo hizo su Presidente, señor Rodrigo Villouta. En representación de la Organización Papá Presente, participaron el Director, señor Hugo Riveros; el vocero, señor Rodrigo García, y el asesor, señor Max Celedón.





Por la Biblioteca del Congreso Nacional, participó la abogada analista, señora Paola Truffello.





Asistieron, por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, el asesor, señor Juan Ignacio Gómez; por la Fundación Jaime Guzmán, los asesores señora Erika Farías y señores Héctor Mery y Gustavo Rosende, y por el Instituto Libertad, la asesora, señora Josefina Figueroa.





Del mismo modo, concurrieron el asesor de la Honorable Senadora señora Alvear, señor Héctor Ruiz; los asesores del Honorable Senador señor Walker (don Patricio), señora Paz Anastasiadis y señor Fernando Dazarola; la asesora del Comité UDI, señora Hedy Matthei, y el asesor de la Honorable Diputada señora Saa, señor Leonardo Estradé-Brancoli.

- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


La iniciativa en estudio busca consagrar, en el caso de separación de los padres, el principio de la corresponsabilidad parental en el cuidado de los hijos, distribuyendo entre ambos progenitores, en forma equitativa, los derechos y deberes que tienen respecto de los hijos y considerando en todo el interés superior del niño. Sobre la base de esta idea central, se introducen modificaciones a las reglas del Código Civil en materia de cuidado personal de los hijos y de patria potestad, y también a las leyes de Menores y de Matrimonio Civil.

- - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El proyecto de ley en estudio no tiene normas que requieran un quórum especial para su aprobación.

- - - 

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


Están relacionados con el proyecto de ley en estudio los siguientes cuerpos normativos:


1) Código Civil, Libro Primero, Títulos IX y X, que regulan los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos y la patria potestad, respectivamente.


2) Decreto con fuerza de ley N° 1, de 30 de mayo de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de distintos cuerpos legales, entre ellos, la ley N° 16.618, de Menores.


3) Ley N° 19.947, de 17 de mayo de 2004, que establece nueva ley sobre Matrimonio Civil.


4) Ley N° 19.968, de 30 de agosto de 2004, que crea los Tribunales de Familia.


4) Convenciones internacionales, particularmente las siguientes:


a) Convención sobre los Derechos del Niño, promulgada mediante decreto supremo N° 830, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 27 de septiembre de 1990.


b) Convención Americana sobre Derechos Humanos, promulgada mediante decreto supremo N° 873, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 23 de agosto de 1990.


c) Convención de Naciones Unidas sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, promulgada por decreto supremo N° 789, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 9 de diciembre de 1989.


d) Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, de Belém do Pará, promulgada por decreto supremo N° 1.640, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 23 de septiembre de 1998.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO

1.- Las Mociones

Como se señalara precedentemente, el texto en estudio tuvo origen en dos Mociones parlamentarias, que fueron refundidas durante el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados.


La primera de ellas, contenida en el Boletín N° 5.917-18, introduce modificaciones al Código Civil y a otros cuerpos legales, con el objetivo de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados.


Dentro de sus fundamentos, hace notar que en la actualidad son muchas las familias en que los progenitores viven separados y en que uno de los padres tiene a su cargo la crianza del menor y el otro solamente es un proveedor con derechos limitados o, simplemente, no existe, sea porque no tiene interés en participar en la formación del hijo o porque, no obstante tener tal interés, debe enfrentar diversos obstáculos que se lo impiden.





Agrega que la separación de los padres constituye un hecho que marcará para siempre la vida del menor, dependiendo su mayor o menor efecto negativo de la forma en que los padres puedan manejar sus diferencias sin involucrar al hijo. Señala que el adecuado desarrollo psicológico y emocional del menor deriva de muchos factores, siendo uno de ellos la presencia cercana de las imágenes paterna y materna, por lo que la visión distorsionada de una de tales imágenes incidirá en la autoestima, la seguridad y la estabilidad emocional del menor en su vida adulta hasta niveles aún no determinados.





Añade que la importancia del tema aparece reflejada en uno de los principios de la Declaración Universal de los Derechos del Niño, que señala que siempre que sea posible, éste “deberá crecer al amparo y bajo la responsabilidad de sus padres y, en todo caso, en un ambiente de afecto y de seguridad moral y material”. Este derecho infantil, sostiene, debe ejercerse aunque lo padres no vivan juntos y entendiendo que ellos observarán siempre todas sus responsabilidades morales, afectivas, formativas y pecuniarias, necesarias para la formación de un ambiente adecuado para su desarrollo.





Luego, se refiere a un trastorno de la conducta familiar consistente en que uno de los padres incurre en actitudes destinadas a alienar o alejar de la mente del menor la figura del otro progenitor, trastorno que sólo se ha analizado desde hace poco tiempo y que recibe la denominación de “síndrome de alienación o alejamiento parental”.




Esta anomalía es definida por el Profesor de Psiquiatría Clínica del Departamento de Psiquiatría Infantil de la Universidad de Columbia, señor Richard Gardner, como un trastorno surgido principalmente a consecuencias de las disputas por la guarda y custodia de un niño y que consiste en el “lavado de cerebro” que éste experimenta a consecuencia de la acción sistemática de uno de los padres, destinada a envilecer la imagen del otro en la mente del hijo, obteniendo un alejamiento y rechazo concreto de este último hacia el padre alienado, debilitando progresivamente los lazos de afecto entre ellos, muchas veces, de modo irrecuperable.


El mencionado especialista clasifica este síndrome como un tipo de maltrato infantil, que, mediante estrategias sutiles del padre alienador, busca destruir los vínculos del menor con el otro padre. Para que se produzca, debe reunir tres requisitos: primero, obedecer a una campaña constante en el tiempo de denigración o rechazo hacia el otro padre; luego, no debe existir un motivo plausible para la promoción de tal campaña, siendo el padre víctima de la alienación una persona normal desde el punto de vista de la capacidad parental, y finalmente, la reacción negativa del menor hacia el padre alienado debe ser el producto de la influencia ejercida por el otro padre.





La actitud del padre alienador, a quien se describe como una figura protectora, obedece a la expresión de sentimientos de rabia o venganza hacia el otro progenitor, normalmente encubiertos bajo una apariencia de víctima, destinadas a exteriorizar la figura de un padre bueno en oposición a otro malo. Esta actitud se expresa en conductas tales como el incumplimiento de los horarios de visitas, la obstaculización a las comunicaciones entre el hijo y el padre alienado, el alejamiento injustificado del padre de las actividades y problemas de los hijos, la formulación constante de comentarios negativos acerca de ese padre para predisponer al menor en su contra y suprimir toda expectativa afectiva o emocional que pudiera el menor tener hacia él, la incorporación del entorno familiar más cercano a esta campaña, la interposición de denuncias de violencia intrafamiliar falsas, etc.





En la Moción se cita la Convención sobre los Derechos del Niño, vigente en nuestro país a contar del año 1990, señalando que su artículo 9 indica que los Estados deben velar por no separar a los niños de sus padres contra la voluntad de éstos, salvo cuando las autoridades competentes determinen que tal separación es necesaria en el interés superior del niño, como por ejemplo en casos de maltrato o de descuido por parte de los padres que viven separados, por lo que resulta necesario decidir acerca del lugar de residencia del menor. Este mismo artículo establece que los Estados deberán respetar el derecho del menor que vive separado de uno o ambos padres, a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos de modo regular, salvo si ello es contrario a su interés superior.





Se menciona también su artículo 18, que dispone que los Estados deberán poner su máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y desarrollo del niño, siendo su preocupación fundamental el interés superior de éste.





Por último, se cita jurisprudencia europea que ha reconocido la existencia y los efectos nocivos del síndrome de alienación parental, destacando que también en Chile éste ha tenido recientemente acogida en virtud de una sentencia del Tribunal de Familia de Coquimbo, que reconoce los derechos del padre frente a una actuación que “con la excusa de buscar un bien, puede impedir el normal desarrollo del niño.”.


La segunda Moción que ha dado origen a la iniciativa en estudio, contenida en el Boletín N° 7.007-18, introduce modificaciones al Código Civil en relación al cuidado personal de los hijos.


Sus fundamentos recuerdan que las disposiciones pertinentes del señalado cuerpo normativo, en especial, su artículo 224, establecen el derecho–deber de los padres de crianza y educación de los hijos por su calidad de tales y no por tener a su cargo el cuidado personal de los mismos, por lo que en caso de separación, no sólo mantiene este deber aquel de los dos que asume el cuidado personal, sino también el que es privado del mismo. Lo anterior guardaría relación con la Convención de los Derechos del Niño, cuyo artículo 18 dispone que los Estados deberán poner su máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y desarrollo del niño, siendo su preocupación fundamental el interés superior del menor, como también con la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que consagra en su artículo 17 la obligación de los Estados Partes de tomar medidas apropiadas para asegurar la igualdad de derechos y la adecuada equivalencia de responsabilidades de los cónyuges en cuanto al matrimonio, durante el matrimonio y en caso de su disolución.





No obstante lo señalado, el Código Civil, al regular la relación de los hijos menores de edad con sus padres, se aleja de estos principios, al establecer en su artículo 225 que si los padres viven separados, toca a la madre el cuidado personal de los hijos, agregando que por medio de escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, subinscrita al margen de la inscripción de nacimiento dentro de los treinta días de otorgada, podrán acordar que el cuidado personal de uno o más hijos corresponda al padre.





Por último, esta misma norma establece que cuando el interés del hijo lo haga indispensable, ya sea por maltrato, descuido u otra causa calificada, el juez podrá entregar el cuidado personal al otro de los padres, pero no podrá confiar este cuidado a aquél de los padres que no hubiere contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro progenitor, pudiendo hacerlo.





De todo lo anterior, resulta que la mujer tiene un derecho preferente en lo que se refiere al cuidado personal del hijo, pudiendo ejercerlo el padre únicamente si llega a acuerdo con la madre o si el juez, por motivos excepcionales, se lo atribuye.





La Moción expresa que esta solución es discriminatoria y atenta contra la garantía constitucional de la igualdad ante la ley, por lo que parte de la doctrina la estima inconstitucional.  Además de no seguir el principio rector sobre la materia, que es el interés superior del niño, tal solución infringe la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la que, en su artículo 16, impone a los Estados la obligación de adoptar todas las medidas tendientes a asegurar, en condiciones de igualdad, los mismos derechos y deberes como progenitores a hombres y mujeres, teniendo en vista, primordialmente, el interés superior de los hijos.





Añade que, precisamente, como consecuencia de esta disposición, el Comité de Naciones Unidas para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Contra la Mujer, durante el examen del cuarto informe periódico del Estado de Chile en el año 2006, recomendó al país derogar o enmendar las disposiciones discriminatorias de su legislación interna, para adaptar el cuadro legislativo nacional a las disposiciones de la Convención, asegurando la igualdad de los sexos que la misma Carta Política chilena consagra.


Explica, en seguida, que, con el objetivo de reforzar la igualdad de responsabilidades parentales, otras legislaciones contemplan un sistema de tenencia compartida o custodia alternada, en cuya virtud el hijo convive con cada uno de los padres durante cierto tiempo, durante el cual uno de ellos ejerce el cuidado personal y el otro mantiene un régimen comunicacional. Agregan que si bien tal sistema presenta ventajas y desventajas, resulta de justicia considerarlo y apreciar su implementación caso a caso, teniendo en cuenta el interés superior del menor.





Se expone, luego, el contenido de su propuesta, señalando que además de introducir el sistema compartido recién reseñado, se suprime la parte del artículo 225 que impide entregar el cuidado personal del hijo a aquel de los padres que no ha contribuido a su mantención mientras estuvo al cuidado del otro, pudiendo hacerlo, por cuanto, atendiendo al interés personal del menor, en términos generales, debe permitirse evaluar el caso particular de que se trate, puesto que puede ser mucho más nocivo asignar el cuidado personal del hijo a un tercero que a aquél de los padres que incumplió en los términos que trata este artículo.



Por último, derechamente se suprime el artículo 228, disposición que establece que la persona que tiene bajo su cuidado personal a un hijo que no ha nacido en el matrimonio, sólo podrá tenerlo en el hogar común con el consentimiento de su cónyuge, por cuanto tal disposición estaría entregando la decisión de separar al niño de su padre o madre al nuevo cónyuge, lo que, en otras palabras, significaría que el mismo Estado que debe velar para que el menor no sea separado de sus padres, estaría proporcionando a un tercero, ajeno al niño, la decisión de con quien éste debe vivir.
2.- Otras iniciativas vinculadas a la materia en análisis,

 y en tramitación en la Comisión de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento

Por abordar aspectos directamente relacionados con la iniciativa en trámite, durante el debate la Comisión tuvo en consideración otras tres iniciativas, originadas en Mociones de señores Senadores. Son las siguientes:


a) Proyecto de ley iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Coloma y Novoa, que modifica el Código Civil en lo relativo al cuidado personal de los hijos cuyos padres viven separados (Boletín N° 5.793-07);


b) Proyecto de ley originado en Moción de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, que confiere a los abuelos el derecho a mantener una relación directa y regular con sus nietos (Boletín N° 7.076-07), y


c) Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Navarro, que modifica el Código Civil para establecer el cuidado personal compartido de los menores y evitar el daño de éstos en caso de separación de los padres (Boletín N° 8.205-07).


La Comisión estimó pertinente tener en consideración las ideas contenidas en estas iniciativas al realizar el estudio en particular del proyecto en análisis y ponderar también la posibilidad de contemplar los planteamientos respectivos como indicaciones.

Igualmente, se tuvo presente el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica normas sobre patria potestad, en segundo trámite constitucional en esta Corporación (Boletín N° 3.592-18).
- - -

EXPOSICIONES ESCUCHADAS POR LA COMISIÓN

Antes de dar inicio a la discusión en general de la iniciativa, la Comisión resolvió escuchar las exposiciones de un conjunto de académicos especialistas en materias de familia, así como de personas interesadas en dar a conocer sus puntos de vista.


A continuación, se da cuenta de las referidas intervenciones.


En primer término, hizo uso de la palabra la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer, señora Carolina Schmidt, para dar a conocer los lineamientos generales de la iniciativa en estudio.

Iniciando su presentación, se refirió a los criterios que inspiran nuestra legislación actual en materia de cuidado personal de los hijos.


Señaló que, tratándose de padres que viven juntos, el cuidado personal de los hijos les corresponde a ambos de consuno, salvo que solamente uno de ellos hubiere reconocido al hijo.


En caso que los padres estén separados, regirá la norma de atribución supletoria en virtud de la cual el cuidado personal de los hijos corresponde a la madre.


Prosiguió explicando que el padre puede tener el cuidado personal si ambos progenitores así lo acuerdan. Igualmente, ello procede cuando por sentencia judicial se produce la pérdida del cuidado personal de la madre, regla que tiene la excepción del caso del padre que no ha contribuido a la mantención del hijo, pudiendo hacerlo. Finalmente, también procederá en caso de muerte de la madre.


Hizo notar que, en la actualidad, no existe la figura legal del cuidado personal compartido.


Igualmente, puso de manifiesto que el padre que tiene el cuidado personal del hijo, tiene la patria potestad de éste, es decir, su representación legal y el derecho de goce y administración de sus bienes.


Expresó, a continuación, que la pérdida del cuidado personal de la madre procede a solicitud del padre o de un tercero, los abuelos, por ejemplo, cuando ambos padres son inhábiles para el cuidado. Agregó que las causales para que la madre pierda dicho cuidado personal son los casos comprobados de maltrato por parte de ella, descuido o abandono u otra causa calificada, como drogadicción, alcoholismo o incitación a la prostitución.


Enseguida, abordó los principales problemas que derivan de la legislación actual, agrupándolos en cuatro materias.


En primer lugar, impide que los padres acuerden  formalmente el cuidado personal compartido del hijo, lo que, agregó, para algunas familias puede ser la mejor alternativa.


Enseguida, los jueces no se consideran con atribuciones para aprobar los acuerdos de tuición compartida o alternada que se alcanzan en los procesos de mediación obligatoria o mediante convenciones reguladoras de separaciones o divorcios.


En tercer lugar, indicó que los jueces continúan resolviendo los juicios con la creencia de que la tuición de la madre es obligatoria y que solamente se puede modificar ante la presencia de un hecho gravísimo en contra del hijo, lo que no es así desde la entrada en vigor de la ley N° 19.585, de 1998.


Finalmente, no permite una relación frecuente y regular entre el hijo y el padre. Sobre el particular, observó que la práctica judicial ha llevado a que las visitas con el padre sean sólo de fin de semana por medio y la mitad de las vacaciones, lo que naturalmente no le permite involucrarse en el proceso de crianza.


A continuación, se refirió al texto aprobado por la Cámara de Diputados en primer trámite constitucional.


Destacó que la iniciativa procura alcanzar un conjunto de objetivos, que agrupó en la forma que sigue:


1. Reforzar el foco del cuidado personal en el interés superior del niño y no en los derechos del padre y la madre.


2. Incentivar la corresponsabilidad de padres y madres en el cuidado del hijo, favoreciendo una participación activa de su parte, a pesar de la separación.


3. Incentivar el logro de acuerdos entre los padres, permitiendo, de este modo, el mejor cuidado de los niños.


4. Evitar que se judicialice el tema del cuidado de los hijos, evitando el trauma que los juicios significan para los niños.


5. Entregar mayores facultades al juez para cambiar al titular del cuidado personal, teniendo en consideración que el único factor relevante a observar en esta materia es el interés superior del niño.


Expuso, luego, los principales aspectos del proyecto en análisis.


Señaló, en primer lugar, que se crea la figura del cuidado personal compartido como alternativa legal para los padres que se separan.


En este nuevo modelo, se deja en primer lugar a los padres la decisión sobre quién ejercerá el cuidado personal de los hijos, pudiendo éste ser asumido por la madre, por el padre o en forma compartida entre los dos.


Además, se asegura un sistema de residencia del menor que garantice su estabilidad y continuidad.


Igualmente, se garantiza la relación sana, estable y regular del hijo con aquel padre con quien no reside habitualmente, estableciendo un régimen de visita basado en el interés superior del niño, que debe quedar determinado en el mismo instrumento en que se acuerda el cuidado personal.


Como segundo aspecto relevante de la iniciativa en análisis, connotó que ella establece que mientras no haya acuerdo o decisión judicial sobre quién tiene el cuidado personal, el niño no quedará a cargo de ninguna institución, sino que supletoriamente se entregará a la madre durante el juicio.


En tercer lugar, informó que el proyecto entrega criterios amplios a los jueces para cambiar al titular del cuidado personal del niño. En esta materia, se altera la regla de maltrato, descuido o causal calificada –que es de difícil aplicación-, por el interés del niño. Indicó que el juez siempre podrá conferir el cuidado personal al otro padre o radicarlo en uno de ellos, cuando “el interés del hijo lo haga conveniente”. Explicó, además, que el cambio se enfoca en el bienestar del niño y no en la calidad personal de quien ejerce el cuidado personal de aquél.


En cuarto término, se refuerzan las relaciones directas y regulares entre el padre no custodio y el hijo.


Dijo que, en efecto, en este aspecto se define la relación directa, regular y personal como “aquella que propende a que el vínculo paterno filial entre el padre no custodio y su hijo se mantenga a través de un contacto personal, periódico y estable”. También se establece la corresponsabilidad, por la importancia de que ambos padres participen en la vida de los niños. Complementariamente, se contempla el deber del juez de asegurar una relación sana y cercana entre el padre y el hijo, tomando en cuenta su edad, sus necesidades afectivas, etc.


En quinto lugar, se establece la patria potestad compartida, sea para padres que viven juntos o que tengan el cuidado compartido.


Luego, se consagran criterios para que el juez determine el interés superior del niño. A este respecto, se contempla el bienestar del hijo, esto es, las posibilidades actuales y futuras de entregar al hijo estabilidad educativa y emocional. También se contempla la estabilidad, es decir, el efecto probable de cualquier cambio en la vida actual del hijo o los riesgos o perjuicios que podrían derivarse para éste en caso de adoptarse una decisión o cambio en su situación actual. Igualmente, se considera la evaluación del hijo y su opinión, esta última especialmente si el menor ha alcanzado la edad de catorce años.


Finalmente, el proyecto establece los factores que el juez deberá tomar en cuenta para aprobar un acuerdo de cuidado personal compartido.


Sobre el particular, advirtió que siempre habrá de considerarse la vinculación afectiva del hijo con cada uno de sus padres; la aptitud de los padres para garantizar su bienestar; el tiempo que cada uno dedica a los hijos; la evaluación de los hijos, y la ubicación del domicilio de los progenitores, entre otros factores.


Complementó su intervención exponiendo las siguientes conclusiones:


-- El proyecto refuerza como foco del cuidado personal del hijo el interés superior de éste, creando la figura del cuidado compartido.


-- El cuidado compartido beneficia a los hijos sólo cuando hay acuerdo entre los padres y que, por lo tanto, no se puede determinar por la decisión de un tercero.


-- En último término, la asignación del cuidado de los hijos deja de tener el foco en la calidad de los padres y también deja de ser un derecho de uno de éstos, para considerar siempre el interés de los niños en cada situación particular.


Enseguida, intervino la Ministra de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, señora Inés María Letelier.


Manifestó que su exposición se centraría en el artículo 225 del Código Civil y que sus opiniones serían emitidas a título personal y no en representación del Poder Judicial.



Sostuvo que el cuidado personal de los menores es un tema sensible de por sí y que, como criterio general, lo ideal es que las relaciones filiales sean resueltas y guiadas por los sentimientos de amor y no por los tribunales ni por terceros extraños a la familia.



Aseveró que, lamentablemente, eso no siempre ocurre en la práctica, de manera que cuando se presentan problemas que no pueden ser resueltos sobre la base de criterios guiados por el amor, los tribunales son el instrumento para dar una solución, la que, en todo caso, nunca será una solución completa.


En relación al proyecto de ley en estudio, hizo presente que su texto da cuenta de las inquietudes y sugerencias realizadas anteriormente durante el primer trámite constitucional en la Cámara de Diputados y que, en lo central, éste da la opción a los padres para elegir la mejor forma de organizar su familia, sea radicando el cuidado personal de los hijos en ambos o en uno de ellos, cambiando de este modo el criterio imperante en este momento, que, en materia de cuidado personal, reconoce un derecho preferente en favor de la madre.


Agregó que el cuidado personal de los hijos va unido a la relación directa y regular con los mismos. Sostuvo que lo anterior representa un gran avance pues los hijos ya no serán una especie de “moneda de cambio” ante las dificultades que se susciten entre los padres, y ambos temas deberán discutirse en forma conjunta.


Sostuvo que, establecido que, en primer término, se estará al régimen convencional y, en segundo, al camino judicial, por motivos de tradición histórica era partidaria de consagrar en la disposición en análisis, como regla supletoria, la de entregar el cuidado personal de los hijos menores a la madre.


Informó que, en esta materia, es relevante tener en consideración factores como la realidad y la idiosincrasia de nuestra ciudadanía, aspectos que también tuvo en cuenta don Andrés Bello cuando, en su momento, redactó el Código Civil. Igualmente, dijo, no puede dejarse de lado factores tales como las distancias que nuestra geografía nos impone, que muchas veces implican que los contactos personales se dificulten considerablemente.


Expresó que en el inciso quinto del mismo artículo, debería precisarse que la facultad que se le concede al juez para modificar lo establecido se refiere única y exclusivamente al caso en que los padres han optado por el régimen de ejercicio compartido.


Asimismo, opinó que es fundamental que la decisión del juez no pueda fundarse exclusivamente en la capacidad económica de los padres, añadiendo que actualmente algunos tribunales tienden a confundir el interés superior del menor con la capacidad económica de sus progenitores.

Estas ideas, dijo, suponen enfrentar las materias en estudio con un criterio de humanidad.


Concluyó su intervención destacando que el proyecto presenta claras bondades desde el punto de vista de la solución de las controversias que comúnmente se presentan en esta materia y, además, refleja lo que está sucediendo en nuestra sociedad.


Enseguida, se ofreció la palabra a la señora Gloria Negroni, Jueza Titular del Tercer Juzgado de Familia de Santiago.

Su exposición se desarrolló sobre la base del siguiente documento:

“Fundamentos que avalan algunas de las modificaciones propuestas en el proyecto  de ley sobre cuidado personal analizado por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado

(Boletines N°s. 5.917-18 y 7.007-18)





En Chile se tramita ante el Senado de la República un proyecto de ley que pretende modificar los artículos 225, 228 y 229 del Código Civil y otros que en consonancia debieran modificarse, normas que fueron dictadas para un período económico, social y cultural determinado, que dista enormemente de la realidad familiar que hoy enfrentamos.





El artículo 225 del Código Civil establece que:




“Si los padres viven separados, a la madre toca el cuidado personal de los hijos.





No obstante, mediante escritura pública, o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, subinscrita al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento, ambos padres, actuando de común acuerdo, podrán determinar que el cuidado de uno o más hijos corresponda al padre. Este acuerdo podrá revocarse, cumpliendo las mismas solemnidades.




En todo caso, cuando el interés del hijo lo haga indispensable, sea por maltrato, descuido u otra causa calificada, el juez podrá entregar su cuidado personal al otro de los padres. Pero no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiese contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo.




Mientras una subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.





A casi siete años de la puesta en marcha de los Tribunales de Familia como jurisdicción especializada en materias como cuidado personal, relación directa y regular, divorcio, separación, alimentos, violencia intrafamiliar, protección, infractores de ley, observamos cambios sociales profundos en la manera de enfrentar las relaciones de familia, cambios que hablan de una sociedad en la que las mujeres se han incorporado cada vez con más fuerza al campo laboral, dejando en evidencia la necesidad de regular con mayor acuciosidad y con miras a la igualdad, la conciliación entre el trabajo y la vida familiar.




Los hombres, por su parte, desempeñan hoy, o están interesados y claman por desempeñar, roles preponderantes en la crianza y cuidado de los niños, ya sea vía acuerdo o demandándolo ante tribunales, y la legislación está apuntando a fortalecer esa igualdad de roles. De ello dan cuenta normas como las de nuestro Código del Trabajo que apuntan a reconocer el derecho-deber de los padres en cuanto a los hijos. (Artículos 195, 199, 199 bis y 200 del texto legal citado).




Los divorcios de común acuerdo o sin causal, que requieren de la presentación de un acuerdo de regulación de relaciones mutuas, son una manifestación de la manera colaborativa en que se están solucionando los conflictos, lo que se refuerza con las cifras arrojadas por la mediación y la conciliación, que suman alrededor del 40% del total del ingreso de causas en los tribunales de Santiago.





El aumento de las denuncias por violencia intrafamiliar también nos habla de la disminución de la tolerancia frente a este tipo de situaciones que, en general, afecta a mujeres, sin perjuicio de que la cifra de hombres que denuncian también ha aumentado.





La judicatura especializada en materia de familia ha permitido visibilizar los principales nudos de conflicto que afectan a la ciudadanía, otorgando la oportunidad de dar solución a los mismos desde una perspectiva más integral, sistémica, interdisciplinaria, considerando especialmente la realidad dinámica de los sistemas familiares, priorizando el interés superior de los niños por sobre el conflicto entre sus padres o cuidadores.




Es así como ante el cambio de paradigmas que se plantea en el conflicto familiar, se hace necesario modificar ciertas normas que al ser aplicadas de manera textual en un país de tradición legalista y conservadora, tienden a preservar roles estereotipados, alejándose del concepto de una justicia que por sobre todo debe proteger los derechos de aquellos que por su edad y condición requieren de una intervención clara en respeto y garantía de sus intereses, especialmente, como ocurre en Chile, en que no hemos podido acceder a la figura del defensor del niño. En consecuencia, frente a intereses independientes o contradictorios de sus padres, los niños podrían quedar carentes de defensa jurídica material si el juez de la causa considera innecesario designar un curador ad-litem que defienda jurídicamente sus derechos, lo cual permite hoy el artículo 19 de la ley N° 19.968, de Tribunales de Familia, (en adelante L.T.F), ya que entrega esta facultad a la judicatura.




Lamentablemente, la mirada adultizada o adultizante, desde la protección de los niños como objetos más que como sujetos de derecho, aún prevalece. En una justicia que ha dado pasos trascendentes por avanzar hacia la protección integral de los derechos y abandonar el paradigma de la situación irregular, se mantienen compartimentos estancos y es así como, a pesar que en materia de cuidado personal el propio artículo 225 del Código Civil establece que cuando el interés del hijo lo haga indispensable, ya sea por maltrato, descuido u otra causa calificada, se podrá entregar el cuidado personal del hijo al otro padre, dicha norma no se interpreta en el sentido del mejor interés del niño, sino desde las habilidades del adulto. En los pocos casos en que se intenta modificar el cuidado personal en virtud de las causales mencionadas, lo que se cuestiona, se trata de probar y acreditar y lo que se continua valorando por nuestros tribunales superiores, pues así lo indican reiteradamente las sentencias que tocan estos temas, es precisamente la habilidad o inhabilidad de la madre o del padre para ejercer el cuidado del hijo. Tal es así que el hijo, su opinión, o con cuál de los padres el niño pueda ver garantizados sus derechos, incluso aquel referido a poder tener contacto regular y directo con el otro padre, pasa a un plano bastante más relegado a la hora de decidir.





En esta línea, consideración fundamental al decidir estos casos debe ser la opinión del niño conforme a su edad y madurez -así lo establece el artículo 16 de la L.T.F.-, sin perjuicio de lo cual, no son pocos los casos conflictivos de cuidado personal o relación directa y regular en los que se requiere su opinión y en los que muchas veces es oído sólo al terminar la causa en la audiencia de juicio y siempre que el juez de la misma así lo estime; por tanto, respecto de sus derechos y su defensa jurídica material, es importante precisar estándares y protocolos que permitan al juzgador visibilizar el mejor momento para que el niño, niña o adolescente ejerza sus derechos y, en especial, el de ser oído, y cuanto pesa su opinión en la decisión del caso, teniendo presente su autonomía progresiva.





Es así como en procesos en que el hijo o hija sea adolescente o preadolescente en pleno uso de sus facultades y potencialidades, su opinión será preponderante en la decisión, considerando el grave daño emocional que puede significar el obligarlo a vivir con quien no quiere o a relacionarse con quien no desea en ese momento, considerando el grado de influencia que muchas veces pueden ejercer los padres y la intervención terapéutica necesaria para lograr revinculación o resignificación de experiencias complejas en la relación con los padres. En caso de niños, es importante destacar que la forma de oírlos no necesariamente significa estar ante el juez del tribunal; hay casos en que esta intervención puede ser dañina y revictimizante, especialmente cuando el niño ha sido diagnosticado o periciado previamente.




La modificación que se plantea al citado artículo 225 tiene por objeto dar prioridad al acuerdo de los padres en cuanto al cuidado personal, sin perjuicio de lo cual mantiene la atribución legal preferente en manos de la madre, mientras no haya acuerdo o decisión judicial, circunstancia que si bien significa un avance en términos de reconocer y priorizar la voluntad de los padres y establecer y definir cuidado compartido, mantiene una preferencia que no se sustenta más que en la tradición y la costumbre, o en el orden natural de las cosas, como se indica en algunas sentencias, situación que atenta contra el derecho del niño y su interés superior, el que nuevamente resulta de segunda o tercera línea frente a los derechos de los adultos que son sus padres. Se mantiene, además, una discriminación a favor de la madre, que no aprueba los test de razonabilidad, ni proporcionalidad que la harían aceptable, ya que el único fundamento para aplicarla es su condición de mujer y madre, sin considerar que el hijo podría estar objetivamente mejor con el padre o que querría estar con él. Que la citada discriminación afecta al niño, a la madre y al padre, ya que perpetúa la idea que la madre siempre puede y debe hacerse cargo de los hijos, sosteniéndolos material y afectivamente, lo que provoca que sea la madre generalmente quien debe demandar pensión alimenticia del padre que se desvincula emocional, afectiva y económicamente del hijo. Las cifras así lo demuestran, ya que durante el año 2010 ingresaron 193.000 causas de alimentos a los Tribunales de Familia en Chile y durante el 2011, 200.000.





Estas cifras también nos hablan de la desvinculación que se provoca entre el padre y el hijo al momento de la separación y como en la medida que las madres o ambos padres no respetan, fomentan, estimulan y facilitan el vínculo y el apego sano con el otro padre, éste se debilita, deteriora y muere y, finalmente, lo que resta es sólo la petición económica que en muchos casos se incumple, todo lo cual genera consecuencias emocionales que no pocas veces se irán repitiendo en la vida de los hijos y de éstos con sus propios hijos.




Es necesario considerar, además, que en la mayoría de los países se ha eliminado la mencionada supletoriedad legal y en los países en que se mantiene, la constitucionalidad de la norma es discutida profundamente.





En el caso de nuestro vecino país Argentina, en que aún existe una regla de atribución preferente a favor de la madre hasta los cinco años de edad del niño, la discusión se ha centrado en la inconstitucionalidad de la norma y es así como el nuevo proyecto de Código Civil 2012 presentado durante este año, elimina dicha preferencia y establece un nuevo Título VII que se denomina “De la responsabilidad parental”, y que señala en el Capítulo 1, los “Principios generales de la responsabilidad parental”, definiendo en su artículo 638 la responsabilidad parental como el conjunto de deberes y derechos que corresponden a los progenitores sobre la persona y bienes del hijo, para su protección, desarrollo y formación integral mientras sea menor de edad y no se haya emancipado. Responsabilidad parental que se rige por principios generales, tales como el interés superior del niño y la autonomía progresiva del hijo conforme a sus características psicofísicas, aptitudes y desarrollo. A mayor autonomía, disminuye la representación de los progenitores en el ejercicio de los derechos de los hijos y el derecho del niño a ser oído y a que su opinión sea tenida en cuenta según su edad y grado de madurez.




El proyecto establece como figuras legales derivadas de la responsabilidad parental, a) la titularidad y el ejercicio de la responsabilidad parental; b) el cuidado personal del hijo por los progenitores; c) la guarda otorgada por el juez a un tercero. Luego se define cada una de estas figuras, estableciendo, en cuanto a la titularidad y ejercicio de la responsabilidad parental, en el artículo 641 que el ejercicio de la responsabilidad parental corresponde: “a) en caso de convivencia con ambos progenitores, a éstos. Se presume que los actos realizados por uno cuentan con la conformidad del otro, con excepción de los supuestos contemplados en el artículo 645, o que medie expresa oposición; b) en caso de separación de hecho, divorcio o nulidad de matrimonio, a ambos progenitores. Se presume que los actos realizados por uno cuentan con la conformidad del otro, con las excepciones del inciso anterior. Por voluntad de los progenitores o por decisión judicial, en interés del hijo, el ejercicio se puede atribuir a sólo uno de ellos, o establecerse distintas modalidades.





En palabras del Presidente de la Corte Suprema de Justicia de la nación argentina, don Ricardo Lorenzetti, en el acto de presentación del anteproyecto del nuevo Código Civil y Comercial, proyecto que convocó a cien juristas de todo el país y de todas las universidades, dirigidos por el Presidente de la Corte Suprema, la doctora Elena Highton y la doctora Aída Kemelmajer de Carlucci, se indica que:





“Hemos pensado también en un Código de la Igualdad. ¿Por qué? Porque el Código Civil fue concebido en el siglo XIX en base a una igualdad abstracta, pero nuestra Constitución habla de la igualdad real de oportunidades. Por eso hemos incorporado muchas normas de protección de los desiguales. En algunos casos son situaciones en las cuales es necesario proteger a personas que están en situación de debilidad, como por ejemplo aquellos que tienen incapacidades mentales, y hemos recogido normas de tratados internacionales para evitar situaciones dramáticas como las que ha tenido que resolver la Corte Suprema. En otros casos se trata de los niños protegidos por tratados internacionales a los cuales hay que fortalecer en muchas de sus decisiones. En otros casos se trata de la igualdad para terminar con la discriminación. Por eso se dice que no puede haber discriminación entre el hombre y la mujer, y no puede haber discriminación de sexo en ninguna de las instituciones. Este es un concepto fundamental que está en nuestra Constitución y en la ley.”.





En Chile, la discusión acerca de la igualdad de género constituye un debate permanente y la igualdad parental es una de las aristas de desigualdad que es necesario superar. Sorprende que una norma de tal naturaleza continúe justificándose y es curioso que al hacer historia nos encontremos con que en 1877 se dicta el Decreto Amunátegui, que permitió la entrada de las mujeres a la universidad y en la prensa de la época los argumentos contrarios a esta norma no distaban mucho de los que dos siglos más tarde aún se enarbolan para justificar la supervivencia de una regla supletoria de atribución preferente.




Prueba de lo anterior es un párrafo del Diario La República, en su edición del 25 de enero de 1877, que criticaba la posición de los sectores católicos de la sociedad chilena que se oponían a la instrucción superior femenina ¿En qué fundamentaban los católicos su postura? Tal como refiere el periódico liberal, la misión natural de la mujer impediría que ella se dedicara a las profesiones universitarias. ¿Cuál era esta misión natural de la mujer? El artículo de don Rafael Vergara Antúnez en El Estandarte Católico era clarísimo:





La misión natural de la mujer, aquella noble misión que la Providencia le ha confiado para el bien de la sociedad y del individuo, consiste principalmente en ser buena y abnegada madre de familia, esposa fiel y consagrada a los deberes domésticos e hija sumisa y obsequiosa para con sus padres.





Además, dado que esta era la misión natural de la mujer, la educación religiosa era suficiente para desempeñarla a cabalidad, "no necesita la mujer ser sabia; bástale tener un buen carácter, una virtud sólida y un corazón generoso", es decir, no necesita de una instrucción científica. Por tanto, las ineludibles obligaciones de la mujer en el hogar serían incompatibles con el posible ejercicio de las profesiones liberales: "¿Podría resignarse un marido a renunciar a esa ternura y cuidados y atenciones a trueque de ver a su esposa siempre ocupada en el desempeño de una profesión científica?" (texto extraído de un artículo escrito por Karín Sánchez Manríquez denominado “El ingreso de la mujer chilena a la universidad y los cambios en la costumbre por medio de la ley 1872-1877, publicado por el Instituto de Historia, Pontificia Universidad Católica de Chile. Historia Nº 39, Vol. 2, julio-diciembre 2006: 497-529. ISSN 0073-2435)
.





Como podemos apreciar, cuando hablamos de familia las cosas se interrelacionan y debe ser así; de otro modo, sin la mirada sistémica, las soluciones son sesgadas, desde ciertas parcelas, lo que no beneficia ni estimula a nuestros ciudadanos ni a nuestros niños a hacerse cargo de las consecuencias de sus actos y a ser conscientes que el cambio empieza por uno mismo; la ley debe ayudar en esta tarea desde la innegable perspectiva educativa que conlleva su interpretación y  aplicación.




La propuesta avanza, también, en términos de definir el concepto de relación directa y regular y mejora lo previsto en el artículo 229 del código Civil, el que actualmente sólo menciona el derecho deber del padre o madre que no tenga el cuidado del hijo de mantener con él relación directa y regular, fortaleciéndolo ya que señala que es aquella que: “propende a que el vínculo paterno filial entre el padre no custodio y su hijo o hija se mantenga a través de un contacto personal, periódico y estable. El régimen variará según la edad del hijo o hija y la relación que exista con el padre no custodio, las circunstancias particulares, necesidades afectivas, y otros elementos que deban tomarse en cuenta, siempre en consideración del mejor interés del hijo”, además agrega que “el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de ambos padres en la vida del hijo o hija, estableciendo las condiciones que fomenten una relación paterno filial sana y cercana”, otorgando directrices claras y precisas al juez con el fin que el derecho del niño a mantener contacto con ambos padres sea respetado.




Sin perjuicio de estos avances, esta norma claramente sigue manteniendo la idea de un progenitor principal y uno periférico o con funciones de tío y es por ese motivo fundamental distinguir entre custodia legal y custodia física o, como lo hacen nuestros vecinos, reforzar el concepto genérico de responsabilidad parental y distinguir en él la titularidad y el ejercicio de la responsabilidad parental y el cuidado personal del hijo por los progenitores. En este sentido, el proyecto de Código Civil Argentino se refiere a los deberes y derechos sobre el cuidado de los hijos, definiendo en el artículo 648 el cuidado personal como los deberes y facultades de los progenitores referidos a la vida cotidiana del hijo, señalando que cuando los progenitores no conviven, el cuidado personal del hijo puede ser asumido por un progenitor o por ambos y plantea modalidades del cuidado personal compartido, señalando que puede ser alternado o indistinto. En el cuidado alternado, el hijo pasa períodos de tiempo con cada uno de los progenitores, según la organización y posibilidades de la familia. En el indistinto, el hijo reside de manera principal en el domicilio de uno de los progenitores, pero ambos comparten las decisiones y se distribuyen de modo equitativo las labores atinentes a su cuidado.





En este aspecto, nuevamente es importante considerar la propuesta argentina ya que se indica, en cuanto a las facultades del juez, que a pedido de uno o ambos progenitores o de oficio, éste debe otorgar, como primera alternativa, el cuidado compartido del hijo a ambos progenitores con la modalidad indistinta, excepto que no sea posible o resulte perjudicial para el hijo.




Asimismo, constituye un progreso el señalar parámetros específicos que el juez debe considerar a la hora de tener que determinar el interés superior de un niño ante el caso de tener que atribuir su cuidado a uno de los padres o aprobar un acuerdo de cuidado compartido, fortaleciéndose además el derecho y deber de comunicación. En el supuesto de cuidado atribuido a uno de los progenitores, el otro tiene el derecho y el deber de fluida comunicación con el hijo y se establece la preferencia y deber de colaboración. El progenitor que facilite el derecho a mantener un trato regular con el otro progenitor tiene preferencia para el cuidado del hijo, debiendo también ponderarse la edad del hijo; su opinión; el mantenimiento de la situación existente y el respeto del centro de vida del hijo. El otro progenitor tiene el derecho y el deber de colaboración con el conviviente. Se señala como un deber el de informar, en términos de que cada progenitor debe informar al otro sobre cuestiones de educación, salud y otras relativas a la persona y bienes del hijo.




Acertadamente, el proyecto deroga el artículo 228 del Código Civil, que establece que “La persona casada a quien corresponda el cuidado personal de un hijo que no ha nacido de ese matrimonio, sólo podrá tenerlo en el hogar común, con el consentimiento de su cónyuge.”, situación que claramente atenta contra los derechos del niño y del padre o madre que quiere tenerlo a su cuidado junto a su nueva pareja o cónyuge, pues establece una limitación absolutamente improcedente.




En suma, las disposiciones aludidas del proyecto de Código Civil argentino se ponen en primera línea con el bloque de constitucionalidad que tiene como base la protección de la persona, a través de un catálogo de derechos personalísimos muy importantes para reforzar la autonomía de las mismas.





El sustento normativo para dar paso a las modificaciones que se pretenden se encuentra, en primer término, en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos a través de las convenciones suscritas y ratificadas por Chile, por tanto, ley que debemos aplicar conforme lo dispone el artículo 5° inciso segundo de la Constitución Política de la República. Se imponen obligaciones al Estado contraídas al amparo de los derechos fundamentales que han ido adquiriendo cada vez mayor reconocimiento y que constituyen el reflejo de los cambios paradigmáticos que en estas materias presenciamos. Como normas base en este sentido, encontramos los artículos 1º y 2º de la Convención Americana de Derechos Humanos:





“Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos. 1. Los Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser humano.




Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias para hacer efectivos tales derechos y libertades.”.





Lo propio se establece en la Convención de los Derechos del Niño, que en su mensaje señala:




“Es también obligación del Estado adoptar las medidas necesarias para dar efectividad a todos los derechos reconocidos en la Convención.”.





Y en su artículo 3° establece que:





“1. En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés superior del niño. 2. Los Estados Partes se comprometen a asegurar al niño la protección y el cuidado que sean necesarios para su bienestar, teniendo en cuenta los derechos y deberes de sus padres, tutores u otras personas responsables de él ante la ley y, con ese fin, tomarán todas las medidas legislativas y administrativas adecuadas.”.





Por su parte, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia Contra la Mujer o "Convención de Belem Do Pará”, establece en sus artículos 5, 6, y 8 lo siguiente:





“Artículo 5. Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total protección de esos derechos consagrados en los instrumentos regionales e internacionales sobre derechos humanos.  Los Estados Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula el ejercicio de esos derechos.





Artículo 6. El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros:




a. el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discriminación, y




b. el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patrones estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordinación.





Artículo 8 Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, medidas específicas, inclusive programas para: b. modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educación formales y no formales apropiados a todo nivel del proceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legitimizan o exacerban la violencia contra la mujer.”.





De lo expuesto, resulta evidente la necesidad de adecuar la legislación interna para dar cabal cumplimiento a los principios y normas antes indicadas y evitar la colusión con las que aún permanecen en nuestros ordenamientos y que no resultan compatibles con aquellas.  La esencia de las modificaciones propuestas se encuentra precisamente en la aplicación concreta de los derechos y libertades de que gozamos como personas humanas adultas o personas en desarrollo, en el caso de los niños, niñas y adolescentes, y será labor del Senado mejorar el proyecto que ha salido de la Cámara de Diputados.





En primer término, considerar a todo ser humano como persona implica el reconocimiento de su dignidad y, por tanto, de su autonomía para tomar las decisiones relativas a su vida y, en el caso de los niños, se trata de una autonomía progresiva, es decir, aquella que va en aumento en la medida que alcanza mayor grado de edad, madurez o capacidad para formarse un juicio propio. Lo anterior, en el marco del ejercicio de sus derechos y libertades fundamentales, las cuales se encuentran garantizadas por el bloque de constitucionalidad en un Estado democrático de Derecho.




En el ejercicio de esa autonomía, los padres en igualdad de derechos y deberes, en interés superior de sus hijos, es decir,  respetando sus derechos, promoviéndolos y velando por su bienestar, con miras al pleno y armonioso desarrollo de su personalidad, deben proporcionarle el seno de una familia y un ambiente de felicidad, amor y comprensión. Lo señalado no sólo está asociado al concepto tradicional de familia, sino que es comprensivo de las distintas formas en que se organiza hoy una familia, entendiendo por tal, según la suscrita, los principales referentes afectivos de una persona y, en especial, para una persona en desarrollo, los cuales se organizan para darse protección, afecto y satisfacción a sus necesidades; y puesto que la familia del niño se inicia a partir de la filiación y no termina o se extingue cuando los padres no viven juntos, el vínculo filiativo permanece.




Así, la tarea común de los padres, coparentalidad o corresponsabilidad, debe permanecer intacta para el hijo, se encuentren sus padres viviendo juntos o separados, esto es, el ejercicio de sus derechos no debe afectarse por la situación fáctica que afecte a sus padres. Asimismo, los derechos-deberes o derechos-función de los padres no se alteran cuando termina la vida matrimonial o de pareja. Sin embargo, nuestra legislación actual en estas materias, dictada para un escenario distinto, no refuerza este principio, sin perjuicio de que la mayoría de las normas del Código Civil relativas a los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos, Titulo IX del Libro Primero, indican derechos deberes de ambos padres, o a ejercer de consuno por ellos, conforme lo dispone el artículo 224 del Código, que indica que “Toca de consuno a ambos padres, o al padre o madre sobreviviente, el cuidado personal de la crianza y educación de sus hijos.”. Dicha circunstancia, lamentablemente, aparece modificada cuando los padres viven separados de acuerdo con lo que dispone actualmente el artículo 225.





El concepto de coparentalidad o corresponsabilidad consiste en “reconocer a ambos padres el derecho a tomar las decisiones y distribuir equitativamente las responsabilidades y derechos inherentes al ejercicio de la responsabilidad parental, según sus distintas funciones, recursos, posibilidades y características personales”, agregando que debe realizarse en función del interés superior del hijo/a, esto es, respetando sus derechos
.





Las ventajas de explicitar un modelo de responsabilidad parental conjunta en la ley, sin preferencias a favor de alguno de los padres, son claras y concretas, puesto que, en primer término, los estudios realizados en esta materia específica por Wallerstein y Kelly, avalan que los hijos de padres separados que presentan mayor y mejor desarrollo son aquellos que mantienen contacto regular y continuo con ambos padres después de la ruptura, elimina la desigualdad e incluso discriminación manifiesta en virtud del género, puesto que contribuye a erradicar un prejuicio histórico, económico, sociológico y jurídico, que refuerza el rol de la mujer como ama de casa y madre, conjuntamente con la dependencia económica del marido, siendo una ventaja para la madre pero también una carga; está acorde con las investigaciones en las cuales se concluye que el afecto que necesita un niño es independiente del sexo del progenitor que lo provea; contribuye a evitar la idea de la existencia de un derecho de propiedad sobre el hijo, centrando la atención en las necesidades emocionales del niño por sobre las de la madre 
.





En relación a los niños y su interés superior y también a los padres, las ventajas del principio de coparentalidad o responsabilidad conjunta son evidentes conforme lo indica la mayoría de la doctrina internacional, especialmente la de Argentina, ya que pone de relieve al niño y sus derechos y permite concordar normas que colisionan hoy con otras como las del 225 del Código Civil en análisis:





Ventajas para el hijo/a:

· El interés superior de todo niño en alcanzar un pleno y armonioso desarrollo de su personalidad se identifica en un contexto familiar en el que participen activamente ambos progenitores, en un ambiente de felicidad, amor y comprensión. (Preámbulo CDN).
· Se encuentra acorde con los artículos 3 de la CDN, que habla de la obligación de los Estados en asegurar al niño la protección y cuidados necesarios para su bienestar, tomando en cuenta los derechos y deberes de sus padres; con el artículo 5, que indica como otra obligación del Estado respetar las responsabilidades y derechos y deberes de los padres; con el artículo 7, en el marco del derecho a la identidad, ”conocer a sus padres y ser cuidado por ellos”. Igualmente, con el artículo 9, que el niño no sea separado de sus padres, y en su caso, mantener con ellos relaciones personales y contacto directo de modo regular; con el artículo 14, en relación a que los estados respetarán los derechos y deberes de los padres como guías en el ejercicio de la libertad de pensamiento del niño; y con el artículo 18, según el cual “Los Estados partes pondrán el máximo empeño en garantizar el reconocimiento del principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza y el desarrollo del niño. Incumbirá a los padres, la responsabilidad primordial de la crianza y el desarrollo del niño. Su preocupación fundamental será el interés superior del niño.”.
· Se encuentra acorde con los artículos 7 de la CDN, en el marco del derecho a la identidad, ”ser cuidado por ambos padres”, 9 y 18, “ambos padres tienen obligaciones comunes...”.
· La atenuación del sentimiento de pérdida o abandono del niño luego de la separación, situación que ya es un duelo para el niño, y si a eso se suma la brusca disminución del contacto con el otro padre, las consecuencias pueden ser graves para su emocionalidad.
· El reconocimiento del hijo como alguien ajeno al conflicto de pareja entre sus padres.

· El niño necesita continuar el contacto que tenía antes con ambos padres, lo que es esencial en su desarrollo.
· El niño mitiga el sentimiento de presión, eliminando o disminuyendo los conflictos de lealtad.





Ventajas para los padres:
· Se encuentra acorde con el principio de igualdad de ambos padres respecto de la crianza, establecimiento y educación de los hijos. Artículo 224 del Código Civil y artículos 1° y 19 Nº 2 de la Constitución Política de Chile, igualdad ante la ley.

· Las decisiones más importantes respecto de los hijos se mantienen en poder de ambos padres, ya que son ellos quienes se encuentran en mejores condiciones para arribar al acuerdo que resultará más beneficioso para sus hijos.

· La intervención judicial en el supuesto anterior, debe relegarse a un segundo plano y funcionar como mecanismo de control, haciendo concreta la máxima que establece que los tribunales somos la última ratio y que el rol a desempeñar es subsidiario de la voluntad de las partes y su autonomía, priorizando la solución colaborativa de los conflictos, en que las partes son los protagonistas de su vida, se hacen cargo de ella y comprenden la responsabilidad derivada de las decisiones que adoptan, logrando una solución que les brinda mayor satisfacción, pues quién mejor que ellos para decidir sobre sus conflictos, a través de la mediación o la conciliación, todo ello acorde con el principio de colaboración establecido en el artículo 14 de la ley N° 19.968.
· Participación activa de ambos padres en la crianza de sus hijos.
· Garantiza permanencia de los cuidados parentales y con ello, mejor cumplimiento de las funciones afectivas y formativas.

· La decisión en igualdad de condiciones en cuanto a los aspectos de educación, crianza y cuidado de los hijos obliga a los padres a conciliar y armonizar sus actitudes personales a favor del mejor y mayor bienestar de los niños, lo que pone a prueba su actitud y aptitud como progenitores.

· Equiparación de padres en cuanto a la organización de su vida personal y profesional distribuyendo la carga de la crianza.

· Reconocimiento de cada progenitor en su rol paterno.

· La comunicación permanente entre los progenitores.
· La distribución de los gastos de manutención.
· Apunta a garantizar mejores condiciones de vida para los hijos al dejarlos fuera de las desavenencias conyugales o de pareja.




Ventajas generales:
· Acorde con lo dispuesto en la Convención Belem do Pará, artículo 5, b, y 16, d, puesto que las funciones parentales se distribuyen en forma equitativa entre los progenitores, lo que constituye un alivio para una gran mayoría de mujeres que trabajan fuera del hogar y deben repartir su vida entre el ejercicio de su profesión u oficio y la crianza de sus hijos, encontrando poco o casi nada de tiempo para su desarrollo personal.
· Provoca un estímulo para los padres que quieren compartir más momentos con sus hijos y participar en su educación y crianza en forma activa y no como terceros ajenos en la toma de decisiones.
· Se promueve un sistema familiar democrático en el que cada uno de sus miembros ejerce su rol con independencia, igualdad y respeto recíproco, de acuerdo a los principios reconocidos en las diversas normas internas como en las incorporadas a través de convenciones
.





Supuestas desventajas:
· Provocaría un aumento de la judicialización de los conflictos ante la falta de acuerdos entre los padres.
· Con quién se queda el niño mientras los padres se ponen de acuerdo.
· Generaría indefinición de las funciones propias del padre y de la madre, creando una disociación para el hijo en dos mundos.





Contraargumentos:
·  En cuanto al aumento de la judicialización, es dable señalar que si consideramos las estadísticas, de la cantidad de familias existentes en el país con hijos cuyos padres no permanecen juntos,  un porcentaje bastante minoritario lleva sus conflictos  a tribunales y cuando ello ocurre o es necesario regular el tema en los divorcios de común acuerdo, estas materias se resuelven vía acuerdo, como su nombre lo indica; luego, las causas de divorcio unilateral en las que hay hijos menores de edad,  las relativas a cuidado personal y relación directa y regular, en su mayoría se resuelven vía mediación o conciliación y un porcentaje muy reducido, se resuelve mediante la adjudicación del juez, tendencia que está confirmada por las cifras que arroja la mediación y la conciliación como formas alternativas de resolver el conflicto.
· Respecto al conflicto a resolver mientras los padres no llegan a acuerdo, y con el fin de eliminar la atribución legal preferente en manos de la madre, se propone que el juez resuelva manteniendo como medida cautelar la custodia del niño en manos de uno de los padres, tomando en cuenta especialmente la opinión del niño conforme a su edad y madurez y la idoneidad de los padres, considerando como factor preponderante la facilidad que otorgue uno de ellos para el contacto con el otro de los padres, todo ello conforme al interés superior del niño, y manteniendo la responsabilidad conjunta de los padres en cuanto a las decisiones más importantes relacionadas con la crianza, educación y establecimiento del niño.
· Respecto al último punto, se trata de una crítica basada en un concepto de familia que no se condice con las estructuras familiares modernas, eminentemente variables ligadas al funcionamiento particular de cada familia en un momento específico en el campo económico, cultural, político , ideológico y religioso.





En relación a lo expuesto, es necesario insistir en que uno de los roles fundamentales de la ley es su valor educativo, por tanto, debe desplegar su potencial de cambio al máximo, intentando adelantarse o, en su defecto, ir a la par de los cambios culturales
.





En esta tarea, será importante tener en cuenta las propuestas y conclusiones alcanzadas en el Segundo Encuentro de Derecho de Familia en el Mercosur y países asociados, realizado en la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires los días 24 y 25 de agosto de 2006, en materia de responsabilidad parental, en el que se establecieron pautas de armonización legislativa y especialmente en lo referido a “la Guarda de los Hijos después del Divorcio”, expositora Cecilia Grosman, encuentro en el que participó Chile a través de la presencia y exposiciones de doña Maricruz Gómez De La Torre. En lo pertinente, se trata de las siguientes:





“1. Cuestiones terminológicas: reemplazar la expresión “patria potestad” por “responsabilidad parental”. Tenencia o custodia de los hijos por “cuidado personal de los hijos” o “convivencia con los hijos”. La expresión “visitas” por “comunicación con los hijos”.





2. En caso que los padres no convivan, debe mantenerse el ejercicio de la responsabilidad parental en cabeza de ambos padres, ello sin perjuicio de que por voluntad de las partes o decisión judicial, en interés del hijo, se atribuya el ejercicio de la función a sólo uno de ellos o se establezcan distintas modalidades en cuanto a la distribución de tareas. Igualmente, podrá establecerse el ejercicio unipersonal si se acreditare un serio desentendimiento del hijo por parte de uno de los padres.





3. En el modelo armonizador debe consignarse que la voluntad de los padres es prioritaria para decidir el régimen de convivencia con el hijo, ya sea el cuidado unipersonal del hijo o el cuidado compartido, salvo que tal acuerdo lesione el interés del niño o adolescente.





4. Deben propiciarse los acuerdos de “cuidado compartido” del hijo y plantearse como alternativa preferencial en los ordenamientos legales, teniendo en cuenta el derecho del niño a la responsabilidad de ambos padres en su crianza y educación, consagrado en los artículos 9° y 18 de la Convención sobre los Derechos del Niño. Es conveniente, en principio, contar con el acuerdo de los padres. Sin embrago, pueden darse circunstancias por las cuales resulte apropiado que el juez disponga el régimen de cuidado compartido en interés del hijo.





5. Aun cuando se considere el cuidado compartido del hijo como la opción más beneficiosa para el grupo familiar, como no siempre es posible o conveniente arribar a esta solución, no sólo los padres podrán acordar el cuidado unipersonal del hijo, sino también podrá decidirlo el tribunal si en función de las circunstancias del caso, y teniendo en cuenta el interés del niño o adolescente, no resulte aconsejable el sistema de cuidado compartido.





6. En la atribución del cuidado del hijo de carácter unipersonal deben evitarse exclusiones fundadas en presunciones abstractas de ineptitud en función del sexo, la religión, la orientación sexual o las preferencias políticas o ideológicas. Sólo pueden juzgarse las conductas y actividades de los progenitores en la medida en que afecten el interés del niño o adolescente y repercutan en su desarrollo y formación.





7. La preferencia materna, que aún subsiste en ciertas legislaciones de la comunidad regional, constituye una discriminación en función del sexo que lesiona el derecho igualitario de ambos padres en la relación con sus hijos, consagrado en los tratados de derechos humanos. Ello no impide que la edad del hijo se considere un elemento relevante a la hora de decidir con quién convivirá el niño, pero el juez debe tener la libertad de adoptar una decisión teniendo en cuenta su mejor interés en cada caso singular.





8. Debe considerarse como un elemento relevante para acordar el cuidado del hijo cuál es el progenitor que facilite de manera amplia la comunicación y las relaciones con el padre no conviviente.





9. Es necesario consignar en forma expresa que el régimen de comunicación con los hijos no sólo consiste en encuentros periódicos, sino que, al mismo tiempo, implica el derecho del padre a participar en forma activa, juntamente con el progenitor que vive con el hijo, en la función de crianza y educación.





10. En los casos de obstrucción al régimen de comunicación del progenitor con sus hijos, sin perjuicio de las sanciones civiles o penales que se establezcan, es conveniente la implementación de un procedimiento que permita indagar las causas del conflicto planteado mediante el apoyo de un equipo interdisciplinario que oriente y ayude a las partes a encontrar una solución al problema planteado. Esta misma herramienta legal es preciso instrumentarla en los casos en que resulte incumplidor el progenitor a cuyo favor se estableció el régimen de comunicación.





11. La obstrucción de la relación materno o paterno-filial podrá dar lugar a que se modifique el régimen de convivencia con el hijo, salvo que ello afecte su interés.





12. Procede la acción de daños y perjuicios contra el progenitor que obstaculiza las relaciones del hijo con el otro padre, así como también es responsable civilmente de los daños causados el progenitor que incumple injustificadamente el régimen de comunicación con el hijo.





13. Es necesario establecer en el modelo de armonización legislativa de la comunidad regional, el derecho del niño o adolescente a relacionarse con familiares u otras personas con las cuales tiene un vínculo de afectividad que desea mantener.”
.





Finalmente, cabe hacer una distinción fundamental dentro de la temática del concepto de cuidado personal, y consiste en separar los términos de custodia o tenencia del niño, del cuidado personal referido a la responsabilidad parental conjunta en las decisiones de la crianza, educación y desarrollo del niño, puesto que el hecho que uno de los padres conserve dicha tenencia o custodia no puede privar al otro padre del ejercicio de los derechos-deberes respecto del hijo común, salvo que en interés del hijo y por resolución judicial se limiten estos derechos o su ejercicio a uno de los progenitores.





Chile se encuentra hoy enfrentado a cambios legislativos fundamentales y este es uno de esos desafíos, quizá el más importante si pensamos en aquella frase que indica que los niños son el futuro de un país y que la familia, sin apellido, es el núcleo fundamental de la sociedad
.”.

Enseguida, hizo uso de la palabra el abogado señor Nicolás Espejo, Consultor Encargado de Protección Legal del Fondo de Naciones Unidas para la Infancia (UNICEF).


Manifestó que, en primer término, se referiría a los requerimientos que plantea la Convención sobre los Derechos del Niño en la materia en estudio, para, luego, verificar la forma como la iniciativa en discusión se ajusta a aquellos y destacar tanto las bondades de ésta como los aspectos que podrían mejorar.


Hizo presente que el referido instrumento internacional establece deberes y derechos de los padres en relación a sus hijos menores y define cómo debe entenderse el rol de aquellos, desde la perspectiva de impartir al niño dirección y orientación apropiada para el ejercicio de sus derechos.


Sobre el particular, mencionó, en primer lugar, el artículo 5°, que contempla el deber de los Estados partes de respetar las responsabilidades, derechos y deberes que los padres tienen en cuanto a impartir al niño la dirección y orientación apropiadas para que éste ejerza los derechos que este tratado les reconoce.


Hizo notar que esta disposición redefine la relación filio paternal en términos de dirección y orientación apropiadas.


Enseguida, aludió al artículo 18 de la Convención, que refuerza el principio de corresponsabilidad paternal. En efecto, dijo, según este precepto, ambos padres tienen obligaciones respecto a la crianza y al desarrollo del niño y su preocupación tiene que ser siempre el interés superior del niño.


Luego, se refirió al artículo 19, concerniente al deber de los Estados partes de velar por que el niño no sea separado de sus padres en contra de la voluntad de éstos, a menos que ello se determine por revisión judicial y en atención al interés superior del menor, como ocurre, por ejemplo, en el caso de abusos. Hizo notar que si se establece un procedimiento, todas las partes interesadas deben concurrir a él y deben manifestar sus opiniones.


Expresó, igualmente, que la norma prescribe que si hay separación, el niño conserva su derecho a mantener relaciones personales y contacto directo con ambos padres de modo regular, salvo que ello sea contrario a su interés superior.


Destacó, enseguida, el artículo 12, según el cual el niño tiene derecho a ser oído y a expresar su opinión libremente en todos los asuntos que lo afectan, teniéndose en cuenta dichas opiniones en relación a su edad y grado de madurez.


A continuación, abordó los aspectos positivos del proyecto en estudio.


En esta materia, destacó el reconocimiento de la institución del cuidado personal compartido, como modelo cooperativo voluntario y no como sanción. Ello, dijo, constituye un gran avance en términos de garantizar en nuestra legislación la corresponsabilidad parental.


Agregó que la figura del cuidado personal compartido no se puede imponer por parte del juez, lo que también constituye un gran avance.


Señaló que otro aspecto positivo viene dado por el rol cautelar del juez consagrado en el artículo 225, inciso quinto, que permite que éste haga una revisión de los elementos que son centrales para la verificación del interés superior del menor en el caso concreto.


También puso de manifiesto la derogación que el proyecto propone en relación al artículo 228 del Código Civil, en virtud del cual la persona casada a quien corresponda el cuidado personal de un hijo que no ha nacido de ese matrimonio, sólo podrá tenerlo en el hogar común con el consentimiento de su cónyuge.


Sostuvo que otro aspecto relevante consiste en el fortalecimiento y la precisión del concepto de relación directa y regular que se hace en el artículo 229 del señalado Código.


Por otra parte, connotó el establecimiento, en el artículo 40 de la Ley de Menores, de criterios judiciales para determinar el interés superior del hijo. Hizo presente que es vital otorgar a los jueces una guía en esta materia, porque, de lo contrario, puede producirse una discrecionalidad judicial y no una interpretación  coherente con la ya citada Convención sobre los Derechos del Niño.


Hizo notar, finalmente, el hecho de que en el artículo 41 de la misma ley se determinen los factores que el juez deberá considerar para determinar el régimen de cuidado personal compartido.


En cuanto a los aspectos mejorables del proyecto en análisis, expresó que el primero de ellos consiste en modificar la noción de cuidado personal compartido que se ha aprobado en primer trámite constitucional, pues ella reduce dicha institución al ámbito de la residencia compartida, en circunstancias en que va más mucho allá.


Expresó que la custodia o cuidado personal compartido busca propiciar la coparentalidad, en base a un modelo global de orientación y guía en los aspectos vitales del niño. En este sentido, dijo, el cuidado personal compartido cubre diversos aspectos, tales como la educación de los hijos, decisiones vinculadas a su salud, libertad de circulación dentro y fuera del territorio, etc. Aclaró que la residencia es sólo un aspecto o dimensión del cuidado personal, pero no lo agota.


Indicó, en segundo lugar, que existirán situaciones en que el juez no verificará la protección del interés superior del niño en el caso concreto, toda vez que operará la atribución legal supletoria a favor de la madre. En este punto, hizo notar que considera necesario que haya un mecanismo que permita verificar el interés superior del hijo.


Enfatizó que el interés superior del niño debe verificarse por parte del juez en el caso concreto y no basarse en supuestos o presunciones generales sobre el bienestar de aquél. Sostuvo que el objetivo central de la ley debe ser que se respete el interés superior del niño, cuestión que requiere la verificación judicial en base a criterios objetivos. Sobre este particular, hizo presente las consideraciones que la Corte Interamericana de Derechos Humanos formuló sobre la materia al pronunciarse sobre el caso Atala Riffo y niñas vs. Chile. Citó, al efecto, las consideraciones contenidas en los párrafos 109, 110 y 111 de su sentencia, de fecha 24 de febrero de 2012.

Precisó que otro aspecto susceptible de ser perfeccionado es el derecho del niño a ser oído, ya que en el proyecto se señala que el juez deberá hacerle una evaluación “especialmente” si ha cumplido 14 años. Destacó que la expresión “especialmente” va en contra de lo que señala la Convención de los Derechos del Niño, que propone que se aplique el criterio del grado de madurez.


Sobre el particular, explicó que los jueces pueden descuidar el derecho de los niños menores de 14 años a expresar su opinión, lo que puede generar una distorsión importante, al reconocer el derecho a ser oído sólo a los adolescentes y no a los niños menores de aquella edad.

Al respecto, citó nuevamente el ya mencionado fallo recaído en el caso Atala Riffo y niñas vs. Chile, en que la Corte Interamericana de Derechos Humanos desarrolla este concepto en las consideraciones contenidas en los párrafos 196, 197, 198, 199, 200 y 206 del mismo.


Por otra parte, sostuvo que el proyecto, al definir la relación directa y regular, agrega dentro de aquel concepto el adjetivo “personal”, cuestión –dijo- discutible, pues hay formas de relación directa y regular que no presuponen el contacto personal, como, por ejemplo, aquellas derivadas de las nuevas tecnologías. Es el caso de las llamadas de teléfono, skype, etc. Afirmó que una definición de relación directa y regular que agregue el carácter de “personal” puede importar afectar el régimen de relación directa y regular en estos otros casos. Igualmente, hizo presente la práctica progresiva de los tribunales de justicia nacionales y extranjeros, en orden a reconocer formas no personales de relación directa y regular.


En último término, en cuanto a las enmiendas que se hacen a la ley N° 16.618, de Menores, opinó que no son convenientes pues el Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas ha recomendado en diversas ocasiones al Estado de Chile la derogación de dicho cuerpo legal, en atención a que éste se basa en un paradigma tutelar de la infancia. Señaló que debe promulgarse una ley de protección integral a los derechos de los niños, proceso que presupone la derogación de la ley antes mencionada.


Aconsejó que las normas que establecen criterios de interpretación sobre el interés superior del niño y los factores para determinar el sistema de cuidado personal, se incorporen derechamente al Código Civil. Insistió en la necesidad de contar con un marco integral que regule las distintas materias legislativas en lo relacionado con la infancia.


Concluyó su exposición poniendo de manifiesto la relevancia de la figura del Defensor del Niño, como institución que en forma autónoma e independiente pueda opinar sobre cómo los distintos proyectos de ley respetan o no los derechos de los niños. Señaló que ese rol debiera desempeñarlo el día de mañana una institución del Estado de Chile.

Enseguida, intervino la Profesora señora Andrea Muñoz.

Señaló, en primer término, que, en su opinión, la propuesta que llega al Senado en segundo trámite legislativo está, en términos generales, bien orientada, salvo en cuanto mantiene la regla supletoria en virtud de la cual, a falta de acuerdo, se entrega el cuidado personal de los hijos a la madre en caso que los padres se encuentren separados. Tal cuestión –connotó- la motivó de manera especial a concurrir a esta sesión.


Compartió el criterio de quienes han sostenido que dicha norma es inconstitucional, agregando que el primero en plantear sus dudas de constitucionalidad fue el Profesor señor Enrique Barros, recién dictada la ley N° 19.585
 y que luego se han sumado las voces de muchos otros autores
. Más que nada, le parece que se trata de una regla innecesaria y poco adecuada para resolver un conflicto en que lo que debiera primar es el interés superior del niño. A continuación, pasó a fundamentar sus afirmaciones.


Explicó que la norma actual (artículo 225 del Código Civil) establece, en primer lugar, que toca a la madre el cuidado personal de los hijos cuando los padres viven separados, pero a continuación establece la posibilidad de que los padres, por un acuerdo privado, convengan en entregar el cuidado al padre. Éste, dijo, es un acto solemne y perfectamente revocable. Por eso la doctrina ha entendido que estamos en presencia de una norma supletoria, ya que en verdad prima la voluntad de los padres pues éstos pueden alterar la norma legal y convenir una cosa distinta, de manera que sólo si nada dicen, se aplica o rige lo dispuesto en la norma. En todo caso, prosiguió, sea que el cuidado personal lo hayan convenido los padres o que esté en aplicación la regla supletoria, el juez podrá modificarlo – y entregar el cuidado al otro de los padres - si así lo exige el interés superior del menor, por existir una causa calificada.


¿Qué propone el proyecto en estudio? Destacó que, en primer lugar, la iniciativa parte por establecer que el cuidado personal de los hijos será el que acuerden los padres, vale decir, destaca como prioritaria la regla de atribución convencional, cuestión que le parece acertada, porque aunque en realidad no signifique un cambio sustantivo respecto de lo que la normativa actual contempla, importa reafirmar que esta es la regla principal, es decir, que son los padres los que deben decidir de común acuerdo una cuestión tan importante como el cuidado de los hijos, una vez producido el quiebre de la convivencia, y agrega como alternativa, que los padres puedan convenir el ejercicio conjunto o compartido del cuidado personal del o los hijos, cuestión que también le parece conveniente, pero que dejó todavía pendiente, para poner atención en la regla que, anunció, deseaba controvertir y que consiste en lo siguiente.


Como ya lo adelantara, luego de consagrar la atribución convencional, la propuesta establece que mientras no exista acuerdo de los padres o decisión judicial, la madre tendrá el cuidado de los hijos menores, es decir, mantiene la regla supletoria actualmente vigente de atribución legal en favor de la madre, en circunstancias que lo prudente y razonable sería establecer que a falta de acuerdo, quien debe decidir es el juez, teniendo como única regla que lo guíe, la de determinar aquello que sea más beneficioso para el niño.


Explicó que esta norma ciertamente tiene una larga historia y que, en el fondo, es la misma que originalmente instituyó Bello, sin perjuicio que a través de los años ha venido sufriendo variaciones menores, sea para subir la edad de los hijos varones que quedaban a cargo de la madre, o para eliminar la diferencia por sexo, que hacía que a partir de determinada edad los hijos varones quedaran al cuidado del padre, en fin.


Indicó que la diferencia está, sin embargo, en que esa norma era aceptable en otro contexto social y jurídico. Social, en el sentido que efectivamente en la estructura familiar tradicional se encontraban muy marcados los roles de madre que se dedicaba al cuidado del hogar y padre proveedor, cuestión que ha venido cambiando progresivamente con los años, a partir del ingreso de la mujer al mundo del trabajo y la mayor participación de los padres en la crianza de sus hijos. En lo jurídico, las modificaciones introducidas a partir de la ley N° 19.585 y la incorporación de las normas contenidas en la Convención de los Derechos del Niño, ponen en el centro al niño, como sujeto de derechos, de manera que todas las decisiones que le afecten deben ser tomadas en función del interés superior de éste. Los derechos de los padres se entienden como derechos–funciones, derechos-deberes, con lo que se quiere resaltar que se trata de facultades o derechos concedidos a los padres en aras de la satisfacción del bien de los hijos.


Sostuvo que es por eso que mantener a estas alturas una norma que radica automáticamente el cuidado de los hijos en la madre, por el solo hecho de serlo y al margen de cualquier consideración sobre qué es lo mejor para el niño en el caso concreto de que se trata, es muy fuerte y contraviene no solamente la igualdad ante la ley consagrada constitucionalmente en relación al padre (ámbito en el que no quiso situar mis críticas), sino que también contraviene el eje central de la normativa actualmente vigente en relación al ejercicio de la autoridad paterna, cual es la primacía del principio del interés superior del niño. Dijo que con esto, obviamente no se pretende insinuar que entregar el cuidado a la madre sea contrario al interés del niño; probablemente en una buena cantidad de casos sea lo mejor, pero lo que ocurre es que eso se debe determinar luego de un debate en que se aporten antecedentes al juez que permitan establecer con un mayor grado de certeza qué es lo más beneficioso para el menor.


Expresó que los argumentos para mantener esta norma en la discusión de la ley N° 19.585 fueron, según consta de la historia de aquella ley, de tipo práctico. Se dijo que de esta forma se evitarían dificultades en su establecimiento y que, además, lo frecuente era que los hijos se quedaran con la madre. Parece obvio que ninguno de estos argumentos es suficiente para tomar una decisión tan importante como la de decidir el cuidado personal de los hijos. Por otra parte, tampoco es cierto que no tener una norma supletoria supondría un colapso en la judicatura y una incertidumbre para los hijos. Señaló que su intuición es, por el contrario, que eso obligaría a los padres a discutir francamente el tema y a alcanzar acuerdos en forma menos dramática y más fluida.
 Ahora bien, prosiguió, si no llegan a acuerdo, deberán recurrir a la justicia. ¿Qué tan problemático puede ser esto? se preguntó. Consideró que, en ese caso, las partes además deberán someterse en forma previa a mediación obligatoria y, en todo caso, lo más probable es que se decrete una medida provisoria mientras se ventila el procedimiento. Hizo notar que el problema que se genera, en cambio, con la existencia de esta norma de cierre, es que tiende a impedir los acuerdos, en la medida en que fortalece la posición de la madre –a ella le basta oponerse- y eleva la vara para el padre, quien se verá obligado a acreditar una situación grave –una causa calificada– para obtener la titularidad del cuidado del hijo, en circunstancias que a lo único que debiera atender el juez es al interés superior del niño, esto es, con quién el hijo se desarrollará mejor.


Añadió que el análisis de las causas judiciales por cuidado personal permite advertir, asimismo, que esta regla supletoria es utilizada con frecuencia como criterio de atribución judicial, es decir, los jueces tienden a poner su atención más bien en si a la madre le afecta una inhabilidad para hacerse cargo del hijo, en el entendido de que sólo así podrán “alterar la regla” que viene dada, cuestión que se opone al espíritu de las nuevas normas y que, además, supone darle una interpretación que excede al de una regla supletoria. Indicó que no es infrecuente encontrar fallos de segunda instancia y más aún de casación, en que la Corte argumenta que los antecedentes no permiten alterar esta norma de “orden natural” que obliga a que los hijos estén con las madres, fundamento que, como se ha visto, no se encuentra, al menos en forma explícita, en la historia de la ley.


Opinó que, a la postre, el perjuicio es mucho mayor que el beneficio, no sólo para el niño, sino también para los padres. Para el padre, que se ve excluido de la posibilidad de hacerse cargo del cuidado de su hijo por aplicación de una norma que presume –en abstracto- que con la madre estará mejor, y porque desincentiva el desarrollo de una corresponsabilidad parental; para la madre que debe lidiar con su jefatura del hogar y muchas veces ansiaría compartir esta responsabilidad y, sin embargo, le es difícil escapar del modelo impuesto por la regla, consolidando con ello el patrón cultural.


Concluyó esta parte de su alocución señalando que, en la actualidad, la tendencia del derecho comparado es a dejar que los padres decidan quien tiene el cuidado personal y, en su defecto, lo dirime el juez. Manifestó que ya no quedan ordenamientos que mantengan una situación como la nuestra, salvo el caso de Argentina, en que se entrega el cuidado de la madre al niño menor de 5 años, norma respecto de la cual, en todo caso, se alzan voces que reprochan su inconstitucionalidad.


Enseguida, en otro orden de ideas, consideró positivo incorporar, como lo hace el proyecto, la alternativa del cuidado compartido, esto es, mencionarlo expresamente como una de las posibilidades que tienen los padres de organizar la convivencia con el hijo luego de la ruptura conyugal
. Informó que esta es una opción que ya se maneja en la inmensa mayoría de los ordenamientos jurídicos actuales (es el caso de España, Francia, Alemania, Italia, por nombrar sólo los europeos) y constituye una manifestación del principio de corresponsabilidad parental.


Explicó que fortalecer la idea de una corresponsabilidad parental implica avanzar en un proceso que reconoce como necesaria la distribución equitativa entre ambos padres de las distintas funciones propias de la autoridad parental. Agregó que se dice, por otra parte, que el cuidado compartido pretende preservar el derecho de los hijos a mantener una relación afectiva con ambos padres, pese a la crisis familiar, y en ese contexto, busca mantener la cotidianeidad de dichas relaciones. Connotó que la custodia compartida no es un sistema único, sinónimo de una alternancia estricta de la residencia del menor, sino que admite diversas modalidades y dependerá de las circunstancias particulares de cada familia; cualquiera sea la modalidad, significa, en definitiva, la opción de organizar la convivencia del hijo de manera que ambos padres puedan participar más activamente en su cuidado personal, pudiendo establecer que éste viva con cada uno de ellos lapsos sucesivos o alternados más o menos predeterminados.


Indicó que es obvio que frente a un sistema que no conocemos en su aplicación puedan surgir dudas acerca de su conveniencia, principalmente porque se suele argumentar como desventajas del sistema, los problemas que se pueden generar en relación a la estabilidad del niño o la falta de unidad en la dirección de su cuidado y educación; sin embargo, y admitiendo que éstos son dos aspectos delicados que hay que considerar, manifestó que tenía la impresión que se trata de críticas apriorísticas y poco informadas, en la medida que suponen un modelo estereotipado de un niño que corre de casa en casa, en circunstancias que como se ha dicho, las opciones son muchas y dependerá de las circunstancias familiares concretas.


Dijo entender, sin embargo, que la custodia compartida no será recomendable o posible de aplicar en todos los casos y que probablemente en un país como el nuestro (con sus extensas jornadas laborales, largas distancias, escasos recursos materiales, entre otros factores), sus exigencias no permitan que se aplique en definitiva, sino en un reducido número de casos, pero no por eso se debe excluir como opción.


En consecuencia, estimó que es positivo y conveniente que se reconozca legalmente como una alternativa que los padres pueden explorar, porque eso permitirá instalar el tema y creará una mayor conciencia de la importancia de la corresponsabilidad parental. No quiso decir con esto que la custodia compartida sea el paradigma o la única forma de alcanzar una corresponsabilidad parental. Desde ya, advirtió que pensaba que el establecimiento de un régimen amplio y fluido de relación directa y regular puede conducir a similares resultados
. Señaló que en Chile existen casos en que los acuerdos regulatorios celebrados entre cónyuges que se divorcian han contemplado esta modalidad de cuidado personal o una custodia unipersonal pero con un régimen tan amplio de comunicación directa y regular que se asemeja a una de las formas de cuidado compartido y los jueces se han visto en la necesidad de aprobarlos, no obstante su no consagración legal explícita, aunque luego, según ha tenido conocimiento, se presentan problemas para su inscripción en el Registro Civil.


Opinó que uno de los aspectos que debiera estudiarse con más detención en relación a este tema, es si sólo se debiera admitir en la medida que exista acuerdo de los padres -lo que parece ser la idea del proyecto, según parece- o si también podría decretar el cuidado compartido el juez, a instancia o petición de uno de los padres, como lo admite excepcionalmente el ordenamiento español, por ejemplo, o como en el caso francés, que contempla la posibilidad de que el juez lo decrete como una decisión transitoria, para verificar la factibilidad del sistema.


A continuación, se refirió a un tercer aspecto, que le pareció relevante y que celebró. Consiste en que el proyecto establece como regla supletoria, el ejercicio conjunto de la patria potestad por parte de ambos padres. Consideró que con ello se da un paso más en el avance que había significado la reforma introducida por la ley N° 19.585, que permitió que ambos cónyuges decidieran de común acuerdo quien sería el titular de la patria potestad, contemplando la alternativa de que fuera el padre, la madre o ambos en conjunto. Dijo que esta buena idea, sin embargo, estaba destinada a perderse, en la medida que como regla supletoria se radicó la titularidad en el padre, ya que, de ese modo, en los hechos, ésta ha sido la regla que ha primado. Le pareció, en todo caso, que la propuesta actual podría ser mejorada si se regulara con alguna mayor precisión la forma de realizar ese ejercicio conjunto, ya que consignar solamente que ambos padres podrán llevar a cabo indistintamente los actos de representación del hijo, siempre que no lo perjudiquen ni le impongan obligaciones, resulta insuficiente. Sobre el particular, señaló que podría ser útil revisar lo que proponía el proyecto que dio lugar a la ley N° 19.585, sobre la materia.


Expresó que no podía dejar de manifestar, en todo caso, que le habría gustado aprovechar la oportunidad de esta reforma para establecer de una vez por todas un concepto unitario de autoridad paterna, que reúna los aspectos personales y patrimoniales de la relación parental, como ocurre en la mayoría de los países y como proponía el proyecto de filiación, aspecto éste que no fue aprobado. Recordó que en el derecho comparado no se conoce la particular distinción que hace el ordenamiento chileno, de autoridad parental por un lado, referida a los aspectos personales, y patria potestad, por otro, reservado a lo patrimonial, añadiendo que no parece razonable volver a intervenir en este ámbito, sin hacer esta modificación más global que moderniza el sistema.


En cuarto lugar, abordó las modificaciones que se introducen a la Ley de Menores, específicamente en los artículos 40 y 41, que establecen algunos criterios que los jueces deben tomar en consideración a la hora de determinar cuál es el interés superior de un menor, o de definir la titularidad del cuidado personal.


Al respecto, señaló que se trataba de una cuestión de estrategia que se debe discutir. Opinó que, en principio, cabría pensar que lo ideal es no pautear demasiado al juez ya que de alguna manera eso podría conducir a “achatar” las decisiones, ya que sugeriría que basta con aplicar ese molde. Agregó que, sin embargo, la otra cara de la moneda indica que ésta puede ser una alternativa interesante para estimular a los jueces a hacer el ejercicio de “construir” el interés superior del menor en cada caso, en base a los criterios que el proyecto propone, e impedir de ese modo que este sea un concepto vago o indefinido que se ocupa como un cliché, en forma abstracta y que sirve más bien para decidir lo que el juez cree, de acuerdo a sus propias convicciones, que debe ser el interés superior del menor. Observó que, desde esta perspectiva más pragmática, pudiera ser conveniente incorporar este tipo de criterios, aunque “amarren” un poco al juez. Lo mismo debiera ocurrir en el caso de los criterios que se sugiere tener en consideración cuando se deba definir un cuidado personal.


Tocante a la idoneidad de los criterios mismos contenidos en la propuesta, le pareció reconocer, en aquellos que se consideran para efectos de definir el interés superior del niño, una serie de recomendaciones y parámetros que el derecho anglosajón ha ido elaborando para los jueces y abogados y que han sido recogidos y trabajados por un autor español, Rivero Hernández
. Estos criterios fueron consignados en un fallo de la Corte de Apelaciones de Santiago hace algunos años (Rol 7.166-2003), que luego ha servido de guía para orientar la jurisprudencia al menos de nuestros tribunales superiores de justicia. Sugirió revisar a Rivero Hernández para ver si el proyecto en análisis menciona todos los criterios por él consignados.


Expresó que, a su turno, los criterios utilizados para pronunciarse sobre el cuidado personal parecen tomados del derecho francés, en la última reforma sobre custodia compartida. En principio, le parecieron bastante exhaustivos pues dan la impresión que consideran todos los aspectos prácticos que permitirían evaluar si resulta conveniente darle curso a un sistema de esa naturaleza. Pudieran estar demás, sin embargo, en relación a la custodia unilateral, en la medida que en esa situación particular parece bastar con aquellos que se mencionan para determinar o construir el interés superior del menor.


En quinto lugar, se refirió a la derogación del artículo 228 del Código Civil que se plantea en el proyecto, la cual, dijo, cuenta con toda su adhesión por cuanto se trata de una norma absolutamente anacrónica, inadecuada y discriminatoria, que por lo demás ha sido criticada duramente por la doctrina nacional.


Complementando su intervención, enunció algunas cuestiones puntuales que sugirió corregir o mejorar en el proyecto. A saber:


a) Le pareció vaga e innecesaria la frase que se incorpora en el artículo 225 del mismo Código como condición para modificar el cuidado personal, “cuando las circunstancias lo requieran”, en la medida que se mantiene el criterio esencial de que lo que vale es el interés del menor.


b) No consideró necesario introducir modificaciones en el artículo 229, referido a la regulación de la relación directa y regular. Estimó que está demás la definición que se propone y la idea de que ésta puede variar conforme cambien las circunstancias, ya que eso está contenido en el artículo 242 de dicho cuerpo legal para todas las materias
. Eventualmente, agregó, si se quiere dar una señal, podría incorporarse lo que propone el inciso penúltimo.


c) Tampoco le parece necesaria la modificación que se introduce al artículo 21 de la Ley de Matrimonio Civil, en la medida que basta con introducir el cuidado compartido en las normas sustantivas del Código Civil, como propone el proyecto. Expresó que la técnica utilizada en esa ley supone que se trabaja sobre la base de las reglas sustantivas existentes en el Código Civil y otras leyes especiales, en todas las materias a que allí se alude
. Indicó que si hubiera algo que agregar al contenido del acuerdo regulatorio, ella sería partidaria de incorporar como otra de las materias que debieran acordarse, la patria potestad.


d) Explicó que si bien entendía que la modificación que se pretende introducir al artículo 42 de la Ley de Menores apunta a desvincular definitivamente las inhabilidades que dicha norma menciona, de los criterios en base a los cuales el juez debe definir el cuidado personal, en conformidad al artículo 225 del Código Civil, le parece que debiera corregirse o complementarse, en el sentido de eliminar la alusión a “uno” de los cónyuges, ya que es la única forma que la norma pueda entenderse circunscrita a lo dispuesto en el artículo 226, que permite entregar el cuidado personal de un menor a un tercero, cuando ambos padres se encuentran en alguna causal de inhabilidad de las que contempla el artículo 42 mencionado.


e) En último término, como mensaje adicional, instó a velar para que al regular el cuidado personal no se separe a los hermanos. Dijo tener la impresión de que éste es un aspecto que no se cuidó suficientemente en la reforma de la ley de filiación y que debió haber quedado como una situación excepcional al tratar de la atribución convencional.


A continuación, hizo uso de la palabra el Profesor de Derecho Civil y Director del Departamento de Derecho Privado de la Universidad de Chile, señor Mauricio Tapia.

Comenzó su exposición preguntando qué se desea con esta reforma, a lo que respondió que, revisado el título de este proyecto de ley, se advierte que se pretende cautelar la integridad del menor.


Hizo notar que la integridad del menor tiene que ver con una cuestión corporal, de integridad física, agregando que la iniciativa también se pronuncia sobre cuestiones patrimoniales, pues hace referencia a la patria potestad.


Indicó que si se continúa analizando el proyecto, se encuentran preceptos que dicen relación con la igualdad. En efecto, dijo, el Código Civil contempla una desigualdad en favor de la mujer, que debiera corregirse. Se preguntó, igualmente, sobre la razón por la cual el SERNAM ha tenido una activa participación y compromiso en esta tramitación, conjeturando si ella, en alguna medida, responde a la discriminación que en este momento se advierte en relación al padre.


Agregó que otro de los propósitos parece ser el de crear un sistema de residencia alternativa para el menor, es decir, que éste viva con su madre un determinado lapso y el siguiente con su padre, y así sucesivamente.


Señaló que, en síntesis, el proyecto de ley en estudio tiene una diversidad de propósitos, lo que no obstante ser factible en una ley, presenta problemas cuando no se tiene claridad respecto a los mismos, lo que puede conducir a conclusiones confusas.


Precisó que en nuestro medio se aprecia una gran actividad legislativa tendiente a modificar varios aspectos del Derecho de Familia. A título de ejemplo, indicó que hay proyectos en curso sobre separación judicial; separación de hecho; modificación de varios aspectos sobre los bienes familiares y reforma de la sociedad conyugal. Resaltó, sin embargo, que entre ellos hay cierta falta de coherencia en cuanto a lo que se quiere hacer.


Deploró lo anterior, manifestando que las leyes civiles son instrumentos de seguridad jurídica pues definen las posiciones que se tiene en las relaciones recíprocas. De este modo, dijo, se ha llegado a decir que el Código Civil es la Constitución Civil de Chile. En consecuencia, dijo, lo deseable es que cuando estas leyes se modifican, ello se haga de manera coherente, más si se trata del Código Civil en que también el concepto de codificación exige que se observe dicho criterio.


A continuación, se preguntó si un sistema de residencia y cuidado compartido es pertinente en Chile, agregando que ni en los países donde se aplica esta modalidad hay estudios concluyentes al respecto y que, de acuerdo un estudio realizado en Francia, los menores afectos a tal sistema señalaron sentirse como permanentes viajeros.


Expresó que en cuanto a los temas generales del proyecto en estudio, nuestro Derecho Civil tiene una deuda antigua que no ha podido resolverse en las sucesivas modificaciones que se han introducido.


Indicó que la mencionada deuda dice relación con tres principios, que son la prevalencia que debe tener la protección del interés superior del menor frente a los derechos de los padres; los espacios de libertad que debe haber al interior de la familia y la necesidad de igualdad en las posiciones de los padres frente al quiebre matrimonial.


Declaró que los problemas mencionados surgen del ordenamiento civil, ya que éste recoge una noción de familia piramidal que provenía del Derecho Romano, donde el padre gobernaba y disponía de autoridad marital sobre la mujer y de autoridad paterna sobre los hijos, con derechos sobre sus personas y sus patrimonios.


Agregó que, sin embargo, el paradigma ha variado y que el cambio de perspectiva del siglo XX revirtió estos conceptos, de manera de reagrupar, en la noción de “autoridad parental”, un conjunto de derechos sobre la persona y el patrimonio del hijo, pero sin discriminar a la mujer.


Se preguntó por qué se estructuró en el Código Civil una noción vinculada a la potestas, es decir, al poder sobre los hijos, y no sobre la autoritas, es decir, la autoridad que se ejerce sobre la base de derechos y deberes.


Explicó que a la mujer se le asignó el rol de cuidar a los hijos, pero en ningún caso el de la administración de los bienes. Por otro lado, al marido se le atribuyó el rol de trabajar y administrar los bienes.


Sostuvo que la distinción entre autoridad paterna y patria potestad hoy en día no tiene ningún sentido y sólo genera problemas en el Derecho actual. Señaló que, a su juicio, la noción de patria potestad es en sí misma discriminatoria.


Enfatizó que lo que se debe hacer es regular adecuadamente la autoridad parental, reunificando los distintos deberes y derechos recíprocos entre padre y madre. Indicó que la autoridad parental constituye en sí misma un conjunto de derechos y deberes recíprocos que tienen que ver con la obediencia y respeto de los hijos respecto a los padres y con su educación, manutención y cuidado.


Añadió que dicha autoridad parental se ejerce sin intervención del Derecho cuando existe armonía familiar, agregando que la única intervención de la ley mientras se da tal armonía se produce en relación a la administración y disposición de los bienes.


Indicó que, en el proyecto, este conjunto de derechos y deberes personales se reducen, indebidamente, a uno solo que es la residencia y que esa visión restrictiva de la autoridad parental ofrece un problema pues la modificación que se propone en dicho contexto consiste en afirmar que los padres comparten los derechos y deberes mientras dure la armonía familiar, y durante el quiebre sólo la compartirán cuando exista la residencia alternativa.


Sostuvo que los padres, manteniendo o no vida en común, siempre deben cumplir obligaciones en relación a los hijos y compartir la autoridad parental respecto a ellos.


Agregó que en la formulación del proyecto en relación a la autoridad parental compartida se habla de corresponsabilidad, concepto que no le pareció un término adecuado por cuanto en el Derecho Civil se utiliza a propósito de la indemnización de daños frente a terceros.


Manifestó que el artículo 2320 del Código Civil señala que, en materia de responsabilidad, es el padre, y a falta de éste, la madre, quien responde por los daños causados por los hijos. Sobre el particular, se preguntó por qué es el padre y no ambos progenitores quienes deben asumir lo anterior.


Expresó que en materia de administración de los bienes del hijo, el proyecto busca atribuírsela a ambos padres. Pero se trata de una administración que de inmediato se define como indistinta, es decir, que cualquiera de los dos puede administrar.


Advirtió que la solución anterior es diametralmente opuesta a lo que se establece en otro proyecto de ley, que modifica la sociedad conyugal, ya que en éste se pretende una administración conjunta subsidiaria o alternativa sólo si existe acuerdo entre los cónyuges.


Agregó que en cuanto a la administración de la patria potestad, ésta no puede afectar derechos ni imponer obligaciones al hijo, de tal manera que con estas limitaciones no se podrán administrar los bienes del hijo.


Manifestó que la solución al problema planteado está en reunificar la autoridad parental con la patria potestad.


Sostuvo que en materia de cuidado personal, éste debe equipararse entre los padres.


Indicó que respecto a la residencia alternativa, estaríamos frente a una institución difícil de aplicar puesto que expone a los menores a un nivel de desarraigo importante. Precisó que en Francia, en 10 años de aplicación de esta institución, sólo el 20% de los matrimonios que se separan han optado por ella, por lo que puede decirse que ha tenido una aplicación más bien marginal, de la cual todavía se desconocen sus efectos en los niños. Expresó que, en todo caso, las leyes de familia deben hacerse atendiendo a la realidad de cada país y no adoptando modelos extranjeros. Destacó la importancia de considerar la idiosincrasia de cada sociedad, haciendo presente que, en nuestro caso, en materias de familia deben tenerse en cuenta características de gran incidencia, como es la existencia de ciertas patologías muy gravitantes y de altas tasas de alcoholismo.


Concluyó su intervención señalando que la regulación clara, coherente y equilibrada de los derechos entre los padres facilitará la adopción de acuerdos por parte de éstos y permitirá que no aumente la judicialización de los conflictos. A la vez, instó a incorporar las enmiendas que se acuerden en el Código Civil, de manera de mantener la organicidad de la legislación sobre familia y evitar que ésta se disocie. Insistió en la necesidad de efectuar un trabajo de síntesis en este campo, el cual puede conducir a la coherencia que se necesita, la que, opinó, no está del todo presente en la iniciativa en estudio.


Enseguida, hizo uso de la palabra la Profesora señora Fabiola Lathrop, abogada, licenciada en Ciencias Jurídicas y Sociales por la Universidad de Chile. Doctora en Derecho por la Universidad de Salamanca. Docente e investigadora de la Escuela de Postgrado de la Facultad de Derecho de la Universidad de Chile y Profesora de Derecho Civil del Departamento de Derecho Privado de la misma Facultad.

Abordó, en primer lugar, la necesidad de unificar el estatuto patrimonial y personal de las relaciones filiales.


Señaló que la Comisión se encuentra ante la oportunidad histórica de ajustar la normativa chilena en materia de efectos de la filiación a los postulados de la Convención de los Derechos del Niño (CDN) y a otros instrumentos internacionales de Derechos Humanos vigentes en Chile.


Este proyecto, dijo, puede hacer realidad la propuesta inicial de la Ley de Filiación de 1998 en cuanto a la unificación de estatutos patrimoniales y personales relativos al hijo, es decir, crear una figura comprensiva del cuidado personal y la patria potestad cuya titularidad pertenezca a ambos padres tanto en situaciones de normalidad como de crisis matrimonial o de pareja y cuyo ejercicio pueda no ser conjunto en tales situaciones.


En efecto, continuó, la opción de Bello contrasta drásticamente con la de otros países, como Francia, España, Alemania, Italia y Argentina (en los que la patria potestad no se restringe a lo patrimonial) y solo se justifica en la medida que el codificador, al hacer esta distinción de estatutos y asignar su ejercicio, por separado, al padre y a la madre, pretendió dar injerencia a la segunda en lo personal y al primero en lo patrimonial, sobre la base de un modelo de familia que se encuentra en franco abandono y que no se ajusta, además, al hecho cotidiano de que ambas cuestiones van desenvolviéndose de forma interdependiente.


Esta opción del legislador chileno tiene importancia para los casos de separación y divorcio, en cuanto relega al padre o madre no cuidador a una función pasiva en relación al hijo en cuya compañía no vive, pues sólo tiene el derecho-deber a que se regule un régimen de relación directa y regular y el de pagar alimentos. En cambio, la persona que ejerce el cuidado personal no solamente vive en compañía del hijo, sino que, además, posee atribuciones privativas en sus ámbitos de salud, escolares y sociales, su representación legal y administración patrimonial, entre otras prerrogativas, sin que el padre o madre que no ejerce el cuidado personal mantenga al menos una figura residual que le permita compartir un nivel de responsabilidad que supere el cumplimiento del régimen de comunicación y los alimentos mencionados.


Al respecto, informó que el Derecho comparado mantiene, sea positivamente o a través de soluciones jurisprudenciales, prerrogativas en el padre o madre que no ejerce el cuidado personal del hijo. Se reconoce así un derecho-deber de vigilancia y control y un deber de colaboración para el padre o madre no custodio, precisamente sobre la base de la responsabilidad parental, que, pese a la ruptura, siguen compartiendo.


Recordó que por lo anterior, en el año 2011 hizo llegar a la Cámara de Diputados una propuesta de articulado de un nuevo Título IX del Libro I del Código Civil, que descansa precisamente en esta idea de unificación de estatutos, a la que anunció que se referiría más adelante.


A continuación, se refirió a la regla de atribución preferente del artículo 225 del Código Civil.


Hizo presente que, en cuanto al cuidado personal en específico, nuestra legislación también se aparta de la tendencia comparada. La gran mayoría de las legislaciones del mundo no contempla preferencia en la asignación del cuidado de los hijos. O, si las ha habido, ellas han sido derogadas por vulnerar el principio de igualdad. Así sucede en Francia, Italia y Alemania. Y en países como Argentina, donde existe también la preferencia materna respecto de los hijos menores de cinco años, se discute la constitucionalidad de la norma
. 


Declaró que, a su juicio, la regla del artículo 225, inciso primero, del Código Civil no presenta las virtudes que se le atribuyen. En efecto: a) genera un problema probatorio en situaciones de separación de hecho pues la madre no tiene como acreditar que es titular del cuidado personal y, por ende, debe solicitar una tuición declarativa al juez; b) no es necesaria, salvo la hipótesis de separación de hecho y nulidad matrimonial pues, en la mayoría de los casos, la ley exige a los padres presentar un acuerdo completo y suficiente, o bien, el juez está obligado a pronunciarse sobre el cuidado personal; c) no existe claridad acerca de si, además de ser una regla de atribución preferente supletoria, es un criterio de atribución judicial, en tanto en cuanto el inciso tercero de este artículo 225 ha provocado problemas interpretativos en los tribunales.


Indicó que manifestación de estas falencias de la norma es la creación jurisprudencial de entrega inmediata, que no está prevista expresamente en la ley y que ha generado discusiones en la práctica judicial. Así, sobre la base de la atribución preferente, las madres recurren a los tribunales solicitando la entrega de sus hijos de manos del padre o terceros, sin que haya mediado pronunciamiento judicial sobre la conveniencia o inconveniencia de que sea ella quien ejerza esta función. Por otro lado, no existe claridad acerca de si cabe esta figura cuando el cuidado personal ha sido atribuido no por el juez directamente, sino por las propias partes de común acuerdo, existiendo fallos contradictorios al respecto. Estos casos son resueltos de manera dispar por los jueces, con la consecuente inseguridad jurídica que ello acarrea.


Opinó que, conforme a los principios generales de la legislación de familia y, en especial, conforme a los postulados de la Convención de los Derechos del Niño, el criterio para determinar la idoneidad de una norma en materia de atribución del cuidado personal no puede ser otro que el interés superior del niño. Agregó que este principio solo es mencionado al regular la atribución judicial. Señaló que el inciso primero del ya citado artículo 225 no menciona este principio al establecer la regla de atribución preferente materna. Además, con este criterio de asignación automática no se satisface este principio pues descansa en una distinción entre padre y madre que no apela a su aptitud parental, sino solamente al sexo de uno u otro progenitor. Por último, desde la perspectiva de la igualdad real o material, esta norma consagra un falso caso de discriminación inversa, en cuanto, en vez de revertir una situación de discriminación histórica, reproduce estereotipos fijados a partir de la naturalización de la diferencia sexual.


Manifestó que el legislador chileno, la doctrina y la jurisprudencia que defienden la tesis de atribución preferente materna, asumen una “inclinación de orden natural” como un determinado estado de cosas, sin detenerse en las consecuencias de esa decisión. Añadió que asumir un supuesto “estado de cosas” no quiere decir que la opción legal que se ha tomado guarde armonía con ese “estado de cosas”.


Al respecto, una investigación que se llevó a cabo en la Universidad de Chile sobre la base de 31 entrevistas a jueces de familia, integrantes del Consejo Técnico, abogados y mediadores especialistas en Derecho de Familia y la revisión de 180 sentencias sobre cuidado personal y relación directa y regular en las que recayó sentencia de término por la Corte Suprema dentro de los años 2007 a 2010 provenientes de tribunales de la Región Metropolitana, pudo concluir que los jueces, si bien consideran este principio, al momento de fallar lo utilizan sólo de forma implícita, no dejándose constancia de qué se entendió por interés superior del niño ni de los hechos y razones lógicas, científicas, técnicas o de experiencia que los llevaron a alcanzar convicción. Y, en los casos en que el principio es utilizado de forma expresa, ello se realiza de forma general, sin desarrollarse mayormente su contenido y alcance. En la muestra utilizada, sólo en cuatro fallos se explicó en qué consiste el interés superior del niño
. 


Hizo mención también a una tendencia que puede observarse en distintos fallos, en los cuales se relaciona directamente el principio en comento con la regla de atribución legal de cuidado personal establecida en el inciso primero del artículo 225 del Código Civil
.


Expresó que hasta el año 2010, salvo el caso Atala, el criterio determinante era alterar la regla de preferencia sólo en casos de inhabilidad de la madre. A mediados de 2010, luego de dictado un fallo por la Corte Suprema
, comienza a observarse una tendencia a aplicar el interés superior como criterio rector.


Opinó que, en este sentido, el proyecto, en su estado actual, avanza en la dirección correcta en cuanto otorga -aunque en el lugar equivocado a su juicio, como señalará luego- ciertos criterios orientativos para el juez, tomados, por cierto, como lo sugirió en la Comisión de Familia de la Cámara de Diputados, del Código Civil catalán que fue modificado al efecto en 2010 (recogiendo la experiencia de la aplicación de la reforma española del Código civil español, de 2005, en cuanto al cuidado personal compartido).


Agregó que, a mayor abundamiento, en el Caso Atala e Hijas vs. Chile, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reiterado que el interés superior del niño es un criterio rector para la elaboración de normas y la aplicación de éstas en todos los órdenes relativos a la vida del niño
 (párrafo 154 de la sentencia) y que si bien dicho principio puede relacionarse in abstracto con un fin legítimo, las medidas que se adopten pueden ser inadecuadas y desproporcionadas para cumplir este fin (párrafo 166 de la sentencia).


A continuación, se refirió al sistema de cuidado personal compartido.


Indicó que no aludiría a las ventajas y desventajas de este régimen pues existe un sinnúmero de investigaciones en el área de la psicología que se pronuncian en diversos sentidos. Sólo acotó que los estudios que ha podido consultar se refieren a niños explorados en etapas iniciales de implementación de este régimen, es decir, que no hacen seguimiento al desarrollo de los mismos transcurrido un tiempo desde su funcionamiento. Por otro lado, afirmó que las desventajas relacionadas con la inestabilidad física y emocional de los hijos son detectadas en estas etapas iniciales de implementación que podrían remitir con el tiempo y que se refieren más bien a sistemas en desuso ya en las legislaciones, en que lo único que se comparte es la residencia y en que no hay necesariamente corresponsabilidad o adopción conjunta de decisiones de importancia relativas al hijo (sistema desechado expresamente, por ejemplo, en las legislaciones francesa e italiana durante la década del 2000); o bien estas críticas aluden a sistemas de cuidado personal con residencia alterna estricta, es decir, en que se comparten las decisiones de importancia, hay participación en cuestiones cotidianas y en que, además, la residencia es de un 50% para cada uno de los padres.


En su opinión, estas críticas pierden fuerza en un sistema de cuidado personal compartido con progenitor residente principal -en el que no hay residencia alterna estricta, sino un padre o madre que convive mayormente con el hijo y que, al mismo tiempo, involucra activamente al otro padre o madre tanto en las decisiones de importancia relativas al hijo como en cuestiones de carácter personal cotidiano.


En cuanto a los estudios de evaluación de este sistema, explicó que las cifras sobre sentencias pronunciadas en juicios de cuidado personal indican que sigue siendo minoritario, pero con tendencia al alza. En todo caso, aproximadamente el 90% de las sentencias y acuerdos sobre cuidado personal en los ordenamientos que contemplan el cuidado personal compartido, radican el cuidado personal en la madre. El principal efecto de la introducción positiva del sistema compartido –porque en muchos países ha nacido previamente como creación jurisprudencial, al modo en que en Chile se han flexibilizado los regímenes de relación directa y regular llamados “amplios”- es de carácter promocional del principio de corresponsabilidad.


Por otro lado, señaló que no es partidaria de introducir este sistema en familias con alto grado de conflictividad, con antecedentes de violencia intrafamiliar o de algún abuso sexual comprobado, y que tampoco es partidaria de que el juez pueda establecerlo de oficio, sino sólo a petición de uno de los padres.


Por último, sostuvo que el proyecto no está optando expresamente por alguno de los modelos mencionados anteriormente. Expresó, asimismo, que el inciso segundo del artículo 225 no deja suficientemente claro qué es el cuidado personal compartido pues habla de “sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad”, es decir, es lo suficientemente vago como para entender que puede o no haber residencia alternada más o menos estricta, pero también para entender que sólo se está consagrando la corresponsabilidad en materia de cuidado personal. Al respecto, estimó que el espíritu del proyecto ha sido hasta esta etapa de discusión legislativa permitir alguna expresión de alternancia y que así emana de la palabra “mediante” de tal inciso. En todo caso, advirtió que convendría explicitar si está en la intención del legislador permitir la alternancia –sea en su modalidad más estricta o de residencia principal- y no solamente consagrar un principio que, por cierto, inspira este modelo compartido (el cuidado personal compartido concreta este principio de corresponsabilidad, claro está) pero que no es sinónimo del mismo.


Enseguida, abordó el derecho del hijo a ser oído.

En esta materia, señaló que al establecerse que deberá ponderarse la evaluación del hijo y su opinión, “especialmente” si ha alcanzado la edad de catorce años (letra d del artículo 40 y e del artículo 41), se corre el riesgo de que sólo a partir de esa edad se entienda obligatoria la audiencia. Opinó que, en este sentido, de quedar redactada de esta forma la norma y a la luz de lo que la Ley de Tribunales de Familia entiende por adolescente y por niño, se estaría dando aplicación al derecho a ser oído sólo respecto del primero y no del segundo.


En suma, estimó que debe reproducirse el criterio de la Convención de Derechos del Niño en su artículo 12, que no menciona edades determinadas, sino solamente la “edad y madurez”, pudiendo agregarse que la fijación de la edad dependerá de las circunstancias concretas y del desarrollo de madurez del niño de acuerdo a su autonomía progresiva.


Dijo que, en efecto, en la investigación antes comentada los operadores del Derecho señalaron que si bien todo depende de las circunstancias concretas de cada niño, una edad apropiada es a partir de los cinco años y siempre que exista un desarrollo de la madurez que le permita emitir una opinión fundada de las circunstancias que lo rodean.


Por otro lado, sostuvo que el proyecto puede asumir un desafío mayor en la aplicación de este principio.


Informó que, en la actualidad, cuando los asuntos sometidos a la decisión del tribunal son de aquellos no controvertidos, por ejemplo, la aprobación del acuerdo completo y suficiente en un divorcio de mutuo acuerdo, los operadores del Derecho han declarado que no se escucha al niño; sin perjuicio de lo cual, y específicamente en cuanto al régimen comunicacional, los jueces señalan que estos acuerdos son revisados con el objeto de determinar si el régimen establecido es coherente con la edad del niño. Esta práctica le pareció atendible, pero no así el que no se haga el mismo ejercicio en la mediación, en la cual el niño es escuchado únicamente a solicitud de los padres, o el hecho de que si bien este principio es bastante mencionado en las sentencias, fundamentalmente en las de primera instancia (36,66%), no ha logrado una clara aplicación dentro de la fundamentación de los fallos por parte de los jueces. Los jueces del grado, en general, nada dicen respecto al derecho a ser oído, sin especificar si fue ejercido o no y, si no fue así, cuál fue la razón de ello. En los Tribunales Superiores, a su vez, se agudiza la práctica de no hacer alusión al respecto. Sólo dos sentencias de estos tribunales aluden a este principio: en una se le menciona de manera indirecta ya que se entendió reproducida por otro medio de prueba
, y en otra se señala haberla considerado a través del audio de la audiencia respectiva
.


Por último, señaló que cabía tener en cuenta que esta práctica no se ajusta a la Observación General número 12 del Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas y que la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha señalado recientemente al Estado chileno que el que se haya ya practicado una audiencia no libera a los tribunales superiores de “la obligación de tener debidamente en cuenta y valorar, en un sentido u otro, las opiniones expresadas (…) (y que) de ser pertinente, la autoridad judicial respectiva debe argumentar específicamente por qué no va a tomar en cuenta la opción del niño o la niña (…)” (párrafo 206 de la sentencia de la mencionada Corte recaída en el caso Atala Riffo e Hijas vs. Chile, de febrero pasado).

Enseguida, pasó a analizar otras cuestiones vinculadas a la iniciativa en estudio.


-- La primera se refiere a la separación de hermanos. Expresó que el inciso primero del artículo 225 propuesto nuevamente establece como regla general la separación de hermanos al señalar que “Si los padres viven separados podrán determinar de común acuerdo que el cuidado personal de uno o más hijos corresponda al padre (…)”. Afirmó que la separación de hermanos debe ser excepcional y justificada en el interés superior de ellos. De hecho, agregó, el Código Civil catalán, de donde se tomó el artículo 41 de la Ley de Menores propuesto, lo señala expresamente en su artículo 233-11, y este es uno de los pocos criterios de esta norma que no se replicó en el proyecto.


-- Luego, abordó la relación directa y regular. En esta materia, hizo notar que se agrega en varias ocasiones (artículos 225, inciso tercero, y 229, incisos primero, segundo y tercero) la palabra “personal” a la frase “relación directa y regular” existente actualmente en la ley. Lo estimó del todo inconveniente pues restringe esta función sólo a la visita en sentido estricto, cara a cara, desechando la posibilidad de algún otro medio de comunicación electrónico o telefónico, como es la tendencia actual avalada por la jurisprudencia.


-- En cuanto a la limitación de la atribución judicial del cuidado personal, puso de manifiesto que la frase del inciso quinto del nuevo artículo 225 que señala que “(…) no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo”, puede dar pié a que la “sanción” solamente se aplique cuando el cuidado personal es unipersonal y no también cuando siendo compartido, no se haya pagado la pensión alimenticia. Indicó que convendría ampliar la norma a este último sistema pues en éste también puede existir derecho-deber de alimentos.


-- Patria potestad. En esta materia, señaló que el nuevo inciso tercero del artículo 244 establece que “En el ejercicio de la patria potestad conjunta, los padres podrán actuar indistintamente cuando cumplan funciones de representación legal que no menoscaben los derechos del hijo ni le impongan obligaciones”. Advirtió que el problema de esta redacción es que deja fuera la administración de los bienes, siendo que la patria potestad incluye ambas cosas: administración de los bienes y representación legal. Dijo que esta es una omisión grave que puede causar inconvenientes en el funcionamiento de la figura.


-- En lo tocante a las denominaciones, señaló que preferiría que se hablara de padre o madre que no ejerce el cuidado personal y no de “custodio”, pues esta es una denominación ajena a nuestro medio -viene de “custody”- y puede ser interpretada en el sentido de mero residente y no asignatario del cuidado personal, que comprende algo más que la sola residencia.


-- En relación a la Ley de Menores, consideró altamente inconveniente ubicar en ella los criterios judiciales por tratarse de una normativa que, por recomendaciones del Comité de Derechos del Niño de Naciones Unidas al Estado de Chile de los años 2002 y 2007, debe ser reemplazada por una ley de protección integral de la infancia y de la adolescencia. Sostuvo que estos criterios deben ubicarse en el artículo 225 del Código Civil. Por otro lado, indicó que no le quedaba clara la modificación del artículo 42 de la Ley de Menores que señala ahora “para el solo efecto” y no “para los efectos” del artículo 226 Código Civil. Imaginó que es para restringirlo sólo a casos de atribución judicial a favor de terceros, de manera de hacerlo inaplicable más claramente para casos de conflictos entre padres sobre el cuidado personal.


Complementó su intervención informando a la Comisión que había tenido oportunidad de elaborar una propuesta de articulado para el Título IX del Libro Primero del Código Civil, relativo a la responsabilidad parental. Explicó que el contenido de esta proposición se resume en lo siguiente:


- Pretende ajustar la normativa chilena en materia de efectos de la filiación a los postulados de la Convención de los Derechos del Niño y otros instrumentos internacionales de Derechos Humanos vigentes en Chile.


- Intenta regular las cuestiones patrimoniales y extrapatrimoniales relacionadas con el hijo -tanto durante la normalidad matrimonial o de pareja como en situaciones de ruptura- de forma conjunta, en once párrafos de un solo Título -el IX- del Libro I del Código Civil. En efecto, establece la figura de la responsabilidad parental, cuya titularidad -siempre- y ejercicio -como regla general- corresponde a ambos padres, y comprende el cuidado personal; la relación directa y regular; la educación y el establecimiento; los alimentos; la orientación; la administración de los bienes; la representación legal; la autorización de salida del país; y, en general, la adopción de las decisiones de importancia relativas al hijo o hija.


- Deroga las normas de atribución preferente de ciertos derechos y deberes que nacen de la filiación, con el objeto de ajustar la legislación a los principios de igualdad parental, corresponsabilidad y derecho del hijo a seguir manteniendo relaciones directas y regulares con sus padres, todos ellos contenidos en la legislación internacional vigente en Chile.


- En cuanto al cuidado personal de los hijos, se le define, se establecen ciertos criterios interpretativos para su regulación y se introducen figuras más inclusivas y asociativas de los roles parentales, ofreciendo a las partes y al juez la posibilidad de establecer un cuidado personal exclusivo, o bien, compartido de los hijos. En este último caso, y siempre a petición de parte, se permite organizar la residencia principal del hijo con uno de los padres, o bien, de forma alternada siempre que se garantice el bienestar del hijo.


- En materia de relación directa y regular, se define esta figura, se permite regularla por acuerdo extrajudicial de los padres en los mismos instrumentos que los permitidos para el cuidado personal, se establece expresamente la posibilidad de regularla a favor de parientes cercanos al hijo, se señalan ciertos criterios interpretativos para su regulación y se refuerza su protección.


- Finalmente, intenta sistematizar en el Código Civil las normas que rigen estas materias y que se encuentran dispersas en este cuerpo legal y en la Ley de Menores.


Enseguida, la Comisión escuchó la intervención de la Profesora señora María Sara Rodríguez, Doctora en Derecho, Universidad Autónoma de Madrid, y Profesora de Derecho Civil de la Universidad de Los Andes.


Su exposición se basó en el siguiente documento:


“Mi opinión general es favorable al proyecto aprobado por la Cámara de Diputados, por lo que respetuosamente propongo su aprobación por esta Honorable Comisión y por la Sala, para que se convierta en ley de la República.


Los motivos por los que soy favorable a este proyecto son los siguientes:

I. Modificaciones al Código Civil. Artículo 1º del proyecto:


1. El proyecto autoriza expresamente la tuición compartida por convención extrajudicial entre el padre y la madre realizada con las solemnidades legales.

Queda claramente establecido que el juez no puede condenar en juicio a ambos padres a tener la tuición compartida, porque esta condena es incompatible con la coordinación y armonía que exige el régimen.


Además, se explicita qué se entiende por cuidado personal compartido sin cerrar la posibilidad de establecer diversas modalidades, como cuidado personal compartido con residencia del niño en el hogar de uno de los padres; o cuidado personal compartido con residencia alternada. Tampoco se limitan los acuerdos en cuanto a tiempos de alternancia u otros detalles prácticos. Si no se alcanza un acuerdo razonable para los niños y para ambos padres, no puede haber cuidado personal compartido. En este caso, la tuición de uno o más hijos la tiene uno u otro padre o madre, y se establece un régimen comunicacional con el padre o madre privado de la tuición.

2. El proyecto exige que a falta de un acuerdo de tuición compartida, el padre y la madre incluyan en otros acuerdos extrajudiciales que alcancen, un régimen de relación directa y regular con el hijo.


El artículo 225 actual no exige pactar un régimen de comunicación en estos acuerdos, con lo que el padre o madre privado del cuidado personal por convención se puede ver obligado a iniciar un juicio para que un tribunal regule este derecho.


3. El proyecto mantiene supletoria y extrajudicialmente a favor de la madre el cuidado personal de los hijos menores, mientras no exista un acuerdo o convención entre los padres o una sentencia judicial que decida otra cosa.

Para comprender la necesidad de mantener esta regla hay que distinguir entre la regla misma y que sea la madre su beneficiaria. La regla misma se justifica por la sola necesidad de evitar una intervención judicial inmediata cuando no hay acuerdo entre los padres. Por ejemplo, la eliminación de esta norma haría que en seguida de nacido un niño cuyos padres no viven juntos, deba intervenir la judicatura para resolver sobre la tuición porque el hijo ha sido reconocido voluntariamente por el padre. Piénsese que el Código Civil se aplica a todas las situaciones posibles de acontecer (madres adolescentes, mujeres solas) y no solamente a hogares constituidos por padre y madre. La ausencia de esta regla podría convertirse en un incentivo perverso para el reconocimiento voluntario del hijo, al que la madre podría desear oponerse para no perderlo.

La derogación de esta regla podría estimular las vías de hecho, la política de hechos consumados, para preconstituir situaciones que luego la justicia deba aprobar por el interés de la estabilidad del niño. Es indiscutido el hecho de que uno de los criterios que tiene la judicatura para decidir asuntos de tuición es mantener el statu quo (véanse, por ejemplo, Corte de Apelaciones de Valparaíso, 3 de junio de 1998, Gaceta Jurídica N° 216, p. 80; Corte de Apelaciones de Antofagasta, 27 de marzo de 1996, Gaceta Jurídica N° 193, p. 156; Corte Suprema, 15 de julio de 2008, N° Legal Publishing: 39469; Corte Suprema, 29 de julio de 2008, N° Legal Publishing: 39439).

Por qué la madre.  Es cierto que también podría ser el padre. No me opongo radicalmente a esta idea si surge un consenso que la defienda. Sin embargo, pienso que la regla de atribución supletoria de la tuición debe seguir favoreciendo a la madre.  Es la madre quien engendra y da a luz al hijo, muchas veces sola o adolescente.  Esto no es prejuicio. Es un hecho. No sería justo privarla del cuidado personal por el solo hecho del reconocimiento voluntario del hijo por parte del padre.  Tampoco sería justo hacerlo ex ante por el interés del hijo.  Si el interés del hijo aconseja que el cuidado del niño lo tenga el padre, este último debe pedirlo y el juez debe comprobarlo en juicio.  En todo caso, es más fácil probar que el interés del hijo aconseja cambios en el cuidado personal, que probar la inhabilidad de la madre (concepto que pretende quedar totalmente superado para asuntos de tuición entre padres con la reforma que se propone al actual inciso 3º del artículo 225 del Código Civil).

Por otra parte, en el caso de padres que se separan, es un hecho que la madre está en desigualdad frente al padre en los acuerdos que deben alcanzar para regular su nueva vida (cuidado personal, relación directa y regular con los hijos, alimentos, división de los bienes comunes). La regla que le atribuye supletoriamente la tuición a ella opera como un elemento de discriminación positiva: la iguala frente al padre; la pone en mejores condiciones para negociar. En la gran mayoría de los casos, el padre es quien tiene la mejor capacidad de proveer económicamente.  Si la madre no tiene la tuición sólo va a perder en las negociaciones porque el padre ya lo tiene todo: cuidado personal de los hijos y capacidad de proveer. No es de extrañar que sean asociaciones de padres separados quienes piden que se derogue esta regla.


La decisión de mantener la atribución supletoria extrajudicial en la madre responde, por tanto, a razones prácticas y a opciones de política legislativa. Todos sabemos que la situación ideal es que lo hijos vivan bajo el cuidado conjunto de ambos progenitores. La unidad de los padres es la fortaleza de los hijos. Pero esta circunstancia se hace difícil durante la vida separada, o cuando la madre es adolescente o es una mujer sola. No podemos legislar al servicio de ideologías, como la de género, ni tampoco por prejuicios ni estereotipos, como un modelo de familia “patriarcal”. Es prudencia lo que debe guiar al legislador. En esta materia, es precisamente la prudencia lo que aconseja que subsista esta regla de atribución supletoria extrajudicial a la madre.  Y que la norma rija mientras los padres no alcancen acuerdos, o mientras una decisión judicial no resuelva otra cosa en función del interés del niño.


4. El proyecto resuelve a favor del interés del niño, como criterio de atribución judicial de la tuición, la dificultad de interpretación que tenía el artículo 225, que era ambiguo en cuanto a la eliminación de la inhabilidad de la madre como criterio superado por la ley N° 19.585.

En la práctica, había muchos jueces que integraban lo que consideraban un vacío legal con los criterios de inhabilidad del artículo 42 de la Ley de Menores. El principio introducido por la ley N° 19.585 fue el de sustituir el criterio de inhabilidad (fuerte) por el del interés del niño (más moderado). La práctica judicial, sin embargo, mantuvo en los hechos criterios legislativamente superados. Con la reforma que se propone, el padre o madre que pide la tuición contra el que la tiene, debe demostrar mediante prueba legal que el interés del niño es mejor servido si vive bajo su cuidado que bajo el cuidado del demandado (el otro de los padres).


Apoyo incondicionalmente todas las reformas que se proponen al artículo 225. Las considero indispensables, necesarias y directamente relacionadas con las ideas matrices del proyecto.


5. El proyecto deroga el artículo 228, que parecía inconciliable con las situaciones familiares actuales


Este artículo exigía la autorización del cónyuge (marido o mujer) para tener a un hijo en el hogar común.

6. El proyecto autoriza acuerdos entre los padres sobre la relación directa y regular con el hijo.

Además, la nueva norma define qué entiende la ley por este concepto, introduciendo exigencias de corresponsabilidad entre los padres separados y exigiendo que el juez asegure el fortalecimiento de relaciones paterno filiales sanas y cercanas. Implícitamente, se protege a los niños del llamado síndrome de alienación parental, que fue uno de los motivos que causó este proyecto en sus inicios.


5. El proyecto soluciona el problema del ejercicio de la patria potestad cuando hay tuición compartida, disponiendo que se hará conjuntamente la administración y goce de los bienes del hijo, e indistintamente por cada uno de los padres la representación legal en materias “que no menoscaben los derechos del hijo ni le impongan obligaciones”.


A contrario sensu, si se trata de decisiones que menoscaban o pueden menoscabar derechos del hijo se exige actuación conjunta; si se trata de imponer obligaciones al hijo, se exige actuación conjunta.

El ejercicio indistinto de la representación legal está inspirado en el artículo 390 sobre la representación del tutor y curador. “Al tutor o curador toca representar o autorizar al pupilo en todos los actos judiciales y extrajudiciales que le conciernan, y puedan menoscabar sus derechos o imponerle obligaciones”. Fuera de este ámbito, el pupilo actúa con autonomía.


En el artículo 244 (patria potestad mientras los padres viven juntos), se introduce una norma que sustituye la atribución supletoria legal al padre por una de atribución conjunta; se agrega un inciso que explica cómo ejercitar conjuntamente la patria potestad: ejercicio conjunto del derecho legal de goce y de la facultad de administrar bienes del hijo; ejercicio indistinto de la representación legal en todo lo que no menoscabe al hijo en sus derechos ni le imponga obligaciones; cualquier otro asunto exige ejercicio conjunto de la representación legal.


En el artículo 245 (patria potestad durante la separación de los padres), se mantiene la atribución automática al que tiene el cuidado personal de los hijos, pero se autoriza el ejercicio conjunto de la patria potestad si los padres han pactado tuición compartida. El actual inciso segundo pasa a ser un nuevo inciso tercero.

II. Modificaciones a la ley N° 16.618, de Menores: Artículo 2º del proyecto.


6. El proyecto otorga a la judicatura diversos criterios para aplicar el principio del interés superior del niño a los juicios sobre tuición y relación directa y regular con el hijo entre padres (nuevo artículo 40 de la Ley de Menores).

7. El proyecto ayuda a la judicatura mediante criterios que sirven para aprobar acuerdos de tuición compartida realizados en procedimientos de mediación o en procedimientos de separación, nulidad o divorcio (nuevo artículo 41 de la Ley de Menores).

8. El proyecto exige expresamente que el artículo 42 de la Ley de Menores (criterios de inhabilidad del padre o la madre), se utilice sola y exclusivamente para separar a los niños del cuidado de sus padres, pero no para decidir juicios entre el padre y la madre.

III: Modificaciones a la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil. Artículo 3º del proyecto.

9. El proyecto autoriza expresamente los acuerdos de tuición compartida en las convenciones reguladoras de la separación y el divorcio (artículo 21 de la Ley de Matrimonio Civil).”.


Enseguida, se ofreció la palabra a la Profesora señora Carmen Domínguez, abogada, Directora del Centro Universidad Católica de la Familia, de la Pontificia Universidad Católica de Chile.


La mencionada académica basó su exposición en el siguiente documento escrito:

“I.  Agradecimientos y presentación


Vayan nuestras primeras palabras de agradecimiento a nombre de la Facultad de Derecho de la UC y del Centro UC de la Familia, que dirijo, por invitarnos a participar en esta instancia y poder aportar al debate legislativo que ustedes realizan algunos elementos de juicio a considerar ante la propuesta que nos convoca hoy.


El Centro UC de la Familia de la PUC, durante el año 2010, desarrolló un proyecto de políticas públicas de investigación interdisciplinario precisamente en la línea del tema que hoy se discutirá, esto es, cómo preservar y fomentar la relación paterno filial en un contexto de ruptura familiar. Dicha investigación convocó a docentes de cinco Facultades, ya está publicado y copia del mismo se adjunta a esta presentación, y de él se extrajeron conclusiones que son relevantes a la hora de decidir sobre los proyectos en trámite y a las que nos referiremos a continuación. Luego, apuntaremos a las observaciones más importantes que nos sugieren las iniciativas legales en discusión.

II: Observaciones generales producto de nuestra investigación, a las motivaciones de los proyectos de ley y sus fundamentos

1.- Fundamentos comunes: la preservación de los vínculos paterno-filiales en caso de ruptura.

Los dos proyectos que hoy nos convocan hacen explícito el padecer de muchas familias que hoy sufren las consecuencias de la ruptura matrimonial o de los padres de un hijo en común. Exponen la dificultad que supone pasar de una situación de normalidad familiar a una de reorganización, con todo lo que ello supone. Esta reorganización afectará de manera gravitante a los hijos menores y es respecto de ellos que ambos observan las consecuencias negativas que la mala relación post-ruptura de los padres puede acarrear, sobre todo cuando de ello se deriva el alejamiento de la figura paterna o materna de la vida del hijo.


En el estudio desarrollado por nuestro Centro se concluyó que la ausencia física del padre dentro de las familias chilenas se hace más frecuente en niveles socioeconómicos más pobres. En el caso de los padres que no cohabitan con sus hijos, sea por separación o divorcio, la participación del padre en la crianza se asocia con que éste tenga una buena relación con la madre después de la separación, que la relación con el hijo haya sido buena (en general, el estilo de crianza suele mantenerse en el tiempo), y con la posibilidad real de estar con el hijo/a después de la separación.

La reducción de la participación del padre después de la separación o divorcio se ha asociado a problemas conductuales en los hijos. Por el contrario, si padres y madres participan de común acuerdo y tienen estilos de crianza que generan confianza y autoridad, tendrán conductas más cercanas a las de hijos de matrimonios estables. En definitiva, el cuidado del hijo por ambos padres en un contexto relacional sano y pacífico, tiene más efectos benéficos en niños y adolescentes que el solo cuidado materno cuando el conflicto entre padre y madre es bajo.


Parece, entonces, indispensable una preocupación mayor por preservar esos vínculos luego de la ruptura.


Nuestro estudio hace una propuesta de modificación legal para fomentar las relaciones paterno-filiales luego de la ruptura y asegurar que tales relaciones sean posibilitadas por vía de acuerdo, por vía legal y por vía judicial.


En dicho sentido, se propone reconocer la figura del cuidado compartido pero limitado a ciertas circunstancias, pudiendo ser impuesta por vía de acuerdo y por decisión judicial cuando el padre custodio no se encuentre en algunas de las causales de inhabilidad del artículo 42 de la Ley de Menores. Esto último da más opciones al juez que prefiere no optar, en la mayoría de los casos, por la alternativa más radical que es darle la custodia exclusiva al padre cuando la madre se encuentre en una causal de inhabilidad.

El juez, además, tiene como labor principal el asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de ambos padres en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación paterno-filial sana y cercana.

En tal sentido, se propone fijar como criterios generales de la regulación de estas materias los siguientes:

a) Mantener la norma supletoria (en caso que no exista acuerdo, el menor quedará al cuidado de su madre);

b) Se permite a los padres poder acordar el cuidado personal compartido, y

c) Se faculta al juez para ordenar el cuidado personal compartido limitado cuando el interés del hijo lo haga aconsejable en razón de que uno de los padres obstruye permanentemente la relación con el otro.


Además, con el objeto de fomentar las relaciones entre un padre no custodio con su hijo, se propone:

a) Definir lo que se entiende por “relación directa y regular” de modo de darle un preciso contenido;

b) Explicitar las sanciones que existen ya en nuestra legislación cuando el padre custodio entorpece dicha relación, y

c) Agregar como causal de inhabilidad de cuidado personal, en el artículo 42 de la Ley de Menores, dicho entorpecimiento.


Por último, se quiere establecer como principio esencial para el juez en esta materia, el que debe asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de ambos padres en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación paterno filial sana y cercana.


Como puede observarse, buena parte de esas propuestas corresponden a lo que los proyectos en su estado actual de tramitación recogen. Con todo, hay algunas diferencias importantes que nos parece necesario revisar.


2.- Observaciones a los fundamentos particulares de los proyectos:

A) Boletín N° 7.007-18.


2. A) 1.- Interpretación de norma (artículo 225 del Código Civil) y aparente inconstitucionalidad.


Se señala el derecho-deber de crianza y educación que corresponde a ambos por su calidad de tales y no por tener a su cargo el cuidado personal del hijo o hija. Se señala que este es congruente con lo dispuesto en la Convención sobre Derechos del Niño y en la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
.


Ahora bien, se señala que nuestro Código Civil se apartaría de dicho principio rector puesto que se asigna legalmente y, a falta de acuerdo, a la madre, el cuidado de los hijos menores de edad (Artículo 225: "Si los padres viven separados, a la madre toca el cuidado personal de los hijos.”).

A continuación, se hace un análisis, deficiente, del iter que se recorre entre las distintas alternativas que la norma ofrece a los involucrados y que, de acuerdo con el tenor literal de la norma, y tal como se explicará más adelante, no presenta los reparos que se le atribuyen.


En tal sentido, no es efectivo que –como se afirma en el proyecto- exista un derecho preferente de la mujer a ejercer el cuidado personal de los hijos y que sólo pueda ser privada de él en casos excepcionalísimos.

La norma es clara en marcar una preferencia por la decisión que libremente y en uso de la autonomía de la voluntad, los padres de común acuerdo hayan tomado respecto del cuidado de sus hijos. Así, el primer criterio de atribución legal es el convencional.


A falta de acuerdo, los padres pueden recurrir a la justicia, quien decidirá siempre en vistas del interés del hijo, puesto que ese es el mandato legal del artículo 18 de la Ley de Tribunales de Familia y del Código Civil.


Ahora bien, si los padres no hacen uso de esa facultad de accionar para que sea un juez quien resuelva sobre la vida futura de su propio hijo, la ley lo que hace es establecer una regla de no litigiosidad que se corresponde con la realidad de la mayoría de las familias en Chile, es decir, se reconoce que la mayoría de los hijos menores, luego de la ruptura entre sus padres, continúa viviendo con su madre y es el padre quien deja el hogar familiar.  Es evidente que en el caso contrario, si la madre deja el hogar común, el padre podrá obtener de forma muy fácil el reconocimiento de esa situación en tribunales. Esto refleja que la norma y su aplicación reconocen que es el bienestar del hijo la consideración mayor que el juez debe atender para decidir en estos casos, es el interés superior del hijo y no la inhabilidad de uno u otro padre el primer elemento a considerar. Por cierto existirán casos en que además exista la inhabilidad de uno de los padres, pero ello se puede subsumir perfectamente en la estimación que dicha inhabilidad es contraria al bienestar del hijo.


Parece errada la doctrina minoritaria que ve en esta norma una inconstitucionalidad por afectar el principio de igualdad ante la ley y establecer una discriminación en contra del padre y que sostiene que además infringe otras convenciones, como la CEDAW, justamente por poner el acento en los padres y los derechos de éstos sobre los hijos, tratándose de una materia en que no hay discusión que se debe regir por el principio de interés superior del hijo. Cabe preguntarse, además, si será el sentir mayoritario de las mujeres en Chile el estimar que son gravadas injustamente cuando se les reconoce legalmente su derecho a cuidar personalmente a sus hijos menores, o sólo son unas pocas las que preferirían que otro se hiciera cargo de sus hijos. Sería interesante incluso poder realizar un estudio de campo al respecto.


Lo que hay, por tanto, es una errada comprensión o aplicación de la regla. Con todo, dado que existe, parece mejor aclarar su sentido que es lo que el texto aprobado hasta ahora hace.


2. A) 2.- Se trataría de una interpretación discriminatoria contra la mujer.


Se sostiene que Chile habría recibido una recomendación respecto a derogar o enmendar todas las disposiciones legislativas discriminatorias conforme al artículo 2 de la Convención y promulgar las leyes necesarias para adaptar el cuadro legislativo del país a las disposiciones de dicha Convención, asegurando la igualdad de los sexos consagrado en la Constitución chilena
.


Esta recomendación general no menciona en parte alguna una referencia explícita a las materias en estudio y nos volvemos a preguntar si en verdad las mujeres chilenas consideran que esta es una norma que las protege o que, por el contrario, las perjudica.


La recomendación sí hace una exigencia de garantías de igualdad entre sexos en la legislación nacional, en el sentido de lograr una igualdad de iure y de facto, cuestión que, como es sabido, supone un largo camino de cambio cultural.


2. A) 3.- Derecho comparado.


La referencia que el proyecto hace a la incorporación en otras legislaciones de la institución de la tenencia compartida o custodia alternada, precisamente para reforzar la igualdad en las responsabilidades parentales, no puede ser la razón por la cual en Chile se legisle acerca de lo mismo, precisamente, porque dichos modelos de custodia no pueden ser impuestos sin más, por cuanto son soluciones mucho más complejas desde su concreción práctica que la actualmente vigente.


En efecto, no hay un modelo único de custodia compartida en el mundo; la comprensión de lo que aquello conlleva ya es en sí un asunto complejo. Por otra parte, en los países en que se aplica se han obtenido resultados muy diversos en cuanto a la evaluación de las consecuencias de un régimen de esta naturaleza para la vida de los hijos. Baste con mencionar el “síndrome del niño maleta”, por la imagen que supone el hijo que se está cambiando continuamente de domicilio, de barrio y de amistades y los numerosos estudios que dan cuenta de la necesidad en las etapas de desarrollo de la niñez de ciertas seguridades básicas, como son, por ejemplo, un hábitat inmodificado, lo que no se daría en el caso de domicilios variables en el tiempo.


Es evidente que si estamos en presencia de las condiciones necesarias para el éxito de este modelo de custodia, puede lograr una mayor corresponsabilidad parental en la vida del hijo. Pero debe tenerse presente que ello supone un contexto óptimo que no sólo supone recursos personales de los padres y del hijo, que minimicen la conflictividad y permita lograr acuerdos sustentables, sino, además, condiciones materiales como una situación económica que permita la mantención de varias viviendas con condiciones para albergar al hijo, el vivir en zonas cercanas para que el menor no dificulte sus desplazamientos habituales y no pierda sus relaciones sociales cuando está con el otro de los padres, etc.


Como puede advertirse de entrada, se trata éste de un contexto difícil de tener en Chile por variadas razones (por ej. La desigualdad económica de los padres que no permite viviendas de igual calidad para ambos, los domicilios distantes entre éstos, etc.).


Todo ello sin olvidar que la figura tiene en la literatura extranjera, aún en aquellos países que la han incorporado, partidarios y detractores. Y lo mismo sucede en Chile, siendo la opinión mayoritaria en el foro y en los magistrados y profesores de Derecho contraria a la incorporación de un cuidado compartido impuesto por la ley o por el juez a los padres.
III. Observaciones a las normas propuestas

1) Boletín N° 7.007-18.


Las modificaciones propuestas apuntan a dos artículos del Título IX del Libro I del Código Civil, título denominado "De los derechos y obligaciones entre los padres y los hijos", modificando el artículo 225 y derogando el artículo 228.

El primero se modifica estableciendo como regla general el acuerdo de los padres, el que podrá regular una forma de cuidado compartido, pudiendo modificarse judicialmente la atribución en virtud del interés superior de los niños; el segundo se derogaría de plano.


Respecto al artículo 225, debemos señalar que estamos de acuerdo con la primera parte de la norma propuesta, ya que refuerza la redacción vigente, en el sentido de fijar como primera fuente de atribución la convencional, permitiendo incluso que ésta se mueva con mayor libertad estableciendo un cuidado compartido. Se agregan, además, distintos criterios que el tribunal deberá tener en cuenta para aprobar ese acuerdo –lo que parece positivo- sin perjuicio de dudar que, en la práctica, vaya a existir una revisión acuciosa de los acuerdos si sigue imperando el criterio mayoritario en los jueces de familia que estima que todo lo acordado debe ser simplemente aprobado.


De este modo, estamos de acuerdo con permitir el acuerdo de cuidado compartido precisamente porque la única situación en la que la figura del cuidado compartido es –en definitiva y en el tiempo- exitosa, se da cuando existe un contexto de acuerdo entre los padres. Sin ese acuerdo, es muy difícil su subsistencia en el tiempo, como se advierte en varios estudios extranjeros.


Parece adecuada, además la mantención de la atribución legal que hoy la norma hace del cuidado personal de los hijos para la madre, mientras no haya acuerdo o decisión judicial. La existencia de una regla de atribución legal supletoria es necesaria, puesto que ello contribuye a evitar la excesiva judicialización de este tipo de conflictos con todas las graves consecuencias que ello supone. La existencia de esa regla otorga mayores seguridades a los hijos, que saben a cargo de cuál de los padres estarán en definitiva y quién será responsable por ellos. Y lo mismo se dará respecto de los padres.


Por ello, la norma actual, subsidiaria del acuerdo, a lo menos posibilita un escape a la vía judicial que si bien no elimina la facultad de accionar, sí reconoce una situación fáctica de la realidad chilena y no fomenta la judicialización de estas materias. Y debe recordarse e insistirse que una premisa esencial en materia de conflicto familiar es que debe evitarse su judicialización, pues, como es constatable, tras ella desaparece muchas veces lo poco que quedaba de comunicación familiar. Esto se mantiene con la regla aprobada en la Cámara y nos parece adecuado.


Por último, se consagra la regla final de resolución de conflictos que es la decisión judicial si el interés del hijo lo hace conveniente, lo que supone decidir esta trascendental decisión para el futuro del menor únicamente en función de lo que es mejor para él y no para sus padres.

La incorporación de criterios de decisión que deben ser considerados por el tribunal para decidir qué es lo más conforme a ese interés también constituye un aporte, pues contribuye a obligar a que las decisiones judiciales deban fundar de modo explícito los fundamentos que justifican su decisión, conforme al interés del niño.

Respecto a la derogación del artículo 228, y con ello la eliminación de la exigencia de contar con el consentimiento del cónyuge para llevar a vivir a un hijo que no ha nacido en el matrimonio, ello sólo contribuye a invalidar la relevancia del contrato matrimonial y constituye una vulneración absoluta a la intimidad conyugal. Además, es evidente que el hijo de una persona es parte de su historia e identidad y, por ello, en la práctica, esta norma nunca ha sido controvertida en nuestros tribunales en juicios que se hayan intentado sobre el particular. Su observancia ha sido y es pacífica, lo que constituye la mejor de las pruebas de que la modificación de la regla no tiene justificación alguna.

Por lo demás, no debe olvidarse que dentro de los deberes maritales está el de respeto recíproco y, si es así, es indudable que algún derecho a manifestarse en este punto tan importante debe tener el cónyuge. No parece oportuno ni necesario, por tanto, eliminar una mínima exigencia de consideración para con el cónyuge respecto de esto.


Se modifica, además, el artículo 229 para incluir una definición de relación directa y regular y establecer una regla de orientación al juez en el sentido de que debe propender a la mayor participación de ambos padres. Ello es ciertamente valorable pues permitirá modificar la generalizada tendencia en los jueces de familia de fijar regímenes de relación directa y regular tipo con escasa presencia del padre.


No estamos, sin embargo, de acuerdo con la modificación de la norma de la Patria Potestad en el artículo 244 del Código Civil puesto que es evidente que la autoridad paterna y la patria potestad en Chile son institutos diversos y una adecuada comprensión del segundo sugiere necesariamente la dificultad que plantearía el exigir un ejercicio conjunto de la misma en toda circunstancia. Creemos que la patria potestad debe seguir radicada en uno de los padres cuando ellos no viven juntos, pues el establecimiento de una patria potestad conjunta sólo va a determinar la judicialización de toda diferencia entre los padres, los que –enfrentados entre sí- apenas se observan.

IV. Conclusión

Agregamos, por último, que nuestra propuesta de política pública no se agota en reformar la legislación del modo que viene de referirse, pues las modificaciones legales no son ni serán nunca suficientes para hacerse cargo de los problemas y desafíos que se le presentan a la familia, pura y simplemente porque la familia excede al Derecho. Si no rectificamos como país en esa comprensión, nunca estaremos dando adecuada respuesta a esos problemas y desafíos.

Por ello, entendemos que estas reformas deben ir acompañadas de un acompañamiento a los padres y a los hijos cuando se está ante un conflicto por el cuidado de los mismos que ha sido judicializado. Para ello, hemos elaborado un Programa de Consejería y Asesoría Familiar (PROCAF), con el objetivo y características que en síntesis les presentamos.

V. Consideraciones finales

Entendemos que las intenciones loables de los autores de estos proyectos están encaminadas a reforzar la valoración de los conceptos de paternidad y maternidad y su necesaria interacción y complementación para el adecuado desarrollo de los futuros ciudadanos. Junto con ello, continuar avanzando en aras de una justicia de los acuerdos en materia de familia y el fortalecimiento de la soberanía familiar.


Sin embargo, a la luz de lo descrito en el informe se debe entender que cualquier pequeño cambio en esta materia puede traer consecuencias no previstas para las familias involucradas que no encuentren en la norma la solución pacífica a sus problemas.


La norma actual puede ser perfeccionada, pero no haciendo desaparecer una parte muy relevante de ella que es la que de una u otra forma previene la judicialización de todo lo relativo al cuidado personal de los hijos.


El cuidado compartido es una herramienta útil para fomentar la corresponsabilidad parental, pero nunca podrá ser bien aplicada cuando uno de los padres se oponga a ella. Pensar lo contrario es no entender la complejidad que entraña el conflicto familiar y olvidar que no es un asunto en que sólo se juega la igualdad de los padres, sino, por sobre todo, el bienestar de los hijos.”.

Luego, intervinieron las abogadas mediadoras, señoras Alejandra Montenegro, Ximena Osorio y Ana María Valenzuela.

En primer lugar, se refirieron a la mediación y su relación con el cuidado personal de los hijos.


Señalaron que la mediación es un espacio apto para fomentar la colaboración mutua para una organización parental eficiente, que propicia la autodeterminación y que se focaliza en las necesidades de los hijos, tanto como en las necesidades de los padres. Se trata de un espacio privilegiado que permite a los padres tomar decisiones consensuadas respecto a lo que es mejor para sus hijos.


Sobre el particular, presentaron el siguiente esquema:

[image: image12.png]RELACION DE PAREJA

CO-PARENTALIDAD






Enseguida, abordaron los principios que guían la mediación.

Informaron que el primero de ellos, consiste en la igualdad de condiciones para mediar.

Señalaron que, con la legislación vigente en materia de cuidado personal, este principio se ve vulnerado por la legitimación que la propia ley le asigna a la madre. Si bien la madre llega a mediación con poder otorgado por la ley, el espacio de la mediación les brinda una oportunidad de posicionarse de manera más equitativa respecto de la coparentalidad.

Enseguida, destacaron la voluntariedad que debe existir para participar en el proceso de mediación y tomar decisiones relativas a la vida de los hijos en forma consensuada, libre y espontánea.


Otro principio relevante deriva de la necesidad de observar el interés superior de los hijos.


En esta materia, aludieron a la conveniencia de hacer visibles las necesidades de los hijos a los padres en aspectos tales como las características de los hijos en el sistema familiar; la relación filial; las relaciones afectivas de los hijos con ambos padres y con la familia de origen; el impacto que tiene la separación en los hijos; el proceso de duelo de los hijos por la pérdida del padre no custodio; las opiniones provenientes de terceros, tales como los abuelos, las parejas, otros profesionales, etc.


A continuación señalaron los principios que sustentan la decisión de cuidado compartido en la doctrina, entre los cuales destacaron el interés superior del hijo; el principio de co-parentalidad; la igualdad entre los padres y el derecho del hijo a seguir manteniendo un contacto frecuente y permanente con ambos progenitores.


A su vez, como principios rectores de la acción de los tribunales de familia, pusieron de relevancia aquellos derivados de la ley N° 19.968, que los regula, en sus artículos 9°, que contempla la necesidad de propiciar la búsqueda de soluciones colaborativas entre las partes; 14, referido al principio de colaboración, el cual se orienta a mitigar la confrontación entre las partes y a privilegiar las soluciones que sean acordadas por ellas, y 16, concerniente al interés superior del niño, la niña y el adolescente y a su derecho a ser oído.


Enseguida, se refirieron a la intervención en la mediación.

En esta materia, expresaron que los principios de la mediación, tanto aquellos establecidos en Ley de Tribunales de Familia como aquellos propios de la doctrina, se ensamblan y deben ser coherentes en cuanto a determinar la conveniencia de establecer el cuidado personal compartido, privilegiando siempre el bienestar de los hijos.


En este contexto, agregaron, la mediación aparece como una alternativa de salida al conflicto, que puede ayudar a los padres a prevenir los efectos destructivos de la separación conyugal o de pareja y que, igualmente, puede cumplir este rol en la toma de mejores decisiones atendiendo a necesidades e intereses de sus hijos


Precisaron que el objetivo de la mediación es promover las capacidades parentales de manera que los padres, independientemente de su separación, continúen estando presente en la vida de sus hijos.


En cuanto al impacto y a los efectos de la mediación en el ejercicio de la co-parentalidad, destacaron que se establece una nueva forma de comunicación; se promueve la igualdad de participación de ambos padres en la toma de decisiones respecto de la cotidianeidad de los hijos; las personas se sitúan como protagonistas de los cambios; las partes se potencian en la resolución del conflicto, se responsabilizan por sus actos y se comprometen.

Asimismo, se promueve el deuteroaprendizaje, esto es, el aprendizaje de las partes sobre la resolución de conflictos por sí mismas.


Finalmente, la mediación les enseña a solucionar las disputas y los desencuentros en una forma distinta a la que ofrece la justicia tradicional.

En cuanto a la experiencia acumulada como mediadoras familiares en la relación a la situación actual, señalaron que no son muchos los casos que llegan a mediación por cuidado personal, atendido que este tema está definido a priori por la ley. Añadieron que los padres se restan, aún en situaciones de urgencia.

Por otra parte, opinaron que la modificación legal en estudio tendrá un impacto en el número de casos que requerirán atención en mediación y también un impacto social, atendido que el padre será situado en una situación de mayor igualdad de condiciones respecto a la responsabilidad en el cuidado y crianza de sus hijos.


Informaron que lo que frecuentemente ven en el ejercicio de sus tareas como mediadoras, es a madres que se adueñan de los hijos y a padres que quedan alejados de esta participación parental equitativa, lo que muchas veces propicia la aparición del Síndrome de Alejamiento Parental (SAP). Al mismo tiempo, se aprecia la existencia de madres sobrecargadas por el ejercido de su rol y de una suerte de sanción social a las mujeres por delegar esta responsabilidad en los padres.


Agregaron que así como está concebido en la ley el cuidado personal, supone una dificultad para el trabajo del mediador y que, por regla general, los casos se terminan judicializándose y valiéndose de argumentos que inhabilitan al otro progenitor sin necesariamente estar bien sustentados.

Señalaron que partir del presupuesto del cuidado personal compartido resulta más coherente con el espíritu de la mediación. Opinaron que la modificación planteada a este respecto podría relevar las competencias parentales, dejando a los padres en una situación en que uno no estará mejor que el otro, sino que se situarán en igualdad de condiciones.

Sostuvieron que el sistema de cuidado personal compartido reporta distintos beneficios para los hijos. A saber, se les brinda la oportunidad de vivir y convivir con sus padres y los propios ambientes de éstos; se permite que comprueben que la comunicación entre los padres se normaliza y se facilita un factor educativo relevante, que consiste en que los hijos sean educados bajo la igualdad de responsabilidad del padre y la madre.


Asimismo, se produce una secuencia socializadora permanente; se impide la existencia de padres periféricos, casuales, en tránsito o ausentes; se evita la ocurrencia de conflictos de lealtades; se inculca la solidaridad y se propicia el aprendizaje de un modelo de resolución de dificultades, pues los padres continuamente tendrán que estar negociando.


Este sistema, continuaron explicando, también implica beneficios para los padres. En efecto, éstos serán tutores igualitarios para el ejercicio de la tarea parento–filial; se evitará la sobrecarga, pues ambos compartirán la crianza y la mantención de los hijos, y les permitirá disponer y contar con el tiempo requerido para su desarrollo personal y profesional.


A continuación definieron la noción de cuidado compartido de los hijos, destacando que constituye un derecho-deber de los padres e hijos y que implica la suma de las tareas concernientes a la tenencia, la crianza, el cuidado y la educación.


Hicieron notar que este régimen también significa un reparto de espacios y de tiempos equitativos e igualitarios de ambos progenitores para con sus hijos; el ejercicio de la co-parentalidad de ambos en cuanto a la toma de decisiones de vida de sus hijos en materias tales como la educación, la crianza, el cuidado de la salud, el credo que profesarán, etc., además de aspectos como la convivencia, la atención diaria y la contención afectiva.


Luego, formularon un conjunto de comentarios al proyecto de ley en estudio.

Lamentaron que la modificación que en su momento se propuso al artículo 222 del Código Civil quedara fuera de la discusión parlamentaria, pues ella se orientaba a comprender el significado de la co-parentalidad. Manifestaron que al no quedar debidamente explicitado el alcance de esta institución, ello quedará entregado a la interpretación y aplicación del juez.


En cuando al texto propuesto para el artículo 225 del Código Civil y la definición del cuidado personal compartido que este precepto entrega, se preguntaron si éste será un régimen de vida o una forma de reorganizar la vida familiar en beneficio de los hijos, atendiendo a sus necesidades e intereses.

Observaron que el nuevo artículo 225 confunde, en su inciso segundo, el cuidado personal compartido principalmente con la idea de residencia compartida, o custodia física.

Sostuvieron que, según su parecer, para dar sentido a la co-parentabilidad y clarificar el concepto de cuidado personal compartido, debían diferenciar previamente dos tipos diferentes de custodia compartida, que pueden ejercerse en forma conjunta o separada.


Éstos son, por una parte, la custodia legal compartida, consistente en la facultad compartida de ambos padres en la toma de decisiones sobre la vida de sus hijos en aspectos tales como salud, educación, religión, etc.

Por otra, la custodia física compartida, esto es, la facultad de ambos progenitores de compartir la frecuencia y el contacto con los hijos de un modo igualitario, lo que dependerá del plan que se acuerde, que podrá basarse en días, semanas, meses o años.

Como críticas a la nueva redacción que se propone para el mencionado artículo 225, señalaron que la falta de diferenciación genera una valla en lo referido a la co-parentalidad inmediata tras la separación, pues tiende a hacer creer que sólo hay custodia compartida cuando hay residencia compartida, lo que obviamente dificultará la implementación práctica de la corresponsabilidad parental por parte del padre o madre que no “resida” con sus hijos.


Añadieron que la redacción del inciso cuarto de dicha norma viene a reproducir exactamente los mismos vicios de inconstitucionalidad que presenta el texto actual del ya aludido artículo 225 y no cumple con el test de razonabilidad necesario para establecer la preferencia que esta norma consagra en relación a la madre, la que a todas luces es arbitraria.


Hicieron notar que la atribución legal en esta materia desincentiva la búsqueda de la tuición compartida, reproduciendo el ejercicio de roles parentales tradicionales consistentes en madre-cuidado, padre-proveedor. En consecuencia, agregaron que, en la práctica, esta disposición no hace ninguna diferencia respecto a la legislación vigente.



Enseguida, se refirieron a la derogación que se propone en relación al artículo 228 del Código Civil. La consideraron adecuada, pues dicha disposición solo generaría discriminación en contra del hijo o hija que tiene esta calidad sólo respecto de uno de los cónyuges, frente a la discrecionalidad del cónyuge de su padre o madre al habérsele permitido a éste la posibilidad de decidir sobre su permanencia en el hogar común, atentando contra su interés superior.

Tocante al artículo 229, hicieron notar que su inciso tercero no deja claro el modo en que los jueces garantizarán la participación y la corresponsabilidad, ni como éstas se verán reflejadas en derechos o acciones que puedan ejercerse por parte del padre o madre no custodio.

Señalaron que, en la práctica, habrá un padre o madre que tendrá el cuidado absoluto de los hijos y otro que sólo tendrá tiempo con ellos, pero no incidirá en la toma de decisiones.

Por otra parte, esta disposición incorpora el concepto de corresponsabilidad (co-parentabilidad), aporta elementos a considerar como edad de los hijos y relación que existe con el padre no custodio, lo que permite construir un régimen de contacto flexible que se adapte a cada caso en particular, en vez de ser una regla general para todos los casos.


En cuanto a los artículos 40 y 41 de la Ley de Menores, expusieron que la nueva redacción que se propone para los mismos proporciona criterios que permitirán al juez ponderar o discernir los elementos o contenidos necesarios para comprender el significado del “interés superior del hijo” como criterio de decisión en materias como cuidado personal y relación directa y regular.


Finalizando su exposición, resumieron sus comentarios a la iniciativa en estudio en la siguiente forma:

En primer lugar, se clarifica el concepto de tuición compartida, diferenciando la custodia física de la legal.


Luego, se establece el cuidado personal compartido de pleno derecho, de modo tal que sean los padres los que deban acordar en pie de igualdad el modo en que reorganizarán la vida de sus hijos y sólo si ellos no son capaces de hacerlo, lo determinará el juez atendiendo al interés superior de los hijos. Esto, dijeron, incentivará a los padres a llegar a acuerdos y, en el evento en que ello no sea posible, será el juez quien tempranamente deberá determinarlo.


En último término, señalaron que se necesita definir en forma clara en qué consiste la corresponsabilidad parental, de manera que ello se traduzca, en la práctica, en que los jueces atribuyan acciones parentales concretas a los progenitores, que siempre promuevan los derechos de los niños.

Complementando su exposición, mencionaron algunos aspectos específicos que, a su juicio, también deberían atenderse durante esta tramitación. Se trata, en primer lugar, de la conveniencia de cautelar lo que denominaron “subsistema fraternal”, de manera que, ante el alejamiento de los padres, se evite separar a los hermanos. Igualmente, opinaron que aquellos asuntos que se propone incorporar a la Ley de Menores deberían, más bien, incluirse derechamente en el Código Civil.


A continuación, usó de la palabra la Psicóloga y Perito Judicial, señora Verónica Gómez.


Informó que, en el contexto de la materia en análisis, es muy pertinente hacer notar la existencia de una patología denominada “síndrome de alienación parental”, conocida por su sigla SAP, o trastorno de alienación parental.


Explicó que el síndrome antes mencionado deriva de una campaña de injurias y desprestigio que sostenidamente realiza uno de los progenitores en contra del otro y que va en desmedro de los hijos, quienes terminan participando en dicha campaña, y también de la posibilidad de mantener una relación directa y regular con uno de sus progenitores.


Agregó que la modificación propuesta por el proyecto en estudio al artículo 225 del Código Civil, puede significar una disminución de esta patología.


Por otra parte, indicó que es importante legislar sobre las falsas acusaciones de abuso sexual, las que, en la práctica, son utilizadas como artimañas para impedir u obstaculizar el vínculo de uno de los padres con sus hijos. Del mismo modo, consideró también relevante penalizar a aquellas personas que obstruyen el vínculo del otro progenitor con sus hijos.


Manifestó que la mencionada patología no va ligada al sexo, sino que constituye un tipo de maltrato infantil que no tiene un área visible y que produce graves consecuencias en los niños, tales como la baja en su autoestima, la posibilidad de incurrir en el consumo de alcohol y de drogas, la depresión e, incluso, el suicidio. Hizo notar que este síndrome no solamente daña al niño, sino que también perjudica severamente a todo el núcleo familiar.


Enseguida, la Comisión escuchó a los representantes de la Agrupación Amor de Papá, señores David Abuhabda, Miguel Ángel González y Rodrigo Medina.

Manifestaron que esa Agrupación nació el año 2007, como una respuesta frente al problema de los niños que se ven impedidos de ver a su padre, dadas las trabas que para ello ofrece el sistema legal chileno.


Sostuvieron que esa entidad la integran padres responsabilizados por la crianza de sus hijos, que quieren participar en su desarrollo y que entienden que aquella responsabilidad no es endosable a la madre, sino que es complementaria.


Expresaron que, atendido lo anterior, se han agrupado y han tenido oportunidad de conocer situaciones muy dramáticas, que incluso han conducido a resultados de muerte y de suicidios tanto de padres como de hijos, que derivan del hecho de reconocer que no existen formas de liberar a los hijos de los nocivos efectos de un conflicto conyugal.

Hicieron presente que en muchos casos se advierte una profusa utilización de acusaciones falsas de toda índole, de manera de impedir y obstruir la relación entre el padre y los hijos. Pusieron de manifiesto que estas acusaciones nunca terminan reivindicando la figura paterna.

Agregaron que, como Agrupación, han tenido igualmente oportunidad de constatar el incumplimiento de sentencias ejecutoriadas en materia de relación directa y regular del padre con sus hijos, sin que ello traiga consecuencias para quien pone los obstáculos.


Destacaron que, del mismo modo, se aprecia la existencia de una legislación arbitrariamente discriminatoria, que vulnera el principio de igualdad ante la ley en dignidad y derechos, contraviniendo incluso los principios que inspiran nuestra Constitución Política.


Se refirieron, asimismo, a la instalación de modelos parentales basados en el ejercicio del poder uniparental y no en la cooperación y la coparentalidad, en función del interés superior del hijo.


Por otra parte, agregaron que existen hijos que experimentan lealtades mal entendidas y que, en definitiva, quedan alineados con los planteamientos de la madre, la que en no pocas ocasiones antepone sus propios intereses por sobre los del niño.


Indicaron que la desvinculación entre el padre y los hijos normalmente se extiende también a toda la familia paterna (abuelas, tías, primas y otras personas), de lo que surgen consecuencias que permanecen por el resto de la vida.


Hicieron notar, asimismo, que los niños privados de la posibilidad de ver a su padre no sólo pierden el desarrollo de una conexión emocional temprana con éste, sino que además viven esta lejanía como un abandono de parte de aquel.

Manifestaron que lo que mueve a esa Agrupación es el derecho que tienen los hijos a crecer en la presencia y cercanía de ambos padres, por sobre los conflictos que pueda haber entre éstos.


Reconocieron que nuestro sistema judicial ofrece una cierta incapacidad para abordar el carácter multidimensional de este problema en términos de tiempo y calidad.


Añadieron que también existen contradicciones entre las disposiciones contenidas tanto en los cuerpos legales nacionales vigentes y los tratados internacionales de que Chile es parte.

A continuación, dieron a conocer las siguientes cifras:
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18602 Cuidado personal del niño 24.759 22.294

18701 Relación directa y regular con el niño 58.532 51.739

83.291 74.033

18602 Cuidado personal del niño 31.148 89.766

18701 Relación directa y regular con el niño 15.293 48.756

46.441 138.522

18602 Cuidado personal del niño 12.458 14.541

18701 Relación directa y regular con el niño 20.718 22.913

33.176 37.454

Fuente: Instituto nacional de Estadísticas (INE)
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Puntualizaron que, de esta información, se deriva que las causas sobre cuidado personal y relación directa y regular con los hijos casi se han triplicado entre los años 2008 y 2010.

Agregaron que el sistema de Tribunales de Familia arrastra también causas provenientes de la legislación anterior, de manera que, en la actualidad, existe un importante número de asuntos acumulados.


Sostuvieron que la infraestructura de los mencionados Tribunales es claramente insuficiente para abordar con celeridad los asuntos de que deben conocer.

En cuanto a la iniciativa en estudio, hicieron notar que su texto no representa una solución efectiva frente a las dificultades antes planteadas, por cuanto mantiene la discrecionalidad en cuanto a uno de los padres. Enfatizaron que el hecho de consagrar la norma supletoria de la monoparentalidad, constituye una inconstitucionalidad grave y evidente, además de acarrear los consecuentes efectos negativos en el desarrollo del niño. Además, ello impide el ejercicio de los principios de corresponsabilidad y coparentalidad en los cuidados del niño.

Informaron que, ante la separación de los padres, esa Agrupación estima que el cuidado personal de los hijos debe corresponder a ambos progenitores de manera compartida. Expresaron que esta regla debe plantearse de forma similar al actual artículo 225 del Código Civil, que en este momento concede el cuidado personal a la madre, por cuanto si se establece como una atribución convencional, no se producirá un cambio significativo en los hechos, toda vez que en la mayoría de los casos de ruptura, los acuerdos posteriores no constituyen la regla general.


Hicieron notar que lo establecido en el texto actual del inciso primero del artículo 225 constituye una inconstitucionalidad clara y evidente, por aplicación del artículo 19, número 2°, de la Constitución Política.

Propusieron que ambos padres regulen de común acuerdo la forma en que el cuidado personal compartido se llevará a efecto y que, en caso de no existir acuerdo entre ellos, lo establezca el juez teniendo en consideración el interés superior del niño.


Concluyeron su exposición sugiriendo derogar la norma sobre atribución preferente del cuidado personal del hijo a la madre, por cuanto, de continuar vigente, las posibilidades de que éste se conceda al padre continuarán siendo escasas. Añadieron que si los padres no pueden o no quieren ejercer dicho cuidado personal en forma conjunta, podrán acordar que se radique en cualquiera de ellos.


Como síntesis, insistieron en la conveniencia de establecer que, ante la separación de los padres, se conservarán en ambos las habilidades parentales, así como los derechos y las obligaciones respecto a sus hijos, en un régimen de cuidado personal compartido, entendiendo todo lo anterior no de manera separada, sino que como parte de un solo contexto.


Asimismo, instaron a garantizar a los niños el derecho a disfrutar de la proximidad de ambos progenitores y también de sus respectivos entornos familiares.


A continuación, hizo uso de la palabra el señor Rodrigo Villouta, Presidente de la Fundación Filius Pater.

Explicó que esa Fundación nació el año 2007, con el propósito de velar por el cumplimiento de los derechos de los niños, con especial énfasis en los hijos de padres separados. En segundo término, busca difundir, educar y capacitar a la sociedad sobre la Alienación Parental, el cómo evitar dicha situación y prevenir que con ese acto se genere el Síndrome ya mencionado en los niños involucrados.


Informó que en su intervención, aludiría principalmente a los derechos naturales de las personas y al Código Civil; a la infancia (los sin derechos a expresarse); a la Convención Internacional de los Derechos del Niño y la vulneración de tales derechos; al artículo 225 del Código Civil y las razones para modificarlo; a la desconocida y subvalorada figura del curador ad litem, y, finalmente, al Ombudsman y al Defensor del Niño.

Luego, realizó su exposición sobre la base del siguiente documento escrito:

“Código Civil

Artículo 1: La ley es una declaración de la voluntad soberana que, manifestada en la forma prescrita por la Constitución, manda, prohíbe o permite.”.


Así, la Constitución debe velar por los Derechos Naturales y una de las interpretaciones directas, tiene estrecha relación con la “Calidad de Vida” de las personas, con especial énfasis en los niños, según dicta la CIDN.

Dentro de los principios plasmados en el Código Civil, rescatamos el de la “Igualdad de las personas ante la ley”. La discusión que nos lleva al planteamiento de modificación de la ley referente al cuidado personal de los hijos ante la separación de los padres, va por dos caminos paralelos:

1. La igualdad de los padres frente a la ley, y

2. La calidad de vida de los niños frente a dicha separación de sus progenitores y ante la discusión.

Infancia

Infante : proviene del latín “infans-ntis”.


Se formó con el prefijo privativo in antepuesto a fante, que era el participio presente del verbo “fari” (hablar), por lo cual, infans significaba literalmente “no hablante”. De tal manera que cuando hoy nos referimos a un infante, es simplemente aquella persona que carece del derecho a hablar (u omitir opinión).
Interés superior del niño – Convención Internacional

de los Derechos del Niño


Sin embargo, el rol tutelar del Estado cambió a uno garante de los derechos de los niños. De hecho, se firma la Convención Internacional de los Derechos de los Niños en septiembre del año 1990. La firma de la CIDN no es más que la consecuencia de un desarrollo histórico de la infancia en nuestro país, la cual la podemos resumir en tres etapas:


Etapa I – Siglo XVIII:


Inexistencia de los niños; socialmente no están presentes en ningún ritual cotidiano, se alimentan en la cocina o en mesas para niños, no poseen ningún tipo de derechos, no cuentan con privilegios, incluso se los viste bajo estándares inferiores a los adultos, quienes ostentan todos los derechos y privilegios. Un hecho histórico en nuestro país, que merece ser mencionado, es la existencia de los “niños huachos”, magistralmente expuesta en el ensayo historiográfico “Ser niño “huacho” en la historia de Chile”, del investigador Gabriel Salazar.

Etapa II – Siglo XIX:

Estado proteccionista. Aparece la intervención del Estado como organismo tutelar de los menores de edad, haciéndose cargo de ellos, velando por sus intereses y bienestar en general.


Etapa III – Desde la CIDN:


Los niños pasan a ser “seres” individuales, sujetos de derechos; el Estado modifica su postura, transformándose en un garante para el cumplimiento de sus derechos fundamentales, establecidos en el Código Civil y en la CIDN.


Ésta establece principios y normas de carácter obligatorio para las naciones firmantes, además del compromiso de adaptar las legislaciones internas a las normas de la Convención. Se crea el Comité de Derechos del Niño, dependiente de Naciones Unidas, para supervisar el control de su aplicación y hacer recomendaciones a los Estados.

Derechos del niño – CIDN


Dentro de los Derechos de los Niños que establece la Convención, el principio N° 7 dice textualmente:


El interés superior del niño debe ser el principio rector de quienes tienen la responsabilidad de su educación y orientación; dicha responsabilidad incumbe, en primer término, a sus padres.”.

Este principio no hace referencia ninguna a que esto cambie en caso de separación de los padres. La Convención presume un statu quo per se en cuanto a la corresponsabilidad de los progenitores (de hecho, se encuentra respaldado por el artículo 222 de nuestro Código Civil).


Resumiendo todo lo anterior, a casi 22 años de la firma de la CIDN, nuestro país aún no ha adaptado toda su legislación; incluso el artículo 225 actual no sólo presenta un grado de inconstitucionalidad, sino que además es una grave falta y violación a la Convención en sí, pues desconoce la función de coparentalidad de los progenitores frente a sus hijos cuando cambia su condición de convivencia.


Por otra parte, el inciso primero del artículo 229 actual establece lo siguiente:


“Art. 229. El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo no será privado del derecho ni quedará exento del deber, que consiste en mantener con él una relación directa y regular, la que ejercerá con la frecuencia y libertad acordada con quien lo tiene a su cargo, o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.”.

Es necesario e imperativo que se establezca una definición cierta, acabada, clara y de fácil entendimiento y nula interpretación arbitraria respecto a lo que debemos entender por “directo” y por “regular” y especialmente la descripción de “conveniencia” para el o los niños involucrados.
Curador ad litem


Con fecha 30 de agosto del año 2004, entra en vigencia la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, remplazando los antiguos Tribunales de Menores. En su artículo 19, relativo a la representación de los niños en el tribunal, dice lo siguiente:


“En todos los asuntos de competencia de los juzgados de familia en que aparezcan involucrados intereses de niños, niñas, adolescentes, o incapaces, el juez deberá velar porque éstos se encuentren debidamente representados.


El juez designará a un abogado perteneciente a la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o a cualquier institución pública o privada que se dedique a la defensa, promoción o protección de sus derechos, en los casos en que carezcan de representante legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que sus intereses son independientes o contradictorios con los de aquél a quien corresponda legalmente su representación.

La persona así designada será el curador ad litem del niño, niña, adolescente o incapaz, por el solo ministerio de la ley, y su representación se extenderá a todas las actuaciones del juicio. De la falta de designación del representante de que trata este artículo, podrán reclamar las instituciones mencionadas en el inciso segundo o cualquier persona que tenga interés en ello.”.


La figura del curador ad litem es vital frente a una judicialización en tribunales de familia; si bien es cierto la solicitud puede realizarla cualquier persona (entiéndase por eso partes litigantes, tanto demandante como demandada, abogados con patrocinio, mediadores, consejeros técnicos, etc.), en la práctica no aparece mucho en escena. Cuando hablamos que Tribunales de Familia se crean en base al interés superior de los niños, les causa mucha extrañeza, por decir lo menos, que quienes más necesitan ser patrocinados no cuenten con ello, a pesar de que la ley los faculta. De tal manera, volvemos en el tiempo en un retroceso inútil, donde los niños carecen de derechos. Enfocado de otro punto de vista, es extremadamente relevante que la personería del curador ad litem esté presente “siempre” en una judicialización en la que aparezcan involucrados niños de por medio, de manera tal de asegurarnos de su debida representación y garantizar así sus derechos frente a los de sus padres, cosa que intrínsecamente se busca con el bien superior del niño.

Alineación parental


Otro punto de alta relevancia que debe considerar esta Comisión, es el Síndrome de Alienación Parental (S.A.P.). Mucho se ha hablado y escrito y desde ya ponen a disposición de los Honorables Senadores toda la información que requieran al respecto. Sin embargo, es necesario aclarar un tema conceptual. El síndrome es el “trastorno”, de tal manera que se debe legislar sobre la alienación, no sobre el síndrome. La ley debe establecer reglas claras sobre la conducta del alienador, pues es esta persona quién produce el síndrome con su actuar. En la carpeta que se entregó a los Honorables Senadores se adjunta una copia (traducida al español del portugués) de la ley N° 12.318, que entró en vigencia el año 2012 en Brasil, que dispone sobre la alienación parental. Esta ley es el mejor ejemplo a seguir, a modo de imitarla y poder implementarla enChile.

Ombudsman

Si bien es cierto este tema no posee relación directa con las modificaciones en estudio, nos atrevemos a dejarla enunciada, pues a nuestro parecer, sería el complemento perfecto para garantizar de verdad los derechos de los niños de nuestro país.


El Defensor del Pueblo, del sueco Ombudsman, que significa comisionado o representante, es una autoridad del Estado encargada de garantizar los derechos de los ciudadanos ante abusos que puedan cometer los Poderes Ejecutivo y Legislativo de ese mismo Estado. La Constitución sueca estableció dicha figura en 1809 para dar respuesta inmediata a los ciudadanos ante abusos de difícil solución vía burocrática o judicial. De esta figura, se desprende el “Defensor del Niño” (Ombudsman de niños). Es también conocida como Ombudsman, Ombudsperson, Defensor de los Niños, Comisionado de los Derechos de los Niños, Defensor del Menor, Abogado de los Niños y Tutor Público de Niños y Adolescentes.


El año 1981 se crea en Noruega; el 1987 en Costa Rica; el 1991 en Colombia; el 1996 en España, y el 1998 en Bolivia y Rusia.


Dentro de las atribuciones que debería poseer, resaltamos las siguientes:

- Su objetivo principal es velar por el real cumplimiento de los derechos de los niños.


- Actuar como una entidad vigilante y no controladora.

- Supervisar actuaciones de la Administración Pública, privada y de Justicia.

- Revisar y tramitar quejas a violaciones de los derechos de los niños y adolescentes.


- Promover el conocimiento y divulgación de los derechos de la infancia y adolescencia.


- Proponer reformas de procedimientos, reglamentos y leyes.

- Formular recomendaciones, sugerencias y advertencias.

- Desarrollar acciones que permitan conocer las condiciones en que los menores de edad ejercen sus derechos y la forma como la comunidad los debe respetar.


El mandato del cargo es muy similar en todos los países y, según las necesidades más apremiantes, se hacen señalamientos específicos:

Australia: educación a distancia.


Portugal: niños de la calle.

Dinamarca: acoso intraescolar de condiscípulos y el castigo corporal.


España: derecho de los niños enfermos a la educación (en Cataluña).


Rusia: dotación gratuita de leche hasta los 2 años.

Israel: respeto a las peculiaridades culturales de los hijos de emigrantes de Rusia, Yemen y Etiopía.


En enero del año 2011, en su visita a Chile, Arturo Canalda, Defensor del Menor de la Comunidad Autónoma de Madrid, dijo textualmente:

“…Chile está hoy en día en un momento más que propicio para la instauración de la Defensoría, a propósito de que se está realizando una reforma a la Ley de Protección de la Infancia.”.

Ya han pasado más de 18 meses y no hay ninguna institución gubernamental que haya impulsado la idea de la creación del Defensor del Niño en nuestra Patria. Por tal motivo, y humildemente, nos atrevemos a presentar la idea para poder, en el corto plazo, transformarla en un proyecto de ley e ingresarlo al Congreso Nacional para su posterior análisis, discusión y aprobación.”.”.

Complementando su intervención, el señor Villouta puso a disposición de la Comisión una copia de la ley N° 12.318, promulgada con fecha 26 de agosto de 2010 en Brasilia, Brasil, la cual reconoce y castiga legalmente la Alienación Parental.


Del mismo modo, presentó la propuesta que se transcribe a continuación, orientada a modificar algunos preceptos del Código Civil. Explicó que ella representa la opinión de Filius Pater y que tiene en consideración tanto la Convención Internacional de los Derechos del Niño como los criterios de observancia del bien superior de éste.


Las enmiendas propuestas son las siguientes:

Artículo 225


Reemplazarlo por el siguiente:


“Si los padres viven separados, ambos seguirán teniendo el cuidado personal de los hijos.  Con respecto a la residencia del o los niños(as), se definirá de común acuerdo, así como el régimen de visitas, de manera tal que el o los niños(as) mantengan siempre una relación directa y regular con ambos progenitores.  A falta de éste, decidirá un Juez, teniendo en cuenta el Bien Superior del o los Niños(as). Será pertinente la participación de un Curador Ad Litem en el proceso.”.

Artículo 228

Derogarlo.

Artículo 229


Sustituirlo por el que sigue:


“El padre o madre que no resida con su hijo(a), hijos(as), no será privado del derecho ni del deber de mantener con él (ella) o ellos (as) una relación directa y regular, la que ejercerá con la frecuencia y libertad acordada con su ex cónyugue.  A falta de acuerdo, decidirá el Juez, teniendo en cuenta el Bien Superior del o los Niños(as) y con la intervención de un Curador Ad Litem.  Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo(a) o de los hijos(as), por abuso físico o psicológico, lo que declarará el Tribunal fundadamente.”.

Artículos 232 y 233

Derogarlos.

Artículo 244


Reemplazarlo por el siguiente:


“La patria potestad será ejercida por ambos padres conjuntamente.  A falta de acuerdo, decidirá un Juez, teniendo en cuenta el Bien Superior del o los Niños(as).  En todo caso, cuando el interés del hijo lo haga indispensable, a petición de uno de los progenitores, el Juez podrá confiar el ejercicio de la patria potestad al padre o madre radicándolo en uno sólo de ellos, y en ausencia comprobada de los progenitores, en un tercero si el caso lo amerita.  Ejecutoriada la resolución, se subinscribirá al margen de la inscripción de nacimiento del hijo(a) o hijos(as), dentro de los treinta días siguientes a su otorgamiento.”.

Artículo 245

Derogarlo.


Finalizando su intervención, el señor Villouta valoró lo expuesto por quienes le antecedieron en el uso de la palabra, destacando que todos ellos relevaron el interés superior del niño, lo que consideró fundamental. Igualmente, puso de manifiesto la importancia de la iniciativa en estudio, cuya orientación general compartió, aun cuando hizo presente que procedía introducirle algunos ajustes. Opinó que este proyecto constituye un paso de enorme proyección, que no debe volver atrás.


Señaló que, aparte de la necesidad de corregir nuestra legislación para servir mejor a los niños, quienes –dijo- son el futuro de Chile, se debe también dedicar esfuerzos y recursos a difundir conocimiento en referencia a la Alienación Parental, para que algún día la censura que nazca en contra de este delito sea por un cambio de cultura, una que salga de una sociedad que entienda la dimensión de este tipo de abuso.


A continuación, la Comisión escuchó a los señores Max Celedón y Rodrigo García, representantes de la Organización Papá Presente.

Manifestaron que esa Organización se constituyó el año 2008, con el objetivo de representar el interés de los hijos de padres separados. Su misión es entregar asistencia gratuita a los padres separados de sus hijos, que se encuentren inmersos en procesos judiciales.


Expresaron que la iniciativa en estudio tiene un efecto directo en la vida de las personas, pues modificar la ley hoy implica que se afectará la vida de millones de personas en los próximos años.


Definieron el cuidado personal compartido de los hijos como un sistema de vida familiar post ruptura, que busca preservar la estructura triangular de la familia, considerando tanto el interés superior del niño como los intereses de los padres en beneficio de los hijos.

Agregaron que los hijos, dentro del régimen de cuidado compartido, podrían tener un sistema de residencia primaria o un sistema de residencia alternada.


Identificaron cuatro principios que fundan el cuidado personal compartido, a saber:

1.- Igualdad parental;


2.- Corresponsabilidad parental;


3.- Derecho a la coparentalidad, y


4.- Conciliación de la vida familiar y laboral.


Precisaron que existen diferentes formas del referido mecanismo de custodia compartida.

Señalaron, a continuación, que en Chile no existe igualdad parental, pues el estatus de padre queda restringido a la presencia de la madre y el padre tiene ciertos derechos sobre su hijo siempre que esté en pareja o en acuerdo con la madre.


Hicieron presente que la corresponsabilidad parental está limitada a los aportes pecuniarios del padre o la madre que no tiene el cuidado de su hijo. Destacaron que en nuestro país existe un frágil derecho de coparentalidad, pues los derechos no están bien resguardados.

Indicaron, asimismo, que existe poca conciliación en la relación entre la vida laboral y la vida familiar, en particular hacia el género femenino, en el sentido de que desde el momento que la ley dice que a la madre le toca el cuidado personal de los hijos, se fomenta en muchos padres un sentimiento de alejamiento.

Consideraron que el proyecto en estudio no debería ser una iniciativa aislada, sino que debería entenderse como parte de una política integral del Estado orientada a la corresponsabilidad parental.


Informaron, luego, que en esta materia existen algunas interrogantes o mitos, a saber:

1.- ¿El cuidado personal compartido implica alternancia de la residencia de los hijos? Manifestaron que ello no es así necesariamente, ya que el cuidado personal básicamente es un sistema de vida familiar y la alternancia en la residencia no.


2.- ¿El cuidado personal compartido debe ser un modelo impuesto? En este punto, señalaron que distintas legislaciones han tratado de imponer dicho sistema sin lograr buenos resultados. Añadieron que éste funciona bien con una lógica parental convenida y que, en todo caso, el Estado puede crear condiciones para que se llegue a esos acuerdos.

3.- ¿El cuidado personal compartido es la igualdad parental o de géneros? Indicaron que éstas son dos cosas separadas, pues la igualdad es un principio y el cuidado personal es un modelo de vida familiar que se sustenta en dicho principio.

4.- ¿El cuidado personal compartido con igualdad parental y sin norma supletoria, generaría judicialización? A este respecto, informaron sobre los siguientes casos:

a) Caso Austria: fuente “Children's Right Act 2001: A survey”. En entrevista a 600 personas, entre jueces, mediadores familiares y abogados, se revela que un 65,4% determinó que se habían reducido los juicios.
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b) Caso Brasil: en agosto de 2008 se consagró el cuidado personal compartido y se produjo una disminución de los juicios, principalmente en materia de alimentos.
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5.- ¿El cuidado personal compartido genera 
inestabilidad en los niños y adolescentes?




En esta materia, expresaron que de acuerdo a Linder, Sanford et al. [1], y Filkerhor, Donnelly et al [2], quienes han realizado y validado las encuestas a 375 casos de niños que vivieron bajo custodia monoparental por 10 años y más, comparados con 280 niños que vivieron bajo custodia compartida física alternada por 10 años y más, se obtuvieron indicadores contundentes en diversas áreas de cognición, psicológicas, afectivas e intelectuales, entre otras:
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6.- ¿El cuidado personal compartido es contrario a los derechos de la mujer? Precisaron que ello que no es efectivo, agregando que este sistema fue impulsado en países como Francia e Inglaterra principalmente por grupos feministas, que buscaban una conciliación más favorable de la mujer con el campo laboral.

A continuación, presentaron el siguiente cuadro, en el cual se distinguen cuatro tipos de casos:
	Caso
	Relación entre padres
	Artículo 225 vigente
	Cuidado compartido

con discriminación


	Cuidado compartido

sin discriminación



	1
	Ninguno de los padres se interesa por el cuidado.


	La ley no sanciona el abandono de los hijos y exime al padre de su responsabilidad.


	Sólo la madre está en falta, el padre no, porque no se ha acordado la tuición compartida.
	Ambos padres estarían en falta ante la ley.

	2
	Sólo uno de los padres, la madre o el padre, se interesa por el cuidado, mientras el otro padre elude su responsabilidad.


	La ley no ayuda a la madre a obligar al padre a participar, excepto en lo económico.
	No se obligaría al padre a participar si no quiere, excepto en lo económico.
	Ambos padres, y no sólo la madre, están obligados a participar en el cuidado, lo que ejerce una presión social sobre los padres.



	3.1
	Ambos se interesan por el cuidado en forma exclusiva y buscan alejar al otro padre de esta responsabilidad.


	El padre no tiene ningún derecho o deber en el cuidado, por lo que tiene un fuerte incentivo a judicializar para intentar obtener algo sin arriesgar nada. La madre, por el sesgo en la aplicación de la ley, está fuertemente incentivada a judicializar por alimentos y falsos abusos para alejar al padre.


	Se mantiene el incentivo al padre para judicializar y participar en el cuidado. La madre verá reducidos sus incentivos a judicializar.


	Ambos padres tienen derechos y deberes, verán conveniente una negociación y no arriesgarse a perder lo que tienen frente a un juez.

	3.2
	Ambos se interesan por participar en el cuidado logrando acuerdos directamente.


	No requieren de los tribunales de familia.
	No requieren de los tribunales de familia.
	No requieren de los tribunales de familia.


	Incentivo a judicializar
	Término medio
	Incentivo a participar en el cuidado de los hijos



Complementando su exposición, formularon algunas sugerencias en relación al texto del proyecto:

1.- En el inciso cuarto del artículo 225, propusieron agregar la frase “de manera temporal” luego de la expresión “hijos menores”, de manera que dicho inciso quedaría así: “Mientras no haya acuerdo entre los padres o decisión judicial, a la madre toca el cuidado personal de los hijos menores de manera temporal, sin perjuicio de la relación directa, regular y personal que deberán mantener con el padre.”.


2.- Sugirieron crear un incentivo para evitar la judicialización, agregando a la segunda oración del inciso quinto del artículo 225 la siguiente frase: “o al padre o madre que haya impedido la relación directa y regular con el otro padre sin causa justificada, o hubiese presentado acusaciones falsas en su contra con este fin.”.


Dicho inciso quedaría como sigue:


“En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés del hijo lo haga conveniente, el juez podrá modificar lo establecido, para atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Pero no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo, o al padre o madre que haya impedido la relación directa y regular con el otro padre sin causa justificada, o hubiese presentado acusaciones falsas en su contra con este fin. Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro mantendrá con él una relación directa, regular y personal.”.


3.- Finalmente, propusieron modificar el inciso sexto del artículo ya mencionado, de manera que su redacción quede como sigue:


“En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica o el género de los padres y por el bien superior de los hijos privilegiará que los padres logren un acuerdo de cuidado personal compartido, cuando ambos hayan manifestado su interés de participar en el cuidado de sus hijos.”.

Enseguida, la Comisión acordó también tener en cuenta las observaciones remitidas por el abogado señor Carlos Michea, Director Jurídico de la Corporación Papás por Siempre, quien estuvo imposibilitado de exponerlas en forma personal.


El documento enviado por el señor Michea es del tenor siguiente:





“Antes de iniciar  la exposición, quisiera establecer que la actual legislación entrega la facultad de regular el cuidado personal compartido, pues conforme a la redacción del actual artículo 225 del Código Civil, se confía a la madre la facultad de entregar absolutamente la tuición de los hijos al otro padre y, en esa línea de ideas y conforme al aforismo jurídico de “quien puede lo más, puede lo menos“, obviamente que esa madre está facultada para conceder la tuición compartida al otro padre. En ese escenario, nos parece que el proyecto no es un logro como el deseado por nosotros.





1º.- Es lamentable que se ponga en tela de juicio la conveniencia de que los hijos tengan, al momento de separarse los progenitores, un padre, pues siempre será más valioso un padre presente aun cuando sea en forma compartida, que tener un padre sólo como visitador, que es lo que actualmente existe en nuestro país.




La custodia compartida debe regir aún antes de la separación de los padres y, en ese contexto, debe quedar establecida de pleno derecho desde la fecha de nacimiento de los hijos.




No existe fundamento serio que justifique que sólo después de una separación se trate de regular la custodia de los hijos.





2º.- Si bien el presente proyecto es un avance, no podemos dejar de manifestar nuestro descontento, por cuanto nuestras aspiraciones decían relación con la custodia compartida de pleno derecho ya que estimamos que no existe fundamento que evite que los padres de pleno derecho puedan acceder a la custodia compartida, sea durante la convivencia o cuando se produzca una separación o divorcio de los progenitores.





Cabe destacar que el legislador en materias laborales ha reconocido el rol paterno y, en ese contexto, es dable establecer que el cuidado personal de pleno derecho sea una realidad en el plazo más breve que sea posible, pues si se puede cuidar de los hijos por “licencia de hijo enfermo” o hacer uso de la licencia postnatal, no existiría razón suficiente para que los padres no ostenten de pleno derecho el cuidado personal compartido de sus hijos.





3º.- Por otra parte, el presente proyecto no se hace cargo del cuidado personal compartido de los hijos en caso de separación, nulidad o divorcio, pues el cuidado personal compartido debería operar de pleno derecho y no esperar que lo decida un tribunal después que han transcurrido años de litigio, que obviamente además provocan antagonismo innecesario en los progenitores.





4º.- La inhabilidad que tácitamente establece el artículo 225 del Código Civil, que dice relación a que el progenitor que no ha dado alimentos pudiendo darlos, no tiene de derecho a obtener el cuidado personal, debe ser incluida en los numerales del artículo 42 de la ley N° 16.618, relativo a las causales de inhabilidades, dado que en la actualidad los tribunales de justicia no la reconocen como tal.





Asimismo, deben ser incluidas en el artículo 42 de la ley N° 16.618, las conductas de los progenitores relativas al Síndrome de Alienación Parental, en que se inculca maliciosamente al hijo con el objeto de  eliminar la figura paterna de su psiquis (padrectomía).




También a este artículo 42 de la Ley de Menores deben ser incorporados como causa de pérdida del cuidado personal de los hijos o al menos en la suspensión del cuidado personal compartido, aquellos casos en que se obstruya o anule la relación directa y regular a que tiene derecho el padre no tutor unilateral o compartido.




Igualmente, el artículo 42 de la misma ley debe establecer que las acusaciones en juicio de hechos falsos, tales como de abusos sexuales en contra de los niños a sabiendas de su inexistencia, será privado del cuidado personal de sus hijos.





5º.- El proyecto no se hace cargo de las pensiones alimenticias vigentes al momento de ser decretado el cuidado personal compartido, por lo cual se hace necesario que en el mismo proceso el juez, de oficio o a petición de parte y en forma incidental, decrete la modificación de la pensión alimenticia vigente en la proporción que corresponda, y ello a fin de evitar la judicialización entre los progenitores.




Cabe mencionar que el proyecto de ley en este aspecto no salva  lo dispuesto en el artículo 332 del Código Civil, toda vez que dicha norma establece que “Los alimentos que se deben por ley se entienden concebidos para toda la vida del alimentario, continuando las circunstancias que legitimaron la demanda.





Con todo, los alimentos concedidos a los descendientes y a los hermanos se devengarán hasta que cumplan veintiún años, salvo que estén estudiando una profesión u oficio, caso en el cual cesarán a los veintiocho años; que les afecte una incapacidad física o mental que les impida subsistir por sí mismos, o que, por circunstancias calificadas, el juez los considere indispensables para su subsistencia.”.





6º.- La modificación de los artículos 225 y 229 del Código Civil no se manifiesta respecto a la situación que describe el inciso tercero del artículo 49 de la ley N° 16.618, que establece que confiada por el juez la tuición a uno de los padres o a un tercero, el hijo no podrá salir sino con la autorización del aquel a quien se le hubiere confiado. Es decir, con el presente proyecto de ley quedan sin regulación los casos de cuidado personal compartido.





7º.- En el último inciso del artículo 229 del Código Civil del proyecto de ley, en que el juez lo decretará fundadamente, es conveniente agregar que en los casos de solicitudes respecto de la suspensión o restricción de la relación directa y regular o de la custodia compartida o tuición absoluta, también dicha solicitud deba hacerse “fundadamente”, para así evitar situaciones que hoy provocan que exista un gran número de padres que ven restringido tanto el régimen de comunicación como la tuición por meros dichos de la parte acusadora.”.

A continuación, hizo uso de la palabra la abogada analista de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Truffello.


En su exposición, abordó dos órdenes de materias vinculadas al tema en análisis. La primera, una visión sobre el sistema de cuidado compartido de los hijos a la luz del Derecho Comparado y de la regulación chilena y, la segunda, una evaluación de las ventajas e inconvenientes de dicho sistema.

Su intervención se basó en los siguientes textos:

“Cuidado compartido de los hijos: Derecho comparado y regulación chilena”


Frente a la separación de los padres, el cuidado personal de los hijos constituye una materia de ineludible regulación. En Chile, la ley contempla un sistema individual de cuidado personal, entregándolo a la madre, salvo acuerdo o resolución judicial en contrario. 


Los Boletines N°s. 5.917-18 y N° 7.007-18, refundidos, proponen consagrar el modelo de cuidado personal compartido de los hijos menores, adoptado en el derecho comparado.


Del estudio de la legislación de España y Francia se concluye que:


-- En Francia el sistema de cuidado personal compartido opera por regla general, mientras que en España, requiere el acuerdo de las partes o la iniciativa de uno de ellos, cumpliendo determinados requisitos.


-- En ambos países el juez puede invertir la regla del cuidado. A falta de consenso, sólo el derecho francés faculta al juez para establecer de oficio el cuidado compartido.


-- España consagra un sistema de residencia habitual del menor de edad, mientras que en Francia rige el sistema de alternancia.


-- Ambos países procuran la no separación de los hermanos y establecen exclusiones para la titularidad del cuidado compartido de los hijos.

Introducción


Con motivo del proyecto de ley que introduce modificaciones en el Código Civil y en otros cuerpos legales, con el objeto de proteger la integridad del menor en caso de que sus padres vivan separados (Boletines N°s. 5.917-18 y 7.007-18, refundidos), este informe revisa los modelos del cuidado personal compartido consagrados en España y Francia, por tratarse de regulaciones que si bien consagran el sistema, adoptan modelos diferentes. En particular, se analiza: su consagración, la forma de cuidado que opera por regla general, el rol de la autoridad judicial, el sistema de residencia que supone su establecimiento, la no separación de los hermanos y las exclusiones de la titularidad. Estos últimos aspectos comprenden la tutela del hijo, respecto del descrédito de un padre en contra del otro, por los menoscabos que ello pudiere ocasionar sobre el menor.


Asimismo, se revisa la regulación chilena para ilustrar el marco normativo vigente que las iniciativas legales proponen modificar.


En Chile la institución en estudio se denomina “cuidado personal”, mientras que la legislación extranjera también la designa como “custodia, guarda o tenencia”, conceptos que se recogen en este documento como equivalentes. Asimismo, debe tenerse presente que en Chile el cuidado personal de los hijos comprende el conjunto de derechos y deberes de carácter personal, excluyendo los de naturaleza patrimonial, que se contienen en la patria potestad. En la legislación extranjera es común que dichos conceptos se reúnan en una sola figura. 

I. Antecedentes de contexto


Se distinguen al menos dos modelos de custodia o cuidado personal de hijos de padres separados: la custodia unilateral, cuando es ejercida solo por uno de los progenitores, como es el caso de chileno; y la custodia compartida, reconocida legalmente en Estados Unidos, Francia, Alemania, España, Italia, Suecia, Holanda, Australia y Bélgica, entre otros países
.

Los Boletines N°s. 5.917-18 y N° 7.007-18, refundidos, proponen modificar el régimen de cuidado personal unilateral chileno, permitiendo que éste pueda ser ejercido de manera compartida por los progenitores que viven separados.


Los orígenes de la custodia compartida se encuentran en el Derecho Anglosajón, con la promulgación en 1925 del The Guardianship of Infants Act
, en Inglaterra, en que se reconocen a la madre los mismos derechos sobre los hijos que hasta entonces ejercía el padre. Se inicia así un largo proceso dirigido a situar a ambas figuras parentales en un plano de igualdad en todas las esferas relacionadas con el cuidado y crianza de los hijos. En Estado Unidos, muchos han sostenido que California fue el primer Estado en regularlo, aunque hay quienes sostienen que el primer antecedente se encuentra en la legislación de Carolina del Norte
.


La custodia compartida es definida por Lathrop como aquel “sistema familiar posterior a la ruptura matrimonial o de pareja que, basado en el principio de la corresponsabilidad parental, permite a ambos progenitores participar activa y equitativamente en el cuidado personal de sus hijos, pudiendo en lo que a la residencia se refiere, vivir con cada uno de ellos durante lapsos sucesivos más o menos predeterminados”
.

Entre los principios que han inspirado la implementación de la custodia compartida, se distingue la igualdad real entre hombre y mujer, la corresponsabilidad parental y el derecho del niño a la coparentalidad
, es decir, a mantener un contacto frecuente con sus dos progenitores, no obstante, la situación de ruptura de la pareja.


A continuación, se describe el modelo de cuidado personal unilateral existente en Chile y el modelo de cuidado compartido, regulado en España y Francia.

II. Regulación chilena


El cuidado personal de los hijos menores de edad forma parte de la “Autoridad Paterna” que tienen los padres sobre sus hijos como consecuencia del vínculo de filiación que existe entre ambos. La autoridad paterna consiste en un “conjunto de derechos y obligaciones, de contenido eminentemente moral, entre padres e hijos”
. En el ejercicio de estos derechos y obligaciones, los padres deben tener como preocupación fundamental, procurar la mayor realización espiritual y material posible de sus hijos (artículo 222 del Código Civil).


El Código Civil chileno recoge un modelo unilateral de “cuidado personal” de los hijos, en virtud de la cual, si los padres viven separados, corresponde a la madre el cuidado personal de los hijos, salvo acuerdo o resolución judicial en contrario.


Así, para determinar a quién corresponde el cuidado personal de los hijos, debe estarse a las reglas que el Código Civil dispone entre sus artículos 224 y 228, de las que se concluye:

1. Hijo de filiación matrimonial cuyos padres viven juntos:

En este caso, el cuidado personal corresponde a ambos padres. Si uno de ellos fallece, corresponde al padre o madre sobreviviente (artículo 224 del Código Civil);

2. Hijo de filiación no matrimonial:

En este caso, el cuidado personal corresponde al padre o madre que lo ha reconocido. Si uno y otro lo han reconocido y viven juntos, el cuidado personal corresponderá a ambos. Si el niño no ha sido reconocido por sus padres, su cuidado corresponderá a quien el juez determine (artículo 224 del Código Civil);

3. Si los padres viven separados, sea la filiación matrimonial o no:

En este caso el cuidado personal corresponde a la madre, salvo acuerdo o resolución judicial en contrario.


Acuerdo de los padres: los progenitores pueden acordar que el cuidado personal de uno o más hijos corresponda al padre. Este acuerdo, así como su revocación, deben cumplir con las formalidades que exige la ley (artículo 225, inciso segundo, del Código Civil);


Resolución judicial: sin perjuicio de las reglas señaladas, el cuidado personal de un niño siempre puede ser entregado por el juez al otro de los padres, cuando el interés del hijo lo haga indispensable, sea por maltrato, descuido u otra causa calificada (artículo 225, inciso tercero, del Código Civil)
. En caso de que ambos padres se encuentren inhabilitados física o moralmente, el juez podrá entregar el cuidado personal del niño a un tercero, debiendo preferir a los consanguíneos ascendientes más próximos (artículo 226 del Código Civil).


La ley
 entiende que uno o ambos padres se encuentran física o moralmente inhabilitados si exponen a su hijo a peligro moral o material y, especialmente si:


- Padecen alguna incapacidad mental o sufren de alcoholismo crónico;

- No velan por el cuidado, crianza o educación de los hijos;

- Permiten que el hijo se entregue a la vagancia o a la mendicidad;

- Hayan sido condenados por secuestro o abandono de menores;

- Maltrataren o dieren malos ejemplos al menor o cuando la permanencia de éste en el hogar constituya un peligro para su moralidad.
4. Prohibición de entregar el cuidado personal:

Queda privado de todo derecho sobre su hijo, y por tanto, de su cuidado personal, el padre o madre:


- Que ha sido condenado por un delito de significación sexual en contra de su hijo, contemplado en el Título VII del Libro II del Código Penal (artículo 370 bis del Código Penal);


- Cuya maternidad o paternidad haya sido determinada judicialmente contra su voluntad (artículo 203 del Código Civil).


En ambos casos, el padre o madre conservará todas sus obligaciones legales cuyo cumplimiento vaya en beneficio del hijo o sus descendientes.

5. Derecho-deber de tener una relación directa y regular:

Finalmente, el padre o madre que no tiene el cuidado personal del hijo debe mantener con él una relación directa y regular, en los términos que acuerde con quien lo tiene a su cargo. Este derecho se suspenderá o limitará si un Tribunal declara fundadamente que perjudica el bienestar del hijo (artículo 229 del Código Civil).

III. Derecho comparado (España y Francia)


A continuación, se compara la regulación existente en España y Francia en lo que respecta a:


- Consagración del régimen de cuidado compartido;


- Sistema que opera como regla general;


- Intervención judicial;


- Residencia del niño;


- Regla de no separación de los hermanos, y


- Exclusión del ejercicio del cuidado personal compartido.

Tabla N° 1: Comparación de regímenes de España y Francia
	Materia/País

	España
	Francia

	Consagración


	La Ley 15/2005, de 8 de julio de 2005, consagró el régimen del cuidado compartido de los hijos. El sistema, no obstante, había sido aplicado por los tribunales de justicia, con anterioridad a la ley, en atención a la inexistencia de una prohibición explícita en la materia
.
Tales situaciones fueron excepcionales, estimándose, por regla general, la improcedencia de la declaración, más aún cuando ésta no era “propuesta y concertada de mutuo acuerdo por los progenitores que mantienen entre ellos una postura razonable y equilibrada ante la crisis matrimonial”
 
 
.
	La Ley 2002-305, del 4 de marzo de 2002, estableció el principio del ejercicio conjunto de la autoridad paterna, mediante la sola determinación de la filiación.
El régimen de cuidado compartido de los hijos se consagraba desde los años setenta. La modalidad adoptada entonces ya establecía la igualdad entre hombres y mujeres, respecto de la dirección de los hijos. Su ámbito de aplicación se limitaba a uniones que hubiesen mantenido una vida en común al momento del reconocimiento del hijo, el que debía otorgarse con anterioridad a que el hijo cumpliera un año de edad
.


	Regla general
	El cuidado compartido de los hijos constituye un sistema excepcional en España. La regla general es el modelo unilateral.

No obstante, este sistema no determina de antemano cuál de los padres tendrá el cuidado de los hijos, otorgándole al juez la facultad de decidirlo en cada caso (artículo 92 Nº 6 del Código Civil Español).

El cuidado compartido de los hijos requiere de un pacto expreso entre las partes, o la iniciativa de una de ellas, previo informe favorable del Ministerio Fiscal, fundado en que sólo de esta forma se protege adecuadamente el interés superior del menor (artículo 92 N°s 5 y 8 del Código Civil Español).

	El sistema de cuidado compartido de los hijos constituye la regla general en Francia; procede en todos los casos de separación de los padres, salvo las excepciones legales.
Como se desprende del artículo 373-2 inciso 1 del Código Civil Francés, el régimen posee una vocación general, más allá de la situación que, en concreto, origina su adopción, recibiendo aplicación por la sola separación de los padres, salvo en los casos de excepción previstos por el legislador, situación que será analizada con posterioridad.


	Intervención judicial


	No se faculta al juez para establecer de oficio el cuidado compartido de los hijos. El establecimiento del sistema requiere, al menos, la solicitud de uno de los padres, con informe favorable del Ministerio Fiscal, fundado en que sólo de esta forma se protege adecuadamente el interés superior del menor (artículo 92 Nº 8 del Código Civil Español)
.

	Corresponde a la autoridad judicial verificar las circunstancias que permiten alterar la regla general del cuidado compartido, otorgándole el cuidado de los hijos a sólo uno de los padres o a ambos a falta de acuerdo.

Para determinar el régimen de cuidado el juez ponderará: (artículo 373-2-11 del Código Civil Francés): la práctica anterior de los padres y los pactos acordados; los sentimientos expresados por el niño; la aptitud de cada padre para asumir deberes y respetar los derechos del otro; las pericias efectuadas, considerando la edad del menor de edad; la información obtenida de investigaciones sociales, y la presión o la violencia, física o psicológica, llevada a cabo por uno de los padres en la persona de otro.


	Residencia


	La ley no predetermina cuál debe ser la residencia del menor de edad y le otorga al juez la facultad de resolverlo en cada caso
. Tampoco existe una prohibición expresa para optar por alguno de los sistemas de residencia habitual o alternada que pueden darse en estos casos.


	A partir de la ley 2002-305 del 4 de marzo, esta regla se invierte y se permite la residencia alternada que hasta entonces había sido mayoritariamente rechazada por la Corte de Casación Francesa
.
Se establecen deberes de información para el padre que altere su residencia y derecho de oposición del otro padre (artículo 373-2, inciso tercero, Código Civil Francés).

Cabe señalar que la regla del cuidado compartido en Francia ha implicado la alteración del sistema de residencia del menor, sustituyéndose así el sistema de residencia habitual por el alternado, consagrado en la ley 2002-305, del 4 de marzo de 2002. El legislador francés ha seguido así una modalidad de residencia opuesta a la hasta entonces aplicable
.
Desde 1987 se reconocía la facultad del juez para radicar la residencia del menor en alguno de los domicilios de sus padres, aunque existiera cuidado compartido.


	Regla de no separación de los hermanos
	Se consagra un régimen expreso para la protección de los hermanos (artículo 92 Nº 5 del Código Civil de España) según el cual el Juez, al acordar la guarda conjunta, debe procurar la no separación de los hermanos
.
	Se establece que los hermanos no deben separarse, salvo que su interés ordene otra solución, en cuyo caso el juez debe establecer las relaciones personales entre ellos (artículo 371-5 del Código Civil Francés).

	Exclusión del ejercicio del cuidado personal compartido


	La guarda conjunta no procede cuando “cualquiera de los padres esté incurso en un proceso penal iniciado por atentar contra la vida, la integridad física, la libertad, la integridad moral o la libertad e indemnidad sexual del otro cónyuge o de los hijos que convivan con ambos”, o bien cuando el juez advierta indicios fundados de violencia doméstica (artículo 92, Nº 7, del Código Civil Español).


	El cuidado compartido de los hijos no procede cuando se verifique alguna de las hipótesis de exclusión previstas por ley
, entre ellas:

- Reconocimiento del hijo después de un año del nacimiento o producido por sentencia judicial
 (artículo 372 del Código Civil Francés).
- Imposibilidad del padre o la madre de manifestar su voluntad, por incapacidad, ausencia u otra causa (artículo 373 del Código Civil Francés);

- Muerte de alguno de los padres (artículo 373-1 del Código Civil Francés).

- El padre o la madre que hubiere sido condenado penalmente (artículo 378 del Código Civil Francés).
- Si el padre o madre pone en riesgo la seguridad, integridad o moralidad del menor, sea por malos tratamientos, consumo habitual o excesivo de bebidas alcohólicas, uso de estupefacientes, malos comportamientos o faltas de cuidado o de dirección (artículo 379 del Código Civil Francés).




Fuente: elaboración propia.”.

A continuación, basándose en el texto que se transcribe a continuación, la señora Truffello expuso sobre el sistema de cuidado personal compartido y las ventajas e inconvenientes que éste presenta.

“Cuidado Personal Compartido: Ventajas e Inconvenientes


Los Boletines N°s. 5.917-18 y N° 7.007-18 proponen la regulación del cuidado personal compartido de los hijos menores de edad, que consiste en que frente a la ruptura matrimonial o de pareja, ambos progenitores asumen las mismas obligaciones y derechos respecto del cuidado de los hijos menores de edad. En la mayoría de los países que se ha adoptado, se ha producido debate social y jurídico.

Destacan dos posturas:

1. Quienes defienden las ventajas del modelo basados en:

- Los principios de igualdad jurídica, corresponsabilidad parental y coparentalidad;

- Fundamento jurídico en Convenciones Internacionales;


- Cambio de roles del hombre y la mujer;

- Favorece la cultura de acuerdos entre los padres y permite alcanzar la mejor solución para el caso concreto;


- No implica necesariamente alternancia de residencia.

2. Aquellos que se oponen al régimen, sostienen que:


- Perjudica gravemente la estabilidad emocional, intelectual y física de los niños;


- Vulnera el principio del interés superior del niño so pretexto de una igualdad jurídica entre hombres y mujeres;

- Exige un ambiente ideal de consenso y capacidades económicas y parentales que normalmente no se presenta en contextos de separación.


- Se observa como un desafío el conciliar el derecho de los niños y sus progenitores a la coparentalidad y la efectiva aplicación de la corresponsabilidad parental en igualdad de condiciones, con la necesaria estabilidad física y emocional de los niños.

Introducción


Con motivo de los Boletines N°s. 5.917-18 y N° 7.007-18 que proponen el cuidado personal compartido de los hijos (entre otras modificaciones), este informe revisa brevemente los antecedentes de contexto que ilustran los cambios producidos a lo largo del tiempo en la regulación del cuidado de los hijos y los principales argumentos sostenidos por defensores y detractores de esta figura.

I. Antecedentes sobre la regulación del cuidado personal


La regulación del cuidado personal de los hijos frente a la ruptura de la relación de sus padres ha evolucionado en las relaciones de familia y en el derecho a lo largo del tiempo
.

1. Evolución general


Como explica Pérez Contreras, en tiempos del Derecho Romano el padre tenía el control y autoridad absoluta sobre los hijos y le correspondía en forma exclusiva su cuidado tanto en el ámbito personal como económico. Después de 1900, comienza a presentarse un cambio progresivo en la legislación, la que reconoce y regula el cuidado de los hijos con preferencia ahora hacia las madres, “con la misma fuerza que durante tantos años se concedió a los padres”
.


La evolución de los roles del hombre y la mujer al interior de la familia terminó en algunos países con la preferencia materna
, doctrina que, por ejemplo, varios estados de Estados Unidos de Norteamérica (primeramente en el Estado de California en 1972) reemplazaron por un modelo sin distinción de género. La doctrina de los “años tiernos” o de “preferencia materna”, se fundamentó en la presunción de que la madre tenía, por el solo hecho de ser mujer, las aptitudes suficientes para el cuidado de los hijos, especialmente los de corta edad. Representó una reivindicación de los derechos de la mujer en la familia y se mantiene vigente en países como Argentina
 y Chile
.


Posteriormente, en algunos países
 se inició una regulación compartida del cuidado de los hijos menores de edad, como un nuevo modelo de cuidado personal de los mismos, basado en los principios de igualdad entre hombres y mujeres, corresponsabilidad parental y coparentalidad.

La regulación del cuidado personal compartido
, cuyos orígenes se encuentran en el Derecho Anglosajón
, no ha estado exenta de discusión y crítica. En la mayoría de los países que han adoptado la figura se ha desarrollado un profundo debate social y jurídico respecto al tema
.


2. Evolución en Chile 


El legislador chileno ha contemplado siempre un sistema de atribución legal del cuidado personal de los hijos menores de edad, sin embargo, el criterio adoptado no ha sido siempre el mismo.


Desde la dictación del Código Civil (1855) la edad y el sexo de los hijos constituyeron el criterio rector para determinar a cuál de los progenitores correspondía el cuidado personal de los hijos: Las niñas sin distinción de edad quedaban al cuidado de la madre al igual que los niños menores de 5 años. Al padre le correspondía el cuidado de los hijos varones mayores de 5 años. Posteriormente, la ley N° 5.680 (1935), elevó la edad de los hijos varones a diez años y la ley N° 10.271 (1952), a catorce años.

Esta regla se mantuvo hasta la dictación de la ley N° 18.802, del año 1989. Con ella, la distinción de edad y sexo de los hijos como elementos para atribuir su cuidado personal fue considerado arbitrario por el legislador, por lo que procedió a su eliminación
 y entregó a la madre el cuidado personal de todos sus hijos menores de edad.


Finalmente, la ley N° 19.585, que reformó el sistema filiativo chileno, mantuvo el criterio de atribución materna e innovó al permitir que la atribución del cuidado personal de uno o más de los hijos pudiera ser objeto de libre acuerdo alcanzado por los progenitores.

Actualmente, el Código Civil, en su artículo 225, recoge la figura de cuidado personal unilateral de los hijos con atribución legal a la madre. Así, si los padres viven separados, corresponde a la madre el cuidado personal de los hijos, salvo acuerdo o resolución judicial en contrario.
Argumentos de defensores y detractores del cuidado personal compartido


Como se ha señalado, la regulación legal del cuidado personal compartido presenta, al menos, dos posiciones antagónicas
. Para algunos, la cercanía y presencia cotidiana de ambos progenitores en todos los ámbitos de la vida de sus hijos representa un pilar fundamental para el debido resguardo del interés superior del niño (entre otros principios), mientras que, para otros, este mismo principio se vulnera con el daño que produce en los niños la falta de estabilidad emocional y física que representa el modelo.

A partir de las diferencias de argumentos de defensores y detractores de la figura, se desprende que uno de los desafíos de esta regulación consiste en conciliar por un lado el derecho de los niños y sus progenitores a la coparentalidad y a la efectiva aplicación de la corresponsabilidad parental en igualdad de condiciones, manteniendo la estabilidad física y emocional de los niños y velando por su interés superior.


A continuación, se ilustra mediante un cuadro los principales fundamentos de los defensores y detractores de esta figura.
Tabla N° 1: Cuadro comparativo de argumentos a favor y en contra de la custodia compartida

	Argumentos en contra de la regulación del cuidado compartido
	Argumentos a favor de la regulación del cuidado compartido

	Principios:

- Frente al conflicto de los principios de igualdad jurídica de los progenitores versus el principio del interés superior del niño (ISN), debe estarse a éste último, en tanto es el niño quien se encuentra más desprotegido y necesitado de protección que sus padres
.
Atribución legal materna:

- La primacía del principio del ISN frente al de igualdad jurídica de los progenitores, desvirtúa la inconstitucionalidad de la atribución legal materna alegada por los defensores del cuidado compartido
.

- Otro argumento a favor de la atribución materna radica en que frente a la separación prima el acuerdo de las partes; a falta del mismo corresponde al juez decidir en base al interés superior del niño. Y en caso que los padres no accionen, la ley establece una regla de no litigiosidad que dice relación con la realidad de la mayoría de las familias chilenas, donde los hijos continúan viviendo con la madre y es el hombre quien abandona el domicilio familiar
.

- Eliminar la atribución legal materna supone que, a falta de acuerdo y mientras no lo decida el juez, el cuidado personal de los hijos queda en la incertidumbre jurídica
.

Problemas que presenta el cuidado compartido:

- Supone el acuerdo de los progenitores, lo que es poco probable en escenarios de separación, por lo que la regla de atribución legal materna permite un escape a la vía judicial
.
- Exige un contexto ideal de habilidades personales que permitan el acuerdo y capacidad económica de los progenitores, disponer de inmuebles acondicionados para la residencia de los hijos, así como vivir en la misma ciudad, a poca distancia de los colegios, entre otros
.
Cambio de residencia:
- El modelo afecta la estabilidad física, emocional y afectiva de los niños e impide una unidad de dirección en la crianza y educación, violentando el principio de interés superior del niño
;
- Someter a los niños a la inestabilidad de vivir en diferentes lugares y no permitirles tener un hogar, vulnera el principio del interés superior del niño
;

- La experiencia extranjera ha tenido diversos resultados en cuanto a su evaluación. Se menciona el “síndrome del niño maleta” por el continuo cambio de domicilio, barrio y amigos del niño justamente en la etapa donde necesita mayor estabilidad y seguridad básicas de contar con un hábitat único
.
	Convenciones Internacionales.
- Fundamento jurídico presente en la Convención de Derechos del Niño (artículo 18) y Convención para la Eliminación de toda forma de Discriminación contra la Mujer (artículos 5 y 16) reconocen el principio de que ambos padres tienen obligaciones comunes en lo que respecta a la crianza, desarrollo y educación de los hijos
.
Principios
:

- Igualdad jurídica entre hombre y mujer. Se fortalece la igualdad de roles entre hombres y mujeres y se educa a los hijos en los valores de igualdad y respeto;
- Corresponsabilidad parental. Supone el reparto equitativo de los derechos y deberes de los progenitores respecto a sus hijos;

- Derecho del niño a la coparentalidad, esto es, a mantener un contacto frecuente con sus dos progenitores, a pesar de su separación.

Atribución legal materna:

- La atribución legal unilateral a la madre se considera inconstitucional, en tanto violenta el principio de igualdad ante la ley entre hombres y mujeres (artículo 19, N°2, Constitución Política de Chile)
.

- La atribución legal materna dificulta la organización del cuidado de los hijos en un espacio de mediación, por la falta de igualdad entre las partes y la necesidad de “deslegitimar” al otro
.

Disfunciones del cuidado unilateral: 

- Genera relaciones familiares inadecuadas. Las madres se adueñan de los hijos y los padres se restan de participar
.
- Reproduce un estereotipo de roles de género que sobrecarga a la mujer
 y representa una sanción social hacia las mujeres por delegar esta responsabilidad en los padres
. Así, no considera los cambios que ha experimentado la familia en la sociedad, donde los roles del padre y la madre se han asumido de manera más equitativa
.

- Aumenta la litigiosidad por la ausencia de cultura de acuerdos entre los progenitores. Su reconocimiento legal establece conciencia de corresponsabilidad parental
.
- Al establecer una regla de atribución a priori, se excluye la posibilidad de diálogo entre los progenitores, lo que es vital para una distribución equitativa de las responsabilidades parentales
.

Importancia del análisis particular de cada caso:

- Abre la posibilidad de que las partes (y el juez en subsidio), apreciando las particularidades de cada caso, decidan la mejor opción considerando el interés superior del niño (ISN)
.
Alternancia de residencias:

- El cuidado personal compartido no implica necesariamente alternancia de residencias, que se alega como causante de inestabilidad en los niños. No existe un modelo único para el ejercicio del cuidado compartido, por lo que las características particulares de cada caso deberán definir cómo ejercer los principios de corresponsabilidad familiar y coparentalidad
.




DISCUSIÓN EN GENERAL

Finalizadas las exposiciones realizadas, el Presidente de la Comisión, el Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, las valoró de manera especial, haciendo presente que las distintas autoridades, expertos y demás invitados habían proporcionado importantes antecedentes e información para formarse una visión cabal acerca de la iniciativa, sus alcances y también sobre los aspectos de la misma que cabría profundizar o, incluso, modificar.


Expresó que, en consecuencia, la Comisión se encontraba en condiciones de pronunciarse sobre la idea de legislar, reservando para la discusión en particular el análisis de los ajustes y perfeccionamientos que resultare pertinente introducir al proyecto.


Los restantes miembros de la Comisión coincidieron con el señor Presidente.


En consecuencia, se ofreció la palabra para formular consideraciones de índole general.


Atendiendo a las observaciones del Profesor señor Tapia en relación a las razones que motivan la participación del Servicio Nacional de la Mujer en esta tramitación, la Ministra titular del mismo, señora Schmidt, señaló que ella derivaba de un mandato que el Legislador ha asignado a esa repartición. Explicó que, en efecto, el artículo 2° de la ley N° 19.023, que creó ese Servicio, contempla, como una de sus obligaciones, la de fomentar y proponer medidas tendientes a fortalecer la familia, entregando las condiciones sociales para su desarrollo como grupo humano y el crecimiento de cada uno de sus miembros.


Reiteró que, ante los quiebres familiares, a menudo los niños se transforman en una virtual moneda de cambio, lo que los afecta negativamente y pone de manifiesto con creciente claridad la necesidad de orientar el foco de atención hacia el interés superior de los mismos.


Expresó que el proyecto en estudio justamente se hace cargo de esa situación y que su tramitación da cuenta de que el espíritu con el cual se ha desarrollado precisamente apunta al interés superior de los niños. Opinó que aun cuando la iniciativa es perfectible, los propósitos anteriormente señalados se recogen de buena manera.


Connotó, en consecuencia, que lo que procura esa Secretaría de Estado en este caso, no consiste en una defensa de la mujer, sino más bien en robustecer las instituciones vinculadas a la familia y particularmente al niño, como foco principal.


La Honorable Senadora señora Alvear hizo notar el número de exposiciones que se ha escuchado y los valiosos antecedentes recopilados, todo lo cual da cuenta de la clara valoración que se asigna a esta iniciativa.


Expresó que queda de manifiesto el apoyo que suscita el proyecto en estudio y también la necesidad de avanzar en esta materia, en atención a los perjudiciales efectos que los niños soportan ante los quiebres familiares. Observó que no debía perderse de vista, como premisa general, que, ante las dificultades, las parejas se separan, pero no los hijos de sus padres. Hizo notar que a menudo los niños sufren un duelo a raíz de la separación de sus progenitores, lo cual pone en evidencia el respaldo que debe dárseles.


Destacó, finalmente, que la iniciativa representa un esfuerzo importante, loable y necesario y que, sin perjuicio de que hay puntos que cabe perfeccionar a través de las indicaciones que se presenten, le dará su apoyo.


El Honorable Senador señor Espina compartió el propósito de acoger la idea de legislar, haciendo presente que durante el debate en particular presentará las propuestas necesarias para mejorar aspectos determinados.


Como criterios generales para considerar durante el debate que habrá de realizarse, connotó que debe entenderse, en primer lugar, que el cuidado de los niños es una tarea que compete a ambos padres y que cabe dejar atrás la idea de que, producida la ruptura familiar, el padre tiene un rol secundario y más bien vinculado al apoyo pecuniario del hijo.


Igualmente, dijo, debe tenerse presente la importancia que ambos padres tienen en la vida y la formación del hijo. Otro aspecto central, agregó, consiste en que los niños puedan contar con un lugar donde vivir con estabilidad y desarrollar un sentido de pertenencia.


Instó a que las normas que en definitiva se acojan, consagren estos criterios y avancen en su materialización.


El Honorable Senador señor Walker, don Patricio, valoró las exposiciones escuchadas y anunció que votaría a favor de la idea de legislar, pues compartía los propósitos centrales de la iniciativa.


Hizo notar que es fácil concebir un sistema de cuidado compartido de los hijos cuando existe armonía entre los padres, no así cuando hay discrepancias. Puso de manifiesto la importancia de analizar cuidadosamente la norma supletoria que favorece a la madre, teniendo en consideración los distintos argumentos que se han dado a conocer sobre esta materia. Observó que probablemente ese será uno de los puntos de mayor interés durante el debate en particular.


Señaló que otra materia que deberá estudiarse de manera especial, son los efectos que los niños sufren a raíz de los conflictos entre sus padres, destacando de manera específica el síndrome de alienación parental a que se ha aludido.


Instó a discutir en profundidad y en forma minuciosa todos los aspectos que deriven de esta iniciativa.


El Honorable Senador señor Larraín, don Carlos, destacó el interés de incorporar a este estudio el mayor acervo doctrinal y legal que sea posible, atendida la relevancia de la materia en análisis. Igualmente, connotó la importancia de contar con las variadas opiniones y puntos de vista que se han dado a conocer ante la Comisión.


Señaló que, en términos generales, concordaba con la idea de legislar.


Hizo presente el grado de dificultad que ofrece para los jueces la solución de los variados problemas prácticos que se producen en el ámbito familiar. También es menester, prosiguió, considerar en este debate las tendencias de nuestra sociedad actual, en que, por ejemplo, cada vez es mayor el número de hijos que nace fuera del matrimonio y la cantidad de niños que crece en un núcleo en que no hay un padre y una madre.


Es posible que lo anterior, dijo, derive de la aplicación de políticas en materia de familia que calificó de disolventes. En todo caso, valoró el propósito del proyecto en cuanto a proporcionar un refuerzo a los jueces en el cumplimiento de sus complejas tareas en materia de resolución de conflictos de familia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, señaló que las distintas opiniones y exposiciones que se han escuchado demuestran que en la materia en análisis hay un importante debate latente tanto en nuestro país como en otras naciones, el que, sin embargo, no conduce a una visión única. Por el contrario, advirtió, las hay muy diversas y por ello no será fácil adoptar posiciones.


Expresó que el régimen de cuidado compartido no es de fácil solución, particularmente si no hay un nivel adecuado de armonía entre los padres. En este punto, dijo, se entrecruzan los intereses de los padres con los del hijo. Observó que, adicionalmente, la regla supletoria de atribución en favor de la madre es criticada y que si bien el proyecto confiere facultades al juez para intervenir, también ello suscita críticas ante la posibilidad de conferirle demasiada discrecionalidad.


Aun así, puso de manifiesto el interés que presenta el proyecto, particularmente porque otorga una mirada preferente al interés del niño.


Hizo notar la creciente cantidad de demandas por alimentos que anualmente se presentan en nuestro medio, la que, señaló, continúa aumentando. Informó que igualmente se incrementa la cifra de niños nacidos fuera del matrimonio, teniendo nuestro país un record en esta materia, que calificó de complejo.


Puntualizó que muchas veces el problema en tales casos es quién se hace cargo del niño. En este aspecto, opinó que existe una paternidad irresponsable en muchos sentidos y que lo pertinente es incentivar y lograr una mayor responsabilidad del padre frente al hijo.


En cuanto al cuidado personal compartido, consideró que este sistema parece plantearse para un escenario más bien estructurado, de tipo urbano, sin tener en la debida cuenta otros tipos de situaciones, caracterizadas por la pobreza o la lejanía geográfica.


Expresó también su preocupación en cuanto a las reglas sobre patria potestad conjunta. El ejercicio de este régimen, señaló, puede generar una considerable judicialización de los problemas en la práctica.


En cualquier caso, destacó el hecho de que el proyecto se base en principios tan importantes como el de cautelar prioritariamente el interés del niño y el de responsabilizar a ambos padres por éste, entendiendo que los dos progenitores son titulares de derechos y de obligaciones.


Manifestó que, aun cuando estas materias no son de fácil solución, la discusión en particular del proyecto será la oportunidad para avanzar en la búsqueda de los acuerdos más acertados.


Recapitulando los aspectos centrales del proyecto en estudio, la señora Andrea Barros, Jefa del Departamento de Reformas Legales del Servicio Nacional de la Mujer, manifestó que éste pretende asegurar que en aquellos casos en que los padres estén de acuerdo, compartan el cuidado personal. Precisó que si no hay acuerdo entre ellos, el referido sistema de cuidado compartido no funciona.


Expresó que la iniciativa incorpora reglas que establecen que la aplicación de la norma supletoria en favor de la madre será transitoria mientras los padres no adopten un acuerdo o mientras un juez no diga lo contrario.


Indicó que los principales reclamos de los padres que no tienen el cuidado personal consisten en sostener que es imposible privar a la madre del mismo, incluso cuando ella tiene conductas inapropiadas para el menor. Lo que se hace en el proyecto, precisó, es cambiar la facultad que tiene el juez para atribuir el cuidado personal al otro padre, fundándose en el interés superior del niño.



Precisó que se contemplan dos sistemas, por una parte, aquel en que se comparte el cuidado y por otra, aquel en que hay un cuidado unilateral pero con un padre cuya relación directa y regular se encuentra más reforzada. Habiendo cuidado unilateral, el proyecto refuerza la relación directa y regular del hijo con el otro progenitor. Por lo tanto, a través de estos nuevos preceptos se trata de igualar las responsabilidades de ambos padres en cuanto a la crianza de sus hijos.


Explicó que en cuanto a la patria potestad supletoria conjunta, ésta sólo se produce cuando los padres viven juntos. Si los padres viven separados, quien tenga el cuidado personal ejercerá también la patria potestad, entendiendo que ella incluye no sólo la administración de los bienes del hijo, sino que también la representación legal del mismo.


Finalizado el debate, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, don Hernán, sometió la iniciativa a votación en general.


Ésta resultó aprobada en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Larraín, don Carlos, Larraín, don Hernán (Presidente), y Walker, don Patricio.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, que vuestra Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY



“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Civil, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fija el artículo 2° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio del Justicia:


1.- Reemplázase el artículo 225 por el siguiente:


“Art. 225. Si los padres viven separados podrán determinar de  común acuerdo que el cuidado personal de uno o más hijos corresponda al padre, a la madre o a ambos en forma compartida. El acuerdo se otorgará por escritura pública o acta extendida ante cualquier oficial del Registro Civil, y deberá ser subinscrito al margen de la inscripción de nacimiento del hijo dentro de los treinta días subsiguientes a su otorgamiento. Este acuerdo podrá revocarse o modificarse cumpliendo las mismas solemnidades.


El cuidado personal compartido es un régimen de vida que procura estimular la corresponsabilidad de ambos padres que viven separados, en la crianza y educación de los hijos comunes, mediante un sistema de residencia que asegure su adecuada estabilidad y continuidad.


El acuerdo a que se refiere el inciso primero deberá establecer la frecuencia y libertad con que el padre o madre privado del cuidado personal mantendrá una relación directa, regular y personal con los hijos.


Mientras no haya acuerdo entre los padres o decisión judicial, a la madre toca el cuidado personal de los hijos menores, sin perjuicio de la relación directa, regular y personal que deberán mantener con el padre.


En cualquiera de los casos establecidos en este artículo, cuando las circunstancias lo requieran y el interés del hijo lo haga conveniente, el juez podrá modificar lo establecido, para atribuir el cuidado personal del hijo al otro de los padres, o radicarlo en uno solo de ellos, si por acuerdo existiere alguna forma de ejercicio compartido. Pero no podrá confiar el cuidado personal al padre o madre que no hubiere contribuido a la mantención del hijo mientras estuvo bajo el cuidado del otro padre, pudiendo hacerlo. Siempre que el juez atribuya el cuidado personal del hijo a uno de los padres, deberá establecer, de oficio o a petición de parte, en la misma resolución, la frecuencia y libertad con que el otro mantendrá con él una relación directa, regular y personal.


En ningún caso el juez podrá fundar exclusivamente su decisión en la capacidad económica de los padres.


Mientras una nueva subinscripción relativa al cuidado personal no sea cancelada por otra posterior, todo nuevo acuerdo o resolución será inoponible a terceros.”.


2.- Derógase el artículo 228.


3.- Sustitúyese el artículo 229 por el siguiente:


“Art. 229. El padre o madre que no tenga el cuidado personal del hijo no será privado del derecho ni quedará exento del deber que consiste en mantener con él una relación directa, regular y personal, la que se ejercerá con la frecuencia y libertad acordada directamente con quien lo tiene a su cuidado en las convenciones a que se refiere el inciso primero del artículo 225 o, en su defecto, con las que el juez estimare conveniente para el hijo.


Se entiende por relación directa, regular y personal, aquella que propende a que el vínculo paterno filial entre el padre no custodio y su hijo se mantenga a través de un contacto personal, periódico y estable. El régimen variará según la edad del hijo y la relación que exista con el padre no custodio, las circunstancias particulares, necesidades afectivas y otros elementos que deban tomarse en cuenta, siempre en consideración del mejor interés del hijo.


Con todo, sea que se decrete judicialmente el régimen de relación directa, regular y personal o en la aprobación de acuerdos de los padres en estas materias, el juez deberá asegurar la mayor participación y corresponsabilidad de ambos padres en la vida del hijo, estableciendo las condiciones que fomenten una relación paterno filial sana y cercana.


Se suspenderá o restringirá el ejercicio de este derecho cuando manifiestamente perjudique el bienestar del hijo, lo que declarará el tribunal fundadamente.”.


4.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 244:


a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente:


“A falta de la suscripción del acuerdo, toca al padre y madre en conjunto el ejercicio de la patria potestad.”.


b) Intercálase el siguiente inciso tercero, pasando los actuales tercero y cuarto a ser cuarto y quinto, respectivamente:


“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, los padres podrán actuar indistintamente cuando cumplan funciones de representación legal que no menoscaben los derechos del hijo ni le impongan obligaciones.”.


5.- Modifícase el artículo 245 en el siguiente sentido:


a) Intercálase  en el inciso primero, entre los términos “hijo,” y “ de conformidad” las palabras “ o por ambos,”.


b) Sustitúyese el inciso segundo por el siguiente:


“Sin embargo, por acuerdo de los padres o resolución judicial fundada en el interés del hijo, podrá atribuirse la patria potestad al otro padre o radicarla en uno de ellos si la ejercieren conjuntamente. Además, basándose en igual interés, los padres podrán ejercerla en forma conjunta. Se aplicará al acuerdo o a la resolución judicial las normas sobre subinscripción previstas en el artículo precedente.”.


c) Agrégase el siguiente inciso tercero:


“En el ejercicio de la patria potestad conjunta, se aplicará lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior.”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.618, de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:


1.- Introdúcese el siguiente artículo 40:


“Artículo 40.- Para los efectos de los artículos 225, inciso tercero; 229 y 242, inciso segundo del Código Civil, y de otra norma en que se requiera considerar el interés superior del hijo como criterio de decisión, el juez deberá ponderar al menos los siguientes factores:


a) Bienestar que implica para el hijo el cuidado personal del padre o madre, o el establecimiento de un régimen judicial de relación directa, regular y personal, tomando en cuenta sus posibilidades actuales y futuras de entregar al hijo estabilidad educativa y emocional;


b) Riesgos o perjuicios que podrían derivarse para el hijo en caso de adoptarse una decisión o cambio en su situación actual;


c) Efecto probable de cualquier cambio de situación en la vida actual del hijo, y 


d) Evaluación del hijo y su opinión, especialmente si ha alcanzado la edad de catorce años.”.


2.- Introdúcese el siguiente artículo 41:


“Artículo 41.- Para los efectos del artículo 225 del Código Civil, el artículo 21 de la ley N° 19.947 y de los artículos 106 y 111 de la ley N° 19.968, sobre Tribunales de Familia, y cada vez que esté llamado a aprobar un régimen de cuidado personal compartido, el juez tomará en cuenta, según procedan, los siguientes factores:


a) Vinculación afectiva entre el hijo y cada uno de sus padres, y demás personas de su entorno;


b) Aptitud de los padres para garantizar, de acuerdo a sus medios, el bienestar del hijo y la posibilidad de procurarle un ambiente adecuado, según su edad;


c) Actitud de cada uno de los padres para cooperar con el otro, a fin de asegurar la máxima estabilidad al hijo y garantizar la relación directa, regular y personal del hijo con ambos padres;


d) Tiempo que cada uno de los padres, conforme a sus posibilidades, dedicaba al hijo antes de la separación y tareas que efectivamente ejercitaba para procurarle bienestar;


e) Evaluación del hijo y su opinión, especialmente si ha alcanzado la edad de catorce años;


f) Ubicación geográfica del domicilio de los padres y los horarios y actividades del hijo y los padres, y


g) Cualquier otro antecedente o circunstancia que sea relevante según el interés superior del hijo.”.


3.- Sustitúyese la frase inicial del artículo 42 “ Para los efectos” por la siguiente “ Para el solo efecto”.


Artículo 3°.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 21 de la ley N° 19.947, sobre Matrimonio Civil, por el siguiente:


“En todo caso, si hubiere hijos, dicho acuerdo deberá regular también, a lo menos, el régimen aplicable a los alimentos, al cuidado personal y a la relación directa y regular que mantendrá con los hijos aquél de los padres que no los tuviere bajo su cuidado. En este mismo acuerdo, los padres podrán convenir un régimen de cuidado personal compartido.”.”.

- - -




Acordado en sesiones celebradas los días 6, 13 y 20 de junio de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero (Carlos Ignacio Kuschel Silva), Hernán Larraín Fernández (Presidente), Carlos Larraín Peña (Baldo Prokurica Prokurica) y Patricio Walker Prieto.





Sala de la Comisión, a 22 de junio de 2012.

(Fdo.): Nora Villavicencio González,

Abogada Secretaria
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, INICIADO EN MOCIÓN DEL SENADOR SEÑOR BIANCHI, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AMPLÍA EL PLAZO DEL DERECHO A AUSENTARSE DEL TRABAJO, PARA LA MADRE, EN CASO DE QUE LA ENFERMEDAD SUFRIDA POR EL HIJO SEA CÁNCER

(5857-13)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en una Moción del Honorable Senador señor Carlos Bianchi Chelech.


Se hace presente que no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, la Comisión acordó efectuar solamente la discusión en general con la finalidad de perfeccionar su contenido en el análisis en particular, para lo cual se propone a la Sala que le de su aprobación en general a esta iniciativa y fije un plazo para presentar indicaciones a su respecto.

A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, los asesores legislativos del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señores Pedro Contador y Francisco Del Río; el asesor jurídico del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor José Francisco Acevedo; la abogada asesora de la Biblioteca del Congreso Nacional, señora Paola Álvarez; el Coordinador del Programa de Asesoría Legislativa del Instituto Igualdad, señor Gabriel de la Fuente; la Jefa de Gabinete y el asesor de la Senadora Rincón, señora Tatiana Klima y señor Josué Vega, respectivamente, y la periodista del Senador señor Bianchi, señora Carolina Quintanilla.

- - -


Asimismo, concurrieron especialmente invitados el Director del Programa de Hematología Oncología División de Pediatría del Hospital Clínico de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Doctor Francisco Barriga; el Pediatra Oncólogo y Jefe de la Unidad de Oncología Infantil de la Clínica Dávila, y Director de la “Fundación Niño y Cáncer”, Doctor Juan Quintana y el vocero de la Agrupación de Padres Sin Licencia para Cuidar, señor Álvaro Acuña.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Fundamentalmente, ampliar el permiso para ausentarse del trabajo a que tiene derecho la madre trabajadora, cuando la enfermedad que padezca su hijo sea cáncer, durante todo el tiempo que dure el tratamiento de recuperación del menor.
- - -

ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


- El Código del Trabajo.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, señala que, cada año, alrededor de 500 niños se enferman de cáncer en Chile. Con los tratamientos actuales, afortunadamente, cerca del 70% de ellos puede superar la enfermedad. Dichos tratamientos incluyen cirugías, radioterapia y quimioterapia, los que, generalmente, se prolongan entre seis meses y dos años. 

Tras ello, destaca, el impacto emocional que significa para una familia el hecho de que el cáncer lo padezca un niño, es inmenso. Agrega que está científicamente comprobado que el cáncer de un hijo es la situación más crítica por la que puede atravesar una familia, incluso superando la separación o muerte de uno de los padres. 


Para lograr la recuperación de estos niños, añade, el apoyo psicológico es fundamental, ya que ningún niño se recuperará si no tiene ganas de vivir. 


En este contexto, enfatiza el autor de la Moción, la presencia de la madre constituye un pilar indispensable, no sólo para un buen tratamiento, sino que también por el apoyo familiar que para el niño representa y la fuerza que ella le puede transmitir a su hijo para seguir adelante. 


Explica, asimismo, que aproximadamente el 50% de las madres de niños con cáncer son trabajadoras, y un número importante de ellas debe renunciar a sus empleos para poder atender a sus hijos, lo que se traduce en un grave problema familiar, ya que significa una baja considerable en el ingreso, problemas económicos y dificultades para vivir. Gran parte de estas trabajadoras sufre, además, serios cuadros depresivos como consecuencia de la enfermedad de sus hijos, y algunas reciben licencias médicas debido a esta causa.

Enseguida, la Moción recuerda que la ley Nº 19.505 modificó el Código del Trabajo otorgando a la madre trabajadora el derecho para ausentarse de su trabajo hasta por el número de horas equivalentes a diez jornadas ordinarias de trabajo, distribuidas, a elección de ella, en jornadas completas, parciales o combinación de ambas, las que se considerarán trabajadas para todos los efectos legales, en caso de que la salud de un menor de 18 años requiera la atención personal de sus padres, con motivo de un accidente grave, o de una enfermedad terminal en su fase final, o enfermedad grave, aguda y con peligro de muerte.


La misma ley estableció que si ambos padres son trabajadores dependientes, cualquiera de ellos, a elección de la madre, podrá gozar del referido permiso.


En opinión del autor de la Moción, es necesario distinguir dentro de este derecho la especial situación que enfrentan los padres que tienen un hijo que padezca la enfermedad de cáncer. Por tal razón, concluye, presenta la iniciativa de ley en estudio.

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:

“Artículo único.- Incorpórase el siguiente inciso final al artículo 199 bis del Código del Trabajo:

“En caso de que la enfermedad que sufra el hijo de la madre trabajadora sea cáncer- en cualquiera de sus formas- el derecho a ausentarse para la madre trabajadora podrá extenderse a todo el tiempo que dure el tratamiento de recuperación del menor.”.”.
- - -


Cabe señalar que el artículo 199 bis del Código del Trabajo -sobre el cual incide el proyecto de ley en análisis-, establece el derecho de la madre trabajadora a un permiso para ausentarse de su trabajo, cuando la salud de un menor de 18 años requiera la atención personal de sus padres. Para una más adecuada comprensión de la iniciativa legal en análisis, se transcribe a continuación la norma citada:


“Artículo 199 bis. Cuando la salud de un menor de 18 años requiera la atención personal de sus padres con motivo de un accidente grave o de una enfermedad terminal en su fase final o enfermedad grave, aguda y con probable riesgo de muerte, la madre trabajadora tendrá derecho a un permiso para ausentarse de su trabajo por el número de horas equivalentes a diez jornadas ordinarias de trabajo al año, distribuidas a elección de ella en jornadas completas, parciales o combinación de ambas, las que se considerarán como trabajadas para todos los efectos legales. Dichas circunstancias del accidente o enfermedad deberán ser acreditadas mediante certificado otorgado por el médico que tenga a su cargo la atención del menor. 


Si ambos padres son trabajadores dependientes, cualquiera de ellos, a elección de la madre, podrá gozar del referido permiso. Con todo, dicho permiso se otorgará al padre que tuviere la tuición del menor por sentencia judicial o cuando la madre hubiere fallecido o estuviese imposibilitada de hacer uso de él por cualquier causa. A falta de ambos, a quien acredite su tuición o cuidado.

El tiempo no trabajado deberá ser restituido por el trabajador mediante imputación a su próximo feriado anual o laborando horas extraordinarias o a través de cualquier forma que convengan libremente las partes. Sin embargo, tratándose de trabajadores regidos por estatutos que contemplen la concesión de días administrativos, primeramente el trabajador deberá hacer uso de ellos, luego podrá imputar el tiempo que debe reponer a su próximo feriado anual o a días administrativos del año siguiente al uso del permiso a que se refiere este artículo, o a horas extraordinarias.


En el evento de no ser posible aplicar dichos mecanismos, se podrá descontar el tiempo equivalente al permiso obtenido de las remuneraciones mensuales del trabajador, en forma de un día por mes, lo que podrá fraccionarse según sea el sistema de pago, o en forma íntegra si el trabajador cesare en su trabajo por cualquier causa.”.
----------


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, en sesión celebrada el día 6 de octubre de 2010, el Senador señor Bianchi, en su calidad de autor del mismo, reiteró los fundamentos vertidos en la Moción y explicó los principales aspectos de la propuesta legislativa.


Al efecto, recordó que la presentación de esta iniciativa estuvo motivada en los planteamientos que le fueron formulados sobre esta materia por un grupo de madres cuyos hijos padecían cáncer, y quienes le expusieron la difícil situación que les afligía en razón de la terrible enfermedad que enfrentaban, no sólo sus hijos, sino que, en verdad, todos los integrantes de sus familias. 


Tras esto, añadió, surgió la necesidad de promover una iniciativa de ley que considerara la posibilidad de otorgar un permiso especial que permitiera a la madre trabajadora, que tiene un hijo enfermo de este mal, ausentarse de su lugar de trabajo, y atender las necesidades del menor en estas circunstancias extremas.


De esta manera, acotó, el proyecto de ley propone que el permiso contemplado por el artículo 199 bis del Código del Trabajo, sea concedido a la madre trabajadora cuyo hijo sufra la enfermedad de cáncer, en cualquiera de sus formas, por todo el tiempo que dure el tratamiento de recuperación del menor.


Sin embargo, advirtió, parece necesario incorporar algunos ajustes a la iniciativa originalmente planteada, para el mejor cumplimiento de sus fines. Así, por ejemplo, sería pertinente establecer el tiempo de este permiso en 30 días, elevando, para este caso, las actuales 10 jornadas ordinarias de trabajo que hoy contempla el citado artículo 199 bis tratándose de un accidente o enfermedad grave que sufra un menor de 18 años de edad. De esta forma, además, se acotaría la extensión del permiso, en lugar de concederlo por todo el tiempo que demore el tratamiento de recuperación del menor, el cual podría tardar muchos meses o, incluso, años. Estos 30 días, aún más, tendrían que ser considerados como efectivamente trabajados, a fin de que no deban ser restituidos o compensados al empleador. Asimismo, sería adecuado que, a elección de la trabajadora o de común acuerdo con el empleador, tales días puedan ser usados para estos efectos como días corridos o en forma discontinua, según las necesidades del caso.


Se trata, subrayó, de ofrecer una herramienta de apoyo a quienes enfrentan una situación tan delicada y devastadora para toda la familia como la descrita y, en pro de dicho objetivo, manifestó que la iniciativa se encuentra disponible para recibir todas las sugerencias que sea necesario considerar al efecto.


El Senador señor Kuschel consultó la razón para definir la duración del permiso en exactamente 30 días, y no establecerlo en otro lapso de tiempo, sea mayor o menor. Lo anterior, explicó, por cuanto elevar el permiso de 10 días -que actualmente considera el Código del Trabajo-, a 30 días como ahora se propone, podría ser un incremento importante que, a la postre, también podría afectar a las propias trabajadoras, en desmedro de sus empleos. Asimismo, preguntó cuáles son las estadísticas que se registran en esta materia en nuestro país.


El Senador señor Bianchi señaló que la situación que deben enfrentar estas trabajadoras es extremadamente difícil, ya que no se trata de un permiso que se otorga con motivo de una enfermedad cualquiera que sufra el menor, sino que de una prerrogativa que estaría circunscrita sólo al caso en que el hijo padezca cáncer. Es, sin duda, una enfermedad devastadora que afecta a toda la familia y donde la presencia de la madre resulta fundamental. En ese contexto, añadió, definir el período de permiso en 30 días, que podrán ser continuos o discontinuos, parece ser un plazo razonable, atendidas las señaladas circunstancias. En cuanto a las estadísticas, indicó que, de acuerdo a las investigaciones efectuadas en torno al tema, cada año en Chile enferman de cáncer, aproximadamente, 500 niños.


El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco Del Río, señaló que, si bien el espíritu que inspira esta iniciativa legal es loable y atendible, es necesario avanzar en un derecho viable, cuyo fundamento resulte indubitable. En ese entendido, agregó, efectivamente parece necesario introducir algunas modificaciones al proyecto de ley en aras del mejor cumplimiento de su objetivo. Así, puntualizó, en primer lugar, el texto propuesto sólo se refiere a la madre trabajadora, a pesar de que el artículo 199 bis del Código del Trabajo considera el permiso por enfermedad o accidente grave del hijo menor de 18 años de edad, respecto de la madre, pero también, en determinadas circunstancias, respecto del padre e, incluso, a falta de ambos, para quien acredite su tuición o cuidado. Asimismo, el proyecto contempla el permiso durante todo el tiempo que dure el tratamiento de recuperación del menor, por lo que, a contrario sensu, cuando no exista la posibilidad de tal tratamiento -por ejemplo, porque la enfermedad ya está en su fase terminal-, no habría derecho a este permiso. 


Por otra parte, añadió, es preciso considerar que si se propone elevar el actual permiso de 10 a 30 días para el evento en que la enfermedad sea específicamente cáncer, ello debería guardar cierta armonía con las restantes normas del Código Laboral. Así, por ejemplo, el permiso remunerado en caso de fallecimiento de un hijo, es de 7 días, al tenor de lo establecido en el artículo 66 del referido Código, entonces, no parece simétrico contemplar 30 días de permiso pagado para el tratamiento de una enfermedad, los cuales, al no ser compensables, podrían acumularse al feriado anual -que, por regla general, es de 15 días-, sumando un total de 45 días, por lo tanto, habría que revisar ahí cierta proporcionalidad que aún no resulta clara. Adicionalmente, parece pertinente recordar que existen otras iniciativas legislativas referidas a esta materia, entre ellas, una que reformula el mencionado artículo 199 bis, de modo que el permiso en cuestión se otorgue indistintamente a la madre trabajadora o al padre trabajador, y no a uno en reemplazo del otro, como actualmente lo contempla la señalada disposición. Por consiguiente, si se considera el cuadro completo del permiso, que quedaría para el caso que aquí estudiamos, extendido a 30 días, concebido para ambos padres, remunerado, sin obligación de compensación y acumulable a otros permisos que ya contiene el Código del Trabajo, indudablemente que ello podría generar un impacto no menor en el mundo laboral que, incluso, podría atentar contra los objetivos finales del proyecto de ley.


Atendido lo anterior, prosiguió, sería necesario buscar fórmulas alternativas que permitan mejorar la propuesta, como por ejemplo que, al menos, una parte de esos 30 días sean compensables o que puedan imputarse hasta por un máximo de la mitad del feriado anual. Se trata, insistió, de revisar diferentes posibilidades para dar simetría al proyecto con otros beneficios laborales de esta naturaleza, contemplados en diversas normas, así como también darle viabilidad a la propuesta. 


Del mismo modo, agregó, sería pertinente revisar respecto de qué tipos de cáncer este permiso sería procedente. Lo anterior porque, según explicó, en el diagnóstico de esta enfermedad existe una amplia gama de patologías que responden al concepto de tal. Así, es posible encontrar un melanoma en un lunar con características malignas, que se extirpa mediante una intervención quirúrgica ambulatoria. Desde ahí, el abanico de posibilidades se abre hasta alcanzar las distintas clases de cáncer que tienen asociados tratamientos altamente invasivos. En consecuencia, parece lógico considerar una cierta gradación en la enfermedad que dará lugar al permiso que aquí se trata, nuevamente en la idea de armonizar esta normativa con el resto de nuestra legislación. 


El Senador señor Kuschel sugirió escuchar la opinión de entidades especializadas en torno al tema, como por ejemplo, podría ser el propio Ministerio de Salud o alguna otra institución o departamento del área, toda vez que es probable que existan otras patologías, tanto o más graves o más severas que el mismo cáncer, y que justifiquen plenamente que este beneficio también se contemple respecto de los padres trabajadores de quienes padecen tales enfermedades, las que, como todos sabemos, son de tal envergadura y golpean tan fuertemente la vida familiar, que ameritarían la aplicación de este mismo régimen legal. Sería interesante, apuntó, contar con información especializada en la materia, que revele cómo ha sido la experiencia registrada y que permita dilucidar qué es lo más adecuado como aporte ante situaciones de esta índole.

El Senador señor Bianchi expresó compartir las inquietudes manifestadas y se mostró partidario de efectuar un análisis de conjunto para arribar a la mejor solución legislativa posible respecto de este tema. Sin embargo, advirtió, se trata de un asunto que debe ser abordado, toda vez que las situaciones y circunstancias que éste involucra son de una gravedad tan extrema, que no es factible permanecer indiferentes ante ellas. En ese entendido, añadió, podría elaborarse un texto para una indicación sustitutiva que recoja las diversas preocupaciones que se han expresado, en pro del mejor cumplimiento del objetivo trazado por este proyecto de ley, indicación que reúna el consenso de los miembros de la Comisión y que cuente, asimismo, con el respaldo del Ejecutivo, a fin de generar de consuno una propuesta alternativa que permita mejorar y perfeccionar la iniciativa legal originalmente presentada. 


La Comisión estimó oportuna la referida sugerencia, coincidiendo también en la innegable trascendencia social y humana del tema planteado.


Por su parte, el Ejecutivo comprometió su colaboración en la preparación y redacción de un texto sustitutivo que aborde las diferentes aristas del problema y ofrezca la solución que resulte más acorde a las inquietudes manifestadas y a los fines de la iniciativa legal en trámite.

Audiencias


- En sesión celebrada el día 15 de mayo de 2012, la Comisión recibió en audiencia al Director del Programa de Hematología Oncología División de Pediatría del Hospital de la Pontificia Universidad Católica de Chile, Doctor Francisco Barriga y al vocero de la Agrupación de Padres “Sin Licencia para Cuidar”, señor Álvaro Acuña. Este último acompañó un documento que se consigna en el anexo a este primer informe.

 
El vocero de la Agrupación de Padres “Sin Licencia para Cuidar”, señor Álvaro Acuña, dio inicio a su exposición explicando que la reacción inmediata de los padres, cuando un niño padece de cáncer, es considerar la probabilidad del fallecimiento del menor, para luego abocarse al análisis del tratamiento a seguir, su financiamiento y las medidas que deben adoptar para cooperar en su recuperación. Sostuvo que tales problemáticas resultan ser de mayor entidad cuando se trata de familias que viven en regiones apartadas de los centros urbanos, toda vez que ello supone, además, la organización y el financiamiento del traslado del grupo familiar. 

 
Explicó que, en nuestro país, cada año cerca de 600 niños son diagnosticados con cáncer. Indicó que, de dicha cantidad, cerca de un 70% recibe un tratamiento oportuno, el que se verifica durante un período que varía entre tres meses y dos años. Añadió que dicho tratamiento se encuentra financiado en gran parte por el Sistema de Garantías Explícitas en Salud. Con todo, expuso que, para favorecer su eficacia, se deben considerar una serie de factores diversos de índole sicológico, laboral y médico. 

 
Por su parte, el Director del Programa de Hematología y Oncología Pediátrica del Hospital Clínico de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Francisco Barriga, sostuvo que el Sistema de Garantías Explícitas en Salud permite facilitar el acceso al referido tratamiento. Con todo, señaló que, en ocasiones, éste no comprende la totalidad de los gastos médicos que implica, situación que significa la necesidad de un desembolso por parte de los respectivos grupos familiares. Agregó que ello resulta aún más problemático tratándose de pacientes que viven en zonas alejadas de los centros urbanos, habida cuenta que los tratamientos más efectivos se desarrollan en centros médicos especializados ubicados en la ciudad de Santiago. Tales problemáticas atentan, además, contra el ingreso y la permanencia de la mujer en el trabajo.

 
En consecuencia, indicó que la enfermedad del menor puede afectar notablemente la estabilidad familiar, su sustento económico y el desempeño laboral de los padres. Agregó que, en ese contexto, su apoyo resulta ser fundamental con miras a favorecer la recuperación de los menores, toda vez que la mayor parte del tiempo los niños no están hospitalizados bajo el cuidado del personal hospitalario, sino que se encuentran bajo tratamiento en sus hogares. Explicó que, por lo general, los padres de los niños con cáncer, una vez iniciado el tratamiento, siguen desarrollando sus labores normalmente, pero, posteriormente, deben abandonar sus actividades, atendidas las implicancias sicológicas que les genera la enfermedad del menor.

 
Agregó que, desde el punto de vista médico, el éxito del tratamiento del cáncer infantil se vincula a la adherencia, esto es, a la perseverancia de los pacientes en dicho proceso, el que por lo general es largo, complejo y costoso, lo que sólo puede verificarse gracias al apoyo familiar y, particularmente, a la labor que los padres deben desarrollar en ese ámbito.

 
A continuación, el vocero de la Agrupación de Padres “Sin Licencia para Cuidar”, señor Álvaro Acuña, indicó que, atendida la problemática reseñada precedentemente, corresponde analizar la pertinencia de los mecanismos legales actualmente vigentes, es decir, si éstos permiten que los padres puedan cumplir con la labor que deben desarrollar en el tratamiento de los niños con cáncer. En ese sentido, reseñó que sobre el particular resultan aplicables las normas contenidas en el Libro II del Código del Trabajo, relativo a la Protección a los Trabajadores, especialmente sus artículos 199 y 199 bis. 

 
Sostuvo que, en su opinión, tales normas resultan ser insuficientes. En cuanto al artículo 199, señaló que ésta restringe excesivamente la edad del menor y el tipo o entidad de la enfermedad que genera el derecho de los padres a ausentarse de su trabajo. Por otra parte, agregó que la norma del artículo 199 bis limita el número de días durante los cuales los padres pueden ausentarse de su empleo ante la enfermedad del hijo, los que, todo caso, deben ser compensados mediante el cumplimiento de horas extraordinarias o durante el feriado del trabajador. Añadió que en ocasiones el tratamiento puede prolongarse durante más de dos años, lo que torna imposible el cumplimiento de tales condiciones.

 
Finalmente, indicó que se debe favorecer el establecimiento de una norma legal que consagre el derecho a un permiso especial y a un subsidio para la madre o padre, con la finalidad de permitir que puedan dedicarse al cuidado de un hijo enfermo de cáncer mediante el uso de una licencia médica. En ese sentido, agregó que la iniciativa legal en estudio resuelve la referida problemática, sin perjuicio de la necesidad de analizar lo relativo al subsidio que debe operar al efecto.

 
La Senadora señora Rincón sostuvo que no obstante compartir los objetivos del proyecto de ley en estudio, es pertinente analizar la necesidad de introducir indicaciones para regular la situación de las madres que reciben bajas remuneraciones y la forma en que se debe proceder a la compensación del permiso que se concede a los padres. Asimismo, agregó que no sólo el cáncer puede generar la necesidad de solicitar dicho permiso, sino que también otras enfermedades muy complejas. En ese sentido, abogó por el establecimiento de una regulación legal que, en lugar de consagrar una tipología de enfermedades específicas, considere especialmente la duración e intensidad del respectivo tratamiento, en la idea de comprender la mayor cantidad de casos posibles. Habida cuenta de ello, indicó que se debe tener en consideración la opinión de la Sociedad Chilena de Pediatría, con el objeto de determinar aquéllos tratamientos médicos que podrían dar lugar al permiso laboral con derecho a subsidio.

 
Por otra parte, destacó que la ley N° 20.535, publicada el año 2011 y que introdujo en la legislación laboral tres nuevos incisos al artículo 199 bis del Código del Trabajo, establece el derecho de los padres para ausentarse del trabajo ante la discapacidad o dependencia severa de los hijos, lo que constituye un antecedente que debe ser ponderado durante el estudio de la presente iniciativa.

 
El Senador señor Bianchi agregó que el proyecto de ley en análisis considera, entre sus fundamentos, la situación que afecta a los habitantes de las regiones más apartadas de los centros urbanos, quienes deben desplazarse al centro del país para proveer a sus hijos de los tratamientos que les permitan recuperarse de las enfermedades que les aquejan. Añadió que, en ese contexto, la Moción se refiere específicamente a los niños con cáncer, toda vez que se trata de una enfermedad grave que puede producir la muerte de quien la padece.

 
Asimismo, también resaltó que la problemática de los menores que sufren de alguna discapacidad ha sido resuelta mediante la modificación al artículo 199 bis del Código del Trabajo, enmienda que introdujo la ley N° 20.535. 

 
En ese contexto, insistió en que la iniciativa pretende resolver las contingencias económicas, laborales y familiares que deben sobrellevar los padres de un hijo enfermo de cáncer. Subrayó que, no obstante los indicadores que dan cuenta de la eficacia del tratamiento contra dicha enfermedad para los niños, y del número de casos que se produce cada año –entre 500 y 700 pacientes-, se debe considerar que ello genera una serie de trastornos en el desempeño laboral de los padres. 

 
El vocero de la Agrupación de Padres “Sin Licencia para Cuidar”, señor Álvaro Acuña, agregó que los objetivos de dicha organización apuntan a realizar tareas de apoyo sicológico y permitir que los padres puedan colaborar en el tratamiento de los menores que padecen dicha enfermedad. En ese sentido, solicitó la pronta tramitación de la iniciativa legal en estudio con miras a solucionar tales problemáticas.

 
El Senador señor Bianchi solicitó concordar, con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social, los acuerdos que permitan resolver adecuadamente esta materia.

 
La Senadora señora Rincón reiteró que, previamente, resulta necesario recabar la opinión de la Sociedad Chilena de Pediatría para, a continuación, efectuar una estimación presupuestaria en lo relativo al subsidio a que se ha hecho referencia, con el objetivo de analizar una propuesta conjunta con el Ministerio del Trabajo y Previsión Social.

 
El asesor legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, sostuvo que, en el contexto de la tramitación de la presente iniciativa, se debe solicitar la opinión del Ministerio de Salud en lo relativo al financiamiento de los instrumentos que permitan considerar recursos para el permiso de los padres, como también en cuanto a los efectos que ello podría generar en otros cuerpos legales.
- En sesión celebrada el día 20 de junio de 2012, la Comisión escuchó los planteamientos del Pediatra Oncólogo y Jefe de la Unidad de Oncología Infantil de la Clínica Dávila, y Director de la “Fundación Niño y Cáncer”, señor Juan Quintana, quien explicó que, a lo largo de su experiencia profesional en el ámbito de la oncología infantil, ha podido constatar una serie de problemáticas de los menores que sufren algún tipo de cáncer infantil y de sus familias, y de los efectos positivos que, con el propósito de garantizar la eficacia de su tratamiento, genera la compañía y el cuidado de la madre de aquellos que lo padecen.

En ese sentido, indicó que la “Fundación Niño y Cáncer” realiza labores que favorecen la recuperación y el desarrollo personal de los menores mediante una red de centros hospitalarios y de acogida. En tal contexto, informó que se ha puesto en funcionamiento un plan de tratamiento de los niños con cáncer con el objetivo de garantizar la calidad de los servicios que proveen tales instituciones en conformidad a un protocolo de atención y tratamiento específico. Detalló que el referido programa funciona mediante el aporte directo del Ministerio de Salud, lo que ha permitido mejorar notablemente los índices de recuperación de los pacientes.

Con todo, sostuvo que la eficacia de dicho programa requiere necesariamente de la compañía periódica de los padres, con el propósito de favorecer y reforzar la perseverancia del paciente durante la etapa más compleja de su tratamiento. Indicó que, según las cifras que han podido recabar, en nuestro país existen cerca de 500 casos anuales de niños que padecen dicha enfermedad. Explicó que cerca de un 80% de los menores logra recuperarse totalmente, para lo que resulta de suyo relevante el soporte familiar que reciben. Añadió que, con todo, ello se dificulta ante las obligaciones de diversa índole que deben cumplir los padres de las niñas y niños enfermos, lo que resulta ser aún más evidente tratándose de aquellos pacientes que residen en zonas extremas, toda vez que sus padres deben renunciar a sus empleos para trasladarse a los centros urbanos donde se ubican los centros de acogida que proveen del tratamiento correspondiente.

En lo relativo a la determinación de las enfermedades que podrían generar el permiso en favor de los padres, reiteró que el cáncer infantil presenta altos índices de recuperación, con un período de tratamiento que, en cualquier caso, no supera los 8 meses. Insistió en que, para asegurar la eficacia de dicho proceso, se requiere necesariamente de la compañía y el apoyo de los padres, por lo que resultaría de gran utilidad la consagración de un mecanismo que permita que la madre pueda desarrollar dicha labor. 

A continuación, el Senador señor Bianchi indicó que efectivamente los grupos familiares de zonas alejadas de los centros urbanos deben trasladarse hacia el centro del país con el objetivo de acceder a instituciones hospitalarias especializadas. Sostuvo que dicha contingencia ha producido una serie de casos de despidos de trabajadores. En ese sentido, abogó por la pronta tramitación de la iniciativa de ley en estudio a objeto de resolver adecuadamente dicha problemática.

Añadió que, aun cuando el programa médico que se implementa actualmente con miras a proveer a los menores de los medicamentos que les permitan mejorar su salud presenta índices de recuperación muy altos, se requiere de una normativa que, en el ámbito laboral, posibilite la participación de la madre en dicho proceso mediante una licencia médica u otro mecanismo.

El Senador señor Uriarte compartió las observaciones que se han vertido ante la Comisión en lo relativo a las dificultades que, en diversos ámbitos, deben afrontar las familias ante enfermedades que afectan a los hijos cuando éstas revisten un determinado nivel de gravedad. Habida cuenta de ello, abogó por la aprobación de las iniciativas legales que pudieren resolver dichas problemáticas.

El Senador señor Muñoz Aburto expresó que en la recuperación de los niños enfermos de cáncer no se debe atender únicamente a los factores médicos que inciden en ello, sino que también a aquellos de índole familiar que resultan ser de mucha relevancia. En ese sentido, enfatizó que se debe consagrar un permiso laboral en favor de los padres de los menores que padecen dicha enfermedad. Por ello, manifestó su conformidad con la aprobación en general de la iniciativa legal en estudio.

- La Comisión estuvo conteste en que esta iniciativa recoge una dolorosa realidad para muchos compatriotas, por lo que legislar adecuadamente sobre la situación laboral que enfrentan los padres de niños afectados por enfermedades graves y complejas es un imperativo ineludible, para lo cual es procedente fijar un plazo que posibilite la presentación de indicaciones, una vez que la Sala apruebe la idea de legislar, que permitirán introducir las enmiendas que se han tenido en consideración durante la discusión en general.

- Puesto en votación en general el proyecto, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadora señora Rincón y Senadores señores Bianchi, Kuschel, Muñoz Aburto y Uriarte.
- - -

TEXTO DEL PROYECTO QUE SE PROPONE APROBAR EN GENERAL

En conformidad con el acuerdo adoptado, la Comisión de Trabajo y Previsión Social tiene a honra proponer que se apruebe en general el siguiente proyecto de ley en informe:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Incorpórase el siguiente inciso final al artículo 199 bis del Código del Trabajo:

“En caso de que la enfermedad que sufra el hijo de la madre trabajadora sea cáncer- en cualquiera de sus formas- el derecho a ausentarse para la madre trabajadora podrá extenderse a todo el tiempo que dure el tratamiento de recuperación del menor.”.”.
- - -


Acordado en sesiones celebradas los días 6 de octubre de 2010, con asistencia de los Senadores señor Pedro Muñoz Aburto (Presidente) y señores Carlos Bianchi Chelech y Carlos Ignacio Kuschel Silva; 15 de mayo de 2012, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta) y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech y Jovino Novoa Vásquez (Gonzalo Uriarte Herrera), y 20 de junio de 2012, con asistencia de la Senadora señora Ximena Rincón González (Presidenta) y de los Senadores señores Carlos Bianchi Chelech, Carlos Ignacio Kuschel Silva, Pedro Muñoz Aburto y Gonzalo Uriarte Herrera.


Sala de la Comisión, a 25 de junio de 2012.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar,

Secretaria de la Comisión
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INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, SOBRE DESCUENTOS EN LA TARIFA MENSUAL EN CASO DE INTERRUPCIÓN DE LOS SERVICIOS DE TELECOMUNICACIONES

(7062-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto, Francisco Chahuán Chahuán y Guido Girardi Lavín.

- - - - - - - 


Hacemos presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y, acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

- - - - - - - - - 

OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN

La Moción en informe tiene por objetivo disminuir de 6 a 3 horas continuas – o a ninguna – el lapso de interrupción después del cual debe descontarse la tarifa a los usuarios y reducir de 48 a 12 (ó 24) horas continuas o discontinuas en el mes los períodos de interrupción que dan origen a la obligación de compensar con el triple del valor del servicio. Para ello sustituye el inciso segundo del artículo 27 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.


- Artículos 24 y 27. 


2.- Ley Nº 20.478, de 10 de diciembre de 2010, sobre recuperación y continuidad de condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones.


3.- Decreto Nº 119, de 4 de marzo de 1985, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que aprueba Reglamento General de Telecomunicaciones.


Artículo 42.


4.- Decreto 803, de 6 de marzo de 2007, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que deroga decretos Nº 73, de 1982; Nº 30, Nº 81, Nº 82, Nº 119, de 1984, y Nº 72, de 1985, y establecen las exigencias que indica.


5.- Decreto Nº 425, de 9 de agosto de 1997, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que aprueba el Reglamento del Servicio Público Telefónico.

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción en estudio señalaba que:


1.- Que los servicios de telecomunicaciones y, principalmente, la telefonía en sus diversas variedades y la transmisión de datos (Internet) han pasado a constituir un elemento fundamental de la vida moderna, imprescindible para muchas familias y actividades comerciales.


2.- Que una de las características más importantes que estos servicios deben cumplir - y los prestadores asegurar - es la continuidad, en tanto ello constituye uno de los requerimientos básicos para los usuarios.


3.- Que las interrupciones de los servicios generan indudables molestias e inconvenientes. En el plano personal, en tanto priva a las personas de conocer de emergencias y actividades domésticas, en tanto, en el plano comercial, afecta gravemente las posibilidades de negocios, especialmente en el ámbito del turismo.


4.- Que, en relación a la telefonía, la regulación sobre la materia se basa en el actual artículo 27 de la Ley General de Telecomunicaciones. Dicho precepto señala que "Toda suspensión, interrupción o alteración del servicio telefónico que exceda de 12 horas por causa no imputable al usuario, deberá ser descontada de la tarifa mensual de servicio básico a razón de un día por cada 24 horas o fracción superior a 6 horas. En caso que la suspensión, interrupción o alteración exceda de 3 días consecutivos en un mismo mes calendario y no obedezca a fuerza mayor o hecho fortuito, el concesionario deberá indemnizar al usuario con el triple del valor de la tarifa básica diaria por cada día de suspensión, interrupción o alteración del servicio. Los descuentos e indemnizaciones que se establecen en este artículo deberán descontarse de la cuenta o factura mensual más próxima."


Tales normas son complementadas por el Reglamento General de Telecomunicaciones, cuyo artículo 42 señala que "Los concesionarios de servicios de telecomunicaciones a que se refiere el presente Reglamento, estarán obligados a proporcionar un servicio eficiente y de buena calidad técnica y operacional, entendiéndose por tal aquel que cumpla con los requisitos técnicos que los regulan, conforme a su naturaleza y que se encuentren establecidos en el marco técnico señalado en el artículo 24 de la ley y en los reglamentos y normas específicas que le sean aplicables."


Su inciso tercero agrega: "Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, si se interrumpe un servicio público de telecomunicaciones, el concesionario estará obligado a descontar al suscriptor el precio o tarifa que corresponda en los casos y en la forma que se establece en el Reglamento del servicio correspondiente o en el convenio pertinente."


Asimismo, existen disposiciones adicionales en el Reglamento del Servicio Público Telefónico y otras normas que regulan la forma en que las empresas deberán comunicar a las autoridades respecto de los desperfectos que sufran los servicios.


5.- Que respecto de Internet no hay normas específicas, quedando subsidiariamente bajo la regulación de la ley del consumidor. Por esta vía, la suspensión debe considerarse no prestación injustificada de un servicio previamente contratado, trayendo como consecuencia la imposibilidad del proveedor de efectuar cobro alguno durante el tiempo en que éste permaneció interrumpido Además, debe reembolsarse al cliente un monto proporcional al lapso de interrupción.


6.- Que, sin embargo, tales disposiciones resultan desfasadas en el tiempo, no resultan suficientemente protectoras para los usuarios ni promueven el mejoramiento de la tecnología con el objeto de evitar las fallas.


En efecto, en el caso de la Región de Magallanes, entre los meses de marzo y mayo de 2010, las tres empresas que prestan servicios de telefonía celular e Internet, Claro, Movistar y Entel PCS reportaron interrupciones en sus servicios, de diversa magnitud, siendo la más extensa la que afectó a este último prestador y que se extendió por 53 horas, las restantes sólo duraron algunas horas, siendo la mayor de 11 horas y treinta minutos.


7.- Que el artículo 27 de la Ley General de Telecomunicaciones, que regula las compensaciones en materia telefónica, data de hace más de quince años y en este período la tecnología ha mejorado sustantivamente para minimizar las fallas, por lo que se requiere actualizar las disposiciones en beneficio de los usuarios. En tanto, la normativa general, más reciente, no comprende adecuadamente las características del servicio Internet.


8.- Que la necesidad de fortalecer los derechos de los usuarios, la experiencia de otras legislaciones y la necesidad de actualizar nuestras normas con los avances tecnológicos nos lleva a proponer una modificación legal que:


Disminuya a tres horas los márgenes de falla de inimputables de los servicios;


Incorpore un máximo mensual inimputable de doce horas, evitando que la reiteración de pequeñas interrupciones no sea compensada;


Establezca una verdadera indemnización que compense las incomodidades sufridas en caso de interrupciones prolongadas; y


Precise el cómputo de las reparaciones, asociándola a un promedio de las últimas facturaciones mensuales para el caso que los pagos sean variables.

ESTRUCTURA DEL PROYECTO


La Moción presentada está estructurada sobre la base de un artículo único que proponer modificar el inciso segundo del artículo 27 de la Ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, para establecer que toda suspensión, interrupción o alteración de un servicio público de telecomunicaciones o de internet por causa no imputable al usuario deberá ser descontada proporcionalmente de la tarifa mensual del servicio. En caso que la suspensión, interrupción o alteración exceda de 12 horas continuas o discontinuas en un mismo mes y no obedezca a fuerza mayor o hecho fortuito, el concesionario deberá además, indemnizar al usuario con el equivalente al triple del valor de la tarifa diaria por cada día de suspensión, interrupción o alteración del servicio.

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


Durante la discusión de este proyecto de ley se tomó conocimiento de una minuta elaborada por el Honorable Senador señor Muñoz Aburto que explica que esta Moción persigue establecer descuentos compensatorios para los usuarios en caso de interrupción en los servicios de telecomunicaciones, particularmente Internet.


A la fecha de presentación de esta Moción, esto es el 7 de julio de 2010, la Ley General de Telecomunicaciones, establecía en su artículo 27 que:

"Toda suspensión, interrupción o alteración del servicio telefónico que exceda de 12 horas por causa no imputable al usuario, deberá ser descontada de la tarifa mensual de servicio básico a razón de un día por cada 24 horas o fracción superior a 6 horas. En caso que la suspensión, interrupción o alteración exceda de 3 días consecutivos en un mismo mes calendario y no obedezca a fuerza mayor o hecho fortuito, el concesionario deberá indemnizar al usuario con el triple del valor de la tarifa básica diaria por cada día de suspensión, interrupción o alteración del servicio. Los descuentos e indemnizaciones que se establecen en este artículo deberán descontarse de la cuenta o factura mensual más próxima."

A su vez, en el mismo sentido, el Reglamento General de Telecomunicaciones, en su artículo 42 disponía que "Los concesionarios de servicios de telecomunicaciones a que se refiere el presente Reglamento, estarán obligados a proporcionar un servicio eficiente y de buena calidad técnica y operacional, entendiéndose por tal aquel que cumpla con los requisitos técnicos que los regulan, conforme a su naturaleza y que se encuentren establecidos en el marco técnico señalado en el Artículo 24 de la ley y en los reglamentos y normas específicas que le sean aplicables." Su inciso tercero agregaba: "Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos siguientes, si se interrumpe un servicio público de telecomunicaciones, el concesionario estará obligado a descontar al suscriptor el precio o tarifa que corresponda en los casos y en la forma que se establece en el Reglamento del servicio correspondiente o en el convenio pertinente."

Dichas normas resultaban desfasadas en el tiempo al ser demasiado permisivas para la industria. Por ello, el proyecto perseguía, fundamentalmente:


Precisar claramente que las compensaciones también se aplicaban a la suspensión de otros servicios de telecomunicaciones, como internet.


Disminuir de doce a tres horas los márgenes de falla continua inimputables de los servicios.


Incorporar un máximo mensual inimputable de doce horas discontinuas, evitando que la reiteración de pequeñas interrupciones no sea compensada;


Establecer una indemnización compensatoria del triple del valor en el caso de las interrupciones reiteradas (a partir de doce horas continuas o discontinuas en el mes).

Coincidentemente, el 30 de junio de 2010, el Ejecutivo ingresó el Mensaje sobre recuperación y continuidad en condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones. (Boletín 7.029-15), que culminó en la dictación de la ley 20.478.


La Moción en análisis se ocupaba de esta misma materia, pero sólo en dos aspectos:


- Precisar que las normas sobre compensación vigentes en la ley se aplicarían también a los servicios de internet.


- Establecer que los descuentos y compensaciones, en ese caso, se computarían respecto del valor del servicio, no necesariamente de su monto básico.

En la primera discusión del texto del Ejecutivo, en la Comisión de Transportes del Senado, se puso de manifiesto que el proyecto de los senadores resultaba más completo, registrándose en el Informe respectivo, los siguientes acuerdos:

El ex Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Girardi, solicitó dejar constancia que el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Pedro Muñoz Aburto, Francisco Chahuán y Guido Girardi, sobre descuentos en la tarifa mensual en caso de interrupción de los servicios de telecomunicaciones (Boletín Nº 7.062-15) se incorporará como indicación en el segundo informe de este proyecto de ley.”

El Honorable Senador señor Chahuán solicitó al Ejecutivo el patrocinio de la Moción, petición que fue aceptada por el ex Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Felipe Morandé.

En atención a lo anterior, ninguno de los Senadores patrocinantes del Boletín 7062-15 presentó indicaciones y el proyecto sobre recuperación y continuidad en condiciones críticas y de emergencia del sistema público de telecomunicaciones. (Boletín 7029-15) se aprobó en esta materia en similares términos a los originales, con el compromiso del Ejecutivo de incorporar enmiendas en la Cámara de Diputados.

Durante la discusión en la Cámara de Diputados, a través de una indicación de los Honorables Diputados señores Auth, Tuma, García, García-Huidobro, Hasbún, Hernández, Latorre y Meza, respaldada por el Gobierno, se incorporaron modificaciones que fueron aprobadas en la ley Nº 20.478, que perseguían:


Reducir el lapso de interrupción que daría origen a la obligación de compensar de 12 a 6 horas en un día.


Incorporar un rango mensual de 12 horas discontinuas de falta de servicio en un mes, sobre el cual debería indemnizarse. 


Disminuir de 3 días consecutivos a 48 horas continuas o discontinuas en un mismo mes el rango que obliga a compensar con el triple del valor del servicio.


Establecer una norma acerca de la forma de devolución para los usuarios que no tuvieran planes, sino mecanismos de prepago, consistente en la prórroga del tiempo de vigencia de las tarjetas utilizadas a este efecto. 
Por lo tanto, la Moción mantiene su vigencia en los siguientes aspectos:


a) Disminuir de 6 a 3 horas continuas – o a ninguna – el lapso de interrupción después del cual debe descontarse la tarifa a los usuarios, y


b) Reducir de 48 a 12 (ó 24) horas continuas o discontinuas en el mes los períodos de interrupción que dan origen a la obligación de compensar con el triple del valor del servicio.

Se hace presente que en la ley está cubierta la opción de inimputabilidad por fuerza mayor o caso fortuito, por lo que no se ve razón alguna para que no se restituya a los usuarios el servicio no prestado, existiendo enriquecimiento sin causa en tales casos.

En el caso de la compensación, tras 48 horas de interrupción continua o discontinua, ella encuentra su justificación en que los usuarios pagan por un servicio que entre otras características debe tener continuidad para ser útil, como es el caso de pequeñas empresas de turismo.

En mérito a los antecedentes anteriores, propuso reemplazar el artículo único del proyecto por el siguiente:

“Toda suspensión, interrupción o alteración de un servicio público de telecomunicaciones o de internet por causa no imputable al usuario deberá ser descontada proporcionalmente de la tarifa mensual del servicio. En caso que la suspensión, interrupción o alteración exceda de 12 horas continuas o discontinuas en un mismo mes y no obedezca a fuerza mayor o hecho fortuito, el concesionario deberá además, indemnizar al usuario con el equivalente al triple del valor de la tarifa diaria por cada día de suspensión, interrupción o alteración del servicio”.

La Comisión coincidió con los planteamientos anteriores y acordó aprobar la Moción con la nueva redacción propuesta.


- En votación este proyecto de ley, fue aprobado en general y en particular a la vez, en los términos señalados, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier y Pizarro.

- - - - - - - - - 


En consecuencia, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, os recomienda que aprobéis, en general y en particular el proyecto de ley en informe, cuyo tenor es el siguiente: 

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Sustitúyese el inciso segundo del artículo 27 de la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones, por el siguiente:


“Toda suspensión, interrupción o alteración de un servicio público de telecomunicaciones o de internet por causa no imputable al usuario deberá ser descontada proporcionalmente de la tarifa mensual del servicio. En caso que la suspensión, interrupción o alteración exceda de 12 horas continuas o discontinuas en un mismo mes y no obedezca a fuerza mayor o hecho fortuito, el concesionario deberá además, indemnizar al usuario con el equivalente al triple del valor de la tarifa diaria por cada día de suspensión, interrupción o alteración del servicio.”.”.
- - - - - - - - - - - 


Acordado en sesión celebrada el día 20 de junio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahuán (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 21 de junio de 2012.

(Fdo.): Ana Maria Jaramillo Fuenzalida,

Abogado Secretario de la Comisión
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INFORME DE LA COMISION DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE SANCIONES A VEHÍCULOS IMPEDIDOS DE EFECTUAR TRANSPORTE PÚBLICO Y DE ESCOLARES
(7815-15)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros el proyecto de ley de la referencia, en primer trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. el Presidente de la República, con urgencia calificada de “simple”, el 5 de junio de 2012.
- - - - - - - 


Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado. 

- - - - - - - - - 


Durante el estudio de este proyecto de ley, vuestra Comisión contó con la participación del Asesor Legislativo del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Juan Carlos González; de la Jefa del Programa Nacional de Fiscalización de la Subsecretaría de Transportes, señora Paula Flores y del Encargado Legal de dicho Programa, señor Raúl Carrasco.

Además fueron especialmente invitadas las siguientes entidades:


- Consejo Nacional de Taxis Colectivos (CNTCH) y Federación Regional de Taxis Colectivos de la VI Región (FERETACOL). Participaron el Presidente, señor Eduardo Lillo y los Directores del Consejo, señores Víctor Caro, Carlos Frez, Jorge Carrasco y Luis Lorca.


- Confederación Nacional de Trabajadores de Taxis Colectivos (CONATACOCH). Concurrió el Presidente, señor Héctor Sandoval.


- Asociación Gremial Metropolitana (AGMT). Asistió el Presidente, señor Ernesto Morales.


- Federación Gremial Nacional de Buses del Transporte de Pasajeros Rural, Interurbano, Interregional, e Internacional de Chile (FENABUS). Participaron el Presidente, señor Marcos Carter; el Asesor Legal, señor Antonio Rodríguez y el Gerente General, señor Pedro Cuellar.


- Federación Gremial Nacional de Transporte Escolar y Turismo de Chile (FENTETUCH). Concurrió la Presidenta, señora Verónica Contreras.


- Transporte Escolar Rancagua. Asistió el Presidente, señor Francisco Inostroza.

- Federación de Transporte Escolar y Turismo V Región (FETETUR). Asistió el Presidente, señor Carlos Valdés.

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Aumentar el monto de las multas que se aplican a quienes presten servicios de transporte público de pasajeros en vehículos impedidos de hacerlo e impedir la realización de transporte escolar informal en vehículos no habilitados, para lo cual se aumentan las sanciones establecidas en la ley y se faculta a las autoridades fiscalizadoras a retirar de la circulación a los vehículos que prestan el servicio en la forma indicada.
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de este proyecto de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:


I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- La ley Nº 19.040, que establece normas para la adquisición por el Fisco de vehículos que indica y otras disposiciones relativas a la locomoción colectiva de pasajeros.


2.- Ley Nº 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares.


II. ANTECEDENTES DE HECHO


Según se desprende del Mensaje el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones es el organismo encargado de supervigilar, fiscalizar y coordinar el transporte público y privado, actividad que debe reflejar el nivel de desarrollo alcanzado por el país, respondiendo a las expectativas de una ciudadanía que demanda desenvolverse en su vida en sociedad de manera segura y a costos razonables.


En ese sentido, la ley N° 18.696 faculta al Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, para disponer las condiciones y dictar la normativa para el correcto funcionamiento de los servicios de transporte nacional de pasajeros remunerado, público o privado, individual o colectivo.


Por otra parte, la cobertura de prensa y conmoción pública generada por lamentables y recientes accidentes de tránsito, confirman el convencimiento del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones de la necesidad de avanzar a un sistema de transportes que sea eficiente, de calidad y seguro.


Es esta necesidad la que ha llevado en los años anteriores a ir elevando los estándares de seguridad, servicio y cumplimiento de normas ambientales no sólo en el transporte público, sino también en todo tipo de vehículos.


Sin embargo las exigencias, estándares de seguridad que contempla la normativa y, en general, las políticas de esta naturaleza, son evadidas por aquellos propietarios de vehículos, conductores y prestadores de servicios de transporte público que sin estar debidamente inscritos en los registros de vehículos que lleva el Ministerio, entregan ciertos servicios a la comunidad, como el de transporte escolar, de manera ilegal.


Desde el año 2009 al presente, se cursaron más de 2.500 infracciones por el ejercicio no autorizado de servicios de transporte en vehículos impedidos de acuerdo a las disposiciones del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones; habiéndose hecho por parte de Carabineros el retiro de circulación de 1.225 vehículos que prestaban servicios informales.


Realizar ilegalmente un servicio de transporte de pasajeros, o más aún de transporte escolar, sin cumplir con los estándares exigidos por la autoridad es en la actualidad un negocio rentable para quienes lo ejercen, y debilita la posición relativa en el mercado de aquellos que cumplen con las condiciones de seguridad necesarias exigidas por la autoridad.


El Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, así como Carabineros de Chile, fiscalizan estas conductas con los resultados ya mencionados, sin embargo, la amenaza que supone la aplicación de las sanciones legales no es suficiente para disuadir a infractores de persistir en la conducta o a otros conductores a iniciar nuevos negocios de transporte informal.


En lo que se refiere a transporte escolar informal, esta falta de poder disuasivo deriva también de la imposibilidad actual de proceder al retiro de circulación de los vehículos, situación que es necesario modificar a efectos de impedir de manera efectiva la circulación de vehículos que constituyen un peligro adicional para quienes los utilizan, así como para el resto de los conductores y peatones.


Lo anterior lleva a concluir la necesidad de aumentar las sanciones establecidas en la ley para el ejercicio ilegal de transporte de pasajeros y escolares, y facultar a las autoridades fiscalizadoras a retirar de circulación los vehículos de transporte escolar informal, buscando con esto aumentar el poder disuasivo de la fiscalización que hoy realizan las autoridades competentes.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO


El Mensaje está estructurado sobre la base de dos artículos permanentes, a saber:


El artículo 1º propone incorporar al artículo 9º de la ley N 19.040, un inciso segundo nuevo, que sanciona con una multa a beneficio fiscal, de tres a quince unidades tributarias mensuales, al empresario del transporte público de pasajeros que realice servicios de transporte de locomoción colectiva en un vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros.


El artículo 2º introduce mediante dos literales las siguientes modificaciones al artículo 7º de la ley Nº 19.831:


a) Modifica el artículo 7º para sancionar al propietario de un vehículo que circula realizando transporte escolar sin estar habilitado para ello, con una multa a beneficio fiscal, de tres a quince unidades tributarias mensuales;


b) Incorpora los siguientes incisos segundo y tercero, nuevo:


El inciso segundo nuevo establece que si el conductor que fuere sorprendido cometiendo dicha infracción corresponde a una persona distinta del propietario, se le aplicará la pena correspondiente a una infracción leve y no se anotará en el Registro Nacional de Conductores, a menos que usara un dispositivo especial propio de los vehículos de emergencia.


El inciso tercero nuevo, que se incorpora, prescribe que en caso que un vehículo sea sorprendido circulando y realizando transporte de locomoción colectiva sin estar habilitado para ello, será retirado de circulación por Carabineros de Chile y será puesto a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por las municipalidades para estos efectos. El costo del traslado, bodegaje y otros en que incurriere la autoridad por estos motivos, será de cargo del infractor y no podrá retirar el vehículo del lugar de almacenamiento sin previo pago respectivo. Lo anterior será sin perjuicio de la sanción que corresponda por la infracción.
DISCUSIÓN EN GENERAL 


Durante la discusión en general de esta iniciativa legal, vuestra Comisión escuchó los planteamientos del Ejecutivo y de diversos gremios que representan a la actividad del transporte.

Presentación de la Jefa Nacional de Fiscalización de la Subsecretaría de Transportes.


La Jefa del Programa Nacional de Fiscalización de la Subsecretaría de Transportes, señora Paula Flores, expresó que el artículo 9º de la ley Nº 19.040, que establece normas para la adquisición por el Fisco de vehículos que indica y otras disposiciones relativas a la locomoción colectiva de pasajeros, sanciona la prestación del servicio de transporte público en un vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, con una multa de hasta 10 unidades tributarias mensuales y con el retiro de circulación del vehículo.


No obstante lo anterior, los Jueces de Policía Local, en general, aplican una sanción equivalente a 0,5 unidad tributaria mensual, con lo cual se burla el trabajo del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y los infractores incurren nuevamente en esta conducta.


Por otra parte, la realización del transporte escolar sin estar habilitado, es decir, sin contar con la inscripción en el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares (RENASTRE), se sanciona con una multa desde 1,5 a 3 unidades tributarias mensuales, y el artículo 7º de la ley N°19.831, que crea el Registro indicado señala que constituye una infracción gravísima a la Ley de Tránsito, la circulación de vehículos realizando transporte escolar sin estar habilitado para ello.


El proyecto de ley en estudio propone modificar la ley N° 19.040, en el sentido de establecer que cometida la infracción descrita, esto es, la prestación de servicio de transporte público en vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, se sancione con una multa a beneficio fiscal de 3 a 5 unidades tributarias mensuales, con lo cual se establece un piso mínimo obligatorio para la aplicación de las sanciones por parte de los Jueces de Policía Local.


Asimismo, se propone incorporar la facultad para el retiro de circulación de vehículos de transporte escolar informal por Carabineros de Chile, que en la actualidad no existe.


En seguida, exhibió un cuadro resumen de la informalidad basado en estadísticas de fiscalización.
Cuadro N° 1

Resumen Informalidad años 2010, 2011 y 2012 (enero y febrero)

	Cuadro resumen Informalidad

	Resumen
	2010
	2011
	2012

	Operativos
	10
	114
	240

	Controles
	2.752
	3.819
	4.873

	Infracciones
	806
	1318
	1.225

	Retiros
	181
	817
	861



Si bien la cantidad de infractores citados o vehículos retirados, muestra un incremento sostenido, es indispensable que el esfuerzo fiscalizador sea acompañado de sanciones más drásticas.


El objetivo es desincentivar económicamente los beneficios del transporte público o escolar al margen del cumplimiento de requisitos legales.


Junto con lo anterior, se debe considerar que a la falta de sanción económica efectiva, se debe agregar el bajo costo diario de los aparcaderos más utilizados en la Región Metropolitana, con lo cual no se producen efectos en el patrimonio del propietario del servicio informal.


Se recurre a estos aparcaderos en casos de retiros realizados en operativos conjuntos del Programa Nacional de Fiscalización y Carabineros, siendo Quilicura el que dispone de mayor capacidad, sin embargo, su costo no significa una herramienta disuasiva.

Cuadro Nº 2

Costos aparcaderos RM

	Vehículos

	Aparcadero
	Autos
	Furgones
	Buses-Camiones

	P.A.C.
	$ 12.000
	$ 12.000
	$ 22.000

	Quilicura
	$ 788
	$ 788
	$ 3.665

	La Granja
	$ 3.500
	$ 4.500
	No aceptan por espacio



Respecto del transporte escolar informal, explicó que el Programa Nacional de Fiscalización que desarrolla el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones realiza controles regulares, siendo consistente el aumento en el porcentaje de rechazo derivado de informalidad en la presentación de este servicio. 


Sin embargo, las multas bajas y la no existencia de una sanción adicional, como es el retiro de circulación del vehículo en que se realiza el transporte escolar no autorizado, impiden que estas fiscalizaciones signifiquen un real desincentivo en el desarrollo de la actividad informal.


A continuación, exhibió un gráfico que da cuenta de los controles realizados en la Región Metropolitana efectuados al transporte escolar, de los rechazos por informalidad, y del porcentaje que significa informalidad respecto del total de rechazos.

Cuadro N°3

Resumen Fiscalización Transporte Escolar

	Año
	Nivel
	Controles
	Rechazos
	Informalidad
	%informalidad v/s rechazos

	2008
	Región Metropolitana
	7.261
	842
	61
	7,20%

	2009
	Región Metropolitana
	6.795
	791
	157
	19,80%

	2010
	Región Metropolitana
	8.890
	897
	183
	20,40%

	2011
	Región Metropolitana
	9.608
	1.243
	221
	17,80%



Finalmente, expresó que la iniciativa legal en informe pretende disminuir los accidentes de tránsito, contar con estándares de seguridad, de servicio y de cumplimiento de normas ambientales. Afectar la rentabilidad del negocio informal, debilitando la posición relativa en el mercado de quienes cumplen la normativa, establecer sanciones suficientes como elemento disuasivo y velar por la seguridad de los pasajeros y de los escolares.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que esta materia debe analizarse a fondo, se debe estudiar qué sucede con el transporte escolar que se realiza en forma gratuita, versus el derecho a transportar escolares. También, se debe analizar la situación de los taxis colectivos que transportan escolares, cómo se califica y qué regulación se debe aplicar al transporte de escolares que realizan los municipios en vehículos propios. En su opinión, el Estado debe regular a fondo esta actividad para lograr seguridad en el transporte y contar con certeza respecto del conductor que lo realiza.


El Honorable Senador señor Pizarro señaló que para disuadir el transporte pirata se deberían establecer mayores sanciones.


El Honorable Senador señor Girardi propuso para disuadir el transporte ilegal establecer el retiro del vehículo que lo realiza y la suspensión de la licencia del conductor.

Presentación del Consejo Nacional de Taxis Colectivos (CNTCH) y Federación Regional de Taxis Colectivos de la VI Región (FERETACOL)


El Presidente de FERETACOL, señor Eduardo Lillo, inició su presentación señalando que el mínimo de 3 unidades tributarias mensuales que se propone para la infracción es insuficiente porque se están produciendo en todo el país numerosas irregularidades en que los vehículos particulares ejercen la actividad de taxis y de taxis colectivos. 


Informó que en la ciudad de Calama hay más de 400 vehículos, que ejercen en forma irregular la actividad, por lo que el 20 de mayo del año en curso, los gremios que agrupan a los taxis colectivos presentaron un Recurso de Protección ante la Corte de Apelaciones, contra la Secretaría Regional Ministerial de Transportes, por no ejercer su rol fiscalizador, contra el municipio no por controlar esta situación y contra Carabineros de Chile.


Como existen serias deficiencias en la fiscalización, los infractores ejercen la actividad en forma irregular, sin que se les aplique una sanción apropiada.


En su opinión, se debe aplicar el máximo rigor, una multa de $ 110.000 no representa ningún inconveniente para el infractor que a lo más tiene la posibilidad de que sea sorprendido una vez en el año.


La multa mínima por esta infracción debe ser de $ 200.000 y además el retiro de circulación del vehículo. Uno de los hechos que se hizo presente en el Recurso de Protección es la inexistencia de recintos municipales para recibir los vehículos que se retiran de la circulación en la ciudad de Calama.


Cuando Carabineros cursa la infracción y retira el vehículo de circulación, lo mantiene fuera del retén o comisaría por unos días y después tiene que entregarlo porque no hay lugar para guardarlo.


Por último, manifestó sus dudas en cuanto a la aplicación de la rebaja de la multa a leve que en consideración a los términos del proyecto de ley debería entenderse que sólo se aplica al transporte escolar.

Presentación de la Confederación Nacional de Taxis Colectivos


El Presidente de la Confederación Nacional de Taxis Colectivos, señor Héctor Sandoval, manifestó a nombre de la organización que representa su plena conformidad con el espíritu del proyecto de ley en debate, no obstante lo anterior, hizo presente que el mínimo de la multa de 3 unidades tributarias mensuales debería subirse a 5 unidades tributarias mensuales.


Luego, en relación al artículo segundo, letra b, expresó  que se debe establecer que se trata de una contravención grave. 

Expresó que ante estas infracciones se debe actuar con el máximo de rigor por parte de las autoridades, que incluye a Carabineros de Chile, que debe cursar las infracciones, a las municipalidades que deben contar con recintos municipales para dejar a los vehículos que infringen la norma y una adecuada fiscalización por parte del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, puesto que la realización de esta actividad ilegal produce graves daños al sistema regulado que ejerce la actividad de transporte.


Agregó que como consecuencia de la aprobación de la ley denominada de tolerancia 0 para el consumo de alcohol, de inmediato los taxis colectivos, furgones y vehículos particulares, comenzaron a ubicarse en las cercanías de los lugares en que pueden ofrecer sus servicios de transporte.


Finalmente, expresó que el artículo 2º de la iniciativa legal en estudio, considera la aplicación de una sanción menor para el caso de que el conductor del vehículo impedido de efectuar transporte público sea el propietario del vehículo, sin embargo, la infracción se comete y el perjuicio que se produce para el transporte regulado es el mismo.

Presentación de la Federación Gremial Nacional de Buses del Transporte de Pasajeros Rural, Interurbano, Interregional e Internacional de Chile (FENABUS).

El Presidente de FENABUS, señor Marcos Carter, señaló que este tema es muy grave y ampliamente conocido, sin embargo, el transporte informal sigue aumentando en desmedro de las empresas reguladas, que deben cumplir con horarios, arriendos de terminales, pagos de andenes, de remuneraciones, de prestaciones sociales, además, debe transportar en forma gratuita o con tarifas rebajadas a los estudiantes.


El transporte rural se ha visto afectado por el transporte de los taxis colectivos.


Señaló que junto con el transporte informal, que afecta al transporte regulado, se debe considerar el transporte que se realiza por parte de los taxis colectivos y por vehículos de transporte escolar, que durante los meses de vacaciones realizan transporte de pasajeros.


Debe existir una política de transporte clara porque de otra forma el transporte ilegal va a continuar aumentando.


Añadió que las normas de seguridad se deben aplicar a todo tipo de transporte, los vehículos que realizan transporte en las regiones tienen que cumplir con las normas de seguridad. 


El decreto Nº 80, que permite el transporte ocasional o privado de pasajeros ha provocado grandes problemas a esta actividad.


En seguida, el Gerente General de FENABUS, señor Pedro Cuellar, señaló que este proyecto de ley se fundamenta en la seguridad del transporte por carretera, así se ha señalado la conmoción que genera un accidente de tránsito, la necesidad de avanzar hacia un transporte eficiente y de calidad, elevar los estándares de seguridad, no sólo del transporte público sino que de todo tipo de vehículo y la elevación de los estándares y normativa por parte de propietarios de vehículos, conductores y prestadores de servicios al público y de los que no están inscritos en los registros de transporte.


En consecuencia, la base de esta iniciativa legal es la seguridad en el transporte y la propuesta es aumentar las sanciones establecidas para el transporte público y facultar el retiro de los vehículos.


FENABUS está de acuerdo con las sanciones propuestas, sin embargo, en materia de seguridad expresó que FENABUS ha realizado aportes y acciones para la seguridad en las carreteras. En ese contexto se ubica el sistema de control de jornada y descanso y velocidad para la circulación, que ha sido una inversión privada.


Junto con lo anterior, se realizan campañas de seguridad, exámenes de salud ocupacional, información al pasajero, participación en el Comité Público-Privado del Ministerio del Interior y se ha realizado un gran esfuerzo para que la flota actual de buses tenga una antigüedad no superior a 6 años.


Lo realizado por FENABUS está en armonía con esta iniciativa legal.


A continuación, propuso incorporar al artículo 9º de la ley Nº 19.040, el siguiente inciso sexto y final:

“Las normas precedentes se aplicarán a quienes realicen servicios de transporte público o privado no urbano de pasajeros, permanente u ocasional, con vehículos que no tengan instalados a bordo y en perfecto estado de funcionamiento, los dispositivos sobre control instantáneo de velocidad y de registro de las horas de trabajo y descanso de los tripulantes”.

Explicó que la norma anterior obedece al hecho de que el transporte privado no cuenta con normas de seguridad y las exigencias son para el transporte público, que controla las horas de descanso, de conducción, la velocidad. En cambio, el transporte privado no tiene estas exigencias.


En relación a la ley Nº 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios Remunerados de Escolares, expresó que se debe revisar el decreto Nº 80, puesto que con vehículos de transporte escolar se realiza transporte de pasajeros cuando no hay clases.

Presentación de la Federación Gremial Nacional de Transporte Escolar y Turismo de Chile (FENTETUCH)


La Presidenta de FENTETUCH, señora Verónica Contreras, expresó su conformidad con la iniciativa legal en debate, y coincidió con la necesidad de elevar el monto mínimo de la multa de 3 unidades tributarias mensuales a 5.


Señaló que este proyecto de ley es un anhelo de muchos años y siempre se esgrimían razones diversas para no sancionar esta conducta, incluso se señaló que no era conveniente que los escolares fueran conducidos hasta una unidad policial porque el vehículo que los transporta no cuenta con la autorización respectiva.


Sin embargo, si esta medida se hubiere adoptado a tiempo no se habría incrementado el transporte ilegal a los niveles actuales.


En la actualidad, los jueces de policía local aplican multas ínfimas, por lo que solicitó el aumento del monto mínimo de la multa y que se proceda al retiro inmediato del vehículo que no cuentan con la autorización. Los vehículos que realizan transporte en forma irregular, rara vez son fiscalizados, por lo que la multa debe ser suficiente para que el infractor calcule que su aplicación le va a significar un desmedro de sus ingresos.


Asimismo, solicitó que la multa se imponga tanto al dueño del vehículo como al conductor del mismo, porque hay personas que tienen más de un vehículo y como la multa se aplica al conductor, el vehículo sigue circulando con otro conductor, por lo tanto, acumula faltas el conductor y no el propietario del vehículo.


En relación al decreto Nº 80, que faculta al transporte escolar para realizar viajes privados, explicó que su objetivo fue realizar un transporte regulado que permitiera aliviar la cesantía que sufren los transportistas escolares durante los meses de vacaciones. Cada vez se acorta más el período de clases, en algunas regiones las clases terminan a fines de noviembre, con lo cual los meses de cesantía pasan a ser 3.


Mediante dicha normativa no se pretende que cualquier persona realice transporte privado de pasajeros, se requiere que el vehículo cuente con una revisión técnica y medidas de seguridad en cuanto al conductor.


Esta norma no fue para permitir un nuevo negocio de los vehículos de transporte escolar y se debe fiscalizar el número de horas de conducción o de viajes que realiza un conductor. Se han formado verdaderas empresas que realizan hasta 7 viajes en el día. 


El objetivo de este decreto era que mediante la realización de un viaje en el día, el transportista escolar pudiese contar con los ingresos necesarios para solventar los gastos básicos de una familia en un mes.


Finalmente, propuso que se regule el número de horas de trabajo o que las Secretarías Regionales Ministeriales de Transportes limiten el número de autorizaciones para estos viajes, sea semanal o mensualmente, para evitar que los transportistas escolares realicen viajes de día y de noche, lo que constituye un desprestigio para el gremio. 


Los vehículos que realicen estos viajes deben contar con el número de asientos correspondientes para evitar que un adulto sea transportado en asientos para niños.

Presentación del Presidente del Transporte Escolar de Rancagua


El Presidente del Transporte Escolar de Rancagua, señor Francisco Inostroza, expresó que esta iniciativa legal representa un anhelo de los transportistas escolares que consideran que el ámbito del transporte escolar resulta invadido por el transporte de locomoción colectiva.

En muchas ocasiones, se puede ver que taxis colectivos transportan 5 ó 6 estudiantes, retiran el letrero de taxi colectivo y realizan transporte escolar.


Añadió que se debe considerar en este proyecto de ley la situación que se produce cuando un vehículo de transporte escolar debe realizar una mantención por más de un día, para lo cual propuso que el propietario del vehículo solicite a la Secretaría Regional Ministerial de Transportes respectiva, una autorización para usar un vehículo de reemplazo, que debe cumplir con las mismas exigencias del decreto Nº 38, relativas a la antigüedad del vehículo, debiendo portar dicha autorización.
Presentación de la Federación de Sindicatos de Trabajadores Independientes de Dueños de Buses de Transporte Escolar y de Turismo

V Región (FETETUR)

El Presidente de FETETUR, señor Carlos Valdés, manifestó que la entidad que representa concuerda plenamente y en todas sus partes con los antecedentes y fundamentos del proyecto de ley en análisis, toda vez que esta situación informal de realizar transporte escolar, ha perjudicado extremadamente al gremio, puesto que muchos de los taxis colectivos, en la actualidad han hecho del transporte escolar una actividad diaria de trabajo, ya que el actual poder disuasivo es insuficiente, pues muchos son sorprendidos, sancionados y continúan realizando esta labor.


Informó que en un oficio dirigido a la Secretaría Regional Ministerial de Transportes de la V Región, se da cuenta que esta actividad se ha traducido en un problema a nivel nacional. De esta forma, se informa de 113 vehículos impedidos de efectuar transporte remunerado de escolares del 18 de abril al 12 de mayo de 2011, ordenados por fecha, patente y colegios; de 153 vehículos impedidos de efectuar transporte remunerado de escolares del 1 de marzo al 27 de abril de 2012, también ordenados por fecha, patente y colegios.

Con fecha 31 de mayo del año en curso, se presentó a la Sra. Secretaria de CORESET, Pilar Cangas, Jefe de Fiscalización de la V Región, Sr. Marcelo Nuñez y Jefe de Control y Gestión del Secretario Regional Ministerial de Educación de la V Región, señor Raúl Castro, una exposición contenida en un Power Point, en donde se detallan las gestiones realizadas, destacándose el aumento de esta actividad entre el año 2011 y el año 2012.


La V región sólo cuenta con 10 fiscalizadores y el horario en que se desempeña el control resulta complicado porque coincide con las horas de trabajo de los transportistas escolares. Además, cuando se efectúan denuncias, resultando fiscalizados los propios denunciantes y no los vehículos piratas, por ende, ha proliferado el transporte ilegal. 


Desde hace dos meses se ha percibido un cambio favorable en la fiscalización, el gremio solicitó que la fiscalización no se realice en los vehículos del Ministerio y que los fiscalizadores no usen su uniforme porque en esos casos los vehículos que realizan transporte ilegal desaparecen.


En Valparaíso, hay 177 vehículos que realizan transporte ilegal y nunca han sido retirados de circulación. El trabajo de los transportistas escolares es cada vez más difícil, deben enfrentar esta competencia ilegal, además, todos los meses tienen mermas porque se retiran escolares del transporte escolar para ocupar los vehículos piratas. 


El transporte escolar regulado no cuenta con los paraderos en los establecimientos educacionales, no tienen facilidades para realizar su actividad.

Presentación de la Asociación Gremial Metropolitana (AGMT)


El Presidente de la Asociación Gremial Metropolitana (AGMT), señor Ernesto Morales, solicitó la regulación de las paradas para los vehículos que realizan tanto transporte escolar, como taxis colectivos, resaltando que se invirtieron recursos procedentes del Transantiago para establecer 5.000 paradas en la ciudad de Santiago, sin embargo, los taxis colectivos no pueden tomar ni dejar pasajeros en ellas. 


La actividad ilegal ha existido desde hace muchos años y en la ciudad de Santiago creció desde el año 2007, como consecuencia de la implementación del Transantiago y el mal servicio que otorga. 


En la periferia de la ciudad se produce una demanda en las horas punta por movilización y el transporte ilegal no cumple con ninguna normativa en cuanto a la antigüedad de los vehículos y tampoco de seguridad, por lo que cobran tarifas menores.


Estos transportistas ilegales están muy organizados y han constituido verdaderas empresas, que trabajan con fonotaxis, radiotaxis y además se ha prestado para el tráfico de drogas en las poblaciones, por lo que debe realizarse una fiscalización efectiva.


Para terminar con esta actividad legal se requiere del trabajo conjunto de los jueces de policía local, Carabineros de Chile, municipios e inspectores fiscales.


Finalizadas las exposiciones anteriores, los señores Senadores formularon las siguientes consultas y observaciones:


1.- El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Chahúan, consultó qué resultado ha tenido la implementación de un sello distintivo para los transportitas escolares que cumplen con todas las normas.


Se respondió que el sello virtual no ha tenido acogida en la V Región, porque no han contado con el apoyo de las autoridades. En ese contexto se informó que han denunciado ante Carabineros a diversos vehículos, con indicación de la placa de identificación, que realizan transporte ilegal, sin embargo, a pesar de que son controlados no son multados y siguen trabajando.


Es difícil que el transportista escolar se pueda acoger a ese sello porque la ley que creó el Registro Nacional de Transporte Escolar, establece que los municipios deben habilitar paradas para los vehículos de transporte escolar y todos los transportistas de este rubro tienen multas por mal estacionamiento porque esas paradas prácticamente no existen o se ocupan por vehículos particulares que realizan transporte ilegal de escolares. 


Para inscribirse para la obtención de ese sello se requiere que el transportista no tenga ninguna infracción grave o gravísima en su hoja de vida de conductor dentro del plazo de 3 años.


Sin perjuicio de lo anterior, se reiteró que los transportistas escolares fueron impulsores del sello que otorga la Comisión Nacional de Seguridad de Tránsito (CONASET) y exigieron que el Ministerio de Educación cumpla con las normas establecidas de la Ley de Tránsito, en el sentido de impartir educación en materias de tránsito. 


Junto con lo anterior, se solicitó una reunión con el Presidente de la Asociación Chilena de Municipalidades, para que se expliquen las razones por las cuales las municipalidades no han cumplido con su obligación de instalar paraderos para el transporte escolar en los establecimientos educaciones.


Para solucionar esta situación algunos transportistas escolares han convenido con los municipios la ejecución de estos paraderos en conjunto, uno aporta los recursos y el otro la mano de obra, cuando se ha otorgado la autorización municipal.


En seguida, el señor Senador consultó qué resultado ha tenido en la V región la fiscalización encubierta al transporte ilegal que se realiza con la apariencia de pasajeros.


Se respondió que es una buena medida, los transportistas escolares son controlados por muchos entes, público en general, profesores, Carabineros, inspectores municipales, sin embargo, el transporte de pasajeros en forma ilegal continúa.


2.- El Honorable Senador señor Letelier señaló que muchos escolares de comunas aledañas van a estudiar a la capital de la región y se van en un taxi colectivo de algún vecino que ejerce su actividad en la capital de la región, por lo que consultó cómo se califica ese servicio, haciendo presente que una de las posibilidades es que ese transportista tenga que estar inscrito en ambos registros, se trata de situaciones que en el margen no afectan la esencia del problema pero causan distorsiones.


Se informó que el transporte de una comuna a otra está contemplado en el decreto Nº 212, que establece un formulario de servicio especial y el transportista en ese caso podría solicitar una autorización mensual para realizar ese transporte. Esta situación no constituye un problema grave como es el caso de los vehículos piratas.


El problema mayor se presenta con el transporte ilegal de pasajeros que realizan los conductores particulares de pasajeros de todo tipo y  de escolares. 


Luego, en relación al retiro de vehículos, el señor Senador expresó que está de acuerdo con esta medida, sin embargo, se debe analizar qué sucede cuando los escolares se encuentran a bordo del vehículo, por lo que se puede establecer que el vehículo se retire después que los escolares lleguen a su destino. Esta situación se debe evaluar porque las reacciones de los escolares son muy distintas dependiendo de sus edades, además, se debe considerar la reacción de los padres y apoderados en contra del transportista, que a lo mejor no realiza el transporte en forma ilegal y sólo le falta un documento.


Se debe evitar que los escolares se vean expuestos a situaciones injustas.


A continuación, se refirió a los viajes especiales que realizan los transportistas escolares, que no tienen por finalidad ejercer la actividad en forma ilegal, sino que se trata de viajes especiales como puede ser para presenciar partidos de futbol en las zonas rurales, que se realizan en forma cotidiana.


Finalmente, solicitó al Ejecutivo que se uniformen las normas relativas a los viajes especiales con escolares que no significan transporte escolar. Esta materia se debe analizar porque se puede producir un conflicto en el sentido de que los vehículos para transporte escolar tienen que tener una antigüedad no superior a 8 años y se pueden realizar viajes especiales con escolares con vehículos que cumplen con las normas del Ministerio de Transportes para realizar esos viajes, por lo que es importante determinar si se trata de transporte escolar.


En la VI Región, se realiza por parte de una persona que transporta escolares a Graneros sin cobrar, por lo que consultó si el transporte escolar tiene dentro de sus requisitos la exigencia de un cobro. Esta situación se debe precisar porque en el caso de las municipalidades que transportan escolares y no cobran qué normas deben cumplir esos vehículos.


Se respondió que la inclusión del término “remunerado” en la ley, ha generado esta situación puesto que la ley se refiere al transporte remunerado de escolares, con lo cual se produce una discriminación entre el escolar que paga y el que se transporta en forma gratuita.


El señor Senador manifestó que las definiciones se tienen que adaptar a los cambios, las normas de seguridad dicen relación con el transporte de personas y se deben cumplir. El concepto “remunerado” debe revisarse porque puede suceder que el transporte escolar sea gratuito para el usuario.


Se explicó que no es necesario que el transporte sea siempre remunerado, porque se entiende por tal el servicio de transporte de escolares que los propios establecimientos educacionales proporcionen a sus alumnos. En consecuencia, si un vehículo municipal realiza transporte escolar para establecimientos educacionales se considera en esa calidad.


Un particular para realizar transporte escolar tiene que estar inscrito en el Registro. 


El tema es complejo, en las últimas primarias de los partidos políticos se presentaron muchos vehículos de transporte escolar y taxis colectivos, que transportaron personas en forma remunerada.


Son muchos los vehículos de trabajo de las diversas actividades, que en algunas ocasiones se desplazan y realizan trabajos para los cuales no cuentan con autorización. 


Previo a la votación en general de esta iniciativa legal, la Jefa del Programa Nacional de Fiscalización de la Subsecretaría de Transportes, señora Paula Flores, informó que frente a las peticiones formuladas por los gremios que representan a la actividad del transporte remunerado de pasajeros y de transporte escolar, de elevar el mínimo de la multa para las infracciones a que se refiere este proyecto de ley, de 3 a 5 unidades tributarias mensuales, informó que el Ejecutivo no es partidario de dicho aumento toda vez que actualmente los jueces de policía local aplican el mínimo de la multa, correspondiente a 0,5 unidad tributaria mensual. El aumento solicitado será objeto de diversos resquicios tendientes a evitar la aplicación de una multa de monto mayor.


En seguida, el Honorable Senador señor Letelier solicitó que se clarifique en la ley, qué se entiende por transporte remunerado de escolares, reiterando la necesidad de que el concepto se adapte a la realidad actual.

Asimismo, el señor Senador se refirió a la interpretación contradictoria que existe entre los Ministerios de Educación y de Transportes, en relación al transporte especial de escolares que se realiza en buses. 


El problema se produce en relación a la antigüedad exigida para el vehículo que efectúa ese transporte, puesto que a los vehículos de transporte escolar se les exige una antigüedad máxima de 8 años, norma que es diferente a la que deben cumplir otros vehículos autorizados para efectuar transportes especiales.


Como consecuencia de lo anterior, condicionó la aprobación en general de esta iniciativa legal a la presentación por parte del Ejecutivo de indicaciones tendiente a regularizar esta materia.


Luego, expresó que es partidario de aumentar el mínimo de la multa propuesta de 3 a 5 unidades tributarias mensuales.


La Jefa del Programa Nacional de Fiscalización de la Subsecretaría de Transportes, señora Paula Flores, ofreció analizar en conjunto con los señores Senadores las indicaciones a este proyecto de ley, previo a la presentación de las mismas para iniciar la discusión en particular.


- Sometida a votación la idea de legislar, este proyecto de ley fue aprobado en general, por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señores Chahuán, Letelier y Girardi.
- - - - - - - - - 

TEXTO DEL PROYECTO


En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros que aprobéis, en general, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo Primero.- Incorpórese al artículo 9° de la ley N° 19.040, el siguiente inciso segundo, pasando los actuales incisos segundo a cuarto a ser incisos tercero cuarto y quinto, respectivamente:


“Cuando la prestación del servicio se haga en un vehículo que no se encuentre debidamente inscrito en el Registro Nacional de Servicios de Transporte de Pasajeros, la multa será de tres a quince unidades tributarias mensuales.”.


Artículo Segundo.- Modifíquese la ley N° 19.831, en el siguiente sentido:


a) Reemplácese en su artículo 7° el texto a continuación de la frase “sin estar habilitados para ello,” por “será sancionada con multa a beneficio fiscal de tres a quince unidades tributarias mensuales, de cargo del propietario del vehículo.”.


b) Incorpórense en el artículo 7° los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“Si el conductor que fuere sorprendido cometiendo dicha infracción corresponde a una persona distinta del propietario, se le aplicará el régimen del inciso final del artículo 200 del decreto con fuerza de ley N° 1, del 27 de diciembre de 2007, de los Ministerios de Transportes y Telecomunicaciones y de Justicia, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.290, Ley de Tránsito.


En caso que un vehículo sea sorprendido circulando en las condiciones señaladas en el inciso primero, será retirado de circulación por Carabineros de Chile, poniéndolo a disposición del tribunal competente en los lugares habilitados por la Municipalidades para tal efecto, aplicándose respecto de su propietario lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 156 del Decreto con Fuerza de Ley citado en el inciso anterior.”.”.

- - - - - - - - - - - 


Acordado en las sesiones celebradas los días 6, 13 y 20 de junio de 2012, con asistencia de los Honorables Senadores señores Francisco Chahuán Chahúan (Presidente), Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.


Sala de la Comisión, a 21de junio de 2012.

ANA MARIA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogado Secretario de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, EN MATERIA DE SANCIONES A VEHÍCULOS IMPEDIDOS DE EFECTUAR TRANSPORTE PÚBLICO Y DE ESCOLARES.
BOLETÍN N° 7.815-15

I. PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: aumentar el monto de las multas que se aplican a quienes presten servicios de transporte público de pasajeros en vehículos impedidos de hacerlo e impedir la realización de transporte escolar informal en vehículos no habilitados, para lo cual se aumentan las sanciones establecidas en la ley y se faculta a las autoridades fiscalizadoras a retirar de la circulación a los vehículos que prestan el servicio en la forma indicada.
II. ACUERDOS: aprobado en general (3 X 0).

III. ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: el Mensaje está estructurado sobre la base de dos artículos permanentes.
IV. NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: no tiene. 

V. URGENCIA: simple, el 5 de junio de 2012.
VI. ORIGEN E INICIATIVA: Senado. Mensaje de S.E. el Presidente de la República.
VII. TRÁMITE CONSTITUCIONAL: primer trámite.
VIII. INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: ingresó al Senado el 20 de julio de 2011, dándose cuenta en la sesión 36ª ordinaria, de la misma fecha, pasando a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.
IX. TRÁMITE REGLAMENTARIO: primer informe. 
XI. LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: 

1.- La ley Nº 19.040, que establece normas para la adquisición por el Fisco de vehículos que indica y otras disposiciones relativas a la locomoción colectiva de pasajeros.

2.- Ley Nº 19.831, que crea el Registro Nacional de Servicios de Transporte Remunerado de Escolares.


Valparaíso, 21 de junio de 2012.

ANA MARÍA JARAMILLO FUENZALIDA

Abogado Secretario
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR GÓMEZ, SEÑORA RINCÓN Y SEÑOR ROSSI, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, QUE REDUCE EN EL ARTÍCULO 50 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LA REPÚBLICA LA EDAD REQUERIDA PARA SER ELEGIDO SENADOR

(8390-07)
A continuación se formula una propuesta de reforma constitucional para rebajar la edad para ser candidato a Senador a veinticinco años.

I. Fundamentos:

Actualmente, la Constitución Política, establece diferentes edades para ser elegido Diputado y Senador: para los Diputados, se exigen veintiún años y en el caso de los Senadores treinta y cinco años (artículos 48 y 50, respectivamente).

La edad exigida para ser Senador, es 14 años mayor que la exigida para ser diputado, conforme con el artículo 25 de la Constitución Política. Sin embargo, no se señala un fundamento jurídico que explique la diferencia de edad exigida para uno y otro cargo.
En efecto, señala Silva Bascuñán que uno de los pocos argumentos a favor de una diferencia de la exigida para uno y otro cargo fue lo expresado por Jorge Alessandri en cuanto a que "las lecciones de la experiencia [...] señalan que quien es elegido diputado aspira de inmediato a convertirse en senador, tratando de desplazar al titular del cargo, lo que origina una competencia demagógica que califica de intolerable "(sesión 78 pág. 30)"1.

Por otra parte, esta regla ya ha sufrido modificaciones, puesto que originalmente se exigían cuarenta años como requisito y, con la reforma constitucional del año 2005 (Ley No 20.050) se rebajó a los actuales treinta y cinco años.

Tomando en consideración que se ha aprobado recientemente la inscripción automática y el voto voluntario, que permitirá la renovación del padrón electoral, parece importante seguir avanzando en ese sentido y eliminar requisitos como el de exigir treinta y cinco años de edad para ser senador. La rebaja de la edad, permite que personas más jóvenes tengan la opción de participar de la vida política y optar a cargos de elección popular.

En concordancia con lo anterior, parece razonable disminuir la diferencia del requisito de edad con la que actualmente se exige para ser candidato a diputado, esto es veinticinco años, puesto que al ser ambos cargos de elección popular y que tiene como objetivo representar a la ciudadanía en el Congreso dicha diferencia debe ser mucho menor.
___________________________________

1 Silvia Bascuñán Alejandro, Tratado de Derecho Constitucional, Tomo VI (Segunda Edición, Editorial jurídica de Chile, 2000), pág. 73.

II.
Propuesta de Reforma Constitucional

En razón de los fundamentos antes señalados, se propone el siguiente proyecto de reforma constitucional:

Artículo único.- Reemplácese, en el artículo 50 de la Constitución Política de la República de Chile, la expresión "treinta y cinco" por "veinticinco".

(Fdo.): José Antonio Gómez Urrutia, Senador.- Ximena Rincón González, Senadora.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE INTERESES MARÍTIMOS, PESCA Y ACUICULTURA, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DEFINE EL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS Y ESTABLECE MEDIDAS DE CONTROL Y SANCIONES PARA QUIENES INCURRAN EN ESTA PRÁCTICA EN LAS FAENAS DE PESCA

(3777-03)
HONORABLE SENADO:





La Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura, tiene a honra informar el proyecto de ley de la suma, iniciado en mensaje de SE el Presidente de la República. 




A la sesión en que se consideró esta materia asistieron, además de sus integrantes, las siguientes personas:


De la Subsecretaría de Pesca: el Subsecretario, señor Pablo Galilea Carrillo; el Jefe de la División Jurídica, señor Felipe Palacio Rives, y la abogada de la División Jurídica, señora Catalina Gallardo Salce.

De la Federación Gremial de Industrias Pesqueras del Sur Austral: la Gerente, señora Valeria Carvajal Oyarzo.


Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el coordinador, señor José Francisco Acevedo Alliende.
 - - - - - -

ANTECEDENTES





En el primer trámite constitucional, el Honorable Senado aprobó para este proyecto de ley un texto de dos artículos permanentes y un artículo transitorio.





El artículo 1°, en los 8 números que lo componen, propone enmiendas a la Ley General de Pesca y Acuicultura.





El número 1 del precepto mencionado, estructurado a su vez en dos letras, introduce modificaciones al artículo 2° de la Ley General de Pesca y Acuicultura, que incluye un glosario de palabras con definiciones especiales referidas a los efectos de esta ley. La letra a) del numeral 1 redefine el “descarte” y la letra b) intercala un número 26 bis, nuevo, que describe al “observador científico”.





A su turno, el numeral 2 incorpora un nuevo párrafo en el Título II de la Ley General de Pesca y Acuicultura – “Párrafo 1° Bis, Del Descarte de Especies Hidrobiológicas” -  constituido por los nuevos artículos 7° A, 7° B, 7° C y 7° D, que regulan el descarte en las operaciones pesqueras.





Los numerales 3 y 4 introducen, el primero, un artículo 63 A, nuevo, que obliga a los armadores industriales a informar las especies sometidas a descarte. El segundo incorpora a la Ley General de Pesca y Acuicultura los artículos 64 E y 64 F, nuevos, que se refieren a la obligación de determinados armadores industriales y artesanales de instalar a bordo de sus naves un dispositivo de soporte de imágenes para efectos del descarte.





Los números 5, 6 y 7 modifican o se refieren a las sanciones previstas en la Ley General de Pesca y Acuicultura en materia de descarte (actual artículo 110, letra g), nuevos artículos 111 A y 111 B y artículo 1134 vigente) y, finalmente, el N° 8 de este artículo 1° exime de las sanciones por infracción a las normas sobre descarte las operaciones del programa de investigación regulado en el artículo 7° A.





El artículo 2° del proyecto aprobado por el Honorable Senado consigna enmiendas  a la ley N° 19.713, sobre límite máximo de captura por armador, en los dos numerales que lo conforman, con el objeto de incluir la definición de descarte en los artículos 12 y 20.





Finalmente, el artículo transitorio del texto aprobado por el Honorable Senado en el primer trámite constitucional dispone la realización de un plan de investigación para recopilar antecedentes técnicos con el fin de reducir el descarte y la dictación del reglamento a que se refiere el nuevo artículo 64 E (dispositivo de registro de imágenes).





En el segundo trámite constitucional la Honorable Cámara de Diputados prestó su aprobación al proyecto con adiciones o enmiendas a las letras a) y b) del numeral 1 del artículo 1°, además de introducir en ese numeral una nueva letra b).





Igualmente, por lo que concierne al numeral 2 del artículo 1°, modificó los artículos 7° A y 7° C y sustituyó enteramente el artículo 7° B.





Respecto del número 3 del artículo 1°, reemplazó el artículo 63 A propuesto en el texto aprobado por el Honorable Senado y enmendó el artículo 64 E consignado en el número 4 de dicho artículo.





Seguidamente, la Honorable Cámara de Diputados intercaló un número 5, nuevo, al artículo 1°, mediante el cual se agrega a la Ley General de Pesca y Acuicultura un Título VIII, también nuevo,  que trata acerca de los observadores científicos (artículos 103, 104 y 105, nuevos) que regulan la actividad de éstos en las faenas de pesca. El numeral 5 aprobado por el Honorable Senado, pasa a ser número 6), sin enmiendas,  y el numeral 6) a ser número 7, con enmendaduras de la Honorable Cámara de Diputados en el nuevo artículo 111 B.





Los numerales 7 y 8 aprobados por el Honorable Senado pasan a ser numerales 8 y 9, ambos con modificaciones introducidas por la Honorable Cámara de Diputados en el segundo trámite constitucional a los artículos 113 y 113 bis, respectivamente.





Finalmente, la Honorable Cámara de Diputados ha adicionado al artículo 1° del texto aprobado por el Honorable Senado un nuevo número 10 por el que incorpora a la Ley General de Pesca y Acuicultura un nuevo artículo 121 ter que sanciona el entorpecimiento de las funciones del observador científico.





El artículo 2° y el artículo transitorio propuestos en el texto aprobado por el Honorable Senado no fueron objeto de adiciones o enmiendas en el respectivo trámite constitucional por la Honorable Cámara de Diputados.

- - - - - - - -





Consignamos a continuación el debate que suscitaron en la Comisión las enmendaduras y adiciones anotadas y los acuerdos que a su respecto se propone que se adopten por la Sala:

ARTÍCULO 1°
Numeral 1.
Letra b), nueva:

La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, intercaló una letra b), nueva, pasando la letra b) aprobada por el Honorable Senado a ser letra c), que agrega al artículo 2° de la Ley General de Pesca y Acuicultura el siguiente numeral nuevo:


"21 bis) Pesca incidental: aquella conformada por especies que no son parte de la fauna acompañante y que está constituida por reptiles marinos, aves marinas y mamíferos marinos.”.”.




- Esta Comisión, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi, propone aprobar la enmienda antes señalada.

Letra b)




Pasa a ser letra c) en virtud del acuerdo precedente.





El Honorable Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó intercalar en el artículo 2° de la Ley General de Pesca y Acuicultura el siguiente numeral nuevo:





“26 bis) Observador científico: persona natural designada por la Subsecretaría de Pesca encargada de la observación y recopilación de datos a bordo de naves pesqueras, puntos de desembarque o en plantas de proceso, exclusivamente, para la investigación con fines de conservación y administración de los recursos hidrobiológicos.





Los datos sin procesar o agregar, obtenidos por los observadores científicos, tanto de las naves pesqueras como de los puntos de desembarque y de las plantas de proceso, tendrán el carácter de reservados, de conformidad con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del artículo 21 de la ley Nº 20.285. No obstante, el armador y el gerente o administrador de la planta de proceso, o quienes éstos designen, podrán solicitar copia de los datos recopilados a bordo de sus naves o plantas.





El observador científico que destruya, sustraiga o revele, indebidamente, los datos a que se refiere el párrafo precedente, incurrirá en las penas previstas en los artículos 242 o 247 del Código Penal, según corresponda.





La recopilación de datos en ningún caso incluirá la individualización de las naves ni de los armadores, los cuales deberán ser codificados para estos efectos.





El observador científico no tendrá bajo ningún respecto el carácter de inspector, fiscalizador, ministro de fe, certificador o verificador de capturas, quedando limitadas sus funciones a las expresadas en el presente numeral.”.”.





En relación a este nuevo número 26 bis, la Honorable Cámara de Diputados propone las siguientes modificaciones a los incisos o párrafos que lo conforman:





Incisos segundo y tercero




Suprimir el inciso o párrafo segundo de este número y reemplazar el tercero por el siguiente: 




"La destrucción, sustracción o revelación indebida de los datos recopilados por parte del observador científico constituirá infracción grave al principio de probidad o incumplimiento grave del convenio de administración, según corresponda.".

                                    El Honorable Senador señor Horvath expresó que la supresión propuesta se explica por la incorporación de la disposición  que dispone que la información proveniente de los datos recopilados por los observadores científicos será pública, en los términos de la ley N° 20.285, contenida en el artículo 105, del Título VIII, agregado en el numeral 5, nuevo, de este proyecto de ley.





- Esta Comisión, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi, recomienda aprobar las enmiendas propuestas por la Honorable Cámara de Diputados. 
Inciso cuarto


Enseguida, la Honorable Cámara de Diputados modificó el inciso cuarto, que pasa a ser inciso segundo, en el sentido de agregar, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración final:


 "En relación a los Tratados Internacionales Pesqueros de los cuales Chile sea parte, la información del área regulada por  ellos que corresponda a Alta Mar se entregará de conformidad con las disposiciones del respectivo instrumento internacional.".




- Esta Comisión propone aprobar la enmienda antes expuesta, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi.
Inciso quinto




Finalmente, la Honorable Cámara de Diputados consignó como inciso cuarto el inciso quinto aprobado por el Honorable Senado, sin enmiendas.                           






- Esta Comisión sugiere aprobar esta enmienda formal de la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi.
- - - - - - - -

Numeral 2.
    
  El Honorable Senado, en el primer trámite constitucional, incorporó  al Título II de la Ley General de Pesca y Acuicultura un Párrafo 1° bis, nuevo, denominado “DEL DESCARTE DE ESPECIES HIDROBIOLÓGICAS”, que contiene los artículos 7° A, 7° B, 7° C y 7° D, que consignamos a continuación:
Artículo 7° A




El artículo 7° A aprobado por el Honorable Senado en el primer trámite constitucional, reza:




“Artículo 7º A.- La Subsecretaría, mediante resolución y previo informe técnico, aprobará, para una o más especies objetivo y su fauna acompañante, un programa de investigación destinado a recopilar antecedentes técnicos que permitan elaborar un plan de reducción del descarte. Dicho programa de investigación deberá comprender a lo menos la cuantificación del descarte, la determinación de sus causas, la forma en que se realiza y los medios a través de los cuales se dejará constancia de esta información. Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar, a lo menos, la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la ley Nº 19.713.





El programa tendrá una duración no inferior a dos años y deberá incluir una propuesta de las medidas orientadas a la disminución del descarte.





En el plazo máximo de tres años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca deberá establecer un plan de reducción del descarte.





El plan de reducción del descarte deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:





a) Las medidas de administración y conservación y los medios tecnológicos necesarios para reducir el descarte.





b) Un programa de monitoreo y seguimiento del plan.





c) Una evaluación de las medidas adoptadas para reducir el descarte.





d) Un programa de capacitación y difusión.





El plan de reducción deberá considerar un código de buenas prácticas en las operaciones de pesca, como medida de mitigación complementaria. Asimismo, podrá considerar incentivos para la innovación en sistemas y artes de pesca, que tengan como objetivo la mitigación o disminución del descarte.





La Subsecretaría de Pesca establecerá anualmente, mediante resolución fundada, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que se encuentren sometidas al programa de investigación a que se refiere este artículo.”.





Este precepto fue objeto de las siguientes enmiendas en el segundo trámite constitucional, en la Honorable Cámara de Diputados:

Inciso primero:




Uno) Agregó a continuación de la expresión "del descarte", la primera vez que aparece, la frase "y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".





Dos) Intercaló entre las expresiones "del descarte,", la  segunda vez que aparece, y las palabras ", la determinación", la frase: "de la fauna acompañante y de la pesca incidental".




Tres) Sustituyó la siguiente oración final, a continuación del segundo punto seguido (.):  "Tratándose de pesquerías con participación de la flota industrial, el programa deberá considerar, a lo menos, la información biológica-pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca en conformidad con el artículo 19 de la ley Nº 19.713.", por la siguiente: "El programa deberá considerar, a lo menos, la información biológica pesquera recopilada por los observadores científicos designados por la Subsecretaría de Pesca de conformidad con el Título VIII.".
                                    En relación con esta enmienda, el señor Subsecretario de Pesca expresó que  la redacción de la norma no es clara cuando señala que el objetivo de la misma es disminuir la captura de la fauna acompañante que se descarta, pero no aquella que es utilizada comercialmente, por lo que sugirió eliminar la frase “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”, las dos veces que aparece en el inciso primero del artículo 7° A (la segunda vez dicha frase aparece reproducida parcialmente).

                                               A su juicio, debieran ser rechazadas las enmiendas efectuadas a dicho artículo, sólo en lo relativo a la reducción de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental, con el fin de perfeccionar la norma, aclarando que el programa de investigación del descarte y el plan de reducción del mismo tienen por objeto reducirlo, tanto en la especie objetivo como en la fauna acompañante y en la captura de pesca incidental. 




- Esta Comisión sugiere rechazar las frases “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental” y “de la fauna acompañante y de la pesca incidental”, y aprobar las demás enmiendas introducidas por la Honorable Cámara de Diputados a este inciso, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi.

Inciso segundo:




Enseguida, la Honorable Cámara de Diputados agregó en el inciso segundo del artículo 7° A, a continuación de la expresión "del descarte", las misma frase incorporada en el inciso primero, ya comentada, esto es, la oración: "y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".




- Esta Comisión propone rechazar la enmienda anotada “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi.

      Inciso tercero:
A continuación, la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, suprimió el inciso tercero del artículo 7° A.





- La Comisión sugiere aprobar la modificación antes señalada, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi.
               - - - - - - - - - 

Inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero:




(Pasa a ser inciso tercero en virtud del acuerdo precedente.)




La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó su encabezamiento por el siguiente: "En el plazo máximo de tres años de ejecución del programa de investigación, la Subsecretaría de Pesca establecerá un plan de reducción del descarte y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental, el que deberá contener, a lo menos, los siguientes elementos:".
- Esta Comisión recomienda rechazar en su encabezamiento la frase “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”, propuesta por la Honorable Cámara de Diputados, por las mimas razones expuestas al comentar el inciso primero de este precepto, y aprobar las demás enmiendas, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi.

Letras a) y c)
En seguida, respecto de las letras a) y c) contenidas en este inciso, la Honorable Cámara de Diputados propone agregar en cada una de ellas, a continuación del vocablo “descarte”, la frase: "y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".
- Esta Comisión, con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi, poropone al Honorablke Senado el rechazo de ambas enmiendas.
Inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto:




La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, consignó como inciso cuarto el inciso quinto aprobado por el Honorable Senado y agregó, a continuación del vocablo "descarte", la frase "y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental".
- La Comisión recomienda rechazar la frase: “y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”, y aprobar la enmienda formal propuesta por la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi.

Inciso sexto, que ha pasado a ser quinto.




Finalmente, la Honorable Cámara de Diputados incluyó como inciso quinto el inciso sexto aprobado por el Honorable Senado, sin enmiendas.





- Esta Comisión sugiere aprobar la enmienda formal de la Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath y Rossi.
                Artículo 7° B




El Honorable Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó el siguiente artículo 7° B:





“Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, podrá realizarse siempre que se cumplan los siguientes requisitos:





a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior.





b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra a).





c) Que sea haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo.





d) Que en la cuota de captura se haya descontado el descarte.





e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un plan de reducción del descarte.





f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.





La Subsecretaría de Pesca establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.”.
A su turno, la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el referido artículo 7° B por el siguiente:

"Artículo 7° B.- El descarte de individuos de una especie objetivo, cualquiera sea su régimen de acceso, y su fauna acompañante, no podrá realizarse, salvo que se cumplan los siguientes requisitos:

a) Que se hayan recopilado antecedentes técnicos suficientes del descarte, de acuerdo a un programa de investigación ejecutado de conformidad con lo dispuesto en el artículo anterior.

b) Que se mantenga en ejecución el programa de investigación señalado en la letra anterior.

c) Que se haya fijado una cuota global anual de captura para la especie objetivo.

d) Que en el proceso de establecimiento de la cuota global anual de captura se haya considerado el descarte.

e) Que la especie objetivo y su fauna acompañante se encuentren sometidas a un plan de reducción a que se refiere el artículo anterior.

f) Que el descarte no afecte la conservación de la especie objetivo.

La Subsecretaría de Pesca establecerá anualmente, mediante resolución fundada, y previo informe técnico, la nómina de las especies objetivo y su fauna acompañante que cumplan con los requisitos antes señalados.".
 



- Esta Comisión sugiere aprobar la modificación de la Honorable Cámara de Diputados, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag.
Artículo 7° C





El Honorable Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó incorporar un artículo 7° C del siguiente tenor:





“Artículo 7° C.- Será obligatoria la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles, pingüinos y otras aves marinas. Asimismo, será obligatoria la devolución de ejemplares de una especie hidrobiológica, en los casos en que así lo disponga expresamente la medida de administración vigente.





La Subsecretaría establecerá, mediante resolución y previo informe técnico, la nómina de especies que se encuentren en los casos previstos en este artículo.”.




La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó en el inciso primero, a continuación de la expresión "aves marinas", la siguiente frase ", salvo que se encuentren severamente dañados o heridos".            
                                   La Comisión acordó rechazar la enmienda efectuada al artículo 7° C relativa a la obligatoriedad de la devolución al mar de mamíferos marinos, reptiles marinos, pingüinos y otras aves marinas, por cuanto estimó que la modificación es incompleta al no señalar el destino que tendrán las especies mantenidas a bordo de la nave y no devueltas al mar. 





- En consecuencia, esta Comisión con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag, sugiere rechazar la proposición que reza: “salvo que se encuentren severamente dañados o heridos” y la coma (,) que la antecede.  

                 - - - - - - - -
Numeral 3.
El Honorable Senado, en el primer trámite constitucional, incorporó la siguiente disposición a la Ley General de Pesca y Acuicultura:





“Artículo 63 A: Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en el artículo anterior, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.

Sin embargo, la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, sustituyó el artículo 63 A propuesto, por el siguiente artículo 63 ter:

“Artículo 63 ter.- Los armadores pesqueros industriales o artesanales deberán informar, en los términos establecidos en los artículos anteriores, el descarte de especies sometido a las disposiciones del Párrafo 1º bis del Título II de esta ley.”.




- Esta Comisión, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag,  sugiere aprobar la enmienda descrita.
               - - - - - - - - - 
Numeral 4.
Artículo 64 E
                                   El Honorable Senado, en el primer trámite constitucional, agregó a la Ley General de Pesca y Acuicultura un artículo 64 E, del siguiente tenor: 





“Artículo 64 E.- Los armadores de naves pesqueras a que se refiere el artículo 64 B y los armadores artesanales respecto de sus naves que tengan una eslora igual o superior a 15 metros, deberán instalar a bordo y mantener en funcionamiento, durante todo el viaje de pesca, un dispositivo de registro de imágenes que permita detectar y registrar toda acción de descarte que pueda ocurrir a bordo.





El Servicio Nacional de Pesca deberá requerir la entrega de la información registrada desde las naves pesqueras, en ejercicio de su función fiscalizadora.





La instalación y mantención del dispositivo de registro de imágenes serán de cargo del armador. Asimismo, la recopilación y procesamiento de las imágenes podrá efectuarse por el Servicio directamente o encargándolo a entidades externas. En este último caso también serán de cargo del armador.





Este sistema deberá guardar relación en sus costos de instalación y operación con los que signifiquen los objetivos de protección de los recursos hidrobiológicos respectivos.





La forma, requisitos y condiciones de aplicación de las exigencias establecidas en este artículo, así como los resguardos necesarios que eviten la manipulación e interferencia del funcionamiento de los dispositivos, serán determinados en el reglamento, pudiendo éste distinguir por pesquería, tipo de nave y arte de pesca. El Servicio acreditará, directamente o por intermedio de entidades externas, el cumplimiento de los requisitos establecidos en el reglamento.





La Subsecretaría de Pesca podrá requerir la información de que trata este artículo para fines de administración y manejo de los recursos hidrobiológicos.”.
                                    La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, reemplazó, en el inciso primero del artículo 64 E, la frase "y los armadores artesanales respecto de sus naves que tengan una eslora igual o superior a 15 metros," por "y los armadores artesanales respecto de sus embarcaciones que tengan una eslora igual o superior a 15 metros,".




- Esta Comisión recomienda aprobar la modificación de la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag.
                - - - - - - - - -
Numeral 5, nuevo




La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó a la Ley General de Pesca y Acuicultura el siguiente Título VIII: 

“DE LOS OBSERVADORES CIENTÍFICOS


Artículo 103.- Los observadores científicos tendrán como únicas funciones, las de recopilar, registrar y dar cuenta de los datos e información biológico-pesquera de las operaciones de pesca industrial y artesanal, puntos de desembarque y/o procesamiento de recursos pesqueros. Su labor no será de fiscalización.

Los observadores científicos deberán acreditar conocimientos y aptitudes para llevar a cabo tareas científicas básicas y podrán ser profesionales o técnicos ligados a las ciencias marinas, pesqueras o acuícolas, de universidades e institutos profesionales acreditados.

Artículo 104.- El reglamento establecerá un procedimiento de coordinación de embarque, el que deberá contemplar un plazo mínimo de 10 días para informar de la designación de observadores científicos a los armadores  respectivos.

La Autoridad Marítima no otorgará la autorización de zarpe a las naves o embarcaciones que, habiéndoles sido designado un observador, no esté incluido en la dotación a bordo.

Los armadores deberán asegurarse que los capitanes o patrones de sus naves o embarcaciones brinden a los observadores una amplia cooperación, de manera que éstos puedan llevar a cabo las tareas de recopilación de datos. El cumplimiento de esta obligación incluye brindar las facilidades adecuadas de alojamiento y alimentación a los observadores.

Artículo 105.- La información proveniente de los datos recopilados por los observadores científicos será pública en los términos de la ley N° 20.285.

La información recopilada por los observadores científicos en el marco del programa de investigación, previamente codificados los nombres de naves y armadores, será pública pudiendo requerirla cualquier institución de investigación, académica u organización no gubernamental, para efectos de su evaluación y propuestas al plan de reducción de la pesca incidental y el descarte.

La información recopilada por los observadores será administrada por la Subsecretaría y utilizada exclusivamente para fines científicos, de conservación y administración pesquera.

Artículo 106.- La Subsecretaría de Pesca podrá encomendar a una o más instituciones la administración del sistema de observadores científicos.

Para tales efectos, la Subsecretaría suscribirá un convenio de administración y operación por el cual encargará a una o más instituciones la administración del sistema de observadores científicos.

El convenio será aprobado por resolución y deberá suscribirse con personas jurídicas, públicas o privadas, las que deberán tener por objeto social o giro la investigación en el ámbito de las ciencias del mar y contar con experiencia en la recopilación y procesamiento de datos e información biológico-pesquera a bordo de naves y en plantas.

El reglamento establecerá los requisitos y obligaciones que deberá cumplir el administrador del sistema.”.





- Esta Comisión recomienda aprobar la modificación propuesta por la Honorable Cámara de Diputados de incluir al nuevo Título VIII transcrito, con la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag, con excepción del inciso tercero del artículo 104, que propone rechazar, con el fin de que en sede de comisión mixta se reponga la idea contenida en este precepto, pero se incluyan mayores resguardos que garanticen efectivamente la seguridad de los observadores científicos a bordo de las naves.

- - - - - - - - 

Numeral 5.

El Honorable Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó la siguiente disposición:




“5. Suprímese en la letra g) del artículo 110 la frase “o desechadas al mar”.”.





Por su parte, la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, consignó como numeral 6. el aprobado por el Honorable Senado como numeral 5., sin enmiendas.





- Esta Comisión propone aprobar la enmienda antes señalada, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag.
                                          - - - - - - - - 

Numeral 6.
El Honorable Senado, en el primer trámite constitucional, aprobó una disposición que agrega los artículos 111 A y 111 B a la Ley General de Pesca y Acuicultura. El segundo de ellos, es del siguiente tenor:





“Artículo 111 B.- El armador de una nave pesquera industrial o de una embarcación artesanal de eslora igual o superior a 15 metros que haya operado sin mantener en funcionamiento el dispositivo de registro de imágenes, o lo haya manipulado o interferido, será sancionado con multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.





El capitán o patrón de la nave en que se hubiere cometido la infracción a que se refiere el inciso anterior será sancionado personalmente con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.”.





A este respecto, la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, determinó que el numeral 6 pase a ser numeral 7 y reemplazó, en el inciso primero del artículo 111 B, su frase final “multa de 30 a 300 unidades tributarias mensuales.” por “multa de 20 a 300 unidades tributarias mensuales.”.




- Esta Comisión sugiere aprobar las modificaciones propuestas por la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag.
- - - - - - - - -

Numeral 7

El Honorable Senado, en el prime trámite constitucional, agregó los siguientes incisos cuarto y quinto, nuevos,  al artículo 113 de la Ley General de Pesca y Acuicultura:





“La omisión de la entrega o la entrega incompleta de la información a que se refiere el artículo 63 A será sancionada con multa de 3 a 30 unidades tributarias mensuales.





En caso de que la información entregada en cumplimiento del artículo 63 A sea falsa, la sanción será de multa de 50 a 300 unidades tributarias mensuales.”.”.




Posteriormente, la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, dispuso que el numeral 7 pase a ser numeral 8 y sustituyó los vocablos "artículo 63 A" por "artículo 63 ter", las dos veces que aparece.




- Esta Comisión sugiere aprobar estas enmiendas formales de la Honorable Cámara de Diputados, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag.
- - - - - - - - -

Numeral 8.
El Honorable Senado, en el primer trámite Constitucional, incorporó el siguiente artículo 113 bis:





“Artículo 113 bis.- Durante el desarrollo del programa de investigación a que se refiere el artículo 7° A no serán aplicables, a todas aquellas naves que participen de la investigación, las sanciones sobre descarte contempladas en esta ley y en la ley N° 19.713 y sus modificaciones.”.”.




La Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, signó como número 9 este numeral y sustituyó la denominación de la disposición propuesta "Artículo 113 bis" por "Artículo 113 B".




- Esta Comisión propone aprobar las enmiendas formales antes indicadas, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag.
- - - - - - - 
Numeral 10, nuevo

Finalmente, la Honorable Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, agregó el siguiente artículo 121 ter, nuevo, a la Ley General de Pesca y Acuicultura:

“Artículo 121 ter.- El que obstaculice el ejercicio de las funciones del observador científico a bordo de las naves o en las plantas de proceso será sancionado con multa de 3 a 300 unidades tributarias mensuales.

En las mismas sanciones incurrirán los armadores pesqueros y los gerentes o administradores de las plantas de proceso por el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones señaladas en los artículos precedentes o en el reglamento respectivo.”.”.




- Esta Comisión sugiere aprobar la modificación antes transcrita, con el voto unánime de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores García-Huidobro, Horvath, Rossi y Sabag.
- - - - - - -





En el mérito de las consideraciones precedentes, esta Comisión de Intereses Marítimos, Pesca y Acuicultura tiene a honra proponer a la Sala la aprobación de las adiciones o enmiendas incorporadas por la Honorable Cámara de Diputados al proyecto de ley en informe, con excepción de las siguientes que sugiere rechazar:

Numeral 2.

Artículo 7° A.

Inciso primero.

Rechazar las frases “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental” y “de la fauna acompañante y de la pesca incidental”.

Inciso segundo.

Rechazar la frase “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”.

Inciso cuarto, que ha pasado a ser tercero.

Rechazar en su encabezamiento la frase “y de la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”.

Letras a) y c)

Rechazar las frases “y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”, que aparece en cada una de dichas letras.

Inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto.

Rechazar la frase: “y la captura de la fauna acompañante y de la pesca incidental”.

Artículo 7° C.

Inciso primero

Rechazar la proposición que reza: “salvo que se encuentren severamente dañados o heridos” y la coma (,) que la antecede.

Numeral 5, nuevo.

Artículo 104.

Rechazar su inciso tercero.

- - - - - - -





Hacemos presente que de no aprobarse la proposición que esta Comisión formula respecto del artículo 7° C, el referido precepto debería votarse con rango de ley de quórum calificado.

- - - - - - -




Acordado en sesión de fecha 20 de junio de 2012, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Antonio Horvath Kiss (Presidente); Alejandro García-Huidobro Sanfuentes; Fulvio Rossi Ciocca, y Hosain Sabag Castillo.




Valparaíso, a 26 de junio de 2012.

(Fdo.): Mario Tapia Guerrero,

Secretario de la Comisión
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Caso Brasil: Modificación al código civil se introdujo en Agosto de 2008 que establece igualdad parental y CPC. Judicialización decrece principalmente en materia de alimentos. 

Fuente: “Consejo nacional de los derechos de los niños y adolescentes en 2011”.



 (
Instante en que se promulgó nueva ley de familia en Brasil [12]
Ver artículos relacionados del código civil Brasileño (libro de la familia) en:
http://bit.ly/f0L4Vw
)
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